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En los últimos años la migración de cientos de miles de ecuatorianos a trabajar en el extranjero 
ha dejado a muchos menores sin sus padres. Los efectos de la separación y desorganización 
familiar que produce esta ola migratoria se muestra en el estado emocional, en la salud y en el  
desempeño escolar de los niños, niñas y adolescentes que bien pueden producir daños graves a 
largo plazo, lógicamente ante estas circunstancias sus padres buscan la manera de reunirse 
nuevamente con sus hijos en especial aquellos que se han estabilizado laboralmente, situaciones 
que han incrementado la salida del país de menores en últimos años; pero este aumento ha 
creado un conflicto que constituyen un hecho peligroso como el tráfico de menores, que a su 
vez implica delitos más graves como: la explotación sexual, explotación laboral, mendicidad, 
pornografía infantil, matrimonio servil, servidumbre e inclusive la extracción de órganos 


























For the last few years, the migration of hundreds of thousands of Ecuadorians looking for work 
abroad has left many minors without their parents. The effects of family separation and 
disorganization produced by this migratory wave are evident when it comes to the emotional 
state, health and academic performance of boys, girls and teens, and they can produce serious 
damage in the long term. Logically, in face of these circumstances, parents seek the way to 
become reunited with their children, especially those who have found a steady job; this has 
increased the migration of minors in recent years. However, this increase has created a conflict 
which constitutes a dangerous operation: child trafficking, which in turn, leads to more serious 
crimes such as: sexual exploitation, labor exploitation, beggary, child pornography, servile 
marriage, servitude, and even organ extraction, thus violating their rights established in national 





3. NATIONAL AND INTERNATIONAL REGULATIONS 
4. TRAFFICKING 





La migración y el tráfico de menores, se han convertido en un género de actos habituales que 
opera impunemente, fingimos no entender que se trata de un daño a la humanidad de los 
menores que debe reprimirse donde quiera que se encuentra la víctima o sean descubiertos sus 
autores, porque la alarma social que este provoca no solo tiene repercusiones en la víctima y su 
familia, sino también a la sociedad más frágil e insegura, consecuentemente, al país. De ahí que 
los estados deben proteger a los menores de edad en todas sus formas, para lo cual deben 
considerar las características actuales del problema que sobrepasa los límites de las leyes que 
protegen a los menores que han existido durante largo tiempo y son ahora obsoletas. 
 
 
Los menores son considerados como sujetos titulares de derechos que están sobre los derechos 
de los demás sin que sea necesario para su pleno ejercicio la intermediación de su representante 
legal, no siempre fue así; anteriormente para que  se efectivicen derechos como el de alimentos, 
filiación o el de integridad física, sexual, mental que es el que nos compete había que recorrer 
un largo camino lleno de trabas y dificultades, quizás sea éstas una de las causas que empuja al 
tráfico dirigido a los menores. 
 
 
Aunque las reformas introducidas contemplan en su totalidad los derechos de los menores, y 
podrían ser eficaces, estas no pueden llevarse a cabo pues no están definidos en forma precisa 
los mecanismos necesarios para hacerlos efectivos, sin pretender que se ha conseguido un gran 
avance en cuanto a protección de derechos se refiere, y bien este podría ser el antecedente para 









CAPÍTULO I. El PROBLEMA 
1.1 Planteamiento del Problema 
El tráfico de menores, se ha convertido en un género de actos habituales que opera 
impunemente, ante la vista y paciencia de todos quienes somos los encargados de custodiar el 
interés superior de la niña, niño y adolescente, tanto la sociedad civil como los organismos 
gubernamentales, fingimos no entender que se trata de un daño a la humanidad de los menores 
que debe reprimirse donde quiera que se encuentra la víctima o sean descubiertos sus autores, 
porque la alarma social que este provoca no solo tiene repercusiones en la víctima y su familia, 
sino también a la sociedad más frágil e insegura, consecuentemente, al país. De ahí que los 
estados deben proteger a los menores de edad en todas sus formas, para lo cual deben considerar 
las características actuales del problema que sobrepasa los límites de las leyes que protege a los 
menores que han existido durante largo tiempo y son ahora obsoletos. 
 
Si bien hoy, los menores son considerados como sujetos titulares de derechos que están sobre el 
derecho de los demás sin que sea necesario para su pleno ejercicio la intermediación de su 
presentante legal, no siempre fue así; anteriormente  para  que se efectivicen derechos como el 
de alimentos, filiación o el de integridad física, sexual, mental que es el que nos compete había 
que recorrer un largo camino lleno de trabas y dificultades, quizás sea esta la causa que empuja 
al tráfico dirigidos a los menores. 
 
Así tenemos que en el siglo pasado la protección de los menores desvalidos y abandonados 
estuvo a cargo de la iglesia Católica movido por el sentimiento de caridad y piedad  religiosa  se 
fundaron establecimientos de protección a menores. Ya en 1938; bajo Gobierno del General 
Albero Enríquez Gallo se promulga el primer Código de Menores y pasa a ser preocupación 
estatal el interés por los menores abandonados puesto que propicia desvíos en la conducta 
tomándola irregular y hasta injusta. 
 
Sin embargo, y pese a que durante las tres décadas posteriores se continua reiterando la 
importancia de la protección al menor, es apenas en 1990 que mediante una renovada campaña  
a favor de los derechos de los niños, Ecuador se convierte en el primer país latinoamericano en 
suscribir la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. 
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Aunque las reformas introducidas contemplan en su totalidad los derechos de los menores, y 
podrían ser eficaces, estas no pueden llevarse a cabo pues no están definidos en forma precisa 
los mecanismos necesarios para hacerlos efectivos, sin pretender que se ha conseguido un gran 
avance en cuanto a protección de derechos se refiere, y bien este podría ser el antecedente para 
continuar reformando las normas legales que contemplarían el principio del interés superior del 
menor. 
 
Las migraciones han existido desde siempre y son un fenómeno mundial. Los seres humanos 
desde la prehistoria, se desplazaron buscando mejores territorios para la casa, la pesca y la 
agricultura. Durante la antigüedad, los griegos, al igual que otros pueblos colonizaron a extensas 
zonas de Italia, Francia y Asia. Al final del quinto siglo, migraciones masivas de pueblos 
germánicos y asiáticos destruyeron el imperio romano. Posteriormente, desde finales del 
séptimo siglo, la conquista árabe del medio oriente, de África del norte y de España, trajo 
consigo migraciones importantes. En el mundo andino, la expansión incaica se dio por las 
guerras y muchos desplazamientos. 
 
A partir del siglo XIX, la industrialización y la creación de los estados nacionales 
cambian completamente las modalidades y enfoques de la migración. A pesar de que 
siguen existiendo procesos de colonización, la mayoría de personas que deciden migrar, 
lo hacen para trabajar en busca de una mejor oportunidad. La consolidación de los 
Estados Nacionales, fortalece identidades y establece un control de acceso a territorios 
(Guerrero, 2005, pág. 10). 
 
Luego de la segunda guerra mundial y la crisis económica por la que el mundo atravesó, se 
adoptaron políticas migratorias restrictivas en los países de Europa Occidental y de 
Norteamérica. 
 
En el Ecuador, la migración interna y externa, es un fenómeno que siempre ha existido. Desde 
1860, en las diferentes provincias del país, las duras condiciones de supervivencia han hecho 
que aparezcan movimientos poblacionales en busca de una nueva oportunidad de vida. 
 
La migración en los primeros años fue interregional, los habitantes se trasladaban 
especialmente desde las ciudades pequeñas a las grandes, o a aquellas que presentaban 
buenas oportunidades de trabajo y subsistencia. Quito y Guayaquil, fueron las ciudades 




En lo que se refiere a la migración internacional, esta empezó desde la década de los 50, con la 
crisis de los Panamá Hat. No obstante, fue en la década de los 90 que éste fenómeno se amplió, 
tanto en número como en la composición y países de destino de los emigrantes. 
 
En los últimos años migraron personas de todo el país, el fenómeno antes restringido 
especialmente a poblaciones de bajo nivel educativo, pasó a incorporar a gente con niveles de 
estudios superiores. Asimismo, pasó a convertirse en una emigración mayoritaria femenina y 
con destinos hacia ciudades europeas. 
 
De acuerdo con la Organización Internacional de Migraciones (OIM), en el año 2002, 185 
millones de personas residían fuera del país donde nacieron o del que son nacionales. Esta cifra 
muestra la dimensión que ha alcanzado la movilidad humana internacional en las últimas 
décadas ya que, si bien, las migraciones y la búsqueda de mejores oportunidades de vida en 
otros lugares han sido una característica del hombre a lo largo del tiempo, es indudable que los 
procesos migratorios han adquirido nuevas formas en el transcurso de los años. 
 
Los migrantes internacionales son aquellas personas que cruzan una frontera, cambian su lugar 
de residencia e ingresan a otro país. Generalmente, son extranjeros cuando llegan al país 
receptor, no obstante, no todos los extranjeros son inmigrantes, hay quienes son los hijos de 
inmigrantes nacidos en el país de acogida pero que conservan su nacionalidad de origen, y otros 
que han adquirido la nacionalidad del país receptor mediante la naturalización o el matrimonio. 
 
Durante casi los 50 últimos años, a partir de 1965, la mediación más completa y homogénea de 
la migración internacional en el mundo se ha obtenido de los datos sobre los inmigrantes y o 
extranjeros que proporcionan los censos o registros de población de los países. La División de la 
Población de las Naciones Unidas es la organización que recoge estas estadísticas en una base 
de datos que proporciona estimaciones. 
 
Realizar un estudio estadístico sobre la entrada de extranjeros a los países receptores y la 
cantidad de migración internacional siempre ha causado gran dificultad y las cifras no son 
exactas. La diferencia de métodos y conceptos que existe en los países, además de la necesidad 
de un sistema estadístico muy sofisticado, ha hecho que exista baja cobertura al respecto. 
 
En los países donde existe una afluencia de asentamiento, las estadísticas distinguen entre los 
inmigrantes y los no inmigrantes al momento del ingreso a un país. Hay casos excepcionales 
como el de los nacionales europeos que tiene derecho a circular libremente, y no son inscritos 
en los registros de permisos de residencia a menos que lo soliciten. Uruguay ha planteado en 
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estos días lo mismo, incluso dándoles su nacionalidad, a los ciudadanos de la Comunidad 
Andina. 
 
La diversidad de fuentes utilizadas para esta base de datos ha dado algunas dificultades, pues la 
cobertura no es homogénea en todo el mundo y no todos los países poseen el mismo número de 
censos.  
 
1.1.1 Ubicación del Problema en el Contexto Socio-Cultural 
La presente investigación se encuentra en la recurrencia de los enfoques claves, por una parte 
está el crítico que determina el análisis de la problemática social generada en torno a la no 
tipificación sexual, entre otros en el Código Penal y las consecuencias que tal hecho implica 
para la seguridad jurídica de los ciudadanos y específicamente de los menores. 
 
1.1.2 Delimitación del Problema 
Muestra.- Será aleatoria y estratificada para la recolección de información de los involucrados 
en la problemática motivo de la investigación en nuestro país. 
 
1.1.3 Formulación del Problema 
En base de los planteamientos que han sido establecidos de manera precedente, es válido que el 
desarrollo de la investigación que sustente en torno a la interrogante: 
 
¿Existe en la migración y tráfico de menores, daño a la integridad física, moral y psicológica de 
los mismos, así como de sus familiares? 
 
1.2 Objetivos de la Investigación 
1.2.1 Objetivo General 
 Demostrar a través de la presente propuesta que a raíz de la migración y tráfico de 
niñas, niños o adolescente pueden surgir trastornos físicos, morales y psicológicos que 
violan sus derechos de libertad, dignidad e identidad sexual. 
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1.2.2 Objetivos Específicos 
 Identificar al tráfico de menores como una de las formas de violencia a los derechos de 
la infancia, en especial al derecho de integridad personal. 
 
 Revelar que la incongruencia de las actuales leyes frente a la realidad social de los 
menores que salen del país, para beneficio de quienes lucran con los derechos de la 
niñez. 
 
 Alertar a la sociedad sobre los posibles riesgos que implica la migración de menores de 
nuestro país, y la existencia de verdaderas organizaciones dedicadas a obtener 
beneficios económicos a costa de sus vidas.  
 
 Recalcar la urgencia de realizar una ley reformatoria al Código Penal que tipifica los 
delitos de explotación sexual de los menores de edad. 
 
1.3 Justificación de la Investigación 
En los últimos años la migración de cientos de miles de ecuatorianos a trabajar en el extranjero 
ha dejado a muchos menores sin sus padres. Los efectos de la separación y desorganización 
familiar que produce esta ola migratoria se muestra en el estado emocional, en la salud y en el  
desempeño escolar de los niños que bien pueden producir daños graves a largo plazo, 
lógicamente ante estas circunstancias sus padres buscan la manera de reunirse nuevamente con 
sus hijos en especial aquellos que se han estabilizado laboralmente, situaciones que han 
incrementado la salida del país de menores en últimos años; pero este aumento ha creado un 
conflicto que constituyen un hecho peligroso: el tráfico de menores, que a su vez implica delitos 
más graves como, la explotación sexual y pornografía infantil, servidumbre e inclusive la 
extracción de órganos; sin  embargo pese a la grave de estos acontecimientos, (no puedo decir  
delitos, porque irónicamente no se los considera como tales en nuestro Derecho Positivo pues 




CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO 
1.4 Fundamentación Teórica  
Factor del Medio.- Las personas que regulan la salida del país de menores, han evolucionado 
en la actualidad, hasta los métodos de conocimiento empírico, al uso científico en una 
especialidad, de acuerdo a la conveniencia y el objetivo buscando entorno a la protección de las 
niñas, niños y adolescentes. 
 
Factor Social.- En la actualidad podemos pensar que el tráfico de menores, es un acto, que 
debido al entorno social en el que se desarrolla llega a transformarse como tal. En cuanto a lo 
específico de nuestro tema de investigación, podemos realizar un análisis de la personalidad de 
las personas que se dedican al desarrollo de este tipo de actos y aún más de los menores 
afectados así como de sus familias. 
 
Factor Legislativo.- La capacidad de nuestros legisladores, para afrontar la realidad de este tipo 
de actos que atentan la integridad de los menores, y su posterior determinación en el Código 
Penal, midiendo el grado de preparación para cargar con una responsabilidad tan grande como 
esta. 
 
Factor Jurídico.- La tipificación de un adecuado marco legal, conlleva varios procesos de 
estudio tomando como iniciativa al Código Penal; a través del resultado que arroje el estudio de 
los factores sociales. 
 
1.4.1 Antecedentes Históricos 
Derechos de los Migrantes 
Cada día millones de personas se movilizan de un lugar a otro en busca de mejores 
oportunidades de vida, pero al mismo tiempo los países de asentamiento refuerzan sus leyes y 
fronteras, respaldadas en ciertas actitudes de hostilidad hacia las personas extranjeras.  
 
La violación de los derechos fundamentales de las personas migrantes se ha vuelto parte de la 
realidad  en que se vive en todos los países del mundo (Plan Nacional para combatir la trata de 
personas, pág. 3). 
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Ecuador vive está realidad con mayor intensidad desde que el fenómeno migratorio se ha 
incorporado con fuerza en la vida nacional. Miles de ecuatorianos salen al exterior pero también 
llegan al Ecuador personas de otras nacionalidades. La Convención Internacional sobre 
protección de los Derechos de todos los trabajadores migrantes y sus familias, es un tratado 
internacional que permite asegurar que los derechos humanos sean aplicados apropiadamente a 
los trabajadores migrantes ya sea que hayan salido de su país de origen solos o con su familia. 
 
Todas las personas migrantes, con o sin papeles, tienen derechos básicos: 
 
 Derecho a un trato digno y respetuoso. 
 Derecho a recibir atención médica en caso de emergencia. 
 Derecho a comunicarse con familiares o abogados al ser detenidos. 
 Derechos a un  proceso legal antes de ser reportados o encarcelados. 
 
 Los migrantes con papeles tienen además otros derechos: 
 
 Derechos a seguridad y beneficios sociales (atención médica, educación, vivienda, etc.). 
 Derecho a reunificación familiar, es decir, a vivir con sus familiares en el país de 
destino. 
 Derecho a circular libremente en el país de destino. 
 Derecho a recibir el mismo trato  que los trabajadores nacionales en cuanto a horarios, 
descanso, semanal, vacaciones, seguros, etc. 
 Los trabajadores migrantes regularizados tienen derecho a formar sindicatos. 
 
En caso de que se presuma delito en contra de un trabajador migratorio o de sus familiares, estos 
poseen los siguientes derechos: 
 
 El derecho a la igualdad con los nacionales del país de empleo ante la Ley. 
 El derecho a no ser sometido, grupal o individualmente, detención o prisión arbitraria. 
 El derecho a un proceso legal según los requisitos de la ley. 
 El derecho a un juicio justo. 
 El derecho a tener Abogado. 
 El derecho a tener un juicio sin retraso indebido. 
 El derecho a comunicarse con la Embajada, Consulado u otras autoridades diplomáticas 
de su país de origen y pedir ayuda de esas autoridades. 
 El derecho a tener un traductor, cuando sea necesario, sin costo alguno para el acusado. 
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 El derecho a ser tratado humanitariamente mientras sea detenido. 
 El derecho si es menor de edad a estar separado de los adultos. 
 El derecho a recibir visitas en el centro de detención. 
 
El derecho, si es detenido a que las autoridades que correspondan del país de empleo presenten 
atención a los problemas que se planteen a sus familiares, en especial al cónyuge y a su hijos 
menores en cuanto a los derechos particulares de los migrantes con respecto a contratos y 
derechos laborales. Se pueden resaltar los siguientes: 
 
 El derecho a no ser encarcelado ni ser privado sin su autorización de su residencia o 
permiso de trabajo. 
 El detener y proteger sus documentos de identidad y de autorización de ingreso al país. 
 El derecho a recibir un trato que no sea menos favorable que el que recibe los 
trabajadores nacionales. 
 El derecho a la seguridad social. 
 El derecho a la atención médica de emergencia. 
 El derecho a recurrir a la protección y la asistencia de las autoridades Consulares de su 
país de origen. 
 
A más de todos los derechos señalados, anteriormente, los migrantes de acuerdo a la 
convención tienen derechos específicos para los siguientes casos: 
 
 Cuando han sido acusados de un delito criminal. 
 En el caso de expulsiones de sus trabajos. 
 Para los hijos de los migrantes. 
 Sobre las contrataciones. 
 Sobre la migración indocumentada. 
 Sobre la reunificación familiar. 
 Para las mujeres migrantes. 
 Sobre el fallecimiento del trabajador  migratorio y la disolución del matrimonio. 
 Sobre la perdida de autorización de residencia, entre otros. 
 
 
El Fenómeno Migratorio 
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La migración no es un elemento nuevo de nuestra civilización, existe desde tiempos anteriores y 
es lo que ha permitido a nuestro globo terráqueo poblarse como lo conocemos hoy en día. Es un 
fenómeno inherente al hombre que le ha permitido responder a su instinto de sobrevivencia. La 
migración tiene miles de años de existencia y forma parte de la evolución humana; pero no 
siempre enfrentó la discriminación que hoy se advierte.  
 
Personas de los países subdesarrollados son expulsadas del suelo patrio, por el hambre, 
desempleo, inseguridad, inequidad jurídica, económica y política que allí existe. Ecuador al 
igual que otros países de América Latina experimenta un fenómeno migratorio; ya que nuestros 
compatriotas migran a los países desarrollados en busca de oportunidades de trabajo, que no 
encuentran en su suelo natal.  
 
Desde luego que las condiciones sicológicas de aceptación, juegan un papel preponderante y el 
grado de desarrollo cultural que la persona tenga, ayuda indiscutiblemente a que se acorten los 
procesos o se sorteen con facilidad todas las dificultades que la persona encuentra en el camino 
de su desplazamiento hacia otro país. El hombre como ser ingenioso busca las soluciones a sus 
problemas, desde los más pequeños, en su vida cotidiana, a los más grandes.  
 
Pero si la salida del país fue motivada como en el caso de la gran mayoría de ecuatorianos por 
circunstancias de necesidad económica, aprisa y sin medir las consecuencias, la emigración no 
contará con el factor psicológico y legal de la parte volitiva, lo que en términos sociológicos, irá 
en detrimento de su aceptación total y encontrará en el país receptor, circunstancias adversas, 
haciendo más difícil la realidad vivencial de los primeros tiempos.  
 
Estas circunstancias de su propio rechazo, más las xenofobias, falta de racismo, confort y una 
forma de vida distinta a la de sus costumbres, agudizan las condiciones de llegada al emigrante 
y su familia. 
 
Cuando nuestro país privó a los ecuatorianos del derecho a una vida digna y con calidad, 
provocando la gran crisis económica y bancaria de la década de los noventa, que fue la más 
crítica que se haya vivido en los últimos tiempos, obligó prácticamente a la salida de miles de 
personas en busca de mejores destinos bajo conceptos no planificados, es decir, de aventura o 
del azar. 
 
Cuando no solo la voluntad no cuenta para tomar decisiones de profunda trascendencia, como la 
de irse fuera del país que los vio nacer; sellando con las formas y modos característicos el 
indeleble carácter de la nacionalidad, acarrea problemas emocionales que debilitan la identidad, 
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y si la voluntad y la razón se encuentran bloqueadas, el conflicto de adaptabilidad a un medio 
que ya es inhóspito, hace mucho más difícil la condición humana de aceptación. 
 
Si a estas condiciones emocionales y sociológicas de no-pertenencia, se suman las dificultades 
legales para conseguir la regularización de la residencia en el nuevo país, pueden quebrantar el 
frágil equilibrio o la corta distancia que hay entre la razón y equilibrio y las decisiones 
equivocadas, pueden poner a una persona al margen de la ley. 
 
No obstante, el esforzado trabajo de los emigrantes ha hecho posible que las remesas 
que enviaban a nuestro país constituyan una fuente esencial de ingresos y mantenga 
equilibrada la economía del país, hoy en día lamentablemente ha disminuido 
considerablemente el envío de divisas por parte de nuestros migrantes por factores ya 
conocidos; paralelamente a esto, son graves los riesgos y dramas (Orbe, 2003), humanos 
muy tristes, a los que deben enfrentar tanto el migrante como su familia, así trágicos 
fallecimientos de compatriotas en precarias embarcaciones; desapariciones y abusos por 
parte de los "coyoteros" e inclusive, la trata de mujeres y niños, la desintegración 
familiar, la explotación laboral, discriminación, intolerancia, xenofobia, persecuciones, 
detenciones y deportaciones desde los países de tránsito y de destino, constituyéndose 
en sectores poblacionales de migrantes de extrema vulnerabilidad. 
 
Lo expuesto demuestra que la migración ecuatoriana externa es uno de los problemas sociales 
que demanda una permanente atención por parte del Estado ecuatoriano, a la par con las 
organizaciones de tipo privado; las que deben propender a la protección de los Derechos de los 
ecuatorianos al amparo de los preceptos legales vigentes tanto a nivel nacional como 
internacional, en su Constitución, puesto que cada país tiene la total libertad de normar el 
ingreso a través de sus fronteras.  
 
También es cierto que bajo al amparo del Derecho Internacional Público y de los Derechos 
Humanos, todos los Estados tienen la obligatoriedad de proteger absolutamente la dignidad 
humana, independientemente de la condición de legalidad o ilegalidad de permanencia en sus 
territorios; obligatoriedad que tiene un mandato moral inexcusable relacionado con la enorme 
vulnerabilidad que en los diferentes cuerpos legales siempre se consagra como prioridad que 
debe ser atendida por los Estados que acogen a dichos grupos. 
 
Es por esto que, la migración es un problema que involucra a todos los sectores de la sociedad 
desde los integrantes de los diferentes poderes, hasta aquel individuo que a través del engaño, 
usura, amenaza, o cualquier otro tipo de presión, induce a los interesados a realizar la travesía 
de manera ilegal. 
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En el Ecuador el fenómeno migratorio se ha convertido en un problema que se está escapando 
del control de nuestros Gobiernos (Santos Bustamante, 2005). 
Es así como el primer flujo migratorio de ecuatorianos al exterior tuvo como destino los Estados 
Unidos de América y se originó a inicios de la década de los cincuenta, debido a la crisis del 
comercio de sombreros de paja toquilla y a la decisión de salir de los primeros emigrantes. 
Sin embargo el flujo se sostuvo e incluso aumento durante las décadas de los 80 y 90, entre 
otros factores, por la constitución de redes transnacionales y lamentablemente por las reiteradas 
crisis económicas por las que ha atravesado el país. 
 
Dado que una de las debilidades de la institucionalidad pública ecuatoriana es no contar con un 
sistema de indicadores plenamente confiables, las cifras sobre los flujos migratorios son 
diversas y provienen tanto del exterior como de las instituciones estatales que hacen esfuerzos 
por investigar y sistematizar los datos obtenidos. 
 
No obstante hay que reconocer que esta cifra es un sub- registro no sólo por el método 
empleado por Census Bureau para contabilizar a los hispanos o latinos, que incluyó solo a 
personas cuya ciudadanía era de origen mexicano, la puertorriqueña y cubana, sino por la 
incapacidad para estimar la población ecuatoriana en situación migratoria irregular en los 
Estados Unidos. 
 
Según la Dirección General de Ecuatorianos Residentes en el exterior alcanzaría la cifra de un 
millón y medio ecuatorianos ubicados en distintas partes del mundo, y especialmente en los 
Estados Unidos y en Europa, siendo la emigración irregular la más numerosa en los últimos 
años. 
 
El Ecuador ha atravesado una crisis económica fuerte desde 1999-2000, la misma que fue 
acentuada por el fenómeno de la dolarización, que provocó que el sucre se devaluara a niveles 
nunca antes presentados, provocando su desaparición y que el país adoptara como moneda 
válida al dólar. 
 
Esta medida afectó directamente a la clase más desposeída de la sociedad, provocando el 
crecimiento de los niveles de pobreza e indigencia en el país, disminuyendo a niveles mínimos 
su poder adquisitivo, presentándose además una serie de fenómenos económicos que 
contrajeron la economía a nivel nacional, incrementando el desempleo en el país, ocasionando 
que el ingreso familiar no pueda cubrir ni la canasta básica. 
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Bajo este panorama desalentador, gran parte de los ecuatorianos al no tener un ingreso fijo que 
les permita satisfacer sus necesidades básicas, optaron por ofertar su fuerza laboral en el 
extranjero, puesto que en ciertos países se alcanzaban niveles de remuneración sensiblemente 
más elevados que los que se podría obtener en el Ecuador, por esta causa varios países de 
Europa y los EEUU, comenzaron a captar personal para realizar trabajos pesados, pero que 
representaban una esperanza para quienes atravesaban problemas económicos, por lo tanto pese 
a representar muchos esfuerzos e inclusive ingresar como ilegales a otros países, se endeudaron 
para viajar y arriesgaron lo poco que tenían con la finalidad de alcanzar mejores ingresos 
económicos que les permita cubrir las necesidades básicas de su familia, pero sobre todo con el 
afán de obtener una remuneración más digna, para mejorar su nivel de vida y el de sus hijos. 
Este hecho ha dado como resultado que muchos de nuestros compatriotas sean explotados y 
tratados de manera infrahumana, sufriendo abusos pero sobre todo afrontar la soledad y la 
separación de su familia, esposas e hijos. 
 
Este fenómeno denominado migración, ha provocado que se desintegre el núcleo familiar, que 
es la base de toda sociedad, ya que niños y adolescentes están al cuidado de sus abuelos, tíos y 
otros familiares, quienes no les pueden brindar el cariño, afecto y sobre todo la educación y guía 
que necesitan, muchos de ellos entregándose a las drogas, el alcohol o integrándose a pandillas; 
esto es un comienzo a la delincuencia más en los jóvenes que en los niños, lo cual hace que 
ellos se refugien en otros vicios.  
 
Es necesario implementar reformas curriculares a nivel de primaria y secundaria que incluya las 
cátedras de moral y cívica, para incentivar en la niñez y la juventud el respeto a las normas de 
moral y buenas costumbres que al momento se están pasando por alto y que provocan el 
incremento de la delincuencia y las pandillas en varios sectores de la sociedad, generando la 
inseguridad y sobre todo la pérdida de jóvenes y niños que son el futuro de la patria. 
 
También es importante el rol del Estado ya que éste debe implementar nuevas fuentes de 
ingreso, que permitan a los ecuatorianos invertir su esfuerzo y tiempo en su país, ya que el 
mismo cuenta con un sin número de riquezas que pueden ser explotadas, pero sobre todo que 
permitan a los ecuatorianos mejorar sus habilidades innatas, con el afán de crear y desarrollar 
unidades productivas para generar ingresos propios, satisfacer sus necesidades y las de sus 
familias.  
 
El retorno voluntario asistido y la reintegración es una parte indispensable del enfoque integral 
de la gestión de la migración, cuyo objetivo es lograr el retorno y reintegración ordenados y en 
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condiciones humanas de los migrantes que no pueden o no desean permanecer en sus países de 
acogida y desean retornar voluntariamente a sus países de origen. 
 
Los beneficiarios del retorno familiar: Desde el año 2000 OIM en Ecuador ha trabajado con los 
diferentes programas de retorno provenientes de España, Italia, Bélgica, Noruega, Holanda, 
Reino Unido, Estonia, Canadá y México. Dentro de estos programas se ha brindado 
acompañamiento a 4766 personas, de las cuales 805 han recibido un fondo económico y 
asistencia técnica destinados a proyectos productivos, educación, asistencia médica entre otros. 
 
La microempresa es una respuesta válida a este fenómeno, mediante el financiamiento adecuado 
y la guía y asistencia técnica básica, muchos ecuatorianos pueden generar sus propias unidades 
productivas que les generan ingresos suficientes para cubrir sus necesidades y generar pequeños 
negocios, para desarrollarlos y convertirnos en pequeñas empresas familiares, que aporten al 
mejoramiento de los estándares de vida de todos sus componentes, generando fuentes de empleo 
y por ende aportando a la economía nacional.  
 
Esta labor nos involucra a todos, puesto que requiere de la presencia de toda la sociedad civil, 
para exigir a todos los gobiernos de turno, la atención necesaria a este problema, entregando 
soluciones en el corto plazo, ya que caso contrario, mucha de nuestra fuerza de trabajo, seguirá 
buscando en otros países lo que no pueden obtener en el suyo, perdiendo nuestro país la 
posibilidad de crecer y salir del subdesarrollo en el que nos han sumergido las potencias 
económicas mundiales, las cuales se aprovechan de estos problemas para obtener beneficios 
propios, como es la mano de obra barata y explotada. 
 
 
Historia de la Trata y Enfoques de Abordaje 
La Trata ha sido vista como una forma de esclavitud que fue evolucionando con el transcurso de 
los tiempos, hasta constituirse en un problema social visible a fines del siglo XIX e inicios del 
XX. 
 
Hasta mediados del siglo XX se la denominó Trata de blancas, haciendo referencia a la 
movilidad y comercio de mujeres blancas europeas para ser utilizadas como concubinas o 
prostitutas, pasando luego en la década de los 80 a llamarse Trata de personas que junto con el 
tráfico de migrantes se constituyeron en las formas modernas de tráfico humano pues se 
comercializan ya no solo mujeres sino niñas, niños, adolescentes y hombres adultos de cualquier 
etnia o raza, hasta convertirse en un fenómeno mundial. En noviembre del 2000, iniciando el 
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presente siglo, llega a definirse como Trata de personas diferenciándolo del tráfico ilícito de 
migrantes, mediante el acuerdo internacional de los Estados firmantes de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos 
Complementarios contra la Trata de personas y el Tráfico de migrantes. 
 
La complejidad de la Trata aumenta con la diversidad de enfoques bajo los cuales se aborda. 
Para algunos, es un negocio que produce beneficios y como tal se analiza desde un enfoque 
económico. Para otros es un delito que hay que perseguir y la víctima tiene solo la posibilidad 
de judicializar al perpetrador. Para otros, la existencia de este delito y la necesidad de acabar 
con él, es un argumento para establecer y cerrar fronteras. Para otros, es producto de una moral 
social y personal cada vez menor y afortunadamente, para los más, es una violación de los 
Derechos Humanos desde el momento mismo en que los Estados no garantizan los derechos de 
sus habitantes, haciéndoles vulnerables a la problemática. 
 
El enfoque securitista /criminalística, por un lado, está directamente relacionado con la 
migración, la preocupación de regularla para reducir el número de migrantes indocumentados/as 
y las leyes y políticas represivas que existen en algunos países como por ejemplo Estados 
Unidos de Norte América, España, para proteger sus fronteras. Este enfoque no considera a las 
víctimas de Trata como lo que son, sino como inmigrantes irregulares que ejercen un trabajo sin 
autorización; y por otro lado, se concentra en los aspectos ilegales de los actos que constituyen 
el delito de la Trata; se persigue a los perpetradores y en un segundo plano están las personas 
sujeto del delito, considerándoselas, muchas veces, cómplices y en otras, como la posibilidad de 
atrapar y judicializar al tratante. Las víctimas no se asumen como sujetos de protección sino 
como medios para disminuir índices de inseguridad. Por ejemplo, en muchos países los 
programas para protección a víctimas solo se hacen efectivos si las víctimas atestiguan contra el 
Tratante. Este es un enfoque centrado en la soberanía de los Estados y no en los Derechos 
Humanos de las víctimas. 
 
El enfoque moralista equipara a la Trata con la prostitución, pues reduce los fines de la Trata a 
un solo fin y la relaciona directamente con la industria del sexo y con las mujeres como víctimas 
de este delito, debido a su desvío de la línea moral trazada por la sociedad. 
 
El enfoque económico/laboral se relaciona con el mercado, la demanda y la oferta y los proble-
mas que surgen del desempleo, los cuales aumentan la vulnerabilidad ante la Trata de personas, 
pues para este enfoque existen clientes o consumidores, personas que pueden ser consumibles y 




Conceptualización de Trata de Personas 
La trata de personas ocurre dependiendo del lugar o contexto físico donde se desarrolle, es 
decir: la trata interna se produce cuando el proceso de reclutamiento, traslado y explotación de 
la víctima se da dentro de las fronteras del mismo país y está destinada a cubrir la demanda 
local, regional y nacional; mientras que, la trata externa se produce cuando el reclutamiento se 
da en el país de origen o de  residencia de la víctima, y la explotación ocurre en un país 
diferente.  
Quiere decir, que se produce cuando hay un cruce de fronteras. 
 
La Trata de personas es definida en el derecho internacional a través del Protocolo, para 
prevenir; reprimir y sancionar la Trata de personas, especialmente de mujeres y niños, 
que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado 
Transnacional (NN.UU, 2000). 
 
La Organización de las Naciones Unidas adoptó instrumentos internacionales para luchar contra 
el crimen organizado transnacional y acuerdos o protocolos adicionales para combatir la Trata 
de personas, el tráfico de migrantes y las armas de fuego. 
 
Conocido como el Protocolo de Palermo o el Protocolo de la Trata, definición ampliamente 
apoyada y que proporciona una base esencial para la reforma de las leyes nacionales. 
Según esta definición (artículo 3 de dicho protocolo), la Trata de personas es: 
 
a) La acción de captar; transportar, trasladar; acoger o recibir personas. 
b) Recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza, a la coacción, al rapto, al fraude, al engaño, 
al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión de pagos o 
beneficios a una persona que tenga autoridad sobre la víctima. 
c) Aquella, que con fines de explotación, incluye como mínimo la explotación de la 
prostitución ajena, la explotación sexual, los trabajos forzados, la esclavitud o prácticas 
análogas a la esclavitud y la extracción de órganos. 
 
El consentimiento dado por la víctima de la Trata a toda forma de explotación no se tendrá en 
cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados anteriormente. En cam-
bio, la captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de una persona menor de 
18 años, con fines de explotación, se considerará Trata de personas, incluso cuando no se 
recurra a ninguno de los medios enunciados. 
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La intermediación, promoción o facilitación de la captación, traslado, acogida, recepción, 
entrega o retención de una persona con fines de explotación, también constituye Trata de 
personas. 
 
La Trata de personas es ante todo, una violación de los Derechos Humanos que atenta contra la 
dignidad del ser humano. La dignidad humana es considerada como un fin en sí mismo, un 
valor incondicional, intrínseco e incomparable, que dota a las personas como sujetos activos, del 
principio de humanidad. 
 
Como puede verse en el Plan Nacional contra la Trata de personas de Ecuador; ella constituye 
no solo una grave violación a los Derechos Humanos, sino que además es un delito tipificado 
tanto en la normativa internacional como en la nacional.  
 
Coherente con ello, es el enfoque de Derechos Humanos en el que se fundamenta dicho 
documento. Este enfoque considera a la persona como lo que es, un ser libre que puede y debe 
involucrarse en la acción para ejercer sus derechos como tal. 
 
Y por lo tanto, cuando hablamos de violación de los Derechos Humanos se hace 
necesario aclarar que los Derechos Humanos en la medida que han evolucionado las 
formas del Estado de derecho, es decir; se ha pasado del Estado liberal al Estado social 
de derecho, como en el caso ecuatoriano, su significación también se ha dinamizado, 
pues éstos, ya no representan solamente la exigencia de los derechos de signo 
individual, sino también, a los derechos de signo social, es decir, los Derechos Humanos 
han dejado de ser meros límites al ejercicio del poder público o garantías negativas de 
los intereses individuales, para devenir en un conjunto de valores o fines directivos de la 
acción positiva de los poderes públicos (Garbay, 2011).  
 
Los Derechos Humanos se caracterizan por ser garantías jurídicas universales, son inherentes a 
los individuos, se encuentran reconocidos en normas y estándares internacionales y constituyen 
una obligación jurídica para los estados ratificantes de las convenciones de Derechos Humanos. 
Existe un nexo de interdependencia genético y funcional entre la concepción de los Derechos 
Humanos y la forma de Estado de derecho, ya que el Estado de derecho exige e implica para 
serlo, garantizar los derechos fundamentales, mientras que éstos exigen e implican para su rea-
lización al Estado de derecho.  
 
De otro lado, el tipo de Estado de derecho (liberal o social) proclamado en los textos 
constitucionales depende del alcance y significado que en ellos se asigne a los derechos 
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fundamentales, que, a su vez, ven condicionado su contenido por el tipo de Estado de 
derecho en que se formulan  (Pérez Luño, 1986, págs. 19-20).  
 
Desde esta perspectiva, resulta necesario, establecer qué se entiende por Derechos 
Humanos, contemporáneamente. Se los define, como el conjunto de valores 
históricamente consensuados entre las diferentes fuerzas sociales, que materializan en 
los ámbitos jurídico-políticos, las exigencias históricas de dignidad, igualdad y libertad 
humanas (Vargas Araujo, 2002). 
 
En este sentido, al ser estos derechos producto del consenso generalizado, constituyen el sistema 
de valores objetivo de un determinado sistema social, al que la mayoría de los/as ciudadanos/as 
prestan su consentimiento y condicionan su deber de obediencia, portante, son la base, sobre la 
que se debe edificar cualquier sociedad democrática. En esta medida, a los Derechos Humanos 
les corresponde el importante cometido de legitimar la forma constitucional del Estado sea este 
liberal o social y tienen una doble función legitimadora: 
 
Función objetiva 
Al constituir los Derechos Humanos, el sistema axiológico (valorativo) objetivo del orden 
democrático, posee una función directiva y orientadora del actuar positivo de los poderes 
públicos, es decir, todo órgano público tiene como finalidad y razón de ser de su actuar el 
permitir el efectivo ejercicio de los Derechos Humanos de las personas a través de las 
prestaciones de servicios públicos. 
 
Si la actuación de los órganos del poder público, se alejara de ese mandato, al Estado se le 
reputaría y consideraría como ilegítimo, pues este poder público estaría vulnerando los valores 
considerados por consenso como fundacionales y orientadores de todo Estado. 
 
Función subjetiva 
Esta función consiste en que los Derechos Humanos encarnan y regulan el régimen jurídico de 
las personas en sus relaciones tanto con el poder público, como entre particulares, es decir; los 
Derechos Humanos no solo son instrumentos de defensa de las personas frente a la omnipo-
tencia del Estado o exigen de éste su actuar concreto, sino que regulan la esfera privada de los 
centros de poder que son igual e incluso más poderosos que el propio Estado y que influyen 
determinantemente en la vigencia de los Derechos Humanos. 
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Por esta razón, se entiende la extensión de la incidencia de los Derechos Humanos en todos los 
sectores del ordenamiento jurídico (público y privado). 
 
Desde este punto de vista, en el caso de una amenaza o en su defecto de la violación a un 
derecho humano, producto de un acto ilegítimo del poder público o de las esferas privadas de 
poder el Estado tiene la obligación de desplegar inmediatamente el poder público, con el objeti-
vo de evitar cesar o remediar la violación a un derecho humano, sea de donde provenga. De no 
cumplir con esta función fundamental, la actuación del Estado, desde la óptica de los Derechos 
Humanos se ve deslegitimada, en la medida que no protege los bienes jurídicos fundamentales 
de una sociedad. 
 
Una vez que hemos establecido el doble sentido legitimador de los Derechos Humanos en un 
Estado social de derecho y específicamente en el Ecuador, se puede establecer claramente, cuá-
les son las responsabilidades de nuestro Estado en materia de Derechos Humanos. 
Negativa o de respeto. Implica que el Estado a través de sus acciones, omisiones, y decisiones 
debe abstenerse de vulnerar o limitar ilegítimamente los Derechos Humanos de las personas que 
se encuentran bajo su jurisdicción. 
 
De garantía, protección y control. Es aquella por la que el Estado tiene la obligación de 
generar los mecanismos jurídicos, políticos, administrativos o de otra índole que 
prevengan e impidan la vulneración de los Derechos Humanos; y dado el caso que se 
haya efectuado la violación de tales derechos, ya sea por el obrar de particulares o 
agentes del Estado, está obligado a determinar los mecanismos de procesamiento y 
sanción de los responsables, así como los procedimientos y formas de reparación por los 
perjuicios causados a los afectados. (Garbay, 2011). 
 
En coherencia con el enfoque de Derechos Humanos, los Estados y sociedad civil deben actuar 
de acuerdo con los diecisiete principios generales relacionados con la prevención, protección y 
asistencia, penalización, sanción y reparación y las once directrices propuestas desde la oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, pues son un punto 
de partida fundamental. Su propósito es promover y facilitar la integración de una perspectiva 
de Derechos Humanos en las leyes, políticas e intervenciones contra la Trata a nivel nacional, 
regional e internacional.  
 
La Trata es igualmente un delito dinámico y complejo, en el cual se degrada a las 
personas, a la condición de objetos, privándoselas de su autonomía y menoscabando su 
libertad individual, se las negocia en cadenas mercantiles para satisfacer diferentes 
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demandas, se las traslada dentro o fuera de un país con el fin de someterlas en el destino 
final a condiciones de explotación u otros fines ilícitos (Fundación Esperanza, 2005). 
 
Etapas de la Trata de Personas 
Para complementar la definición es necesario comprender que la Trata de personas es un delito 
que se da por etapas de manera cíclica, etapas que pueden ser sucesivas o superponerse unas a 
las otras. Estas etapas son el reclutamiento o captación, el traslado, el sometimiento o recepción 




Los métodos de reclutamiento que los Tratantes ponen en marcha, parten de una oferta 
cuidadosamente diseñada para ganarse la confianza de la víctima y/o de sus familias, de modo 
que les impide evaluar; de manera objetiva, el riesgo al que se exponen y captar de este modo el 
mayor número de víctimas, sin posibilidades de seguimiento inmediato de las condiciones en las 
que realmente se encuentran. 
 
Es la etapa en que las víctimas caen en lo que se ha denominado el circuito de la Trata, el Tra-
tante emplea entre otros medios, la amenaza, el rapto, el abuso de poder o de una situación de 
vulnerabilidad, el engaño, el enamoramiento, la seducción o la persuasión, medios utilizados a 
menudo en forma combinada. 
 
Cuando los Tratantes no están en el círculo cercano de las posibles víctimas, las formas de 
contacto con ellas se suelen dar a través de avisos en medios de comunicación, internet o por 
invitación directa de conocidos, amigos o familiares, para trabajar y ganar dinero en poco 
tiempo u ofertas para estudiar o para establecer relaciones afectivas en un lugar diferente al 
contexto donde se desenvuelve la potencial víctima. El Tratante en este caso busca que la 
persona tome una decisión basada en la ilusión y la expectativa por los beneficios que obtendrá. 
En otros casos, el efecto de seducción se da despertando el deseo de alcanzar el éxito que otros 
y otras han logrado mediante oportunidades laborales o afectivas. Los Tratantes también utilizan 




En ocasiones, hacen uso de una situación de vulnerabilidad y abusan de su poder aprovechando 
que la persona les presta sus servicios o les adeuda una cantidad económica o vive y trabaja en 
sus propiedades y terrenos. 
Y cuando los Tratantes son del círculo cercano, familiares, enamorados, amigos, suelen utilizar 
los vínculos sanguíneos y/o afectivos que les une a las personas para hacerlas víctimas de la 
Trata. 
 




El proceso de la Trata, continúa con esta etapa en donde se realizan los trámites necesarios para 
la movilización de la víctima hacia el lugar de destino. Este traslado puede darse por vía 
terrestre, aérea o marítima y ya sea con documentos falsos o no. 
 
Si el traslado se da dentro del territorio nacional, se constituye la modalidad de Trata interna, la 
que puede darse en diferentes regiones de un mismo país, de la zona urbana a la rural o vice-
versa; entre provincias, cantones y parroquias o incluso dentro de una parte a otra de la ciudad, 
lo que ocasiona pérdida de lazos y redes de apoyo y, por tanto, una situación propicia para la 
explotación. La Trata interna se da con mayor frecuencia con niñas, niños y adolescentes. 
 
Si el traslado se realiza hacia otro país, se constituye la modalidad de Trata internacional. Se 
presenta cuando el reclutamiento, la movilización y la explotación se dan a través de varios 
países y en la movilización se cruza al menos una frontera internacional. Los preparativos 
pueden incluir el trámite de pasaportes, visas, cartas de invitación, suministro de dinero para el 
sostenimiento, reservas en hoteles, entre otros, y en algunos casos, las personas contraen una 
deuda con los Tratantes, convirtiéndose en un elemento adicional de sometimiento. 
 
De acuerdo con este traslado se puede hablar igualmente de lugares de origen, tránsito y destino. 
Estos lugares se asocian con el proceso mismo y donde la Trata se expresa de diversas formas, 
especialmente si estos lugares están en zonas limítrofes o fronterizas entre lo urbano y lo rural, 
un país y otro. 
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En Ecuador esta problemática se agudiza en regiones como sierra centro y provincias de fron-
tera norte, ciudades grandes, como Quito, Guayaquil, Cuenca y provincias de la costa, especial-




En esta etapa se crea una situación de desarraigo, al estar separadas de su entorno, su familia y 
sus amigos, las víctimas son llevadas al lugar previsto por los Tratantes para su alojamiento que, 
a menudo, suele ser el mismo donde son sometidas a la explotación o servidumbre. Sus 
documentos son retenidos, se les violenta física y/o psicológicamente, se las manipula 
afectivamente y en muchas ocasiones se les genera adicciones a sustancias psico-activas. En 
este lugar, las víctimas comienzan a experimentar la pérdida de control sobre su vida, la pérdida 
de la capacidad para protegerse o defenderse, experimentan su realidad y hacen conciencia del 
engaño. Es el momento crítico para las víctimas. 
 
Es la última etapa del delito (cuando no concluye con la muerte de la víctima) y en algunos 
casos e inicio de un nuevo circuito de Trata pues, en condiciones de absoluta vulneración, las 
víctimas pueden después de un tiempo de ser utilizadas por el explotador ser vendidas o 
canjeadas como cualquier mercancía para otro explotador; proceso a través del cual se 
benefician los Tratantes-intermediarios y los explotadores- clientes más de una vez. El beneficio 
puede ser económico o no, pero la persona siempre es considerada corno un objeto de consumo 
independientemente del fin de la explotación. 
 
Es en esta etapa, donde se concretan las vulneraciones/violaciones más graves a los Derechos 
Humanos de las víctimas. Aquí se evidencia el propósito concreto y específico de utilizar a la 
persona como un objeto/mercancía para obtener un provecho de ella.  
 
Sin pretender abarcar todos los fines de explotación. A continuación se plantean los más 
conocidos, debiendo acudirse en muchos casos a los instrumentos internacionales de derechos, 
previamente revisados, para su cabal comprensión. 
 
 
Trata con Fines de Explotación Sexual 
Las personas son utilizadas en prostitución, turismo sexual y pornografía. Se controla el 
desplazamiento, horario, tarifas, clientes y servicios que debe prestar la víctima, no tiene acceso 
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al dinero producido y por supuesto no se respetan sus derechos sexuales y reproductivos. En los 
casos de pornografía infantil no solo se vulnera a las niñas, niños y adolescentes que se utilizan 
en la producción de imágenes y/o videos pornográficos, sino que se afecta además el imaginario 
de niñez, adolescencia y su sano desarrollo sexual. 
 
Es uno de los fines más visibles y hay una tendencia a creer que es el único, lo cual obedece a 
que tanto el trabajo sexual como la prostitución forzada se ejercen en lugares públicos, donde 
hay contacto de las víctimas con clientes y dueños de clubes, y sobre los cuales las autoridades 





Trata con Fines de Explotación Laboral 
Son obligadas a la realización de actividades productivas, en trabajos formales e 
informales, o sea, sin contrato, en condiciones de explotación, realizando trabajos 
peligrosos para la salud física o mental, en jornadas extensas, en condiciones 
deplorables, por un pago ínfimo o sin él, y sin acceso a la seguridad social y por ende, 
en muchos casos, al cumplimiento de sus derechos laborales. 
 
Trata con Fines de Mendicidad 
Se ubica a la mendicidad como una forma de explotación laboral en la que se explota 
generalmente a niñas, niños, mujeres con bebés y ancianos o ancianas, a fin de generar lástima y 
compasión. Las víctimas deben completar una suma de dinero específica que entregan al 
explotador en cada jornada, de lo contrario son castigadas. 
 
 
Trata con Fines de Servidumbre y Prácticas Análogas a la Esclavitud 
Estos fines de explotación comprenden:  
 
a) servidumbre por deudas en la que la víctima se compromete a prestar sus servicios 
personales, o los de alguien sobre quien ejerce autoridad -ejemplo un niño o niña-, 
como garantía de una deuda, en la que no se limita su duración ni se define la naturaleza 
de dichos servicios;  
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b) cuando la víctima es obligada a vivir y a trabajar sobre una tierra que pertenece a otra 
persona, sin libertad para cambiar su condición;  
c) la práctica en virtud de la cual un niño o un joven menor de dieciocho años es entregado 
por sus padres, o uno de ellos, o por su tutor; a otra persona, mediante remuneración o 
sin ella, con el propósito de que se explote a la persona o el trabajo del niño o del joven. 
 
Trata con Fines de Comercialización de Órganos, Fluidos, Tejidos y Células 
Ocurre cuando la víctima es trasladada con el objetivo de extraerle sus órganos, fluidos, tejidos 
o células de manera forzada para destinarlos al comercio, ya sea para ser trasplantados o para 
realizar procesos de fertilización humana.  
 
Trata con Fines de Comisión de Ilícitos, o Fines Delictuosos 
Las víctimas son utilizadas por grupos criminales para realizar actividades delictivas como el 
robo,  vicariato,  lavado de dinero y/o el transporte de estupefacientes. Las principales víctimas 
suelen ser niñas, niños y adolescentes o personas de la tercera edad, quienes, en última 
instancia, son realmente las expuestas y ponen en peligro su libertad e integridad física. 
 
 
Con Fines de Matrimonio Servil 
Constituye el establecimiento forzado de una relación de pareja. Ocurre con mayor frecuencia 
cuando se realiza con un niño, niña o adolescente o con una persona ajena al contexto cultural, 
para, en su calidad de cónyuge, ser utilizado/a en servidumbre doméstica, explotación sexual 
por parte de terceros y/o para procrear. De acuerdo con la ley modelo de la UNODC sobre la 
Trata de personas, es posible contemplar los siguientes casos: 
 
Cuando una persona, sin que la asista el derecho a oponerse, es prometida o dada en matrimonio 
a cambio de una contrapartida en dinero o en especie entregada a sus padres, a su tutor, a su 
familia o a cualquier otra persona o grupo de personas; o, 
 
Cuando el cónyuge/conviviente, la familia o el clan del cónyuge/conviviente tienen el derecho 
de cederla a un tercero a título oneroso o de otra manera; o la mujer, que a la muerte de su 




Trata con Fines de Uso dentro del Conflicto Armado 
Las víctimas son usadas para fortalecer los grupos armados irregulares siendo explotadas en 
labores de servidumbre, de espionaje, como escudos humanos o en el combate mismo. Con 




Se consideran Trata, todos los casos en que los niños y niñas son ubicados en familias 
sin pasar por el trámite del sistema regular de adopción, así la familia receptora ofrezca 
un ambiente saludable para el niño o niña, pues la entrega se hace al margen de un 
contexto de protección que siga el principio de interés superior y el de prevalencia. 
 
En la mayor parte de los casos, los niños y niñas son sustraídos de sus hogares, sus identidades 
suplantadas y entregados por una suma elevada de dinero. Esta situación se agrava cuando el 
niño o niña es explotado por la familia receptora, en actividades como la mendicidad, la 
servidumbre o en actividades sexuales. 
 
Causas y Consecuencias de la Trata 
La Trata está ligada a la movilidad de personas que son trasladas de un lado a otro para lograr su 
desarraigo aumentando su desprotección y responde hoy, a diferentes causas: vulnera los 
derechos de personas diverjas y genera un sinnúmero de consecuencias tanto para las víctimas 
como para sus familias, para las comunidades a las que pertenecen y para los países mismos. 
 
Esto responde en parte a la globalización, a las profundas dificultades económicas que afectan a 
muchos países, a niveles altos de desempleo y a empleos mal remunerados, a políticas 
migratorias restrictivas, a una pérdida de valores personales, familiares y sociales, a culturas 
consumistas pero también a culturas donde las tradiciones hacen vulnerables a las comunidades. 
 
Una sociedad de consumo que es el mecanismo fundamental de transformación del 
consumidor en producto, una tarea que ha sido manejada por el Estado (nivel macro), 
llevada a cabo por la sociedad (nivel meso) y dejada actualmente al cuidado y 
responsabilidad de los individuos, hombres y mujeres; una sociedad en la que se busca 
el ascenso a una categoría diferente, escalar posiciones en un ranking o avanzar 
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casilleros en una tabla; una sociedad donde los consumidores actúan irreflexivamente, 
es decir, sin pensar en aquello que consideran el propósito de sus vidas y en los medios 
más adecuados para alcanzarlo (González Gallegos, 2010).  
 
En el Ecuador se señala que las causas que propician la Trata de seres humanos son múltiples y 
no pueden restringirse al incremento de mafias nacionales e internacionales, como señalan gran 
parte de los analistas sobre este tema, pues más allá de la desinformación que las personas 
tienen sobre la Trata de personas, existen, como hemos visto en párrafos anteriores, factores 
estructurales como la distribución inequitativa de la riqueza, la falta de oportunidades laborales, 
la discriminación social y las desigualdades generacionales y de género que aumentan la 
vulnerabilidad de las personas y los pueblos y facilitan las acciones de Tratantes y redes 
delictivas. Muestra de ello son las comunidades indígenas con necesidades básicas insatisfechas 
que están siendo utilizadas para la Trata con fines de mendicidad, servidumbre y explotación 
laboral, sin desconocer que en algunas de estas comunidades existen también factores culturales 
y patrones de crianza que predisponen a la Trata, como la costumbre de aprender a trabajar 
desde temprana edad bajo la tutela de un padrino/madrina o protector/a. 
 
Así como la Trata tiene causas diversas también se puede hablar de múltiples consecuencias 
para las víctimas en medio de permanentes violaciones a sus Derechos Humanos. Las víctimas 
de Trata de personas están expuestas a un riesgo que puede producir como daños físicos y 
psicológicos (salud mental y emocional), exclusión del sistema educativo, consecuencias legales 
(en casos de situación de irregularidad migratoria) en donde se presentan violaciones a los 
Derechos Humanos, económicas y de relacionamiento interpersonal. 
 
Algunos de los daños físicos consecuentes con un proceso de Trata en general, son: 
desnutrición, agudización de enfermedades pre-existentes, daños en los órganos de los sentidos, 
lesiones como quemaduras, fracturas, laceraciones y contusiones. Estos y otros relacionados con 
la Trata con fines de explotación sexual como son: VIH/SIDA, problemas menstruales, lesiones 
vaginales o anales, trauma rectal, dificultades urinarias y enfermedades de transmisión sexual 
(ETS). 
 
En la Trata con fines de explotación laboral los daños físicos más frecuentes se relacionan con 
el tipo de labor desempeñada que puede ir desde enfermedades dermatológicas; enfermedades 
infecciosas como la tuberculosis; facilidad para adquirir infecciones y parásitos; complicaciones 
óseo-musculares; problemas de espalda, auditivos, respiratorios, circulatorios y visuales hasta 
altos grados de desnutrición aguda y crónica; problemas de uso indebido de sustancias o de 
adicción ya sea porque los Tratantes les hayan sometido a través de ellas o porque las víctimas 
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decidan recurrir a las mismas para soportar lo que están viviendo o para huir mentalmente de 
esa situación. 
 
En cuanto a los daños psicológicos más frecuentes tenemos disminución o anulación de la 
autonomía, angustia y temor, desorientación e incertidumbre sobre su situación, aislamiento de 
su entorno y de sus redes familiares y sociales de apoyo, ira por haber dejado que esto les haya 
sucedido, indefensión. En la Trata con fines de explotación sexual además tenemos disminución 
de la autoestima y la valoración propia, sentimientos de culpabilidad y de vergüenza, dificultad 
para establecer relaciones interpersonales y de pareja. Y en la Trata con fines de explotación 
laboral: disminución de la autoestima y de la capacidad de confrontación, desconfianza y 
desesperanza. En casos extremos y de acuerdo con el nivel de violencia a la que se les haya 
sometido, presentan fobias y ataques de pánico. 
 
“Debemos tener presente que las mujeres víctimas de Trata son sometidas a muchos tipos de 
violencia, entre ellos la física, la psicológica, la moral, la económica o patrimonial” .Las 
consecuencias aquí descritas deben ser consideradas en el momento de detectar una víctima así 
como en el momento de atenderla, pues ello va a facilitar el acercamiento asertivo de auto-
ridades y equipos interdisciplinarios y contribuir a la erradicación de la re-victimización, ya que 
unas y otros están conminados siempre a actuar desde el enfoque de derechos.  
 
 
Quiénes son las Víctimas 
Varios analistas del tema, en Ecuador, consideran que quienes pasan por una situación de Trata 
de personas son víctimas porque han sido expuestas en forma intencionada a un riesgo, que 
puede producir daños físicos y psicológicos, en medio de permanentes vulneraciones y/o 
violaciones de sus Derechos Humanos. A nivel cuantitativo se plantea que aunque hay hombres 
que han sido y pueden ser víctimas de Trata, el mayor porcentaje está dado en mujeres, niños/as 
y adolescentes, especialmente aquellos/as que se encuentran en situación de vulnerabilidad 
buscando una mejor calidad de vida para ellas, ellos y los seres que aman. Últimamente, gracias 
a estudios locales se ha visibilizado una población víctima de Trata que no había sido 
considerada en el país: la comunidad GLBTIQ (gays, lesbianas, bisexuales, transexuales, 
intersexo y Queer) conformada por personas con opción sexual diversa. 
 
Además de las comunidades indígenas y las comunidades de afro-descendientes poseen 
costumbres ancestrales que personas de la misma comunidad y otras ajenas a ella, han utilizado 
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como herramienta de captación o sumisión de las víctimas de Trata, entre ellas el trabajo 
comunitario a temprana edad y lejos de casa. 
 
La mayoría de las víctimas de Trata en principio no se reconocen como tales, pero es necesario 
que lo hagan para que dejen de serlo. El caso de niñas, niños y adolescentes es aún más grave 
pues pueden crecer junto a Tratantes explotadores en un medio que gracias a la seducción que 
estos ejercen sobre ellas y ellos, van asumiendo como cotidiano y normal y por el proceso a que 
han sido sometidas por los Tratantes, llegan a identificarse con ellos para sobrevivir. 
 
La identificación de las víctimas de Trata puede llevar tiempo debido a la complejidad del delito 
y las personas implicadas. El Tratante y la víctima, como ya se ha visto, suelen mantener una 
interacción multifacética en la que, a menudo, el Tratante manifiesta estar protegiendo a la 
víctima de las autoridades, o de la violencia intrafamiliar por la que ha pasado, etc., y la víctima, 
gracias a ese engaño o seducción, puede sentirse dependiente u obligada con los Tratantes. 
Por lo tanto, saber quién es una víctima de Trata, no es tarea fácil, sin embargo algunos elemen-
tos que pueden tenerse en cuenta en el proceso de detección son: 
 
 Las víctimas generalmente parecen estar controladas o hallarse en situación de 
dependencia, demuestran miedo y ansiedad, permiten que otros hablen por ellas, no 
conocen la dirección exacta de su casa o su trabajo. 
 Si son de otros países, temen revelar su condición migratoria pues suelen no tener 
pasaportes u otros documentos de identidad, pues están en manos del Tratante como 
una forma de sometimiento o pueden tener documentos de identidad falsos. 
 Desconfían de las autoridades y las evitan por experiencias previas en sus lugares de 
origen o porque generalmente en los lugares de destino han sido amenazadas con que se 
les va a entregar a la policía u otros actores encargados de la aplicación de la ley. 
 No suelen estar familiarizadas con la forma de hablar ni con las costumbres locales y si 
son de países con otra lengua, no manejan el idioma local. 
 Trabajan demasiadas horas por día durante períodos prolongados, no cuentan con días 
libres o de descanso no tienen acceso a sus ingresos y reciben una remuneración escasa 
o nula. 
 No se relacionan con personas ajenas a los Tratantes como las redes sociales propias del 
lugar donde se encuentran y tienen una comunicación escasa controlada o nula con sus 
familiares, por el establecimiento de medidas para vigilar todo contacto o para 
garantizar que éste sea solo superficial. 
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 Las personas víctimas de Trata con fines de explotación sexual se encuentran, a 
menudo, en la calle o en establecimientos de comercio sexual como: zonas donde se 
ejerce el trabajo sexual, karaokes, bares y clubes de nudismo, salones de masajes, 
agencias de damas y caballeros de compañía. 
 Las personas víctimas de Trata con fines de explotación laboral son un grupo más 
heterogéneo y se encuentran principalmente en la agricultura, la minería, la 
construcción, fábricas y talleres de confección y en el servicio doméstico. 
 
Quiénes son las y los Tratantes y su modo de operar en cada una de las etapas de la 
Trata de personas 
No existe un perfil de los Tratantes pues muchos tipos de personas buscan obtener beneficios 
especialmente dinero a través de la explotación de otras personas. Algunos pueden ser fa-
miliares o amigos/as y hasta los/las mismos/as enamorados/as, o personas dueñas de agencias de 
empleo, escuelas de modelaje, pequeñas empresas, o personas anónimas que captan a sus 
víctimas a través del internet. Tratante puede ser quien recluta o capta, quien organiza el viaje o 
hace el trámite de los documentos, quien traslada a la víctima o quien la recibe, quien le pega, 
amenaza y maltrata, en fin, puede ser cualquiera que hace parte de una cadena delictiva.  
 
Según documentos recientes se sabe que inicialmente los Tratantes eran en su mayoría hombres, 
hoy un número similar de hombres y mujeres hacen parte de estas cadenas de explotación 
(CHS, 2010). 
 
En Ecuador en la mayor parte de los casos que se han rescatado víctimas, se ha visto una alta 
frecuencia de relación cercana entre el Tratante y la víctima antes de ser Tratada y luego de la 
etapa de sometimiento, especialmente cuando las víctimas han sido niñas, niños, adolescentes y 
mujeres jóvenes. 
 
Por otro lado, también existen grupos de personas que, sin poder ser consideradas redes crimi-
nales organizadas, se ponen de acuerdo para la comisión de este delito y tienen bajo su control a 
una o varias personas que someten a explotación. 
 
Los grupos delictivos organizados o las llamadas mafias, generalmente utilizan la Trata de 
personas como complemento de otras actividades criminales, tales como el tráfico ilícito de 
drogas, armas u otros productos lucrativos y participan también en delitos que tienen por objeto 
proteger operaciones ilícitas, entre ellas, el blanqueo de dinero, la violencia, la intimidación y la 
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corrupción de funcionarios. Hasta el momento en el Ecuador no se ha detectado la presencia de 
mafias internacionales de Tratantes como la yakuza japonesa, la triada china y la mafia rusa, 




En los últimos años, en Ecuador se han expedido una serie de normas relacionadas al delito de 
la TdP. En instancias regionales, nacional, locales e institucionales se ha expedido regulaciones 
para enfrentar esta problemática.  
Por ejemplo, en el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), Ecuador 
suscribe la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de menores en 1996. 
Posteriormente, Ecuador también suscribe los Convenios de la OIT números 29 (relativo al 
trabajo forzoso, en  1930), el 105 (sobre abolición del trabajo forzoso, en 1959) y el 182 (sobre 
las  peores formas de trabajo infantil, en 1999). Estos instrumentos demuestran la voluntad de 
lucha contra la trata, ratificando que las peores formas de trabajo infantil pueden ser asimilables 
a la TdP. Además, estas ya estaban prohibidas en la normativa interamericana de los derechos 
humanos. 
 
Para establecer el tipo penal de la TdP, se tomó como base al Protocolo TdP,  agregando 
otros delitos en el Código Penal (CP). Es así, que se tipifica la TdP con fines de 
explotación laboral por una parte, y por otra, el tráfico ilícito de órganos y los delitos de 
explotación sexual (Ley 2 de Registro Oficial 45, 2005) 
 
Se creó una página web como www.plantrata.gov.ec, que actualmente ocupa el dominio 
http://www.minjusticia.gob.ec/trata/. Se creó también el  “Protocolo consular para la atención de 
víctimas de trata” por el Ministerio de Relaciones Exteriores con apoyo de la OIM. Además, se 
realizó el “Diagnóstico, problemática y evaluación de requerimientos institucionales en el año 
2008” y se aprobó el “Protocolo de atención integral para niños, niñas y adolescentes víctimas 
de trata” con los Módulos de capacitación para facilitadores en la temática especializados de 
atención a víctimas, realizado por el CNNA entre 2007-2009 (con apoyo del Banco 
Interamericano de  Desarrollo). Asimismo, se adoptó la “Estrategia de acción para prevenir, 
erradicar la explotación sexual comercial de NNA asociada a viajes de turismo en el Ecuador”, 
por el Ministerio de Relaciones Laborales (MRL) en el año 2005 con apoyo de la OIT. 
Finalmente, se aprobó por parte del Consejo de Generales de la Policía Nacional la creación de 
grupo anti trata (GAT) como cuerpo especializado de la policía para procesos investigativos, 
rescate de víctimas, identificación de implicados y redes.  
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En el ámbito de políticas públicas, es importante mencionar que Ecuador declaró con el Decreto 
Ejecutivo No. 1981, desde el año 2004, la política prioritaria el “Combate a la Trata de 
personas, Tráfico ilegal de migrantes, explotación sexual y laboral, y otros modos de 
explotación y prostitución de mujeres, niños, niñas y adolescentes, pornografía infantil y 
corrupción de menores (en adelante el plan contra la trata o simplemente “el plan”). En el 
mismo, estableció una Comisión Interinstitucional (o Secretaría Técnica) encargada de la 
elaboración de un Plan Nacional para combatir todos estos delitos. Dos años más tarde, dicho 
Plan se aprobó y promulgó; su  coordinación estuvo a cargo del Ministerio del Interior (Decreto 
ejecutivo  No. 1823, Registro Oficial # 375, octubre de 2006). En el año 2010, se proyectó 
actualizar el Plan de Trata por medio de una Agenda a cargo del Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos, la cual aborda netamente la temática de trata y está en camino de 
ser aprobada (en el presente diagnóstico se utilizaron ambas).  
 
Este Plan tiene tres ejes: prevención, persecución a responsables, y restitución de derechos a las 
víctimas. Desde su aprobación ha tenido mayor éxito el primer eje (por las capacitaciones 
impartidas), pues el segundo eje es limitado (se han emitido 14 sentencias condenatorias hasta la 
actualidad, según las estadísticas de la Fiscalía General del Estado). El Gobierno ha organizado 
algunas actividades de prevención y otras han sido implementadas por la sociedad civil. La 
asistencia a víctimas ha estado a cargo de ONGs (entre las que destacan Fundación Nuestros 
Jóvenes y Fundación Quimera) con experiencia en el tema de explotación sexual, que son 
financiadas por la cooperación internacional y por el estado (que actualmente ha cerrado las 
líneas de financiamiento). “Es importante destacar que el Programa de  Protección a Víctimas y 
Testigos ha asistido a 76 personas, hasta ahora”.  
 
Ecuador se define como un “Estado Constitucional de Derechos”, según el Art. 1 de la 
Constitución. La palabra “Derechos” en plural y no singular, porque un “Estado Constitucional 
de Derechos marca el modelo del enfoque de derechos. Toda emanación de autoridad del poder 
público o incluso privado está sometidos a los “Derechos Humanos” que se presupone 
“anteriores y superiores al Estado” en este modelo, y que, por ende, se convierte en un eje 
transversal de todas las instituciones. 
 
M., Los derechos en la nueva Constitución del Ecuador: herramientas para una sociedad 
inclusiva”. Alcance y efectos de la introducción del principio de progresividad en 
sistema constitucional tributario ecuatoriana (Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, 2009, pág. 22). 
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Este modelo de estado estructura a los derechos “como fin y la democracia como 
medio”, donde los derechos son los límites al poder sea público y/o  privado. Es decir 
que vincula al Estado con los derechos situando a sus titulares como auténtica razón de 
ser del ordenamiento jurídico, que son “la  pieza básica, activa, y no como objeto de 
regulación” (Wilhelmi, 2008). 
 
En definitiva, se marca el carácter instrumental de la organización política y de los mecanismos 
jurídicos para la protección de los intereses y la consecución de los proyectos de vida de las 
personas. 
 
Justamente, los derechos humanos surgen de la necesidad de fortalecer la dignidad humana en el 
caso de las víctimas de trata, y se expresan como garantías democráticas a la libertad, a la 
seguridad, a la integridad (física, psicológica o sexual), a la participación ciudadana dentro del 
mismo Estado, entre otros.  
 
Cuando existe el delito de trata de personas, se ponen en riesgo una serie de derechos que 
pueden verse vulnerados como: el derecho a la libertad, el derecho a la integridad personal, el 
derecho a la seguridad integral, el derecho a la educación, el derecho a la protección superior del 
niño, el derecho al debido proceso (o garantías judiciales), el derecho a la salud, entre otros.  
 
Se los ha identificado como un grupo en situación de vulnerabilidad porque “son los más 
expuestos a las violaciones potenciales o reales de sus derechos” ( ONU, 1999). 
La TdP muchas veces “conlleva a la violación de otros derechos fundamentales bajo la 
Convención y otros instrumentos del sistema universal de derechos humanos” (CIDH, 2009).  
 
Entre los derechos que la Constitución ecuatoriana reconoce a todas las personas y que son 
aplicables a las víctimas de TdP están: 
 
 El de no discriminación: implica el abstenerse de realizar cualquier acción que tenga 
por objetivo o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos. 
 El de plena justiciabilidad de los derechos: conlleva la obligación de abstenerse de 
alegar falta de norma jurídica como justificación para violar o desconocer un derecho, o 
para desechar una acción por esos hechos. 
 El de inmediata y directa aplicación de los derechos por parte de funcionarios públicos, 
con una interpretación que favorezca a la efectiva vigencia de los derechos. 
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 El desarrollo progresivo de los derechos a través de normas, jurisprudencia y políticas 
públicas, siendo inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que 
menoscabe o anule el ejercicio de los derechos. 
 Declara como más alto deber del estado, el respetar y hacer respetar los derechos 
humanos, lo cual conlleva la obligación estatal de reparar las violaciones a los derechos 
por las acciones u omisiones de sus funcionarios en el desempeño de sus cargos, entre 
otros. 
 El derecho al trabajo, que comprende el respeto a las personas trabajadoras de su 
dignidad, la garantía de remuneraciones y retribuciones justas, un trabajo saludable y 
libremente escogido o  aceptado.  
 Protección especial para niños, niñas y adolescentes frente a cualquier tipo de 
explotación laboral o económica. 
 Protección y atención para niños, niñas y adolescentes contra todo tipo de violencia, 
explotación sexual o de cualquier otra índole. 
 Atención prioritaria a víctimas de violencia doméstica y sexual. 
 Derecho a la integridad personal, esto es física, psíquica, moral y sexual, para lo cual el 
estado adoptará medidas para prevenir, eliminar, y sancionar toda forma de violencia, 
esclavitud y explotación sexual. 
 El derecho a la igualdad formal y material; y a la no discriminación. 
 El derecho a tomar decisiones libre, informadas, voluntarias y responsables sobre la 
sexualidad, la salud y la vida reproductiva. 
 El derecho a transitar libremente por el territorio nacional y a escoger su residencia, así 
como a entrar y salir del país de acuerdo con la ley. 
 Los derechos a la libertad de trabajo y contratación. 
 
Con esta amplia gama de derechos, el enfoque busca reconocer la centralidad del ser humano y 
su condición de titular de derechos irrenunciables, inalienables, indivisibles e interdependientes.  
Por ello, la comunidad internacional se ha pronunciado en varios informes de expertos sobre 
grupos vulnerables a los que la TdP afecta en mayor escala, entre estos informes están: el 
Programa de Acción para la prevención de la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía en 1992. 
 
La Observación # 6 del Comité de los Derechos del Niño que señaló la vulnerabilidad 
de los niños que viven en la calle a ser explotados sexualmente en 1998, o la 
Observación General # 3 del Comité de los Derechos del Niño que declaró que los 
menores no acompañados son vulnerables a la trata (CDN, 2003, pág. 13).  
 
34 
El enfoque de derechos frente al delito de trata reconoce que las personas se convirtieron en 
mercancías frente a las bandas de delincuencia, es decir que se denegó su dignidad humana.  
 
“Al convertir a las víctimas en medios de la delincuencia trasnacional y no en fines en sí 
mismos, se violó su dignidad  humana” ( Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo , 1997). 
Asimismo, el Plan Nacional contra la TdP, establece en sus considerandos “que es 
responsabilidad del Estado y de sus instituciones, en el marco del enfoque de derechos, el 
desarrollar políticas para el cumplimiento de este propósito”, en concordancia con el Protocolo 
TdP.  
Por lo antes mencionado, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos recomendó al Consejo Económico y Social en el año 2002, los “Principios y 
Directrices recomendados sobre los Derechos Humanos y la Trata de Personas “luego de la 
aprobación y elaboración del Protocolo TdP. Textualmente, se establece: 
 
 Promoción y protección de los derechos humanos,  
 Identificación de las víctimas de la trata de personas y de los tratantes, 
 Investigación, análisis, evaluación y difusión,  
 Establecer un marco jurídico adecuado,  
 Medios de hacer cumplir adecuadamente la ley,  
 Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas, 
 Prevención de la trata de personas,  
 Medidas especiales para la protección y la asistencia a los niños víctimas de trata,  
 Acceso a recursos, 
 Obligaciones del personal de mantenimiento de la paz, de la policía, del civil, del 
humanitario y del diplomático y  
 Cooperación y coordinación entre estados y regiones. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH) ha establecido que las 
obligaciones generales de los Estados de respetar y garantizar los derechos, derivan deberes 
especiales, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de 
derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre.  
 
En el derecho internacional de los derechos humanos, a través de la suscripción de los 
instrumentos internacionales se generan en el Estado tres obligaciones: 
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1.- Deber de respeto: supone que ni el Estado ni ningún agente suyo puede violar los 
derechos de las personas. En materia de trata, el respeto a estas obligaciones  establece 
que ningún agente puede ejecutar ni tolerar este delito. 
2.- Deber de garantía, que indica que el Estado debe asegurar las condiciones que 
permitan el goce y disfrute de los derechos humanos, que en materia de trata implica el 
derecho a no ser víctima del delito, a investigar y sancionar los casos de trata que se 
comentan;  
3.- Deber de adoptar las disposiciones de derecho interno, que implica que el Estado 
debe elaborar leyes, derogar otras y elaborar políticas públicas que permitan que las 
personas puedan disfrutar materialmente de los derechos consagrados a nivel formal, 
que implicaría que exista normativa sobre el delito de trata (Cuervo, 2007).  
 
Estas tres obligaciones que tiene el Estado frente a los instrumentos internacionales de 
derechos humanos son importantes porque significa que el país ha suscrito una serie de 
obligaciones relativas a los derechos humanos, aplicables a los casos de víctimas de 
trata de personas (NN.UU, 1948).  
 
En concordancia con el Art. 11 numeral 3 de la Constitución. Finalmente, Ecuador cuenta con 
una serie de normas secundarias que garantizan y protegen los derechos fundamentales de las 
víctimas y presuntas víctimas de trata de personas. Desde la Constitución Política del Ecuador, 
que establece la protección a las víctimas, hasta las ordenanzas municipales donde se sanciona 
la TdP mediante un enfoque de los derechos humanos (incluido en el preámbulo del Plan 
Nacional contra la Trata).  
 
Entre otras normas vinculadas a la TdP y, que son receptoras de distintos derechos protegidos se 
encuentran: el Código de la Niñez y Adolescencia (establece la prohibición de la explotación 
laboral de niños, niñas y adolescentes y la edad mínima de trabajo), el Código del Trabajo (que 
establece las regulaciones laborales y prohíbe el trabajo no remunerado) y la 246 del Distrito 
Metropolitano de  Quito (que declara como política pública la protección integral de todos los  
niños frente a cualquier forma de explotación sexual). 
 
Finalmente, en el año 2008, se expide la Ordenanza 246 que establece mecanismos de lucha 
contra la trata en el Distrito Metropolitano de Quito y el Acuerdo Ministerial 482 sobre el 
Acceso a la Educación para las víctimas de trata. En función del Plan Nacional para combatir la 
trata y el tráfico ilícito de personas migrantes, las instituciones partes han impulsado acciones en 
diferentes niveles (Plan Nacional para combatir la trata de personas). 
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1) Prevención: Como capacitación a la Policía Nacional en derechos humanos y trata de 
personas hecha por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos  (MJDH), y el 
Ministerio del Interior (MI); capacitaciones a los inspectores del trabajo en detección y 
remisión de casos de trata ante autoridades judiciales por parte del Ministerio de 
Relaciones Laborales; atención en el Sistema de Niñez y Adolescencia a víctimas de 
trata por el Consejo Nacional de la Niñez (CNNA); entre otras.  
 
2) Levantamiento de información: Diseño, validación y desarrollo del Sistema de 
Registro de Información sobre trata de personas y explotación sexual (levantado por 
OIM, todavía  pendiente de implementación). 
 
 





De acuerdo al Código Orgánico Integral Penal 
SECCIÓN SEGUNDA 
Trata de personas 
 
Artículo 91.- Trata de personas.- La captación, transportación, traslado, entrega, acogida o 
recepción para sí o para un tercero, de una o más personas, ya sea dentro de1 país o desde o 
hacia otros países con fines de explotación, constituye delito de trata de personas. 
 
Constituye explotación, toda actividad de la que resulte un provecho material o económico, una 
ventaja inmaterial o cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, mediante el 
sometimiento de una persona o la imposición de condiciones de vida o de trabajo, obtenidos de: 
 
1. La extracción o comercialización ilegal de órganos, tejidos, fluidos o material genético 
de personas vivas, incluido el turismo para la donación o trasplante de órganos. 
2. La explotación sexual de personas incluida la prostituci6n forzada, el turismo sexual y 
la pornografía infantil. 
3. La explotación laboral, incluido el trabajo forzoso, la servidumbre por deudas y el 
trabajo infantil. 
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4. Promesa de matrimonio o unión de hecho servil, incluida la unión de hecho precoz, 
arreglada, como indemnización o transacción, temporal o para fines de procreación. 
5. La adopción ilegal de niñas, niños y adolescentes. 
6. La mendicidad. 
7. Reclutamiento forzoso para conflictos armados o para el cometimiento de actos penados 
por la ley. 
8. Cualquier otra modalidad de explotación. 
 
 
Artículo 92.- Sanción para el delito de trata de personas.- La trata de personas será 
sancionada: 
 
1. Con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años. 
2. Con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años, si 1a infracción recae en 
personas de uno de los grupos de atenci6n prioritaria o en situación de doble 
vulnerabilidad o si entre 1a víctima y el agresor ha existido relación afectiva, 
consensual de pareja, conyugal, convivencia, de familia o de dependencia económica o 
exista vinculo de autoridad civil, militar, educativa, religiosa o laboral. 
3. Con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós años, si con ocasión de la trata 
de personas, 1a victima ha sufrido enfermedades o daños psicológicos o físicos graves o 
de carácter irreversible.  
4. Con pena privativa de libertad de veintid6s a veintis6is años, si por motivo de 1a trata 
de personas se produce la muerte de la víctima. 
 
La trata se persigue y sanciona con independencia de otros delitos que se hayan cometido en su 
ejecución o como su consecuencia. 
 
Articulo 93.- Principio de no punibilidad de la víctima de trata.-La víctima no es punible 
por la comisión de cualquier delito que sea el resultado directo de haber sido objeto de trata. 
Tampoco se aplicaran las sanciones o impedimentos previstos en 1a legislación migratoria 
cuando 1as infracciones son consecuencia de la actividad desplegada durante la comisión del 
ilícito del que fueron sujetas. 
 
Artículo 94.- Sanción para la persona jurídica.- Cuando una persona jurídica es responsable 
de trata, será sancionada con multa de cien a mil salarios básicos unificados del trabajador en 
general y 1a extinci6n de 1a misma. 
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En la Constitución de la República del Ecuador Art. 66, numeral 3. El Estado adoptará 
las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en 
especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes,  personas adultas 
mayores, personas con discapacidad y contra toda persona en situación de desventaja o 
vulnerabilidad; idénticas medidas se tomarán contra la violencia, la esclavitud y la  
explotación sexual (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
Art. 66, numeral 29 ibídem “Los derechos de libertad incluyen:  
a) El reconocimiento de que todas las personas nacen libres.  
b) La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el  tráfico y la trata 
de seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas de prevención y 
erradicación de la trata de personas, y de protección y reinserción social de las víctimas 
de la  trata y de otras formas de violación de la libertad (Constitución de la República 
del Ecuador, 2008). 
 
La Constitución tiene una visión garantista de derechos. Por ello, es importante recalcar que 
hasta ese año, la tipificación del delito de trata era limitada, pero el nuevo principio 
constitucional de la prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre, el tráfico y la 




Marco Normativo del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de  
Personas, Especialmente Mujeres y Niños 
Ecuador es consciente de su obligación frente a la delincuencia transnacional de 
“organizar el poder público para garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y 
pleno ejercicio de los derechos humanos”, al suscribir el Protocolo TdP y tipificando la 
TdP en su legislación penal (IDH, 2002).  
 
Este instrumento define a la trata en su artículo 3ero. : 
 
Por „trata de personas‟ se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 
recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o 
a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como 
mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los 
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trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos. 
 
El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de explotación 
descrita en el Protocolo de Palermo apartado al del presente artículo no se tendrá en cuenta 
cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en dicho apartado. 
Si son involucrados niños, se establece lo siguiente: La captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios 
enunciados en el apartado al del presente artículo. 
 
Por niño, se entenderá toda persona menor de 18 años. 
 
De la definición, se establecen tres elementos constitutivos de la trata de personas:  
 
 La acción (qué se hace): captar, transportar, trasladar, acoger o recibir  personas; 
 Los medios (cómo se hace): la amenaza o el uso de la fuerza, la coacción, el rapto, el 
fraude, el engaño, el abuso de poder o de una situación de  vulnerabilidad o a la 
concesión de pagos o beneficios a una persona que tenga autoridad sobre la víctima; 
 La finalidad de explotación (para qué se hace): que incluye la explotación de la 
prostitución ajena, la explotación sexual, los trabajos forzados, la  esclavitud o prácticas 
análogas a la esclavitud y la extracción de órganos,  como mínimo. 
 
Diferenciación con Otros Delitos 
La Trata de personas debe entenderse como un concierto de delitos más que como un delito 
aislado. Puede empezar con el rapto, parte del conjunto de secuestro o desaparición forzada de 
una persona, incluir el tráfico de migrantes y/o la falsificación de documentos públicos. 
 
Muchas víctimas de la Trata de personas comienzan su itinerario consintiendo en ser 
trasladadas ilícitamente de un Estado a otro. Los migrantes así trasladados pueden 
después ser engañados o forzados a soportar situaciones de explotación, convirtiéndose 
así en víctimas de la Trata de personas (UNODC ,NN.UU). 
 
Sin embargo la Trata de personas no es lo mismo que el Tráfico de migrantes. El Protocolo con-
tra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, denominado el Protocolo 
sobre los migrantes (resolución 55/25, anexo III, de la Asamblea General) fue aprobado con el 
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objeto de prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes, así como promover la cooperación 
entre los Estados Parte, protegiendo al mismo tiempo los derechos de las y los migrantes objeto 
de dicho tráfico (artículo 2), el cual lo define como: 
 
 La facilitación de la entrada irregular en un Estado del cual la persona en 
cuestión no es nacional o residente permanente, con el fin de obtener un 
beneficio financiero u otro beneficio de orden materia. 
Semejanzas 
1. En la Trata y el Tráfico hay desplazamiento de las personas. 
2. Son negocios lucrativos que comercian con seres humanos. 
3. En ambos casos se da la presencia de redes criminales. 
 
La Trata puede confundirse igualmente con la inducción a la prostitución, corrupción de me-
nores, la adopción irregular; falsificación de documentos en general, o con el tráfico de estupe-
facientes. 
 
Es posible que ocurran otros delitos que no atañen a la víctima sino al delincuente. Según el 
volumen y grado de complejidad de la operación de la Trata, es posible que el criminal o la 
organización delictiva tengan que blanquear el producto del delito o acudirá la evasión fiscal 
para proteger el producto de sus actividades. También puede que haya vínculos entre las opera-
ciones de Trata y otros actos criminales como el contrabando de armas o de drogas. 
 
Se establece una tipología para discernir mejor la naturaleza de los delitos relacionados con el 
proceso de la Trata. La comisión de delitos puede caracterizarse según la víctima (la persona en 
cuestión o el Estado) o según la etapa del proceso de Trata. El número y el tipo de delitos a 
menudo dependen de la complejidad de las actividades de Trata y también de las personas y/o 
los grupos delictivos involucrados. 
 
Los delitos conexos con la Trata que además se confunden con la misma, son: 
 
 Tráfico de migrantes. 
 Secuestro simple. 
 Explotación laboral/explotación sexual. 
 
La Explotación sexual comercial puede ser o no un fin de la Trata de personas. Está relacionada 
generalmente con niñas, niños y adolescentes y se divide en: utilización en prostitución, utiliza-
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ción en pornografía y utilización en actividades sexuales asociadas con el turismo. En el caso de 
adultas y adultos estaríamos hablando de prostitución forzada. Se diferencia de la Trata porque 
la víctima no es desarraigada de su lugar de vivienda, se le explota en diferentes espacios pero 
retorna día a día a su hogar o puede ser explotada por su propia familia bajo el mismo techo. De 
igual manera sucede en la explotación laboral. 
 
Se debe anotar que cuando se hace referencia a trabajadoras/es sexuales (que son siempre 
adultos/as) se puede presentar una doble explotación: sexual y laboral, pues se le exigen ser-
vicios que en otras condiciones no prestaría y el pago por estos servicios termina en un mayor 
porcentaje en manos del explotador. 
 
No obstante lo anterior, en caso de duda, y atendiendo al principio y deber de prevención, la 
persona debe ser atendida con el fin de determinar con certeza si se Trata de una víctima del 
delito de Trata de persona.  
 
 
La Legislación de Menores 
Define a la Legislación como: La ciencia de las leyes. Conjunto o cuerpo de leyes que 
integran del Derecho positivo vigente en un estado. Totalidad de las disposiciones 
legales de un pueblo o de una época determinada (Cabanellas, 2003, pág. 16). 
 
Bajo dos premisas básicas que son: La consideración de que el menor es el sujeto preferente del 
derecho y que es su interés el que debe ser protegido en forma prioritaria sobre cualquier otro, 
se describen y desarrollan las legislaciones sobre la minoridad. 
 
Como todo cuerpo normativo, la legislación de menores es declarativa de garantías existentes 
para el menor, así como también de los medios para que aquellas se tornen tangibles. 
 
Podría decirse que la Legislación de menores, de naturaleza esencialmente protectora, como 
materialización que es el derecho de menores, de naturaleza aspectos: uno, estático, declarativo, 
y el otro dinámico, procesal. 
 
El primero viene a ser la parte sustantiva, que establece el derecho, la garantía, la norma; el 
segundo, lo adjetivo, es decir el mecanismo de movimiento a través del cual se materializa la 
acción para declarar, constituir o ejecutar el derecho del menor. 
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Pero, a más de los principios y de los mecanismos de acción y consecuentemente la aplicación 
del principio proteccionista y el personal especializado se convierte en artífice necesario para el 
logro del fin propuesto. 
 
 
Los Principios Básicos de Protección 
Para cumplir con la defensa del interés del menor es preciso determinar los medios que 
expresados en principios, son las garantías establecidas en beneficio del menor. 
 
 
Aspecto Sustantivo de la Legislación 
Como la premisa básica de la protección es la consideración de que el menor es el sujeto 
preferente del Derecho, debiendo ser su interés protegido en forma prioritaria, es preciso para 
cumplirla determinar los medios que expresados en principios son las garantías establecidas en 
beneficio del menor, siendo éstos: 
 
 Derecho a la vida. 
 Derecho a la filiación. 
 Derecho a la permanencia en el seno de su propia familia. 
 Derecho a la alimentación. 
 Derecho a la educación. 
 Derecho a ser protegido en las situaciones emergentes. 
 Derecho a la presunción de minoridad. 
 Derecho a la recreación. 
 Derecho a no ser considerado delincuente. 
 Derecho a trabajar con garantías, es decir bajo ciertas condiciones. 
 
 
Declaración de los Derechos del Niño 
El niño está amparado por una serie de principios que garantizan su seguridad y su desarrollo 
armónico, como parte integrante de su familia y la comunidad. 
 
 





El niño disfrutará de todos los derechos enunciados en esta declaración. Estos derechos serán 
reconocidos a todos los niños sin excepción alguna, ni distinción, ni discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen 




El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, 
dispensando todo ello por ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, 
moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así corno en condiciones de 
libertades y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración fundamental a que se 
atenderá será el interés superior del niño. 
 
PRINCIPIO 3 
El niño tiene derecho desde su nacimiento a un nombre y a una nacionalidad. 
 
PRINCIPIO 4 
El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a crecer y 
desarrollarse en buena salud, con este fin deberán proporcionarse, tanto a él como a su madre, 
cuidados especiales incluso atención prenatal, postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de 
alimentación, vivienda y servicios médicos adecuados. 
 
PRINCIPIO 5 
El niño física o mentalmente impedido o que sufra algún impedimento social debe recibir el 
tratamiento, la educación y el cuidado especiales que requiere su caso particular. 
 
PRINCIPIO 6 
El niño para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad necesita amor y comprensión. 
Siempre que sea posible, deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres, y en 
todo caso, en un ambiente de afecto y segundad moral y material, salvo circunstancias 




El niño tiene derecho a recibir educación que será gratuita y obligatoria por lo menos en las 
etapas elementales. 
El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad, 
incumbe, en primer término, a sus padres. 
El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales deberán estar orientados 
hacia los fines perseguidos por la educación: la sociedad y las autoridades públicas se esforzarán 
por promover el goce de este derecho. 
 
PRINCIPIO 8 




El niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad y explotación. No será 
objeto de ningún tipo de trata. 
No deberá permitirse al niño trabajar antes de una edad mínima adecuada, en ningún caso se le 
dedicará ni permitirá que se dedique a ocupación o empleo alguno que pueda perjudicar su salud 
o su educación, o impedir su desarrolle físico, mental o moral. 
 
PRINCIPIO 10 
El niño debe ser protegido contra las prácticas que puedan fomentar la discriminación racial, 
religiosa o de cualquier otra índole. Debe ser educado en un espíritu de comprensión, tolerancia, 
amistad entre los pueblos, paz y fraternidad universal, y con plena conciencia de que debe 
consagrar sus energías y aptitudes al servicio de sus semejantes. 
 
 
Principales Acuerdos y Resoluciones que Protegen al Menor 
CONVENCIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO 
 
Actualmente, la Declaración de los Derechos del Niño se amplía con la Convención de 
Naciones Unidas, documento suscrito en New York, el 20 de Noviembre de 1989 y en vigencia 
desde septiembre de 1990 (NN.UU, 1990). 
 
A diferencia de la Declaración que se limita a recomendar políticas de protección a los países, la 
Convención compromete a los gobiernos de éstos a que una vez ratificada aquella, y convertida 
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así en ley interna de cada república, asuman la responsabilidad de velar por los derechos, 
asistiendo a la familia con los medios que posibiliten el cumplimiento en la realidad de los 
derechos de los niños. 
 
La convención a los treinta años de distancia de la Declaración, introduce disposiciones que 
garantizan la identidad, la no explotación, la educación adecuada, la libertad de expresión, de 
reunión, etc., el texto que cuenta con 54 artículos puede resumirse en los siguientes: siendo los 




Para los efectos de la presente Convención se entiende por niño todo ser humano menor de 
dieciocho años de edad, salvo que en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes 
la mayoría de edad. 
 
Artículo 3 
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos, una consideración especial 3 que se atenderá será el interés superior del 
niño. 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que 
sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuente los derechos y deberes de sus 
padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán 
todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 
 
Artículo 6 
1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene derecho intrínseco a la vida; y,  
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el 
desarrollo del niño. 
 
Artículo 7 
1. El niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde 
que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a 





2. Cuando el niño sea privado ilegalmente de alguno de los elementos de su identidad o de 
todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección adecuadas con 
miras a restablecer rápidamente su identidad. 
 
Artículo 9 
1. Los Estados Partes velarán porque el niño no sea separado de sus padres contra la 
voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, 
que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. 
 
Artículo 11 
1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados lícitos de niños al 
extranjero y la retención ilícita de niños en el extranjero; y,  
2. Para este fin los Estados Partes promoverán la concentración de acuerdos bilaterales o 
multilaterales o la adhesión a acuerdos existentes. 
 
Artículo 35 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que 





Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de explotación que sean 
perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar. 
 
Artículo 39 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación física 
y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de abandono, 
explotación o abuso, tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes; o 
conflictos armados. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que 
fomente la salud, el respeto de si mismo y la dignidad del niño. 





CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DEL PLAGIO INTERNACIONAL 
DE MENORES 
 
Mismo que tiene por objetivos: 
 
Asegurar el regreso inmediato de los menores trasladados o retenidos ilegalmente en todo 
Estado Contratante; y, Convención para la Protección de los Niños y la Cooperación en materia 
de adopción internacional. 
 
Establecer las garantías para asegurar que las adopciones internacionales tengan como interés 
prioritario el respeto de los derechos fundamentales de los niños que les son reconocidos en el 
Derecho Internacional. Instaurar un sistema de cooperación por parte de los Estados 
Contratantes, para asegurar el respeto de sus garantías y prevenir así el secuestro, la venta o la 
trata de niños. 
 
Esta Convención se relaciona directamente con los principios reconocidos en los 
instrumentos internacionales, en particular en la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del Niño el 20 de Noviembre de 1989 y la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre Principios Sociales y Legales, relativos a la Protección y 
Bienestar de los Niños, con especial énfasis en las prácticas de adopción y colocación 
en familias de adopción sobre planes nacionales e internacionales (NN.UU, 1995).  
 
En concordancia con el Art.11 numeral 3 de la Constitución de la República del Ecuador. 
 
Refugio como Herramienta de Protección Internacional a las Víctimas de Trata 
La institución del refugio nace como consecuencia de las guerras mundiales del siglo XX; su 
origen se remonta a la década de 1920 con el imperativo de proteger a la población que se 
encontraba en riesgo por efectos, principalmente, de actos de persecución perpetrados por 
agentes estatales y no estatales en Europa. La iniciativa de aquella protección surgiría, en aquel 
entonces, en el seno de la Sociedad de Naciones. 
 
La figura del refugio, en el marco de la Sociedad de Naciones, tuvo un alcance limitando y se 
centró en tratar situaciones particularmente localizadas, sin cubrir la totalidad de la situación 
imperante en aquella época; sin embargo, se registran avances en cuanto al manejo de los 
flujos de refugiado.  
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En 1921 se creó la Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados Rusos, con el 
objeto de aliviar la situación de los desplazados por la Revolución Rusa. 
Posteriormente, en el año de 1930, como un homenaje al doctor Fridtjof Nansen, 
principal gestor de la asistencia a los refugiados rusos, se creó la Oficina Internacional 
Nansen para los Refugiados; sin embargo, esta habría de ser desplazada en 1938 por el 
Alto Comisionado para los Refugiados (Convención Interamericana). 
 
El Alto Comisionado para los Refugiados se encargó de los flujos generalizados de 
refugiados en Europa, pero su función se extendió hasta 1947 cuando fue reemplazado 
por la Oficina Internacional para los Refugiados (OIR) ante los efectos de la Segunda 
Guerra Mundial, la disolución, en 1944, de la Sociedad de las Naciones y la creación, en 
1945, de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). La OIR habría de subsistir 
hasta 1951 cuando desapareció   en   medio   de   críticas   por   su   política   de   
reasentamiento   y   su   escaso financiamiento (ACNUR, 2006, pág. 1). 
 
Con el paso del tiempo, el problema de los refugiados seguía siendo de gran importancia en la 
comunidad internacional por las graves secuelas de la segunda guerra mundial, en respuesta, 
en 1949, se creó la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR) con un mandato inicial de 3 años por el cual se establecía su misión de "brindar, con 
una base humanitaria y apolítica, protección internacional a los refugiados y buscarles 
soluciones permanentes” (Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, 1951, pág. 137).  
Este  se  ha  ido  ampliando  y  renovando  hasta  la  actualidad, principalmente mediante 
pronunciamientos del Consejo Económico y Social (ECOSOC). 
 
La problemática de los refugiados adquiere importancia con el paso del tiempo, la lucha por 
consolidar un organismo especializado que se encargue de tratar el tema más a profundidad lo 
demuestra. 
La Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados establece que los 
refugiados y solicitantes de refugio deben gozar de la protección estatal de los derechos que la 
misma Convención establece; sin embargo, es necesario señalar que estas personas están 
amparadas, no solo por los instrumentos internacionales en materia de refugio, sino que les son 
aplicables toda norma o instrumento en materia de Derechos Humanos que sea de su beneficio. 
Instrumentos Internacionales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos han 




“Estos derechos esenciales no nacen del hecho de ser nacional de un determinado Estado, sino 
que tienen como fundamento los atributos de la persona humana” (OUA, 1974). 
 
En este sentido, es de suma importancia señalar que existen nexos entre las figuras de refugio y 
la trata de personas. Estos vínculos deben ser estudiados con mayor detenimiento bajo los 
siguientes supuestos: 
1.- Existe  el  peligro  de  que  los  refugiados,  solicitantes  de  asilo,  desplazados 
internos, apátridas, entre otros, lleguen a convertirse en víctimas de trata. 
2.- Existe la necesidad de garantizar que las personas que ya han sido víctimas de trata y 
que temen enfrentar persecución y represalias al regresar a su país de origen, sean 
reconocidas como refugiadas y reciban protección internacional en caso de que sus 
solicitudes de protección internacional se encuentren dentro del ámbito de la definición 
de refugiado de la Convención de 1951 o el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los 
Refugiados (Declaración de Cartagena sobre Refugiados, 1984).  
 
También se necesita protección internacional cuando exista el riesgo de que al retornar a su 
país de origen, la víctima puede ser expuesta a una re-victimización o exista la posibilidad de 
sufrir situaciones severas de ostracismo, discriminación o castigo por parte de la familia o la 
comunidad del país de origen por su estatus de víctima de trata. 
 
Estos supuestos se pueden dar en virtud de la vulnerabilidad de las personas que buscan 
protección internacional frente a redes de tratantes que buscan, por su lado, sacar provecho 
sobre la base de amenazas, persecución, explotación, etc. 
 
A continuación, se realizará un análisis enfocado, en los supuestos 2 y 3, que reflejará que, en 
virtud de las características de una víctima de trata, en muchas ocasiones, el refugio puede 
convertirse en una herramienta útil para brindar protección internacional a estas personas bajo 
situación de vulnerabilidad. Se debe, así mismo, tomar en cuenta que en países como el 
Ecuador no se ha previsto una figura o herramienta que se enmarque en la legislación 
migratoria interna con el objeto específico de proteger a las víctimas de la trata de personas de 
un origen distinto al nacional. 
 
Definición de Refugiado 
Evolución de la Definición de Refugiado 
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Los cambios en la dinámica de los eventos generadores de flujos de refugiados llevaron a que, 
a lo largo del tiempo, se establecieran varias definiciones más o menos similares de lo que 
constituye un refugiado (la Convención de 1951, la de la Organización para la Unidad 
Africana 1974 y la de la Declaración de Cartagena de 1984) pero con distintos elementos; sin 
embargo, está claro que no cualquier persona desplazada por motivos fuera de su voluntad es 
un refugiado.  
 
“La primera definición, adoptada con base a la realidad histórica del continente europeo, se 
cristalizó en el instrumento que hasta la actualidad regula la institución del refugio a nivel 
mundial” (Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados, 1951). 
 
La Convención de 1951 incorpora en la definición de refugiado elementos como el tiempo, el 
ámbito geográfico y los motivos para determinar que una persona es, en efecto, un refugiado, 
se encuentra plasmado en el Art. 1 de la Convención de 1951. 
 
Artículo 1. - Definición del término "refugiado" 
…2) Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1.º de enero de 1951 y 
debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre 
fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera 
acogerse a la protección de tal  país;  o  que,  careciendo  de  nacionalidad  y  
hallándose,  a  consecuencia  de  tales acontecimientos, fuera del país donde antes 
tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar 
a él (Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados, 1951) 
 
En los casos de personas que tengan más de una nacionalidad, se entenderá que la 
expresión "del país de su nacionalidad" se refiere a cualquiera de los países cuya 
nacionalidad posean; y no se considerará carente de la protección del país de su 
nacionalidad a la persona que, sin razón válida derivada de un fundado temor, no se 
haya acogido a la protección de uno de los países cuya nacionalidad posea (USAID; 
OIM, 2009, pág. 11) 
 
Esta norma estableció que, además de las personas que serían reconocidas posteriormente 
como refugiados con la definición establecida en el numeral 2 de este Articulo, se respetarían 
los criterios establecidos por la Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados Rusos, la 
Oficina Internacional Nansen para los Refugiados, Alto Comisionado para los Refugiados y 
Oficina Internacional para los Refugiados (OIR) para su reconocimiento bajo la nueva 
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normativa, con la apertura además para reconocer a aquellos cuyo reconocimiento fue 
previamente negado. 
 
Adicionalmente, en el numeral 2 de la letra b del artículo 1, mediante una interpretación 
extensiva se abre la posibilidad de que los Estados que así lo desearan, amplíen la definición 
de refugiado para reconocer dicha calidad a personas no amparadas por el art. 1, lo que dio pie 
para que los Estados africanos y americanos posteriormente amplíen la definición, en atención 
principalmente a las nuevas circunstancias generadoras de flujos de refugiados. 
 
Definición de la Organización para la Unidad Africana (OUA) 
En vista del proceso de descolonización de algunos Estados del continente africano suscitado 
entre 1950 y 1960, el mismo que se vio envuelto en varios conflictos armados de orden interno 
como la guerra de liberación de Argelia, el intento secesionista de la provincia de Katanga en 
el ex Congo belga y la guerra civil en el Congo Kinshasa (Zaire). Posteriormente, incluso, se 
producen conflictos entre los mismos países africanos, lo que sumado a las guerras 
anticolonialistas y los conflictos subsiguientes a la independencia tuvieron entre sus 
manifestaciones más serias, el aparecimiento de grandes corrientes de refugiados. 
 
De la particular situación africana surgió la necesidad de adaptar la definición de refugiado a 
su realidad; motivo por el cual, en el año de 1969 la OUA decide reunirse para la elaboración 
de una Convención que entró en vigor en 1974 y amplió la definición de refugiado en los 
siguientes términos: 
 
El término “refugiado” se aplicará también a toda persona que, a causa de una agresión 
exterior, una ocupación o una dominación extranjera, o de acontecimientos que 
perturben gravemente el orden público en una parte o en la totalidad del país de origen, 
o del país de su nacionalidad, está obligada a abandonar su residencia habitual para 
buscar refugio en otro lugar fuera de su país de origen, o del país de su nacionalidad 
(ACNUR, 2006). 
 
La definición de la OUA sentó un importante precedente que impulsó a Latinoamérica a seguir 
el ejemplo africano y adoptar, en 1984, la Declaración de Cartagena a fin de brindar protección 
internacional a sus desplazados transfronterizos que no se enmarcaban plenamente en la 
definición establecida en el art. 1 de la Convención de 1951. 
 
Definición de la Declaración de Cartagena de 1984 
52 
Los conflictos políticos y guerras civiles surgidas en el continente americano, que derivarían 
en cruentas dictaduras e impulsaron el surgimiento de un nuevo grupo de refugiados cuya 
situación particular no se encontraba prevista en la Convención de 1951 y cuyo elemento 
característico “la persecución o el riesgo potencial de sufrirla”. Los nuevos refugiados eran 
personas desplazadas en grandes números por la necesidad de proteger sus bienes jurídicos 
supremos: la vida, seguridad y libertad, es decir los tres derechos fundamentales contemplados 
en la conclusión tercera de la Declaración de Cartagena que, en el contexto latinoamericano, se 
consideraron como bienes jurídicos que deben ser protegidos tomando en cuenta los conflictos 
y guerras internas, especialmente en Centroamérica. 
 
En tal virtud, y sobre la base de la necesidad de ampliar el concepto de refugiado, de manera 
tal que se adapte a la realidad latinoamericana, en el año de 1984 se adopta la Declaración de 
Cartagena sobre Refugiados, en cuya conclusión tercera amplía los criterios contenidos en la 
Convención de 1951, en los siguientes términos: 
 
Tercera. Reiterar que, en vista de la experiencia recogida con motivo de la afluencia 
masiva de refugiados en la región centroamericana, se hace necesario encarar la 
extensión del concepto de refugiado teniendo en cuenta, en lo pertinente, y dentro de las 
características de la situación existente en la región, el precedente de la Convención de 
la OUA (artículo 1, párrafo 2)  y de la doctrina utilizada en los  informes de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. De este modo, la definición o concepto de 
refugiado recomendable para su utilización en la Región es aquella que además de 
contener los elementos de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, considere 
también como refugiados a las personas que han huido de sus países porque su vida, 
seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión 
extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos  humanos  u  
otras  circunstancias  que  hayan  perturbado  gravemente  el  orden público (ACNUR, 
2007, pág. 38). 
 
Latinoamérica aporta, de esta manera, a la ampliación de la definición de refugio, lo cual 
también permite ampliar el espectro de protección internacional al amparo de la referida 
institución. 
 
En conclusión, se puede decir que refugiado es toda persona que huye de su país a causa de un 
temor fundado de persecución por motivos de raza, religión, nacionalidad, opinión política o 
pertenencia a un grupo social y que no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse 
a la protección de su país. O que careciendo de nacionalidad y hallándose a consecuencia de 
tales acontecimientos fuera del país de residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos 
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temores, no quisiera regresar a él. También es refugiada la persona que huye de su país porque 
su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión 
extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras 
circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público. 
 
De esta manera, llegamos a una definición de refugio contentiva de todos los elementos 
previstos en la Convención de 1951, la Convención de la OUA de 1974 y la Declaración de 
Cartagena de 1984, recalcando siempre que la Convención de 1951, por ser de carácter 
universal, se encuentra vigente a nivel mundial, y será de utilidad para esta investigación, ya 
que tanto la Convención de la OUA como la Declaración de Cartagena, son instrumentos 
vinculantes solamente a nivel regional. 
 
 
Fundados Temores de ser Perseguido: Refugiado, Victima de Trata y Migrante 
Es necesario hacer una diferencia entre el refugiado, víctima de trata y el inmigrante, esta 
radica en que un refugiado huye de persecuciones o conflictos armados y, en tal virtud, tiene 
derecho a protección internacional en un país de asilo. 
 
Por otro lado, se entiende por trata de personas a la captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras 
formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de 
vulnerabilidad, o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 
consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. 
 
Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las 
prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos (ACNUR, 
2005, pág. 157). 
 
Es necesario comprender que la trata de personas es un proceso que involucra varios 
delitos conexos; una vez logrado el control inicial, las víctimas son trasladadas a lugares 
en los que no conocen el idioma ni tienen otros conocimientos básicos que les permitan 
buscar ayuda (ACNUR, 2006).  
 
Las víctimas de trata, dependiendo de las circunstancias particulares de cada caso, pueden 
sentirse perseguidas por sus agresores, estas circunstancias provocan que sientan rechazo a 
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volver a su país de origen, dado que las redes de tratantes podrían conocer su lugar de 
domicilio o el de su familia. 
 
Finalmente, el inmigrante, se traslada por razones económicas (para conseguir un mejor 
trabajo). Ser considerado como inmigrante abre paso a la posibilidad de enviarlo de regreso a 
su país de origen. 
 
La protección internacional, en cuanto a refugio, se puede definir como: 
 
Todas las acciones encaminadas a garantizar la igualdad de acceso y el disfrute de los 
derechos de las mujeres, hombres y niños que son del interés del ACNUR, de 
conformidad con los cuerpos de ley pertinentes (incluido el derecho internacional 
humanitario, el derecho de los derechos humanos y el derecho de los refugiados) 
(Emmerich & Norberto, 2006, pág. 4). 
 
La protección internacional a los refugiados incluye dos aspectos: el no sometimiento a 
medidas administrativas o legislativas restrictivas; y, el respeto a los principios básicos 
contenidos en los instrumentos internacionales sobre refugio, en particular, el principio de non-
refoulement o no-devolución que se traduce en la obligación de los estados a no expulsar, 
repatriar o devolver a los refugiados a territorios en los que su vida o su libertad corran peligro. 
Este un principio de protección consagrado en la Convención de 1951 que no admite reserva y 
que incluye a los solicitantes de asilo cuya situación todavía no se haya determinado. Dicho 
principio está directamente vinculado con el goce y garantía de una serie de derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales. 
 
Por los fundados temores de ser perseguida, una víctima de trata se asimila a un solicitante de 
refugio y por lo tanto podría aplicarse esta figura a efectos de gozar del beneficio del principio 
de non-refoulement o no-devolución. Esta posibilidad, por lo demás, se encuentra 
implícitamente reconocida en la cláusula de salvaguardia del artículo 14 del Protocolo sobre 
Trata de Personas, al tenor de lo siguiente: 
 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obligaciones y 
responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho internacional, 
incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa internacional de derechos 
humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio de non-refoulement 
consagrado en dichos instrumentos. 
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Los órganos de supervisión de derechos humanos han reiterado el derecho soberano de los 
Estados a adoptar políticas migratorias, pero igualmente han subrayado que este derecho debe 
respetar los límites establecidos por los instrumentos de derechos humanos. La Convención de 
1951 y su Protocolo de 1967 son parte de esos límites. Los instrumentos de Naciones Unidas 
sobre Derechos Humanos tienen carácter universal y, por ende, se aplican por igual a 
nacionales y extranjeros. 
 
En relación a lo citado es necesario entonces, que los Estados establezcan mecanismos de 
control migratorio que permitan distinguir efectivamente a las personas en necesidad genuina 
de protección de las que no lo requieren, de esta manera encontrar un equilibrio entre las 
necesidades de protección de los solicitantes de asilo, refugiados, víctimas de trata de personas 
y el legítimo interés de los Estados en prevenir que sus procedimientos de asilo sean utilizados 
en forma indebida o abusiva. 
 
Para estos efectos, es necesario analizar cómo el concepto de fronteras varía en su aplicación 
en cuanto a las figuras del refugio y la trata de personas. 
 
Debemos tener en cuenta que las fronteras, desde su punto de vista instrumental, 
representan la concreción de un concepto político y ayudan a separar lo propio de lo 
extraño, así como a reforzar los contenidos simbólicos de pertenencia e identidad 
propios de la nacionalidad “contenida” en un espacio social y político y que, 
adicionalmente, su finalidad es dejar por sentada la soberanía del Estado sobre 
determinado territorio mediante un doble tabique que separa hacia el exterior e integra 
hacia el interior (Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados, 1951). 
 
Por otro lado: 
Es necesario invocar a la contradicción básica de la globalización que insta a la cada vez 
más libre circulación de capitales pero también impulsa el bloqueo de las fronteras 
mediante la multiplicación de barreras contra los seres humanos, con el fin de señalar 
que, a pesar de que la mayoría de personas son libres de salir de su país, solo una 
minoría tiene derecho a entrar en otro país (ACNUR, 2006).
 
 
Sin embargo, las instituciones del refugio y la trata de personas obligan a los Estados a romper 
con las barreras migratorias y a brindar protección a ciudadanos extranjeros en observancia a 
compromisos adquiridos, bajo los principios de inclusión, solidaridad y responsabilidad 
compartida, e incluso comprometiéndose a cumplir, sin excusa alguna, con el principio de no 
devolución explicado con anterioridad. 
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Se rompe entonces, con la perspectiva tradicional de las fronteras a efectos de cumplir con las 
obligaciones internacionales que las figuras del refugio y la trata de personas acarrean, en vista 
de que por su situación particular, el refugiado y la víctima de la trata de personas se diferencia 
del migrante económico, que es fácilmente presa de la restricción a su libre movilidad. 
Lo expuesto en el párrafo anterior se refuerza con el contenido del art. 31 de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, el cual establece lo 
siguiente: 
 
…1. Los estados contratantes no impondrán sanciones penales, por causa de su entrada 
o presencia ilegal, a los refugiados que, llegando directamente del territorio donde su 
vida o su libertad estuviera amenazada en el sentido previsto por el artículo 1, hayan 
entrado o se encuentren en el territorio de tales estados sin autorización, a condición de 
que se presenten sin demora a las autoridades y aleguen causa justificada de su entrada 
o presencia ilegales. 
…2. Los estados contratantes no aplicarán a tales refugiados otras restricciones de 
circulación que las necesarias; y tales restricciones se aplicarán únicamente hasta que se 
haya regularizado su situación en el país o hasta que el refugiado obtenga su admisión 
en otro país. Los estados contratantes concederán a tal refugiado un plazo razonable y 
todas las facilidades necesarias para obtener su admisión en otro país.” 
Imponer sanciones sin hacer caso de los méritos de la solicitud de asilo de una persona 
probablemente también violará la obligación del Estado de garantizar y proteger los 
derechos humanos de todos aquellos que se hallen dentro de su territorio o sujetos a su 
jurisdicción. 
Por otro lado, “en el caso de las víctimas, la Agenda para la Protección, 
A/AC.96/965/Add.1, del año 2002, en su meta 2, objetivo 2, hace un llamado a los 
Estados para asegurar que sus procedimientos de asilo permitan recibir solicitudes de 
personas que han sido víctimas de trata. (ACNUR, 2006, pág. 10). 
 
En conclusión, en virtud del artículo 1 a (2) de la Convención de 1951, una víctima de trata 
puede solicitar asilo o refugio si: 
 
1) Se encuentra fuera de su país de origen; 
2) Ostenta fundados temores de persecución por motivos de raza, religión, nacionalidad, 
opinión política y pertenencia a determinado grupo social; y, 
3) Dadas estas circunstancias, la víctima se vería imposibilitada de acogerse a la protección 
de su país de origen. 
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Bajo esta lógica, no todas las víctimas de trata de personas se encontrarían en el ámbito de la 
definición de refugiado de la Convención de 1951; sin embargo, para aplicación a nivel 
regional, el numeral 3 de la Declaración de Cartagena de 1984 amplía la definición de 
refugiado en los siguientes términos: 
 
…La definición o concepto de refugiado recomendable para su utilización en la región 
es aquella que además de contener los elementos de la Convención de 1951 y el 
Protocolo de 1967, considere también como refugiados a las personas que han huido de 
sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia 
generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los 
derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden 
público. 
 
En consecuencia, el contenido del artículo 3 de la Declaración de Cartagena, ha permitido 
ampliar el espectro de otorgamiento de protección internacional a nivel regional. 
Adicionalmente, este artículo ha sido de gran utilidad para países como el Ecuador en cuanto 
al otorgamiento de la condición de refugiado a víctimas de la trata de personas. 
 
En el proceso de la trata de personas la víctima es presa de una violación masiva de sus 
derechos, ya que es trasladada con amenazas o engaños, es explotada de varias formas y 
privada de su libertad, sus documentos son retenidos, es sometida a maltrato físico o 
sicológico, entre otras violaciones. 
 
En muchos de los casos el retorno a su país de origen constituirá una re victimización de la 
persona sometida al delito de la trata, motivo por el cual, la Declaración de Cartagena abre la 
puerta para que toda víctima de trata que se sienta insegura de regresar a su país de origen, 
pueda encontrar en el refugio la protección internacional que requiere. Dado que toda medida 
de protección emprendida por las autoridades de su país sería inocua o insuficiente; y, al no 
existir un mecanismo efectivo de protección, la violación de derechos humanos seguiría 
latente, si tomamos en cuenta que los deberes principales del Estado (prevenir, investigar y 
sancionar) no serían cumplidos a cabalidad. 
 
Lo anterior incluiría situaciones en las que la persecución que sufrió la persona durante la 
experiencia de la trata, incluso si sucedió en el pasado, fue particularmente atroz y la persona 
continúa experimentando efectos sicológicos traumáticos que harían que el regreso a su país de 




Motivos de la Convención de 1951 
Para que una víctima de trata sea reconocida como refugiado, el temor de persecución de la 
persona debe estar relacionado con uno o más motivos de la Convención de 1951, es decir, 
debe darse por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social 
u opiniones políticas. 
 
El vínculo entre el temor fundado de persecución y uno de los motivos de la Convención, 
según el ACNUR resulta suficiente para satisfacer el nexo causal. Por otro lado, también se 
satisface el nexo causal cuando el riesgo de persecución no se encuentra vinculado con un 
motivo de la Convención, pero la incapacidad o falta de voluntad del Estado de brindar 
protección sí responde a uno de los motivos de la Convención. 
 
En varias ocasiones las víctimas son vulnerables a la trata de personas puesto que están 
relacionadas con uno de los motivos de la Convención de 1951, a consecuencia de que reciben 
menor protección por parte de los Gobiernos. Por ejemplo: niños y niñas, niños y niñas no 
acompañados o algunos grupos de mujeres. 
 
Los motivos son: 
 
Raza: este concepto debe ser entendido en su sentido más amplio al tomar en cuenta a todos 
los grupos étnicos. Los miembros de un grupo étnico podrían ser seleccionados como víctimas 
de trata para una variedad de fines, como para la explotación sexual, mujeres y niñas pueden 
ser seleccionadas por la demanda del mercado de una raza o nacionalidad en particular. A esto 
se suma la falta de protección estatal a este grupo 
 
Religión: la religión logra ser un motivo para perseguir a miembros de una determinada fe, ya 
que puede haber medidas como la prohibición de pertenecer a una comunidad o graves 
medidas de discriminación a personas en virtud de su práctica religiosa, por tanto esta 
población no recibe una protección adecuada. 
 
Nacionalidad: no se entiende solo como ciudadanía sino también como la pertenencia a un 
grupo nacional o lingüístico. La nacionalidad de la persona podría colocarla en una situación 




Opinión Política: persecución contra personas debido a sus opiniones políticas, reales o 
percibidas por terceros, estas opiniones podría colocar a una víctima en situación de 
vulnerabilidad y por obvias razones el Estado puede ser el persecutor y tampoco haría 
esfuerzos por protegerlas. 
 
Pertenencia a un grupo social determinado: un determinado grupo social es un grupo de 
personas que comparten una característica en común que será innata, inmutable o fundamental 
para la identidad, la conciencia o el propio ejercicio de derechos humanos. De acuerdo con las 
directrices establecidas por el ACNUR, las mujeres constituyen un ejemplo de un subgrupo 
social de personas que son definidas por características innatas e inmutables y que con 
frecuencia reciben un trato distinto al que reciben los hombres. 
 
Las personas que en el pasado fueron víctimas de trata podrían también constituir un grupo 
social con base en la característica inmutable, común e histórica de haber sido víctimas de 
trata. 
 
Para consideración de este motivo, no es necesario que los miembros de un grupo determinado 
se conozcan entre sí o que estén asociados como tal. Lo que importa es que la sociedad los 
perciba como un grupo. 
 
Pese a los motivos expuestos, para los tratantes la principal motivación para reclutar a las 




Lugar de la Persecución 
A efectos de recibir la protección internacional del refugio la víctima de trata solicitante se 
debe encontrar fuera de su país de origen y no poder o no tener la voluntad de acogerse a la 
protección del país, debido a fundados temores de ser perseguido. El requisito de encontrarse 
fuera del país de nacionalidad no significa, sin embargo, que la persona tenga que haber salido 
de él por causa de persecución o temor fundado de persecución. En el caso de que dichos 
temores surjan con posterioridad a que la persona ha salido de su país, la persona sería un 
refugiado sur place.  
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De esta manera, no obstante que las víctimas de trata no hayan salido de su país debido a 
temores fundados de persecución, tales temores podrían surgir luego de haber salido de su país 
de origen (ACNUR, 2006, pág. 9). 
 
En conclusión, el lugar de persecución puede ser tanto el país de origen, el país de tránsito o el 
país de destino. 
 
 
El Refugio y la Trata de Personas en la Legislación Ecuatoriana 
El Ecuador ratificó su adhesión a la Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los 
Refugiados el 17 de agosto de 1955. 
 
Al haber ratificado esta Convención y su Protocolo de 1967 el Ecuador se compromete a 
cumplir con las disposiciones internacionales en materia de Derecho Internacional de las 
Refugiados. El Ecuador incluyó las disposiciones de la Convención de 1951 y de la 
Declaración de Cartagena de 1984 en su legislación, mediante la promulgación del Decreto 
Ejecutivo 3301 de 1992. 
 
El Estado ecuatoriano reconoce el derecho de las personas a migrar, el artículo 40 de la 
Constitución de la República establece que “…No se identificará ni se considerará a ningún ser 
humano como ilegal por su condición migratoria” (Constitución de la República del Ecuador, 
2008). 
 
Adicionalmente, la institución del refugio es reconocida en el Ecuador incluso en la 
Constitución de la República, cuyo artículo 41 reza: 
 
Se reconocen los derechos de asilo y refugio, de acuerdo con la ley y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos. Las personas que se encuentren en condición de 
asilo o refugio gozarán de protección especial que garantice el pleno ejercicio de sus 
derechos. El Estado respetará y garantizará el principio de no devolución, además de la 
asistencia humanitaria y jurídica de emergencia. 
No se aplicará a las personas solicitantes de asilo o refugio sanciones penales por el 
hecho de su ingreso o de su permanencia en situación de irregularidad. 
El Estado, de manera excepcional y cuando las circunstancias lo ameriten, reconocerá a 
un colectivo el estatuto de refugiado, de acuerdo con la ley (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008). 
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Por otro lado, el Plan Nacional para el Buen Vivir 2009-2013, en su objetivo 5 manifiesta que 
el Ecuador es un país de “…inmigración, de tránsito y de refugio…”  (2009-2013), el referido 
documento manifiesta el fiel compromiso del Ecuador con la movilidad humana y con la vida. 
 
En cuanto a trata de personas, el Ecuador ha ratificado los siguientes instrumentos 
internacionales: 
 
1. Protocolo de Palermo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional; 
2. Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de  la 
prostitución ajena (1950); 
3. Protocolo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía; 
4. Mecanismo Andino de Protección Consular y Migraciones; 
5. Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores; y, 
6. Convenio 182 OIT. Prohibición de las peores formas de trabajo infantil. 
 
Los mecanismos nacionales previstos en la legislación ecuatoriana en cuanto a la trata de 
personas son: 
 
1. El numeral 29 del artículo 66 de la Constitución de la República que señala que: 
“…b) La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el tráfico y la 
trata de seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas de 
prevención y erradicación de la trata de personas, y de protección y reinserción social 
de las víctimas de la trata y de otras formas de violación de la libertad.” 
2. Por otro lado el artículo 78 de la misma Constitución establece que las víctimas 
recibirán reparación integral en los siguientes términos: 
 
Art. 78.- Las víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, se les 
garantizará su no re victimización, particularmente en la obtención y valoración de las 
pruebas, y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación. Se 
adoptarán mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el 
conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, 
garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008). 
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3. Seguidamente, el artículo 416 del texto constitucional manifiesta que el Estado 
tomará las medidas necesarias para proteger y tutelar los derechos de las víctimas 
extranjeras de trata, aunque éstas tengan un estatus migratorio irregular. 
 
Otros instrumentos internos que establecen normas relacionadas con la trata de personas son: 
 
1. El Código de la Niñez y Adolescencia; 
2. El Código del Trabajo; 
3. La Ley de Extranjería; 
4. La Ley de Migración; 
5. El Código Orgánico Integral Penal; 
6. La Ley sobre la Educación de la Sexualidad y el Amor; 
7. La Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia; 
8. La Ordenanza Metropolitana 246, que regula la protección integral de los niños, 
niña y adolescentes contra la explotación sexual comercial en el Distrito de 
Quito (2008); 
9. El Reglamento del Programa de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos y 
demás participantes en el Proceso Penal; 
10. El Reglamento Especial de Procedimientos y Mecanismos sobre Delitos 
Sexuales en el Sistema Educativo. Acuerdo Ministerial No. 4794; 
11. La Declaratoria del combate a la trata de personas como “política prioritaria del 
Estado”; finalmente, 
12. El Plan Nacional para combatir la Trata de Personas, el tráfico ilegal de 
migrantes, explotación sexual laboral y otros modos de explotación y 
prostitución de mujeres, niños, niñas y adolescentes, pornografía infantil y 
corrupción de menores. 
 
A pesar de la variedad de normas que recogen el delito de la trata de personas en el Ecuador, 
hasta el momento, los procedimientos de regularización migratoria en caso de que una víctima 
de trata de personas no desee regresar a su país de origen, en virtud de fundados temores de ser 
perseguida, no existen. Es decir, el Ecuador no cuenta con una visa o estatus migratorio 
específicamente otorgado a las víctimas de la trata de personas, a pesar de que dicha premisa 
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se encuentra recomendada en el artículo 7 del Protocolo de Palermo, en los siguientes 
términos: 
 
Artículo 7 Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado 
receptor. 
1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6 del presente Protocolo, cada 
Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas 
apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su 
territorio, temporal o permanentemente, cuando proceda. (Protocolo de Palermo , 2000). 
 
El Estado ecuatoriano no ha emitido opiniones legales sobre los casos en los cuales una 
víctima de trata de personas califica dentro de la definición de refugiado. 
 
Por otra parte, es necesario señalar que el Ecuador es un país de origen, tránsito y destino de 
las víctimas de trata, motivo por el cual se hace cada vez más necesario prever una figura o 
estatus migratorio que brinde protección a las víctimas que, por uno u otro motivo, no pueden 
retornar a su país de origen; de acuerdo con lo expuesto en este análisis, el refugio podría 




Sin duda, es necesaria la existencia de mecanismos a nivel nacional que permitan asegurar la 
debida protección internacional de los derechos de los refugiados y solicitantes de refugio. El 
Decreto Ejecutivo No. 3301, de 6 de mayo de 1992, establece los pasos para efectuar una 
aplicación a refugio. El referido Decreto fue modificado por el Decreto Ejecutivo No. 635, de 
25 de marzo de 2009, el cual agrega al procedimiento un paso previo de admisibilidad al 
otorgamiento de la condición de solicitante de refugio. 
 
De esta manera, toda solicitud de refugio manifiestamente infundada o abusiva, podrá, 
inmediatamente, o como máximo, hasta dentro de los 10 días hábiles subsiguientes, ser 
declarada inadmisible a trámite y, por tanto, el administrado no recibirá la tarjeta de solicitante 
de refugio que regulariza su estatus migratorio mientras su caso se resuelva. 
 
La resolución en relación con la admisibilidad del trámite, como todo acto administrativo, 
puede ser apelada. 
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El requisito de admisibilidad funciona como filtro para desechar toda solicitud que no se sujete 
a los requisitos previstos en la Convención de 1951; y, de esta manera, dar más celeridad al 
tratamiento de los casos que si se sujetan a las normas internacionales y nacionales sobre 
refugio. 
Para estos efectos es necesario señalar que se conoce como solicitante de refugio a toda 
persona que ha presentado una petición formal de protección internacional al gobierno del país 
receptor a través de una de las oficinas que brindan asistencia legal a los refugiados. 
 
Decreto Ejecutivo creó la “Comisión para determinar la Condición de refugiados en el 
Ecuador”, bajo la Coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e 
Integración. Adicionalmente, se regula el trámite de solicitud de refugio, la cual deberá 
ser presentada antes de que expire la permanencia legal del solicitante en el Ecuador; o, 
si careciere de autorización de permanencia legal, la solicitud deberá ser presentada en 
un plazo no mayor a treinta días desde el ingreso del solicitante al territorio nacional 
(Decreto Ejecutivo No. 3301, 1992). 
 
Una vez que sea recibida la solicitud se otorgará al solicitante y a sus dependientes que lo 
acompañen una permanencia temporal en el Ecuador por un plazo de 90 días, que le faculte a 
circular libremente. 
 
Una vez presentada la solicitud, el siguiente paso es un proceso de elegibilidad, dentro del cual 
se contemplan entrevistas personales y evaluaciones de cada caso y luego de lo cual, la 
Comisión deberá expedir una resolución que será comunicada al solicitante y será extensiva a 
sus dependientes. Esta resolución, conforme lo previsto en el capítulo IX del Decreto 3301, 
puede ser apelada. Si la solicitud fuera negada definitivamente, se autoriza al solicitante la 
permanencia en el Ecuador por un lapso razonable para buscar y obtener su admisión en otro 
país. 
 
En estos casos es necesario señalar que los procesos de admisibilidad y elegibilidad deberán 






Acceso al Procedimiento 
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El procedimiento sensible a la trata de personas y género. Las víctimas de trata no se ven así 
como refugiadas. Es posible que las víctimas intenten contar una historia de refugiado para 
desvirtuar la del delito de la trata de personas. 
 
Solicitud 
Es necesario no solamente garantizar que las víctimas de trata tengan acceso a procedimientos 
de asilo justos y eficientes, en caso de ser apropiado, sino también que cuenten con la debida 
asesoría legal para que sean capaces de presentar efectivamente una solicitud de asilo. 
 
Entrevista 
Entrevista debe ser manejada de manera sensible a la situación de la víctima, es necesario 
brindar un ambiente de apoyo y seguridad de que su solicitud será manejada con 
confidencialidad. Considero que es necesario contar con entrevistadores del mismo sexo de la 
víctima; se debe así mismo tomar en cuenta que algunas víctimas podrían requerir asistencia 
médica y sicológica profesional. 
 
 
Soluciones Duraderas para las Victimas 
Una solución duradera es aquella que logra poner fin al ciclo del desplazamiento y que permite 
a las personas desplazadas reanudar una vida normal en un entorno seguro. La comunidad 
internacional tiene la responsabilidad compartida de encontrar soluciones duraderas para las 
personas refugiadas. 
 
El Estatuto de ACNUR encomienda al Alto Comisionado la búsqueda de soluciones 
permanentes al problema de los refugiados mediante la ayuda a los gobiernos y a las 
organizaciones privadas para que faciliten su repatriación voluntaria y brinden 
protección a los refugiados a través de la asistencia a los gobiernos y a los particulares 
en su esfuerzo por fomentar la repatriación voluntaria como una solución (ACNUR, 
1996, pág. 6). 
 
Al acceder al refugio, una víctima de trata de personas también podría beneficiarse de estos 
mecanismos. Si bien es cierto, el Protocolo de Palermo prevé el retorno voluntario y 
recomienda, en casos en los que la víctima sienta inseguridad de regresar a su país de origen, 
que los Estados Partes consideren “la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras 
medidas apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su 
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territorio, temporal o permanentemente...”  (Protocolo de Palermo , 2000) lo cual se asimilaría a 
la integración local, no existe, en la normativa internacional sobre trata de personas, el 
reasentamiento, el cual sería de gran utilidad en casos en los cuales la víctima de trata sufra la 
persecución de sus tratantes tanto en su país de origen, como en el país en el que solicita 
refugio. 
 
Como se expresó en el párrafo anterior, se distinguen tres mecanismos de soluciones duraderas: 




El retorno voluntario ocurre cuando los refugiados regresan a su lugar de origen después de 
tomar tal decisión de manera libre y con base en información suficiente. La Asamblea General 
de las Naciones Unidas ha reafirmado en repetidas ocasiones la función del ACNUR de 
promover la repatriación voluntaria. 
 
Es necesario recalcar que la Convención de 1951 deja claro que el estatuto de refugiado es un 
estatuto transitorio, que cesará una vez que se reanude o se establezca la protección nacional 
efectiva en relación con un refugiado, por tanto, la protección internacional ya no se justifica 
debido a los cambios en el país donde se temía la persecución, ya que las circunstancias por las 
cuales una persona ha sido reconocida como refugiada han dejado de existir. Así, la persona no 




La integración local ocurre cuando el país de asilo ofrece a los refugiados residencia 
permanente con la posibilidad de una eventual ciudadanía. Podemos decir también que se trata 
de un dinámico y multifacético proceso bidireccional entre los refugiados y sus anfitriones en 
el cual los refugiados se convierten gradualmente en miembros integrados de la sociedad a 
nivel legal, económico y social. 
 
La integración local es especialmente importante cuando las personas no pueden retornar a sus 
países de origen en un futuro previsible o cuando han desarrollado fuertes lazos con sus 
comunidades de acogida debido a negocios o al matrimonio. Se basa en el supuesto de que los 
refugiados permanecerán en el país de asilo de manera permanente y que encontrarán en ese 
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Estado una solución para su difícil situación, posiblemente, aunque no necesariamente, con la 
adquisición de la ciudadanía. Es una forma de permitirles reconstruir sus vidas, volverse 
autosuficientes y generar nuevos medios de vida sostenibles como miembros contribuyentes de 
las sociedades de acogida. 
 
Una estrategia de integración local bien implementada puede permitir que las personas 
desplazadas puedan tanto dar como recibir: Trabajando legalmente, pagando impuestos y 
contribuyendo a la economía de su nuevo país. Muchos refugiados han recibido buena 
educación y están altamente calificados. Ellos pueden ser maestros, parteras, médicos, así 
como agricultores y empresarios. 
 
Reasentamiento 
El reasentamiento implica el traslado permanente de refugiados a un tercer país que 
haya accedido a admitirles como refugiados y a concederles la residencia permanente. 
Además de una solución duradera, es un instrumento de protección para aquellos 
refugiados cuya vida, libertad, seguridad, salud y otros derechos fundamentales estén en 
riego en el primer país de asilo y un mecanismo de repartición de las responsabilidades 
entre los Estados (ACNUR, 2009, pág. 16). 
 
El reasentamiento no es un derecho y los Estados no tienen obligación alguna de aceptar el 
reasentamiento de refugiados. La posibilidad de que los refugiados sean reasentados depende 
de los criterios de admisión del tercer Estado, así como de la voluntad del país de asilo de 
permitirles  salir.  El  reasentamiento  es,  por  definición,  una  importante  herramienta  para 
repartir la carga y la responsabilidad de los Estados. 
 
En materia de soluciones duraderas, el reasentamiento es una herramienta efectiva para ciertas 
víctimas de trata cuyas necesidades de protección internacional han sido reconocidas (es decir, 
cuando su estatuto de refugiado ha sido formalmente reconocido) y que requieren ser 
trasladadas a un tercer país para obtener una protección efectiva. Los refugiados víctimas de 
trata podrían encontrarse en algunos de los criterios de reasentamiento, como por ejemplo, 
“razones de protección legal o física” o “mujeres en riesgo”. 
 
El Ecuador ha solicitado el reasentamiento de víctimas de trata reconocidas como refugiadas a 
terceros países, entre ellos Canadá. Por la confidencialidad de la información no se ha podido 




Concepto de Tráfico de Menores 
"Tráfico o trata ilegal e inmoral, que tiende a la explotación del hombre privado de su libertad o 
al de la mujer como prostituta" (Cabanellas, 2003).  
 
En el tráfico de menores se sobreentiende que la víctima potencial es el menor, y sobre él se 
tienden una serie de delitos que adquieren las más diversas formas de apoderamiento y 
explotación. 
 
Las niñas son las que llevan la peor parte. Según datos de la Federación de Planificación 
Familiar de España (FPFE), cuatro millones de mujeres, jóvenes y niñas cada año son objeto de 
compra y venta, para ser prostituidas, esclavizadas y obligadas a contraer matrimonio forzoso en 
muchos países del mundo. Se recuerda también que el 90% de los menores con los que se 
trafica en África para luego utilizarlos como trabajadores para el servicio doméstico o para la 
explotación sexual son niñas. 
 
Por su parte la ONG INTERNACIONAL España, destaca la importancia de reconocer los 
derechos de la infancia, apoyada con programas de educación sustentables y registro de 
menores; entre otros derechos reconocidos por la Convención de los Derechos del Niño. 
Según la Organización Internacional del trabajo (OIT) "el trabajo forzoso la esclavitud y el 
tráfico criminal de seres humanos en especial mujeres y niños están creciendo en el mundo y 
adoptando nuevas e insidiosas formas". 
 
La denominada explotación sexual infantil ha sido definida por la ONG internacional ECPAT, 
como la "acción de contratar u ofrecer los servicios de un menor para realizar actos sexuales a 
cambio de dinero u otra contraprestación". Es un fenómeno que forma parte del Turismo sexual 
y al que va estrechamente unido el tráfico de menores, y cada vez mayor presencia del SIDA en 
niños y niñas. 
 
 
La Naturaleza del Tráfico Internacional de Menores 
El tráfico de menores constituye un horrendo comercio de exportación de personas infantiles, 
impúberes y púberes que en los países destinatarios sirven de objeto al cometimiento de 
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diversos delitos: desde el desaparecimiento de su filiación, la reducción a la servidumbre y la 
extracción de sus órganos, hasta su corrupción y explotación sexual. 
 
Los traficantes de menores pueden ser nacionales o extranjeros y pueden operar individualmente 
u organizados en bandas internacionales de criminales. En el tráfico de menores puede 
intervenir cualquier persona incluyendo los padres del menor y las autoridades encargadas de su 
protección y seguridad, por lo que, en la ley que se expida no se deben reconocer fuero alguno. 
 
El delito se consume, solo en tanto y en cuanto se produce el apoderamiento de la víctima, que 
se caracteriza porque como consecuencia de la actividad consumativa del agente, queda en su 
poder y control, fuera del seno de su familia y desprovisto de todo medio ordinario de 
protección y seguridad, en inminente peligro de ser objeto del acto ilícito contenido en la 
finalidad ulterior que motivó su apoderamiento. 
 
En este repugnante tráfico hay que distinguir el fin ulterior ilícito que motivó la consumación 
del apoderamiento y la edad del menor, para adecuarlo típicamente según el caso, a uno de los 
tipos penales que tienen por bien jurídico protegido la seguridad y libertad de los menores en 
relación con el fin ulterior ilícito de la consumación de la conducta; porque es regla general que, 
en cada uno de estos tipos consta como elemento objetivo de la estructura de la adecuación, el 
apoderamiento y la específica finalidad ilícita dentro del elemento subjetivo. 
 
Salvo en el delito de plagio, la edad del menor constituye elemento subjetivo diferencial de la 
estructura de la adecuación en los delitos de arrebatamiento de infantes y de rapto. Por otra 
parte, si el autor realiza sobre el menor el fin ulterior ilícito perseguido al consumar su 
apoderamiento, nos encontramos ante la figura del delito agotado, en algunos casos, y en otros 
puede presentarse un concurso material de infracciones. 
 
Como se ve, la falta de una específica legislación penal que reprima el tráfico internacional de 
menores, nos obliga a combinar varios tipos del Código Penal para subsumir en cada una de 
estas modalidades del tráfico que presentan en la realidad fáctica la estructura objetiva de la 
adecuación y la específica finalidad ulterior ilícita. 
 
Por lo tanto, dentro del proceso de manifestación de cualquiera de las modalidades del tráfico 
internacional de menores al igual que en toda infracción, se comprende tanto a la actividad 
consumativa del agente como a su resultado, por lo que, para los efectos de la adecuación típica 
al respectivo Upo penal, se deben considerar solamente los aspectos esenciales de esta execrable 
conducta criminal. En efecto, la forma de expresión o manifestación del proceso delictivo como 
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fenómeno de la realidad contiene aspectos esenciales y no esenciales, que en su conjunto 
constituyen el contenido de este proceso. 
 
En el tráfico internacional de menores, los elementos esenciales que integran la estructura 
objetiva de la adecuación son: el apoderamiento de la víctima, la calidad del menor del sujeto 
pasivo, que puede ser infante, impúber o púber, es elemento esencial del elemento subjetivo, la 
finalidad ulterior ilícita de la consumación del apoderamiento. 
 
Por otra parte, la consumación del apoderamiento puede manifestarse en varias formas, 
dependiendo de los sujetos que intervienen en forma causal o sucesiva en su ejecución y 
prolongación en el tiempo. 
 
Con antelación enfocamos, la relación directa existente entre el tráfico internacional de menores 
y el tráfico de órganos, entendiéndose como una serie de negocios, en los que está presente el 
ánimo de lucro para una de las partes que intervienen en la transacción, cuyo objetivo es un 
componente anatómico. Lo anterior significa que nuestra definición implica y engloba un 
conjunto de actos jurídicos canalizados a través de la celebración y perfeccionamiento de 
contratos corporales a título oneroso, conductas tales como: vender un órgano propio, enajenar 
órganos de un cadáver por parte de sus familiares, así como la venta de órganos obtenidos 
contra la voluntad del cedente o sin el consentimiento de sus deudos, quedan cobijadas bajo este 
concepto. 
 
Cabe anotar que las únicas instituciones legalmente autorizadas para controlar el mercado 
corporal, son los Bancos de Órganos, En consecuencia solo ellos pueden tener el monopolio de 
la oferta y la demanda de partes corpóreas, por ello toda transacción onerosa sobre órganos 
humanos realizada al margen de estos organismos gubernamentales, es una operación que hace 
parte de los mercados de órganos y que por tanto constituye tráfico anatómico. 
 
 
La Dimensión de la Trata de Menores en el Ecuador 
El tráfico de menores se ha convertido en nuestro país en un horroroso y repugnante negocio de 
exportación de carne humana tierna y viva, que paga el precio de decenas de miles de dólares 
por el acto criminal, a vista y paciencia de funcionarios corruptos que facilitan el tráfico y 




Cuando desaparecen menores en las garras de los traficantes de las ciudades grandes, pequeñas, 
de los campos y de los pueblos en el ámbito nacional, nos informan los medios de comunicación 
social, así como también que no existen pistas sobre el paradero de los menores, ni quienes 
puedan ser las personas que los tengan en su poder. 
 
Los traficantes de menores actúan en bandas organizadas, pero ninguna ha sido oficialmente 
descubierta y reprimida, aunque se conoce su modus operandi y la identidad de las personas 
relacionadas con este macabro y sangriento negocio de exportación de inocentes víctimas. 
 
El tráfico de menores se ha convertido en nuestro país, en un género delictivo habitual que 
opera impunemente con el auxilio de sofisticadas técnicas, como son el empleo de modernos 
vehículos, sistemas de comunicación, bases de recolección y guarda de los niños arrebatados, 
desde las que se los expide al exterior o países destinatarios, en estos, las organizaciones 
criminales se financian la comisión del delito, distribuyen a las víctimas a los destinatarios 
finales, que generalmente agotan el delito, adoptándolos ilegalmente, reduciéndolos a 
servidumbre, extrayéndoles los órganos o explotándolos sexualmente. 
 
El tráfico de menores es un delito de lesa humanidad y que debe ser reprimido donde quiera que 
se encuentre la víctima o sean descubiertos los autores del delito, porque la gran alarma social 
que ocasiona su impunidad, no solo que trasciende permanentemente a la esfera familiar de la 
víctima, sino que mina las bases sobre las que se organiza la sociedad, que son el amparo y 
protección de la familia para que se pueda cumplir con sus fines biológicos y socioculturales de 
procreación de los nuevos miembros de la sociedad y de su formación sociocultural o de 
enseñanza de los valores éticos sociales que los capacite para la vida de relación social, para que 
asuman el rol que les corresponde en el seno de su familia y de la sociedad. 
 
El tráfico de menores constituye un factor externo que incide directamente en las familias 
afectadas y por ende su impacto es social, es sin duda, un delito que involucra a diferentes 
estamentos sociales, políticos, administrativos y legales es la vergüenza que azota a países, 
como el nuestro. 
 
PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS 
DEL NIÑO RELATIVO A LA VENTA DE NIÑOS, LA PROSTITUCIÓN INFANTIL Y 
LA UTILIZACIÓN DE LOS NIÑOS EN LA PORNOGRAFÍA 
 
Señalaremos algunos artículos sobresalientes de este Protocolo: 
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Art. 1.- Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la prostitución infantil y la pornografía 
infantil, de conformidad con lo dispuesto en el presente Protocolo. 
 
Art. 2.- A los efectos del presente protocolo: 
a.- Por venta de niños se entiende todo acto o transacción en virtud del cual un niño, es 
transferido por una persona o grupo de personas a otra a cambio de remuneración o de cualquier 
otra retribución. 
 
Art. 3.- 1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, como mínimo los actos y actividades 
que a continuación se enumeran queden íntegramente comprendidos en su legislación penal, 
tanto si se han cometido dentro como fuera de sus fronteras, o si se han perpetrado individual o 
colectivamente. 
2.- Con sujeción a los preceptos de la Legislación de los Estados Partes, estas disposiciones se 
aplicarán también en los casos de tentativa de cometer cualquiera de estos actos y de 
complicidad o participación en cualquiera de estos actos. 
 
Art. 8.- 1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para proteger en todas las fases del 
proceso penal los derechos e intereses de los niños, víctimas de las prácticas prohibidas por el 
presente protocolo y en particular deberán: 
 
a.- Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y adaptar los procedimientos de forma que 
se reconozcan sus necesidades especiales incluidas las necesidades especiales para declarar 
como testigos. 
3.- Los Estados Partes garantizarán que en el tratamiento por la justicia penal de los niños 
víctimas de los delitos enunciados en el presente protocolo, la consideración primordial a que se 
atienda sea et interés superior del niño. 
 
Art. 9.1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán, aplicarán y darán publicidad a las leyes, las 
medidas administrativas, las políticas y los programas sociales, destinados a la prevención de 
los delitos a que se refiere el presente protocolo. 
Se prestará particular atención a la protección de los niños que sean especialmente vulnerables a 
esas prácticas. 
 
Art. 10.1 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para fortalecer la 
cooperación internacional, mediante acuerdos multilaterales, regionales y bilaterales, para la 
prevención, la detección, la investigación, el enjuiciamiento y el castigo de los responsables de 
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actos de venta de niños, prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía o el turismo 
sexual. 
 
Los Estados Partes promoverán también la cooperación internacional y la coordinación entre sus 
autoridades y las organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales, así como las 
organizaciones internacionales. 
 
2.- Los Estados Partes promoverán la cooperación internacional en ayuda de los niños víctimas 
a los fines de su recuperación física y psicológica, reintegración social y repatriación. 
 
El Tercer Congreso Mundial Internacional de la Educación reunido en Jomtein, Tailandia, del 
25 al 29 de julio de 2001, nota que la trata de mujeres y niñas se ha convertido en uno de los 
negocios criminales más florecientes en el mundo y que afecta a todas las naciones. 
 
Así mismo, señala que se estima que en el mundo la trata de mujeres y niñas para trabajos 
forzosos, servidumbre doméstica o explotación sexual afecta anualmente a unos dos millones de 
estas, además preocupado porque los traficantes de mujeres y niñas, al igual que los 
narcotraficantes, operan impunemente a nivel internacional, sirviéndose para ello de medios de 
comunicación y comercio modernos destinados a extraer y atraer a sus víctimas con falsas 
promesas y usando además la fuerza, el engaño y la coacción para esclavizar a sus víctimas, 
todo esto ayudados por las redes de criminales bien organizadas que se dedican a la trata de 
mujeres, niños y niñas, aprovechándose de la pobreza creciente, del aumento del paro y de la 
desintegración de las redes sociales en los países del desarrollo. 
 
Países de Europa, América del Norte, Los Estados del Golfo, la India y Asia, son importantes 
puntos de destino para las víctimas de la trata internacional de niños, niñas y mujeres. 
 
En relación con lo anteriormente señalado, el Tercer Congreso Mundial Internacional de la 
Educación insta a los Gobiernos a que luchen contra la trata de mujeres, niñas y niños mediante 
campañas de sensibilización que informen al público sobre los medios utilizados por los 
traficantes para atraer a las mujeres, niñas y niños y forzarlos después a prostituirse. 
 
Es necesario que se promulguen "Leyes de gran alcance" que permitan juzgar en su país de 
origen a cualquier persona acusada de tráfico de menores y garantizar la disponibilidad de 
fondos suficientes para que las autoridades competentes puedan disponer de los medios 




El Estado Civil del Infante 
Si bien la compra-venta de infantes con el propósito de usurpar su estado civil de hijo o de que 
un tercero lo tenga por tal, desde tiempos históricos se ha venido presentando, esta circunstancia 
no es constitutiva de la infracción en ninguno de los tipos penales que incriminan las conductas 
dirigidas a hacer desaparecer el estado civil del infante, lo cual, considerando que actualmente el 
tráfico de infantes con el propósito de que otro lo tenga por hijo, sea que medie o no una 
adopción nacional o internacional, es el factor común de las formas de manifestarse la conducta 
que se incrimina en cada uno de los tipos penales que protegen el estado civil del infante. 
 
Como se puede inferir, no haber previsto a la compra-venta de infantes dentro de la estructura 
de la adecuación objetiva de la conducta de los diferentes tipos penales que protegen el estado 
civil del infante, no significa que el tráfico de infantes no configure infracción, porque en todo 
caso lo es, sino que simplemente no constituye un elemento objetivo del tipo y 
consecuentemente no se requiere probar la compra-venta, la cual en la mayor parte de los casos 
es imposible, más todavía si consideramos que la compra-venta puede ser anterior o posterior a 
la consumación de la conducta incriminada en cada uno de los tipos penales que protegen el 
estado civil del infante. Por otra parte es factible que el mismo infante sea objeto de compra-
venta sucesiva, al igual que ocurre en el comercio de cualquier objeto. 
 
El Estado Civil se define como "La situación en que se encuentra el hombre, dentro de 
la sociedad, en relación con los diferentes derechos o facultadas y obligaciones o 
deberes que le atañen" (Cabanellas, 2003), del cual es parte importantísima, por lo que 
la nación de estado civil sin referirse al orden familiar carece de sentido.  
 
En efecto, el estado civil obviamente, como institución del derecho positivo, fija los derechos y 
obligaciones de la persona, que debe gozarlos y cumplirlos dentro del orden familiar. 
 
El más importante de los fines que cumple la familia es el biológico social, que consiste en la 
reproducción y formación de nuevos miembros y la premisa fundamental para que la familia 
cumpla con este fin que es el amparo y la protección que otorga a la descendencia. 
 
El amparo y la protección familiar de la descendencia pueden verse afectados por causas 
internas y externas a la familia. 
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a) Que dependen de la voluntad de los padres, como por ejemplo: el abandono del hogar, 
delincuencia de los padres o su inmoralidad; y 
 
b) Que no dependen de la voluntad de los padres, como por ejemplo: la enfermedad de uno 
de los padres. 
 
Las causas externas son aquellas que operan sustrayendo a los menores del amparo y protección 
de la familia. 
 
La calidad de infante de una persona es una situación natural que por sí sola constituye un 
estado civil al igual que otras calidades del menor, como son la impúbertad y la pubertad, 
cualidades que confieren ciertos derechos y obligaciones al menor y que se regulan 
minuciosamente en los Códigos Civiles y el de Menores. 
 
El Art. 21 (Código Civil del Ecuador, 2013), define: "Llamase infante o niño el que no ha 
cumplido siete años": de manera que tiene calidad el menor de ambos sexos desde su 
nacimiento hasta que cumple siete años de edad.  
 
Además de la calidad de infante el menor tiene la calidad de hijo de determinados padres, lo 
cual a su vez constituye el estado civil de hijo, que le confiere derechos y obligaciones en el 
seno de la familia de sus padres. 
 
En todo caso, el estado civil de hijo es con relación a determinado padre o madre y es inmutable 
porque acompaña a la persona durante toda su vida, lo cual no ocurre en otras calidades que 
puede ostentar las personas en el transcurso de su vida, como soltero, casado, viudo, etc.; que 
terminan por el matrimonio, divorcio y nuevo matrimonio, respectivamente. 
 
El estado civil de hijo de familia es de carácter fundamental, no solo por su inmutabilidad, sino 
también porque la persona a partir de su nacimiento y hasta cumplir la mayoría de edad queda 
fijada al seno de la familia para que ésta cumpla con su función de educarlo y formarlo. 
 
El rol jurídico social fundamental que desempeña el estado civil de hijo de familia es 
considerarlo ampliamente en nuestra legislación y es objeto fundamental del derecho familiar, al 




Prueba el Estado Civil del Infante 
Por ser la infancia un estado natural determinado por la corta edad del menor, es evidente que su 
prueba necesariamente tiene que referirse a la comprobación de la edad requerida por una parte, 
y por otras, a la comprobación de la calidad de hijo con respecto a determinado padre o madre, o 
padres. 
 
Tanto la calidad de infantes del menor de edad como su calidad de hijo respecto de 
determinados padres se prueba principalmente mediante la partida de nacimiento (Art. 350 y 
351 del C.C) se observa que la edad y la constitución civil de hijo son indisolubles, toda vez que 
al probarse la época del nacimiento también se prueba la filiación del nacido con respecto a los 
padres si son casados, y en caso contrario por lo menos con respecto a la madre; circunstancia 
que tiene mucha importancia procesal y facilita la prueba para el caso de no existir la 
inscripción del nacimiento, que permita establecer tanto la edad del menor como su filiación, 
situación que es muy frecuente, en especial tratándose de recién nacidos y de personas que han 
nacido en regiones apartadas de los centros poblados. 
 
En todo caso, a la falta de la partida de nacimiento, se probará la calidad de infante y la filiación 
del menor por otros documentos auténticos, como son los certificados de nacimiento que 
otorgan los hospitales y clínicas, formularios estadísticos, certificados de vacuna, la ficha 
médica pediátrica del recién nacido; documentos en que conste la fecha y el lugar en el que 
nació el menor, el nombre que le han puesto en algunos casos, el nombre de los padres si es que 
son casados y en caso contrario el nombre de la madre.  
 
“Cuando no existen estos documentos auténticos hay que acudir al testimonio de personas que 
han presenciado el nacimiento del menor y por lo tanto la constitución de su filiación, Art. 355” 
(Código Civil del Ecuador, 2013). 
 
La Protección Penal del Estado Civil de las Personas 
Todo estado civil una vez que se ha constituido en la forma prevista en la ley, tiene como 
principal característica su permanencia, es decir, que no puede ser alterado sin causa legal. En 
todo caso, el cambio de un estado civil significa la adquisición de un nuevo estado, salvo la 
filiación que no se altera jamás, porque deriva del parentesco. 
 
De la permanencia o estabilidad del estado civil depende que la persona titular de tal estado 
cumpla con sus obligaciones dentro de su respectiva familia y la sociedad civil, por lo que 
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cualquier alteración o cambio de estado civil que no se encuentre previsto en la ley, adquiere 
trascendencia jurídica penal porque se lo considera un delito. 
 
La Constitución de la República y el Código Orgánico Integral Penal protegen en forma directa 
e indirecta al estado civil de las personas. 
 
El primer caso de protección penal tiene lugar en el Artículo 106 y siguientes del Código 
Orgánico Integral Penal, que trata de los delitos de la Promesa de matrimonio o unión de hecho 
servil, la adopción ilegal. 
 
La protección penal indirecta del estado civil tiene lugar mediante la incriminación en general 
de la falsedad material e intelectual de los instrumentos públicos, y entre estos se encuentran los 
elementos constitutivos del estado civil de las personas.  
 
La falsedad de los instrumentos públicos se la reprime en el Artículo 328 ibídem Falsificación 
y uso de documento falso.- La persona que falsifique, destruya o adultere modificando 1os 
efectos o sentido de los documentos públicos, privados, timbres o sellos nacionales, establecidos 
por la Ley para la debida constancia de actos de relevancia jurídica, será sancionada con pena 
privativa de libertad de cinco a siete años. 
 
Cuando se trate de documentos privados la pena será de tres a cinco años. 
 
E1 uso de estos documentos falsos, será sancionado con 1as mismas penas previstas en cada 
caso. 
 
En el Código Orgánico Integral Penal en los Art. 327 y siguientes  se encuentra tipificado los 
Delitos contra la Fe Pública;  
 
Artículo 327.- Falsificación de firmas.- La persona que altere o falsifique la firma de 
otra en un instrumento privado, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a 
tres años. 
La persona que altere o falsifique la firma de otra en un instrumento público, será 
sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años. 
 
Articulo 329.- Falsificación, forjamiento o alteraci6n de recetas.- La persona que 
falsifique, forje, mutile o altere recetas médicas; las utilice con fines comerciales o con 
el fin de procurarse sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las 
contengan, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años. 
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Artículo 330.- Ejercicio ilegal de la profesión.- La persona que ejerza la profesión sin 
título, en aquellas actividades en las que la Ley exija título profesional, será sancionada 
con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Código Orgánico Integral 
Penal, 2014). 
 
Las o los profesionales que favorezcan la actuación de otra persona en el ejercicio ilega1 de la 
profesión, será sancionadas o sancionados con pena privativa de libertad de tres meses a un años 
e inhabilitación de1 ejercicio de la profesión por seis meses. 
 
En consecuencia toda alteración material o intelectual de los instrumentos constitutivos del 
estado civil de las personas se reprime como falsificación de firmas. En esta forma también se 
encuentra penalmente protegida la estabilidad del estado civil de las personas, prohibiéndose 
toda alteración del verdadero estado civil de la persona, que se quiere atribuir al cambio de 
estado al que se refiere el instrumento falso. 
 
La Protección Penal del Estado Civil del Infante 
Artículo 107.- Adopción ilegal.- La persona que facilite, colabore, realice, traslade, intervenga 
o se beneficie de la adopción ilegal de personas será sancionada con pena privativa de libertad 
de diez a trece años. 
 
La misma sanción se impondrá a la persona que eludiendo los procedimientos legales para el 
acogimiento o la adopción y con el fin de establecer una relación análoga a la filiación, induzca, 
por cualquier medio, al titular de la patria potestad a la entrega de una niña, niño o adolescente a 
otro. 
 
La Calidad de Infante del Sujeto Pasivo 
Cuando la calidad de infante del sujeto pasivo consta en la estructura del tipo penal como uno 
de sus elementos objetivos, nos encontramos ante un delito de sujeto pasivo cualificado, de tal 
forma que, si éste no tiene la calidad elegida no se configura el delito, por falta de tipicidad en la 
conducta.  
 
No obstante la atipicidad solamente puede ser relativo, es decir, con respecto al tipo penal; que 
exige en el sujeto pasivo la calidad del infante, porque la conducta puede subsumirse en un tipo 
penal que no exija tal calidad, como ocurre por ejemplo entre el tipo de apoderamiento de 
infantes prevista en el Artículo 100.- Explotación sexual de personas.- La persona que, en 
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beneficio propio o de terceros, venda, preste, aproveche o dé en intercambio a otra para ejecutar 
uno o más actos de naturaleza sexual, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a 
dieciséis años. 
 
Si la conducta descrita se lleva a cabo sobre personas adultas mayores, niñas, niños, 
adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad o enfermedad catastrófica, 
personas en situación de riesgo o se encuentren en situación de vulnerabilidad o si entre la 
víctima y la persona agresora se mantiene o se ha mantenido una relación consensual de pareja, 
de familia, conyugal o de dependencia económica o exista vínculo de autoridad civil, militar, 
educativa, religiosa o laboral, la pena privativa de libertad será de dieciséis a diecinueve años. 
 
En otros casos, la falta de la calidad de infante en el sujeto pasivo, que se exige para la 
configuración del delito, puede determinar que la atipicidad sea absoluta, es decir, que la 
conducta no se encuentra prevista como delito en ninguna ley, como ocurre por ejemplo en el 
tipo penal de abandono de infantes, Artículo 153.- Abandono de persona.-La persona que 
abandone a personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, 
personas con discapacidad o a quienes adolezcan de enfermedades catastróficas, de alta 
complejidad, raras o huérfanas, colocándolas en situación de desamparo y ponga en peligro real 
su vida o integridad física, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. Las 
lesiones producto del abandono de persona, se sancionarán con las mismas penas previstas para 
el delito de lesiones, aumentadas en un tercio. 
 
Si se produce la muerte, la pena privativa de libertad será de dieciséis a diecinueve años; porque 
si el menor abandonado no tiene la calidad de infante, no se configura infracción alguna. 
 
 
Clasificación y Elementos del Tipo 
Además de las características comunes a todas las infracciones en contra del estado del infante, 
esta figura delictiva presenta las siguientes características clasificatorias: 
 
a) Se trata de un tipo de peligro presunto individual, porque el delito se consuma sólo con 
el peligro presunto de que el estado civil del infante se pierda, y porque además no se 
requiere la prueba de este peligro, siendo suficiente la prueba de la conducta descrita en 
el tipo, para que se tenga por consumado el delito,  
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b) Es un delito de pura omisión, porque la conducta consiste en omitir el cumplimiento del 
deber jurídico de entregar al infante a la autoridad del lugar, dentro del término de tres 
días desde su encuentro. 
c) Admite el dolo y la culpa, porque la omisión en el cumplimiento de la norma impositiva 
o deber jurídico, pueda ser dolosa o culposa. 
d) Se trata de un tipo cerrado, porque éste describe además de la conducta, las 
circunstancias en que ha de realizarse. 
 
Elementos del Tipo 
Como toda figura delictiva presenta la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad. 
 
La Tipicidad.- Todos sus elementos giran sobre el esquema básico de la conducta, el resultado 
y la relación de causalidad de la primera con el segundo. 
 
La Conducta.- Consiste en la pura omisión en el incumplimiento de la obligación jurídica de 
entregar a la autoridad de policía del lugar, al niño recién nacido encontrado, en el término de 
tres días. 
 
El Sujeto Activo.- Puede serlo cualquier persona. 
 
El Sujeto Pasivo.- Solamente pueden serlo personas recién nacidas de cualquier sexo. 
 
El Resultado.- Es el peligro presunto individual de que el recién nacido pierda su filiación. El 
peligro se produce con la pura omisión en el cumplimiento de la obligación de entregar al recién 
nacido encontrado a la autoridad de policía del lugar por lo que probada la conducta el delito se 
tiene por consumado, toda vez que no se requiere la prueba del peligro presunto. 
 
Relación de causalidad.- No plantea problema alguno, y existe con respecto al peligro presunto 
en todo caso en que se prueba la omisión en el cumplimiento de la obligación de entregar al 
recién nacido encontrado a la autoridad del lugar. 
 
 
El Encuentro del Recién Nacido que Concluye en Tráfico 
De acuerdo al Artículo 95.- Extracción y tratamiento ilegal de órganos y tejidos.- La 
persona que, sin cumplir con los requisitos  legales, extraiga, conserve, manipule 
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órganos, sus partes,  componentes anatómicos vitales o tejidos irreproducibles,  células 
u otros fluidos o sustancias corporales de personas  vivas, será sancionada con pena 
privativa de libertad de  diez a trece años (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 
 
Si la infracción se ha cometido en personas de grupos de atención prioritaria, se sancionará con 
pena privativa de libertad de trece a dieciséis años. 
 
Si se trata de componentes anatómicos no vitales o tejidos reproductibles, será sancionada con 
pena privativa de libertad de siete a diez años. 
 
Cuando se produzca la muerte de la víctima se sancionará con pena privativa de libertad de 
veintidós a veintiséis años. 
 
Si las Diversas formas de explotación  infracción se comete sobre un cadáver, será  sancionada 
con pena privativa de libertad de siete a diez años. 
 
Si la persona que comete la infracción es un profesional de la salud, quedará además 
inhabilitado para el ejercicio de su profesión por el mismo tiempo de la condena, una vez 
cumplida ésta. 
 
Artículo 96.- Tráfico de órganos.- La persona que, fuera de los casos permitidos por la 
ley, realice actos que tengan por objeto la intermediación onerosa o negocie por 
cualquier medio o traslade órganos, tejidos, fluidos, células, componentes anatómicos o 
sustancias corporales, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis 
años. 
Artículo 97.- Publicidad de tráfico de órganos.- La persona que promueva, favorezca, 
facilite o publicite la oferta, la obtención o el tráfico ilegal de órganos y tejidos 
humanos o el trasplante de los mismos será sancionada con pena privativa de libertad de 
siete a diez años. 
Artículo 98.- Realización de procedimientos de trasplante sin autorización.- La 
persona que realice procedimientos de trasplante de órganos, tejidos y células, sin 
contar con la autorización y acreditación emitida por la autoridad competente, será 
sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años. (Código Orgánico 
Integral Penal, 2014). 
 
Si los componentes anatómicos extraídos o implantados provienen de niñas, niños o 
adolescentes, personas con discapacidad o adultos mayores, será sancionada con pena privativa 
de libertad de cinco a siete años. 
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Artículo 99.- Turismo para la extracción, tratamiento ilegal o comercio de 
órganos.- La persona que organice,  promueva, ofrezca, brinde, adquiera o contrate 
actividades  turísticas para realizar o favorecer las actividades de  tráfico, extracción o 
tratamiento ilegal de órganos y  tejidos, será sancionada con pena privativa de libertad 
de  siete a diez años. 
Artículo 100.- Explotación sexual de personas.- La persona que, en beneficio propio o 
de terceros, venda, preste, aproveche o dé en intercambio a otra para ejecutar uno o más 
actos de naturaleza sexual, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a 
dieciséis años. 
Si la conducta descrita se lleva a cabo sobre personas adultas mayores, niñas, niños, 
adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad o enfermedad 
catastrófica, personas en situación de riesgo o se víctima y la persona agresora se 
mantiene o se ha mantenido una relación consensual de pareja, de familia, conyugal o 
de dependencia económica o exista vínculo de autoridad civil, militar, educativa, 
religiosa o laboral, la pena privativa de libertad será de dieciséis a diecinueve años. 
Artículo 101.- Prostitución forzada.- La persona que obligue, exija, imponga, 
promueva o induzca a otra en contra de su voluntad para realizar uno o más actos de 
naturaleza sexual, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis 
años, en alguna o más de las siguientes circunstancias: 
1. Cuando se aproveche de condiciones de vulnerabilidad de la víctima o se utilice 
violencia, amenaza o intimidación. 
2. Cuando con el infractor mantenga o haya mantenido una relación familiar, 
consensual de pareja, sea cónyuge, excónyuge, conviviente, exconviviente, pareja o 
expareja en unión de hecho, de familia o pariente hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad de la víctima. 
3. Cuando tenga algún tipo de relación de confianza o autoridad con la víctima. 
Artículo 102.- Turismo sexual.- La persona que organice, promueva, ofrezca, brinde, 
traslade, reclute, adquiera o contrate actividades turísticas que impliquen servicios de 
naturaleza sexual, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años. 
Si las víctimas se encuentran en alguno de los siguientes casos, la pena privativa de 
libertad será de diez a trece años: 
1. Si son niñas, niños o adolescentes o personas en situación de vulnerabilidad, aun 
cuando hayan prestado su consentimiento. 
2. Cuando se utilice violencia, amenaza o intimidación. 
3. La persona no tenga capacidad para comprender el significado del hecho. 
Artículo 103.- Pornografía con utilización de niñas, niños o adolescentes.- La 
persona que fotografíe, filme, grabe, produzca, transmita o edite materiales visuales, 
audiovisuales, informáticos, electrónicos o de cualquier otro soporte físico o formato 
que contenga la representación visual de desnudos o semidesnudos reales o simulados 
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de niñas, niños o adolescentes en actitud sexual; será sancionada con pena privativa de 
libertad de trece a dieciséis años. (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 
 
Si la víctima, además, sufre algún tipo de discapacidad o enfermedad grave o incurable, se 
sancionará con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años. 
 
Cuando la persona infractora sea el padre, la madre, pariente hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad, tutor, representante legal, curador o pertenezca al 
entorno íntimo de la familia; ministro de culto, profesor, maestro, o persona que por su 
profesión o actividad haya abusado de la víctima, será sancionada con pena privativa de libertad 
de veintidós a veintiséis años. 
 
Artículo 104.-Comercialización de pornografía con utilización de niñas, niños o 
adolescentes.- La persona que publicite, compre, posea, porte, transmita, descargue, 
almacene, importe, exporte o venda, por cualquier medio, para uso personal o para 
intercambio pornografía de niños, niñas y adolescentes, será sancionada con pena 
privativa de libertad de diez a trece años. (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 
Artículo 105.- Trabajos forzados u otras formas de explotación laboral.- La persona 
que someta a otra a trabajos forzados u otras formas de explotación o servicios 
laborales, dentro o fuera del país, será sancionada con pena privativa de libertad de diez 
a trece años. 
Habrá trabajos forzados u otras formas de explotación o servicios laborales en los 
siguientes casos: 
1. Cuando se obligue o engañe a una persona para que realice, contra su voluntad, un 
trabajo o servicio bajo amenaza de causarle daño a ella o a terceras personas. 
2. Cuando en estos se utilice a niñas, niños o adolescentes menores a quince años de 
edad. 
3. Cuando se utilice a adolescentes mayores a quince años de edad en trabajos 
peligrosos, nocivos o riesgosos de acuerdo con lo estipulado por las normas 
correspondientes. 
4. Cuando se obligue a una persona a realizar un trabajo o servicio utilizando la 
violencia o amenaza. 
5. Cuando se obligue a una persona a comprometer o prestar sus servicios personales o 
los de alguien sobre quien ejerce autoridad, como garantía de una deuda, aprovechando 
su condición de deudora. 
6. Cuando se obligue a una persona a vivir y trabajar en una tierra que pertenece a otra 
persona y a prestar a esta, mediante remuneración o gratuitamente, determinados 





El Protocolo Nacional Unificado de Protección y Asistencia Integral 
Propone un proceso de acompañamiento a las personas víctimas de trata y sus familias, cuándo 
éstas también son víctimas indirectas o han sido afectadas por la trata. 
 
Nadie duda que la trata de personas representa un problema personal y social que es necesario 
enfrentar con políticas y medidas de prevención, protección y erradicación, y de sanción. Este 
Protocolo empero está orientado a la protección y asistencia integral de las víctimas que culmina 
con su recuperación y reinserción social. Para este Protocolo las víctimas de trata no son "un 
problema" sino personas que están viviendo situaciones de explotación (laboral, sexual, 
matrimonio servil servidumbre, con fines delictivos, de adopción ilegal o reclutamiento forzoso, 
entre otros). Algunas de esas situaciones incluso han sido normalizadas socialmente, tales como 
la trata con fines de mendicidad, servidumbre, adopciones ilegales o de explotación laboral, 
particularmente contra personas en situación de vulnerabilidad por edad, situación migratoria, 
etc. A las personas una vez rescatadas les es muy difícil reconocer su situación de víctimas y de 
haber sido utilizadas, captadas o explotadas, para lo cual requieren de un proceso de protección 
y asistencia integral. 
 
La protección y asistencia que prevé el Protocolo tiene como punto de partida y eje a la persona 
y el reconocimiento de sus derechos y requiere de servicios especializados y, personal con 
competencia profesional y técnica, y con compromiso individual e institucional para trabajar 
interdisciplinaria e interinstitucionalmente en el respeto, protección y efectividad de sus 
derechos. 
 
El Protocolo Nacional Unificado debe asegurar la integralidad de la intervención tanto en el 
ámbito individual como colectivo y, por tanto,  incorpora elementos de prevención y restitución; 
así como las conexiones con el sistema de persecución para el establecimiento de las sanciones 
a los responsables de la violación del derecho. El modelo de red de servicios de protección y 
asistencia integral exige la articulación de acciones por parte del conjunto de responsables de 
proteger los derechos, de modo que en el cumplimiento de las funciones y responsabilidades de 
cada uno se garantice la reinserción social de las niñas, niños, adolescentes, mujeres y hombres 
que han sido víctimas de trata. 
 
Para garantizar el principio de la integralidad, el Protocolo es interdisciplinario en dos 
dimensiones; la primera en cuanto incorpora los aportes de diferentes disciplinas y funciones a 
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través de las personas que participaron en su proceso de construcción; la segunda y más 
importante es que será aplicado por personas, profesionales y equipos técnicos provenientes de 
diversas disciplinas, instituciones con diferentes atribuciones y funciones públicas con 
responsabilidad en la prestación de servicios de protección y asistencia integral a favor de 
personas en situación de trata. 
 
Con la finalidad de favorecer la comprensión del proceso, se definen los siguientes términos; 
 
Protección Integral: El conjunto de políticas, planes, programas y acciones que con prioridad 
absoluta, se dictan y ejecutan desde el Estado, con la participación y solidaridad de la familia y 
la sociedad, para garantizar que todas las personas, de manera efectiva y sin, discriminación de 
los derechos humanos a la supervivencia, al desarrollo y a la participación. 
 
La Constitución del Ecuador en el artículo 341 tiene una acepción más amplia al referirse a que:  
 
El Estado generará las condiciones para la protección integral de todos sus habitantes a 
lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la 
Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y la no discriminación, y 
priorizará su acción hacia aquellos grupos que requieran consideración especial por la 
persistencia de desigualdades, exclusión, discriminación o violencia, o en virtud de su 
condición etaria, de salud ó de discapacidad. La protección integral funcionará a través 
de sistemas especializados, de acuerdo con la ley. Los sistemas especializados se 
guiarán por sus principios específicos y los del sistema nacional de inclusión y equidad 
social. El sistema nacional descentralizado de protección integral de la niñez y la 
adolescencia será el encargado de asegurar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. Serán parte del sistema las instituciones públicas, privadas y comunitarias 
(2008). 
 
Asistencia Integral: comprende las respuestas en servicios y acciones que requiere cada 
persona para su desarrollo integral, responde a las necesidades básicas fundamentales y a las 
específicas de cada persona. 
 
Protección Emergente o Inmediata: el apoyo y protección a la víctima, desde el momento en 
que se libera de la explotación o la misma víctima pone en conocimiento su caso frente a las 
autoridades competentes o alguna organización de la sociedad civil, hasta cuando se logra 
estabilizar física y emocionalmente y se recupera de su crisis inicial. 
 
86 
Protección Especial o Mediata: una vez que la persona víctima de trata ha sido identificada, 
rescatada de la situación de explotación, colocada en un ambiente seguro y se ha realizado la 
entrevista inicial o acercamiento, la asistencia se centrará primordialmente en el 
restablecimiento de su bienestar físico y psicológico. Esta etapa debe ser realizada por 
profesionales entrenados y especializados en la asistencia de los efectos de la trata en la vida de 
las personas.  
 
Reintegración, Reparación y Restitución de Derechos: la reintegración es un proceso 
ordenado, planificado y consensuado con la persona víctima de trata, el cual apoya su 
recuperación integral en el largo plazo. La reparación busca adoptar mecanismos que incluyen 
el conocimiento de la verdad de los hechos, la indemnización, rehabilitación, garantía de no 
repetición, entre otros. La restitución consiste en devolver a la víctima en su situación anterior a 
la violación de sus derechos humanos, por ejemplo, el restablecimiento de su libertad, a su 
identidad, etc. La Ruta de Protección y Asistencia Integral a personas víctimas de trata 
solamente abarca el proceso de reintegración. 
 
Período de Reflexión: es el período durante el cual las víctimas de trata tienen derecho a recibir 
servicios y prestaciones con independencia de su disposición para cooperar con los organismos 
encargados de hacer cumplir la ley. 
 
 
Fases de la Protección y Asistencia Integral a Víctimas de Trata 
De los conceptos descritos se confirma que la persona es el eje del proceso. El Protocolo 
Nacional Unificado, al ser un proceso dirigido a la persona, evidentemente no es lineal (lo que 
implicaría que cada paso se cumple de manera secuencial) sino que responde a las necesidades 
de la persona y de las situaciones que haya vivido por la trata y las formas de explotación a las 
que fue sometida. También es necesario tener en cuenta que algunas situaciones de trata no son 
consideradas por la persona, comunidad y grupo como delito sino todo lo contrario, como 
acciones que se visualizan como solidaridad entre los grupos, estrategias de supervivencia o de 
estratificación social o para mejorar la calidad de vida tanto personal como familiar y 
comunitaria. 
 
Este proceso de recuperación lo realiza la persona y requiere de la toma de conciencia de su 
situación, reflexión, de su empoderamiento, de su voluntad y libertad en la toma de decisiones, 
etc. Como todo ser humano, a veces en el desarrollo de nuestra vida podemos tomar decisiones 
que creemos acertadas y después cambiarlas; lo mismo en las acciones que nos proponemos 
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hacer. Por eso, aunque el Protocolo se divide en fases con unos tiempos aproximados de 
acompañamiento, hay que tener en cuenta que estos tiempos son referenciales ya que cada 
persona por sí misma, sus características y la complejidad de situaciones vividas, así como los 
efectos en su vida y entorno familiar y social, e incluso las amenazas o riesgos a los que puede 
estar expuesta, tendrán un ritmo y un tiempo diferente. Habrá personas que requieran un proceso 
de un año y otras de hasta tres años en promedio. 
 
Los Enfoques 
Los enfoques ofrecen el marco de referencia dentro del cual es posible desarrollar 
acompañamientos adecuados a la persona, ya que permiten a las instituciones y equipos técnicos 
tener presente el marco teórico y consensuar los principios rectores, las actitudes y prácticas que 
deben ser consideradas para el desarrollo del proceso de protección y asistencia integral a 
personas víctimas de trata. 
El Protocolo Nacional Unificado de Protección y Asistencia Integral a Personas Víctimas de 
Trata asume los enfoques de derechos humanos, género, intergeneracional e intercultural. 
 
Enfoque de Derechos Humanos 
El enfoque de derechos implica un cambio radical en la concepción tradicional (caracterizado 
por el asistencialismo, donde la "buena voluntad" es suficiente) de la asistencia a las personas. 
Se sustenta en el reconocimiento de que todas las personas, simple y sencillamente por el hecho 
de serlo e independientemente de su edad, nacionalidad, género, condición social o cualquier 
otra condición, son titulares de derechos que le corresponden por el hecho de ser humano. 
Los derechos humanos tienen unas características particulares que se sustentan en la dignidad de 
la persona: son universales, oponibles a todos (es decir que todos deben respetarlos y 
reconocerlos), irrenunciables, indivisibles, interdependientes e imprescriptibles. Por ello la trata 
de personas es considerada una de las peores formas de violencia y sistemática violación a los 
derechos humanos. 
 
El enfoque fundamental es el de derechos humanos en cuanto que el eje central de las 
actuaciones previstas en el Protocolo sitúa al ser humano, como sujeto y protagonista de su 
proyecto de vida, y procura potenciar las responsabilidades del Estado, la sociedad y la familia 
en la defensa, protección y exigibilidad de sus derechos. 
 
El enfoque de derechos humanos implica reconocer una responsabilidad directa del Estado en el 
cumplimiento del conjunto de los derechos de las personas víctimas de trata, reconocidos en la 
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Constitución del Ecuador y otros instrumentos internacionales. El Estado debe garantizar las 
condiciones para el ejercicio efectivo de los derechos, lo cual no excluye que además se 
tipifique como delito a la trata de personas, ni que la trata pueda estar vinculada con actividades 
del crimen organizado, pero exige dar énfasis a la protección de las personas víctimas de trata y 
la correspondiente activación del sistema. 
 
El delito de trata de personas conlleva una serie de actividades conducentes a la apropiación, 
instrumentalización y explotación de personas para beneficiar económicamente a otras, 
mediante diversas formas de violencia, como la intimidación, amenazas, rapto, o mediante el 
abuso de personas en situación de vulnerabilidad. 
 
Las actuaciones previstas son acordes a la Constitución, la Convención sobre los Derechos del 
Niño, entendiéndose ésta como un conjunto universalmente aceptado de normas y obligaciones 
que dan a los niños, niñas y adolescentes un papel protagónico en la construcción de una 
sociedad justa, respetuosa y pacífica, y otros instrumentos internacionales, y por tanto requiere 
integrar respuestas integrales a las dimensiones de prevención, protección y restitución de los 
derechos de las personas, como la de persecución y sanción a los partícipes en este delito. 
En conclusión, el enfoque de derechos se traduce en colocar a la persona y sus necesidades en el 
centro de las acciones de  manera que se le garantice el derecho a la vida, a la seguridad, a la 
protección, a la confidencialidad, a la asistencia de calidad, entre otros. 
 
 
Respecto a niñas, niños y adolescentes, el enfoque de derechos humanos implica 
además: 
 Reconocerles como sujetos de derechos, protagonistas de sus propios procesos de 
cambio; 
 Brindarles la información de manera clara y sencilla, de acuerdo a su desarrollo; 
 Escuchar su opinión y respetarla; 
 Darles prioridad absoluta en el acceso y disfrute de derechos; 
 Asegurar como consideración primordial el interés superior de la niña, el niño y 
adolescente, principio de interpretación para la toma de decisiones; 
 
...como principio se entiende como el análisis individual y casuístico de la situación y 
contexto particular de cada niño, niña o adolescente. De esta manera en el análisis de 
cada caso, el interés superior puede traducirse en una decisión diferente, en cuya 
determinación se toman en cuenta las circunstancias que le rodean, las características y 
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el momento del ciclo vital de la persona menor de edad involucrada, entre otras cosas 
(Save the Children Italia, Fundación Partners Bulgaria landes- Caritasverband Bayeme 
V., 2007). 
 
 Niñas, niños y adolescentes demandan la responsabilidad del Estado en el respeto, 
protección y garantía de los derechos y de la sociedad en general para garantizar los 
espacios, las oportunidades y las condiciones necesarias para que todas las personas 




Enfoque de Género 
La trata de personas constituye una violación masiva de los derechos humanos, una forma de 
violencia así como una manifestación contemporánea de esclavitud. Varios estudios muestran 
que las víctimas de la trata de personas son principalmente mujeres, niñas y niños. El hecho que 
las mujeres sean las más afectadas evidencia la confluencia de estereotipos y prácticas 
discriminatorias de género, exacerbadas por otras desigualdades como la etnia, la clase social, el 
lugar de origen y la orientación sexual, entre otras. Por ello, la perspectiva de género debe ser 
incorporada como un eje fundamental de la protección y asistencia integral que garantice la 
restitución de los derechos humanos y el fortalecimiento de la autonomía de las mujeres 
víctimas de trata. 
 
La perspectiva de género como una propuesta política, conceptual y metodológica visibiliza las 
condiciones, necesidades e intereses específicos de mujeres y hombres, teniendo en cuenta las 
particularidades intergénero e intragénero dadas por la interrelación de categorías como edad, 
etnia, clase social, orientación sexual, y en el caso de la trata, la modalidad de explotación. Así 
mismo, busca el cuestionamiento y transformación de las inequidades, discriminaciones y 
desigualdades de género, etnia y clase, entre otras, y trabaja activamente por el fortalecimiento 
de la autonomía y el empoderamiento de las mujeres desde sus realidades complejas de vida, así 
como en la promoción, respeto y garantía de sus derechos.  
 
En palabras de (Lagarde, 1996), la perspectiva de género hace: 
Evidente la real desigualdad entre las mujeres y los hombres, al plantear la vigencia y 
vitalidad de la dominación y la opresión y además la evidencia de múltiples maneras de 
su desestructuración en la vida de las mujeres y en el mundo, conduce a descubrir lo 
negado... proporciona recursos para reconocer y analizar la diferente conformación de 
90 
poderes que corresponden a cada género, y las relaciones de poder entre los géneros... es 
una toma de posición política frente a la opresión de género: es una denuncia de sus 
daños y su destrucción y es, a la vez, un conjunto de acciones y alternativas para 
erradicarlas. 
 
La categoría de género en su sentido amplio y no limitado de la diferencia sexual- es una 
herramienta útil para el análisis de distintas problemáticas sociales, económicas y culturales; así 
como de mayor alcance y más objetiva a la hora de referenciar, direccionar o fortalecer 
servicios; sin que nos lleve a invisibilizar la diversidad de las violencias simbólicas, físicas, 
psicológicas y sexuales contra las mujeres y también contra hombres y personas adultas 
mayores en ocasiones invisibilizadas; las relaciones asimétricas de poder; y, las 
discriminaciones, exclusiones y desigualdades sociales, económicas y políticas que hacen que 
las mujeres y las niñas sean las más afectadas en cualquiera de las modalidades de la trata de 
personas. 
 
Debido a que en la problemática de la trata de personas confluyen factores sociales, 
económicos, culturales y políticos, las acciones de asistencia deben tener en cuenta la 
interrelación de dichos factores, es decir, se requiere un abordaje multidimensional. Las 
políticas, programas y proyectos de asistencia que busquen el restablecimiento de los derechos 
que les han sido vulnerados a las personas víctimas de trata deben ser integrales y, parte central 
de esa integralidad es reconocer las desigualdades, discriminaciones e inequidades históricas y 
culturales entre mujeres y hombres mediadas por la etnia, la edad, la clase social, la orientación 
sexual y el lugar de origen. 
 
 
Enfoques Multicultural e Intercultural 
La cultura como construcción social es una conducta compartida por los miembros de una 
sociedad, es una forma de pensar, sentir y actuar; comprende no sólo los valores y las ideas sino 
todo el conjunto de instituciones por las que se rige; es el modo socialmente aprendido de vida 
que se encuentra en las sociedades humanas; se aprende de los otros y con los otros. 
 
El enfoque multicultural permite el reconocimiento de culturas dominantes respecto a otras 




Por ello, es necesario complementar con el enfoque de interculturalidad que se sustenta en el 
diálogo de las diversidades culturales y sus manifestaciones; diálogo que implica una apertura 
para la comprensión de las formas de ser y de hacer de determinadas culturas, subculturas y 
grupos existentes. 
 
Los enfoques multicultural e intercultural en la asistencia a situaciones de trata de personas se 
concretan no sólo en una cuestión idiomática que exige procurar un intérprete a quien lo 
necesite, sino fundamentalmente en la comprensión objetiva de los diferentes grupos étnicos en 




Las personas en consideración al ciclo vital tienen diferentes comprensiones sobre la realidad y 
su situación y respecto a su momento de vida -el cual puede coincidir con el cronológico- se 
vinculan con otros, y comprenden, asumen y responden de diferentes maneras a las situaciones. 
La asistencia que vincula a personas de diferentes ciclos de vida -tales como niñas, niños, 
adolescentes, mujeres, hombres, adultos mayores- debe considerar lo anterior, de modo que las 
personas sientan confianza y sean reconocidas en las emociones, sentimientos, situación que 
corresponde a su edad y proceso evolutivo; así como a las necesidades específicas y el proyecto 
de vida que le permitirá desarrollarse de una manera integral. 
 
Respecto a niñas, niños y adolescentes, el enfoque intergeneracional implica que las personas 
adultas que acompañen procesos de protección y asistencia integral desarrollen destrezas para 
una asistencia empática, cercana, dialogal con enfoque de derechos humanos en donde se tendrá 
en cuenta su opinión, su visión sobre la realidad y sus expectativas de futuro. 
 
Principios para la Protección y Asistencia Integral 
La Constitución afirma como principio de aplicación de los derechos que "todos los principios y 
derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía". 
Respecto a niñas, niños y adolescentes, la norma del artículo 44 de la Constitución específica 
para este grupo social determina que sus derechos prevalecen "sobre los de las demás personas". 
 
Los principios de protección y asistencia integral se sustentan en el Protocolo de Palermo (Art. 
6) en los Principios y Directrices recomendados sobre los Derechos Humanos y la Trata de 
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Personas de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (2002). 
 
A continuación se organizan los Principios en torno a la centralidad de la persona víctima de 
trata, a partir de tres dimensiones que permiten visibilizar la integralidad del proceso de 
protección y asistencia. 
 
 
Respeto a la Persona, su Dignidad y Derechos, lo que se Concreta en: 
 Recibir un trato respetuoso de su dignidad, sin discriminación de ninguna índole. 
 Garantizar el derecho de la persona a conocer sobre su situación y a recibir información 
veraz y comprensible de las actuaciones que se realicen y su finalidad. 
 Permitir y promover que la persona tome decisiones sobre sí misma; es necesario que la 
asistencia genere condiciones para su empoderamiento y respete la autodeterminación. 
En la asistencia se debe aclarar desde el inicio que ningún paso será dado sin el 
consentimiento de la persona. 
 Respetar su intimidad personal y familiar; requiere actitud de escuchar, evitar hacer 
preguntas invasivas, que puedan causar daño. 
 Considerar la situación, edad, cultura y contexto de cada persona, lo que implica 
garantizar un acompañamiento personalizado con personal especializado. 
 
Protección y Seguridad Personal, que incluye: 
 Guardar confidencialidad, privacidad, reserva y resguardo de la identidad, la imagen y 
voz de la persona; así como a sus datos de carácter personal u otra información familiar 
o del lugar de procedencia que pudiera servir para ser ubicada por parte de los tratantes. 
 Precautelar la integridad física, psicológica y emocional de la persona víctima de trata, 
y de los miembros de su familia que pueden estar en situación de amenaza o riesgo. 
 Dotar de mecanismos eficientes de protección, refugio seguro y seguridad como 
prioridad a lo largo de todo el proceso, según las necesidades de la persona y con su 
independencia de su colaboración o no en el proceso penal contra los tratantes. 
 Las acciones de los encargados de la asistencia integral deben ir dirigidas a garantizar 
que la persona esté más protegida a consecuencia de la intervención que se realiza. 
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 Conocimiento sobre el tema por parte de las personas encargadas de la asistencia y una 
adecuada evaluación de los riesgos; así como su disposición a apoyar a la persona en su 
proceso de recuperación de la experiencia vivida. 
 La no re victimización 
 
Asistencia Integral, Restitución de Derechos e Inclusión Social 
Que se concreta en: 
 
 Ofrecer tratamiento individualizado y permitir la participación y auto¬ determinación 
en todo el proceso. 
 Colocar a la persona en el centro del sistema de asistencia; lo que implica garantizarle: 
• Asistencia prioritaria en los servicios de protección, asistencia y tutela efectiva de 
sus derechos.  
• Asegurar mecanismos idóneos y evitar procedimientos reiterados que puedan 
afectar su dignidad y sus derechos. Esto significa evitar la revictimización. 
• Acceso a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con eficiencia, eficacia 
y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su contenido y 
características. 
• Acceso a servicios integrales que favorezcan las condiciones para su desarrollo; es 
decir que se incluyan todas las actividades y servicios dirigidos al restablecimiento 
del bienestar físico, mental, psicológico y social de las personas que han sido 
víctimas de trata. 
• Acceso a servicios consulares y diplomáticos, en caso de trata internacional. 
• Retorno voluntario y asistido a su lugar de origen. 
• Regularización migratoria en el país, si procede. 
• Educación, capacitación y empleo. 
• Reparación integral como recurso efectivo. 
 
"Los objetivos de la asistencia directa son por un lado, la recuperación de la persona 
víctima de la experiencia traumática vivida y, por el otro, el empoderamiento personal y 
social para la construcción de un nuevo proyecto de vida" (USAID; OIM, 2004). 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos destaca que el Proyecto de Vida es un 
concepto que "atiende a la realización integral de la persona afectada, considerando su 
vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten 




Recomendaciones para Servicios Especializados de Protección y Asistencia 
Integral 
A partir de los enfoques y los principios para la protección y asistencia integral, en este apartado 
se describen algunas actitudes y recomendaciones prácticas para los servicios especializados a 
tener en cuenta en determinados momentos del proceso de protección y asistencia integral a las 
personas víctimas de trata. 
 
Comprendiendo el Acompañamiento 
Es importante acompañar, no intervenir. El acompañamiento se realiza en el espacio de 
convivencia con la persona que ha sido víctima de trata. Su objetivo es apoyar a las personas 
para resolver algunas situaciones generadas por la exclusión y se apoya en las capacidades de 
las personas para desarrollar sus propias respuestas, iniciativas, con la finalidad de conseguir los 
objetivos que se han planteado en su proyecto de vida. Lleva la idea de recorrido, de 
desplazamiento (desde - hacia) de una situación como la de trata hacia la protección, restitución 
de derechos a través de su proyecto de vida. 
 
Acompañar es "Caminar al Lado de Alguien": se dirige hacia un objetivo y es la autonomía 
de las personas. Deben ser las personas, quienes deben decidir; se requiere preguntar más, 
porque la gente tiene sus propias respuestas. 
 
Las víctimas de trata son sujetos de derechos, portadores de deseos y de proyectos de 
vida; es necesario trabajar sobre la situación pero en una proyección de vida. Respecto a 
los equipos técnicos, es necesario trabajar algunas dimensiones: corporal, intelectual o 
cognitiva, emotiva o afectiva, social o relacional y espiritual (que no es religión, sino la 
trascendencia). (CONFIE, 2011). 
 
Acompañar Supone otra Dinámica: la de estar al lado para que cada persona vaya tomando 
decisiones y asuma de manera progresiva el protagonismo en sus procesos de cambios, en la 
comprensión de que cada persona tiene su tiempo para hacer los cambios. Los ritmos y tiempos 
del servicio público, de los equipos técnicos son diferentes a los de las niñas, niños, 
adolescentes, mujeres y hombres que han vivido una situación de trata; y es importante respetar 
el ritmo y tiempo de cada persona. 
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Además, hay diferentes formas de mirar la realidad; modos diversos de comprender y asumir la 
propia vida y la de los demás y a partir de ello vamos creciendo, y vamos construyendo el tipo 
de personas que somos. En general somos personas con muchas fortalezas. 
 
Acompañar es Aprender a Escuchar: para lo cual es necesario estar en silencio (ideas, 
emociones, consejos, convicciones); es salir del rol que la vida nos ha dado (trabajadora social, 
psicóloga o psicólogo, abogada o abogado, etc.), para intentar recibir a la otra persona en 
plenitud. Escuchar es desligarse, por lo menos momentáneamente, de todo deseo de cambiar, de 
consolar, de tomar de la mano la vida de la otra o el otro. 
 
Acompañar es Aprender a Mirar: la persona no es simplemente un caso, tal y como lo hemos 
visto (desde el problema: trata, violencia, etc.); la persona trae una mirada nueva o saber. 
Acompañar es tener una mirada más positiva sobre la persona, que le permita generar una 
mirada positiva sobre sí misma; necesita diferenciarse (necesita relaciones personales, que 
hagan la diferencia). 
 
Hay que tener en cuenta que las niñas, niños, adolescentes, mujeres u hombres que han vivido 
situaciones de trata se han vinculado con personas (tratantes) que han ejercido el poder sobre 
ellas y ellos a través de la seducción, engaño, amenaza, manipulación, coacción u otras formas 
de poder.  
 
Por ello, es necesario normalizar los procesos de acompañamiento a las personas; esto quiere 
decir además de ser un buen profesional, con conocimiento técnicos y experiencia lo cual puede 
utilizarse también como instrumento de poder. 
 
Acompañar tiene el Significado de Proximidad: El acompañamiento debe realizarse en 
contextos de vida habituales, lo que implica espacios físicos como relaciónales de respeto y 
cercanía. La entidad de asistencia o servicio en ocasiones fuerza las relaciones entre los 
educadores y los niños, niñas y adolescentes acogidos que comparten el espacio de convivencia. 
 
Acompañar requiere relaciones significativas, que son las que posibilitan el cambio. En este 
contexto, es necesario considerar los referentes positivos y los pequeños detalles que hacen a la 
vida cotidiana de cada persona, sobre lo que le está pasando respecto a su proceso de autonomía 
y proyecto de vida. 
 
Integrar las iniciativas, métodos y prácticas con el objeto de apoyar a las personas a seguir 
adelante por sus propios medios. Esto requiere de creatividad para que los equipos puedan 
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proponer respuestas más eficaces que estén en sintonía con los requerimientos de los procesos 
de autonomía y proyectos de vida. 
 
Detrás del Protocolo hay un proceso de restitución de derechos donde lo importante son las 
personas. Esto está hecho para dar respuesta a las situaciones que están pasando las personas. Si 
no hay respuestas para estas situaciones no es por el Protocolo, es porque no hay una respuesta 
integral que le permita hacer todo el proceso respetando el ritmo de las personas, su 




El consentimiento informado es el resultado de un proceso de elección en el que la persona 
teniendo conocimiento sobre la asistencia y las actividades a realizarse, acepta que le realicen 
algún procedimiento o decide acceder a un determinado servicio; y acredita el respeto al 
derecho de la persona a estar informada y a tomar decisiones libres sobre sí misma, de acuerdo 
con su desarrollo. Aun cuando se exprese el consentimiento, la persona tiene derecho a: 
 
• No contestar preguntas; 
• Dar por terminada la entrevista cuando le parezca; y 




• Obtenga el consentimiento de la persona antes de realizar la intervención. 
• Proporcione información clara, pertinente y comprensible (se requerirá la participación 
de un intérprete, cuando la persona no comprende el español). 
• El consentimiento informado incluye a que la persona conozca que también puede 
negarse a dar información o a realizar alguna intervención. Si no lo desea, nadie la 
puede obligar. 
• Asegure el empoderamiento de las personas para tomar sus propias decisiones con 
autonomía y conocimiento. 
• Explique el sentido o para qué de la conversación y los distintos temas que se abordarán 
durante la entrevista. 
• Haga conocer que la información que le proporcionará la persona es confidencial y sólo 
se utilizará para efectos de su protección, seguridad y asistencia integral. 
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• Consulte a la víctima si desea relatar los hechos ocurridos. Se respetará su decisión, sin 
presionar. 
 
El otorgamiento del consentimiento informado debe constar en la entrevista inicial o 
acercamiento, en la entrevista a profundidad, el proyecto global de familia, el proyecto de vida y 
el proyecto de asistencia integral a niñas, niña y adolescente. 
 
Respecto a Niñas, Niños y Adolescentes: 
Las niñas, niños y adolescentes deben ser informados en un lenguaje acorde a su edad y 
desarrollo sobre el tipo de procedimiento o servicio y deberán manifestar su opinión y 
aceptación, la cual será complementada por su madre y padre (siempre que no hubieren 
participado de algún modo en la trata de su hija o hijo). Si no fuere posible que la madre y/o 
padre otorguen el consentimiento, se designará un defensor público que represente a la niña, 
niño o adolescente. 
 
Valoración del Riesgo 
La valoración del riesgo es un proceso que busca prevenir el peligro y garantizar la seguridad de 
la persona víctima de trata partiendo de que existe un peligro potencial que amenaza su 
integridad física y/o emocional y/o la de las personas cercanas. 
 
Es el resultado de un proceso de escucha, investigación y análisis de la situación de la persona 
víctima de trata y de su contexto y circunstancia. 
 
La valoración del riesgo debe ser una práctica regular durante todo el proceso de protección y 
asistencia integral en todas sus fases y en algunas actividades tales como en la entrevista inicial 
o acercamiento en donde se cuenta con algunas de sus dimensiones y luego en la entrevista a 
profundidad donde se puede ir teniendo una comprensión más amplia de la situación así como 
en los procesos de retorno voluntario y reinserción familiar y social. 
 
De manera especial, se debe hacer la valoración del riesgo cuando se presenta algún cambio en 
la situación o contexto de la persona víctima de trata. Por ejemplo, cuando se inicia el proceso 
penal o cuando se produce algún contacto con posibles victimarios. 
 
Es importante asegurar una adecuada valoración del riesgo porque de ésta depende, la 
elaboración y ejecución de planes de seguridad. 
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La identificación de amenazas es relevante para la realización de la valoración del riesgo. A 
continuación se enuncian algunas amenazas para evaluar el peligro o riesgo que puede correr la 
persona: 
 
• Amenazas a la integridad física y emocional de la persona por parte del tratante u otra 
persona vinculada a éste. 
• Amenazas de la persona a su propia integridad física (depresión, ideas suicidas, 
homicidas). 
• Amenazas al grupo familiar de la víctima, considerar dimensión del peligro, tanto de la 
víctima como de parientes cercanos. 
• Amenazas a los profesionales de protección y asistencia integral a víctimas de trata. 
• Amenazas o riesgo de ser nuevamente reclutada por los tratantes. 
• Dependencias a sustancias lícitas o ilícitas. 
• Amenazas por su condición de vulnerabilidad: cuando la víctima ha sido involucrada en 
actividades ilícitas o delictivas; o cuando sea de otra nacionalidad y puede existir el 
riesgo de que sea deportada o deportado a su país de origen y sienta el temor de 
enfrentar un proceso legal por falta de conocimiento de las leyes que le protegen. 
 
Elementos a Considerar para la Valoración del Riesgo 
• Amenazas: referidas en el punto anterior. 
• Tipo de explotación: porque quizás no es el mismo nivel de riesgo en situaciones de 
trata con fines delictivos o de reclutamiento forzoso respecto a trata con fines de 
explotación laboral o mendicidad, por ejemplo. 
• Personas a las que se extiende el riesgo: especificar si los riesgos que podría afrontar 
la persona se extienden o no y, en qué medida, a sus familiares, u otras personas 
cercanas. El riesgo será mayor si la captación se ha hecho directamente por parte de 
estos referentes, si conocen el lugar de domicilio, frecuencia de comunicación entre la 
víctima y su familia y la vulnerabilidad de la familia en el lugar de origen. 
• Situación: de la familia u otros referentes (condición económica de la familia y 
ubicación de su residencia). 
• Origen del riesgo: importante de identificar tanto en la comunidad o el lugar de origen 
de la situación de trata, como en el de tránsito o destino. 
• Tipo de riesgo: están relacionados con su segundad o viabilidad del retorno de la 
víctima de trata. No basta con señalar de modo general que una persona corre riesgo 
sino que desde el enfoque de derechos humanos habrá que especificar la posible 
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afectación a su derecho a la vida, a la integridad física, a no sufrir tortura, trato cruel 
inhumano o degradante, entre otros. 
• Nivel de riesgo: habrá que distinguir entre aquellas amenazas o riesgos que implican 
una mera probabilidad de aquellas en la que es posible o incluso probable de que ocurra. 
El nivel del riesgo puede depender también del nivel de colaboración de la persona con 
el proceso de investigación. 
• Ámbito geográfico: ya que el riesgo puede estar vinculado a la captación en el lugar o 
país de origen de la víctima, sobre todo si la misma red opera en el país o lugar de 
destino. 
• Análisis del contexto territorial y comunitario: que permitirá identificar dónde no 
debe vivir o frecuentar la persona víctima de trata por ubicarle en una mayor situación 
de riesgo o inseguridad; o dónde los tratantes puedan ubicarla más fácilmente. 
• Ámbito temporal: a pesar de lo difícil y doloroso que pueda ser es necesario conocer 
su historia personal y las circunstancias de su captación; experiencias de violencia, 
explotación, tortura, trabajo forzado, violación, etc. Es necesario traducir que derechos 




• Genere confianza y seguridad en la persona; no intimide. 
• Aun cuando la persona no exprese verbalmente el riesgo, es necesario identificar la 
comunicación no verbal: postura, gestos y actitudes. 
• La víctima en ocasiones no evalúa adecuadamente el peligro. Es importante tener el 
cuidado necesario para que esta situación no pase desapercibida. 
• La valoración del riesgo es fundamental en el proceso de protección integral a la 
víctima de trata, especialmente en la implementación de planes de seguridad y su 
ingreso al Sistema de Protección y Atención a Víctimas, Testigos y otros participantes 
en el proceso penal. 
 
Respecto a Niñas, Niños y Adolescentes: 
• Se debe preguntar de manera clara, comprensible y directa a las niñas, niños y 
adolescentes si existe algo que les preocupa o les da miedo. 
• Considere que ellas y ellos suelen proteger a los adultos (posibles tratantes) encargados 
de su cuidado. 
• Pueden sentir culpa, vergüenza o temor para hablar abiertamente del tema; o estar bajo 
amenazas si hablan del episodio. Por esto lo más importante es lograr generar un 
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ambiente de confianza, evitando hacer comentarios o juicios de valor respecto a su 
vivencia o situación. 
• En ocasiones puede presentarse la identificación afectiva con el tratante, conocido 
clínicamente como Síndrome de Estocolmo.  
 
Asistencia a Necesidades Inmediatas que Favorecen los Resultados de la Entrevista 
o Acercamiento 
La persona víctima de trata que ha sido recuperada o rescatada requiere de una asistencia 
emergente o inmediata. Algunas de las necesidades que se describen a continuación son 
inmediatas y puntuales mientras que otras se deben mantener en el tiempo: 
 
• Acceso a alimentación adecuada. 
• Acceso a un baño, aseo personal y ropa limpia; excepto en situaciones en las que el fin 
de la trata sea la explotación sexual y ha habido agresión sexual en donde el bañarse 
puede hacer que se pierda evidencia importante. 
• Posibilidad de descansar. 
• Acceso a asistencia médica y psicológica. 
• Acceso a medicación para el dolor. 
• Recuerde que las necesidades no solo pueden ser materiales; también pueden ser 
afectivas y familiares. 
 
Respecto a Niñas, Niños y Adolescentes: 
• Pueden necesitar y ser importante para ellas y ellos el poder ver a miembros de su 
familia, aun cuando sean partícipes de la trata. Este encuentro deberá ser supervisado 
por el profesional especializado para garantizar la seguridad y protección del niño, niña 
y adolescente. Por ejemplo, en situaciones de repatriación de niñas, niños y 
adolescentes no es aconsejable privarles de un momento de encuentro con su familia. 
• Se recomienda asegurar un ambiente tranquilo y con cierta privacidad para el encuentro.  
 
Entrevista Inicial o Acercamiento 
El objetivo de dicha entrevista es generar un enganche con la persona, para que ella pueda 
sentirse serena, en confianza y segura para el proceso de protección y asistencia que se inicia a 
partir de ese momento. Es importante que la persona pueda entender o captar que va a ser 
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apoyada en su situación. Ver Registro Entrevista Inicial o Acercamiento en Herramientas de 
esta Guía. 
 
• Para decidir si se realiza o no la entrevista, considere el estado de la persona; tome en 
cuenta que probablemente la persona puede estar en crisis, con llanto o deseos de llorar, 
miedo manifiesto, nerviosismo, agresividad, desesperación o confusión, aunque no 
necesariamente lo exprese. 
• Se recomienda preguntar a la persona si quiere ser entrevistada por alguien de su mismo 
sexo. 
• Debe verificarse que la persona ha comprendido claramente el contenido y la finalidad 
de la entrevista. 
• Realice la entrevista en un lugar privado en donde la persona tenga la seguridad de que 
se garantice su derecho a su intimidad personal. 
• Asegure un ambiente cálido y evite elementos que puedan distraer la atención de la 
persona tales como: local con demasiados carteles, revistas o periódicos cerca, la 
utilización de teléfono celular, entre otros. 
• La información que se dé debe ser clara, exacta y en la lengua materna de la presunta 
víctima. 
• En la entrevista deben estar presentes intérpretes o traductores con experiencia, de ser 
necesario. En todo caso, no podrán ser familiares de la persona.  
• Desarrolle la entrevista en tiempos prudenciales, lo cual dependerá de la edad de la 
persona o de la situación en la que se encuentre. 
• Ofrezca a la víctima las diversas alternativas de protección y asistencia integral con las 
que puede contar. 
 
Recuerde: 
• La entrevista inicial o acercamiento no es un interrogatorio. 
• No se debe presionar a la víctima para que acepte la entrevista o para que continúe con 
ella si en algún momento manifiesta que ya no desea seguir. 
• Valore que toda víctima ha tenido que utilizar estrategias de sobrevivencia para auto 
protegerse de aberraciones cometidas por sus explotadores. 
• Por lo antes mencionado, se deben comprender las manifestaciones de desconfianza, 
temores, actitudes desafiantes o timidez. 
• El fin no justifica los medios. Recuerde que la persona está por encima del objetivo de 
verificar la existencia de un delito. 
• Explique a la persona que si no desea dar información, nadie la puede obligar. 
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Respecto a Niñas, Niños y Adolescentes: 
• En caso de niñas, niños y adolescentes el abordaje debe ser efectuado, en lo posible, por 
profesionales en psicología, pues algunas veces a las niñas, niños y adolescentes les 
cuesta expresarse cuando están frente a una persona adulta desconocida. También puede 
ser que les cueste hablar debido a todas las secuelas dejadas por las violaciones a sus 
derechos a que se les ha sometido; creen que son los culpables de dicha situación. En 
este sentido, la o el profesional debe hacer uso de técnicas y herramientas propias de su 
especialidad para lograr la información que se requiere. 
 
Entrevista a Profundidad 
La entrevista a profundidad tiene como objetivos: 
• Identificar la necesidad de protección y seguridad de la persona víctima de trata. 
• Asegurar el acceso y permanencia de la víctima a los mecanismos (programas y 
servicios) de protección, restitución y reparación de derechos. 
 
Se realiza luego de que la víctima ha recibido la protección emergente o inmediata 
 
Responsable: Una persona calificada del servicio especializado de asistencia. 
Para fines de protección y asistencia se realizan varias entrevistas a las personas víctimas de 
trata, las cuales desde un enfoque de derechos humanos deben evitar la re victimización con 
preguntas reiteradas sobre situaciones y experiencias vividas. Para ello, es importante contar con 
objetivos previamente definidos y formatos de aplicación general. 
 
Además de estas entrevistas formales, pueden existir otras a las que también se aplican las 
observaciones siguientes: 
 
• Las preguntas tienen que ser claras y debe utilizarse un lenguaje que vaya de acuerdo 
con la edad, la etapa evolutiva y el proceso de desarrollo de quien es entrevistado. 
• Explique a la víctima el sentido o para qué de la conversación y los distintos temas que 
se abordarán durante la entrevista. 
 
Respecto a Niñas, Niños y Adolescentes: 
• Al identificarse, preséntese usted como una servidora o servidor público o privado que 
se encarga de asistir a las niñas, niños y adolescentes. 
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• Entreviste por separado a la niña, niño o adolescente y a la persona acompañante. 
• Procure un espacio físico con privacidad y con condiciones para que pueda sentirse 
cómodo al hablar. 
• Mencione el nombre de la niña, niño o adolescente que aparece en el documento de 
identificación y averigüe si responde naturalmente a éste cuando se le llama. 
• Los primeros minutos son clave para demostrar empatía y con ello, posibilitar un 
ambiente de cordialidad, confianza y seguridad. 
• Tenga particular cuidado con sus actitudes, posturas, palabras, gestos para evitar que la 
niña, niño o adolescente se sienta incómodo o que pueda ser afectado emocionalmente. 
• Asegúrese de realizar encuentros o intervenciones de corta duración. 
• Utilice un lenguaje sencillo, hable de modo comprensible a la edad y la capacidad 
cognitiva de la niña, niño o adolescente y compruebe con frecuencia que la niña, niño o 
adolescente está comprendiendo lo que le dice. 
• Escuche atentamente y evite interrumpir cuando la niña, niño o adolescente está 
hablando. Evite distracciones de teléfono celular, interrupciones de terceras personas y 
no responda llamadas telefónicas. 
• De la oportunidad de que la niña, niño o adolescente le haga preguntas y responda 
abierta y claramente a sus inquietudes. 
• Genere confianza en la niña, niño y adolescente. Aclárele que no debe atemorizarse, que 
a usted le preocupa su seguridad y su único interés es ayudarle, para lo cual le 
preguntará sobre cómo cree que puede ayudarle. 
• Evite regañar, reclamar o culpar a la niña, niño o adolescente y recuerde que en caso de 
detectarse una situación de trata, él o ella está siendo la víctima y no es culpable de lo 
que le sucede. 
• Resulta contraproducente hacer gestos de aprobación o desaprobación o emitir 
expresiones que puedan hacerla sentir juzgada, amenazada o con juicio de valor sobre 
ella. 
• Reconozca la fortaleza y valentía de la niña, niño y adolescente de expresarse y contar 
sobre su situación. 
• Agradezca su colaboración al brindarle la información. 
• Finalmente, la entrevista debe ser conducida por una persona entrenada para conversar 




Garantice, en todo caso, el principio del "interés superior del niño o la niña", entendido como 
aquel que esté en función del mejor cumplimiento de sus derechos, ya que en muchos casos a 
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las niñas, niños y adolescentes no se les brinda la posibilidad de ejercer su derecho a la 
autodeterminación o dicha autodeterminación va en contra de lo que mejor les favorece. 
 
Elaboración y Ejecución de Proyecto de Vida 
Este momento es de primordial importancia en el proceso de asistencia integral porque implica 
acompañar a la persona en la identificación de sus expectativas y necesidades para la 
construcción del proyecto de vida que le permita la restitución integral de sus derechos y la 
inclusión social. 
 
Es necesario generar condiciones previas de seguridad, confianza y empoderamiento para que 
pueda asumir el protagonismo en la toma de decisiones sobre lo que desea hacer y las acciones a 
realizarse en el corto, mediano y largo plazo. Por ello, se recomienda informar en todo momento 
lo que se está haciendo y recalcar que la persona, si así lo desea y expresa, puede negarse a 
realizar determinada actuación (tales como entrevista, declaración, participación en el proceso 
de acompañamiento). 
 
La elaboración del Proyecto de Vida supone identificar cómo se visualiza la persona en el 
tiempo; es decir, en el ámbito relacional, afectivo, profesional, formativo, laboral, lugar donde 
desea vivir, etc. 
 
Tanto la elaboración como la ejecución del Proyecto de Vida son PROCESOS, ya que la 
persona sí sufre cambios desde el momento del rescate hasta los momentos posteriores del 
proceso de acompañamiento; por lo tanto la elaboración y ejecución del proyecto de vida son 
flexibles y sujetos a los cambios que la persona por sus propios ritmos, tiempos, proceso de 
toma de conciencia, entre otros, requiera y en donde tendrá una mejor claridad para proyectar su 
vida. 
 
Requiere por parte de los profesionales una escucha activa, estar sin juzgar; acompañar sin 
empujar. 
 
La ejecución del Proyecto de Vida implica dar respuesta a todas las dimensiones de la persona a 
través del acceso y permanencia a servicios de vivienda, formación, educación, trabajo, micro 






• Tener en cuenta que la persona ha sido objeto y ha sufrido situaciones de violación de 
derechos; ella es una SOBREVIVIENTE, no la responsable, es decir ha sido forzada, 
amenazada, engañada, etc., para realizar determinadas acciones. Por tanto: 
o Las personas no serán detenidas, acusadas ni procesadas por haber entrado o 
residir irregularmente en los países de tránsito y destino. 
o No serán responsabilizadas por haber participado en actividades ilícitas, si esa 
participación es consecuencia directa de su situación de víctimas. 
o El retorno o la repatriación debe realizarse en condiciones de seguridad y 
voluntariedad.  
 
Referencia y Contrareferencia 
La referencia y contrareferencia es una herramienta cuyo objetivo es registrar y hacer 
seguimiento a los requerimientos y necesidades de la persona durante el proceso de protección y 
asistencia integral. Está orientado a reducir el tiempo de la respuesta. 
 
Al proceso de derivación que se realiza para que la persona pueda ser atendida en todas sus 
necesidades se le denomina referencia, y al proceso de vuelta se le denomina contrareferencia. 
 
Las personas víctimas de trata requieren de múltiples acciones y servicios en su proceso de 
recuperación lo cual conlleva la intervención de varios actores y diferentes servicios. Este 
proceso de acompañamiento para Responder a las necesidades de la persona se le denomina 






• Utilizar el registro denominado referencia y contrareferencia. 
• Preparar cuidadosamente la información sobre mecanismos de referencia. 
• Mantenga coordinación con los servicios de apoyo existentes en la comunidad. 
• Proporcione información escrita y en el idioma de la persona acerca de los lugares y 
servicios a los que tiene derecho y acceso. Si es necesario, acompañe a la persona. 
 
Seguimiento de los Casos 
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El seguimiento de casos se ubica como una función importante para asegurar la asistencia 
integral, oportuna y eficiente. Se concreta en acciones de coordinación interinstitucional entre 
los varios actores que participan en la protección y asistencia integral a una persona víctima de 
trata. 
 
El seguimiento será realizado por la instancia pública con competencia (a través del Comité de 
Casos, parte del Comité Interinstitucional del Plan Nacional contra la Trata de Personas). 
El Comité de Casos es una instancia de vigilancia y seguimiento de los casos. 
 
Evaluación 
La evaluación es un proceso que se realiza en las distintas fases del Protocolo Nacional 
Unificado de Protección y Asistencia Integral a Víctimas de Trata, así como de la intervención 
de los diferentes actores cuyo objetivo es analizar las diferentes respuestas y aplicar medidas 
correctivas o acciones de mejoramiento. 
 
Comprendiendo la Intervención en Crisis 
En determinado momento de la vida de todos los seres humanos se presentan una serie de 
sucesos que llevan a enfrentar un estado de crisis emocional, la cual, de no ser resuelta 
adecuadamente, los ubicaría en riesgo de padecer graves problemas psicológicos. 
El concepto de crisis es entendido como un momento en la vida de una persona, en el cual debe 
enfrentar, de manera impostergable, una situación de conflicto (para nuestro caso 
desencadenadas por la situación de trata de personas), la cual es incapaz de resolver con sus 
mecanismos habituales de solución de problemas, debido a que la persona presenta una pérdida 
de control emocional, se siente incapaz e ineficaz y está bajo la presión del tiempo y la amenaza 
de su seguridad y/o de otras personas relacionadas con ella, para resolver el conflicto. 
 
Una crisis es también un estado temporal de trastorno y desorganización, caracterizado 
principalmente por una incapacidad de la persona para manejar (emocional y cognitivamente) 
situaciones particulares, utilizando métodos acostumbrados para la solución de problemas, y 
obtener un resultado radicalmente positivo o negativo. 
 
Una persona que atraviesa por un estado de crisis se encuentra en una etapa vivencialmente 
importante para continuar el curso de su vida. No importa qué tipo de crisis sea, el evento es 
emocionalmente significativo e implica un cambio radical en su vida. La persona enfrenta un 
problema ante el cual sus recursos de adaptación, así como sus mecanismos de defensa usuales 
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no funcionan. El problema rebasa sus capacidades de resolución y por lo mismo se encuentra en 
un gran desequilibrio. Como resultado de todo esto la persona experimenta una mayor tensión y 
ansiedad, lo cual la inhabilita aún más para encontrar una solución.  
 
 
Enfoque de Intervención de las Crisis Emocionales 
La intervención llevada a cabo por profesionales de la salud mental, puede ofrecer una ayuda 
inmediata para aquellas personas que atraviesan por una crisis y necesitan restablecer su 
equilibrio emocional. Los métodos por los cuales se auxilia a las víctimas de una crisis a lograr 
su recuperación son conocidos genéricamente como técnicas de intervención en crisis, y tienen 
un par de propósitos esenciales: 
a) Restablecer la capacidad de la persona para afrontar las situaciones de estrés en las que 
se encuentra. 




Principios Rectores de una Intervención en Crisis: 
Oportunidad: La terapia breve de urgencia con tiempo limitado, es el tratamiento que se elige 
en situaciones de crisis. El proceso de ayuda para que las personas puedan recuperar el 
equilibrio después del incidente puede tomar en promedio de 1 a 6 semanas. Puesto que la 
experiencia de crisis es un periodo de alto riesgo tanto para la persona, se requiere que la ayuda 
esté disponible de modo inmediato y en una ubicación de fácil acceso. 
 
Metas: Ayudar a la persona a recuperar un nivel de funcionamiento equilibrado que tenía antes 
del incidente que precipitó la crisis o potencialmente creativo que le permita superar el 
momento crítico. 
 
Valoración: Es importante que la valoración abarque tanto la fortaleza como la debilidad de 
cada una de los sistemas (conductual, afectiva, somática, interpersonal y cognitiva) implicados 
en la crisis. La información acerca de qué está vulnerable en la vida de una persona se 
complementa con la información acerca de qué es aún funcional. Las fuerzas y recursos sociales 
pueden y deben utilizarse para ayudar a una persona a arreglárselas con la crisis. 
 
Los 5 Componentes de los Primeros Auxilios Emocionales 
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Realización del Contacto: Se define este primer contacto como empatía o "sintonización" con 
los sentimientos de una persona durante una crisis. La tarea primaria es escuchar cómo la 
persona en crisis visualiza la situación y se comunica. Así mismo, se debe invitar a la persona a 
hablar (los hechos) y la reacción de la persona ante el acontecimiento (sentimientos). 
 
Existen varios objetivos para la realización del primer contacto; el primero es que la persona 
sienta que la escuchan, aceptan, entienden y apoyan, lo que a su vez conduce a una disminución 
en la intensidad de la ansiedad; el contacto sirve para reducir el dolor de estar sola/o durante una 
crisis, pero en realidad se dirige a algo más que esto. 
 
Analizar las Dimensiones del Problema: La indagación se enfoca a tres áreas: pasado 
inmediato, presente y futuro inmediato. El pasado inmediato remite a los acontecimientos que 
condujeron al estado de crisis. La indagación acerca de la situación presente implica las 
preguntas de "quién, qué, dónde, cuándo, cómo"; se requiere saber quién está implicado, qué 
pasó, cuando, etc. El futuro inmediato se enfoca hacia cuáles son las eventuales dificultades 
para la persona. 
 
Sondear las Posibles Soluciones: Se refiere a identificación de un abanico de soluciones 
alternativas tanto para las necesidades inmediatas como para las que pueden dejarse para 
después, identificadas de manera previa. Esto es llevar a la persona en crisis a generar 
alternativas, seguido de otras posibilidades. Una segunda cuestión es la importancia de analizar 
los obstáculos para la ejecución de un plan en particular. 
 
Asistir en la Ejecución de Pasos Concretos: Involucra ayudar a la persona a ejecutar alguna 
acción concreta. El objetivo es en realidad muy limitado: no es más que dar el mejor paso 
próximo, dada la situación. El profesional tomará una actitud facilitadora. 
 
Seguimientos para Verificar el Progreso: Implica el extraer información y establecer un 
procedimiento que permite el seguimiento para verificar el progreso. El objetivo es ante todo 
completar el circuito de retroalimentación, o determinar si se lograron o no las metas de los 
primeros auxilios psicológicos: el suministro de apoyo, reducción de la mortalidad y 
cumplimiento del enlace con redes de apoyo. 
 
 
Rutas de Proceso y Subprocesos a Personas Víctimas de Trata 
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La Ruta de Protección y Asistencia Integral del Protocolo Nacional Unificado para las Víctimas 
de Trata parte de tener una persona en posible situación o víctima de trata. 
 
Persona en Posible Situación o Víctima de Trata 
Por diferentes fuentes y medios las personas, comunidades o instituciones tienen información o 
conocen que existe una persona en posible situación o víctima de trata. Por cuanto sólo el juez 
determina la existencia de un delito, sólo se puede afirmar la posibilidad o sospecha, más que la 
constatación de una situación de trata de personas. 
 
Corresponde a las instituciones encargadas de movilidad humana, salud, educación y protección 
entre otros la identificación de estas posibles situaciones. Por tanto, Migración, Ministerio 
Inclusión Económica y Social, Ministerio de Salud, Ministerio de Educación, organismos no 
gubernamentales, sociedad civil, entre otros pueden aplicar indicadores de sospecha de trata. 
Existen también contextos en los que puede sospecharse la existencia de situaciones de trata aun 
cuando las personas no estén identificadas. En este supuesto se requiere implementar un proceso 
de investigación proactiva que permita rescatar a las víctimas e implementar la consecuente 
acción penal. 
 
Para identificar las acciones y actores con responsabilidades en la protección, es necesario 
indagar sobre la presencia o no de la persona en posible situación de trata en el Ecuador o en 
otro país.  
Si la persona No está en el Ecuador, se abre el Subproceso de Repatriación. Si la persona está en 
el Ecuador se realizan las pregunta: básicas de alerta y se aplican los indicadores de detección 
por observación directa. 
 
Si de la observación a la persona o de sus respuestas a las preguntas básicas de alerta o 
detección se identifica una posible situación de trata, se debe asegurar la protección emergente o 
inmediata de la persona teniendo en cuenta su estado emocional y el acompañamiento o 
presencia en el lugar del posible tratante. Inmediatamente se debe pone en conocimiento de la 
Policía Nacional o de la Fiscalía. 
 
Además se pone en conocimiento del Comité de Casos. 
 
El siguiente paso es realizar su contención emocional que se realiza de manera muy respetuosa, 
y teniendo en cuenta las pautas que en el apartado lado comprendiendo la intervención en crisis. 
Esto se denomina primeros auxilios emocionales. 
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Luego se le informa a la persona sobre su situación y en concreto que no está siendo detenida y 
además se le asegura en caso de que sea de otra nacionalidad que no será expulsada por su 
situación migratoria irregular. Se realiza el acercamiento o entrevista inicial, la que es semi-
estructurada para posibilitar que la persona se exprese con libertad. Las pautas para la entrevista 
constan en la Guía con el respectivo registro. Se inicia el Subproceso de Intervención en Crisis 
Esta entrevista inicial ha podido arrojar algún elemento sobre el riesgo de  la víctima, su familia 
y otras personas y en este momento se debe hacer una primera valoración inicial del riesgo. 
Se realiza la Protección Emergente o Inmediata en base a la información proporcionada en el 
acercamiento o entrevista inicial, como de otras fuentes confiables con la que se cuente. 
 
A partir de la valoración de las necesidades, se realiza un Plan de Intervención Emergente a 
favor de la persona víctima de trata, el cual debe considerar su seguridad personal y familiar, las 
necesidades de alojamiento de personas adultas o de acogimiento si es que son niñas, niños o 
adolescentes y la salud física y mental, además su alimentación, higiene, descanso, vestimenta, 
acompañamiento legal, entre otros. 
 
La ejecución del Plan de Intervención Emergente corresponde al Ministerio de Inclusión 
Económica y Social (MIES) a través de los servicios especializados de protección especial, 
salvo que la persona desde el inicio decida entrar al Sistema de Protección y Atención a 
Víctimas, Testigos (SPAVT) y otros Participantes en el Proceso Penal, de la Fiscalía General 
del Estado (FGE), en cuyo caso este Sistema es el responsable de la coordinación 
interinstitucional. La ejecución del Plan de Intervención Emergente supondrá la participación de 
varias instituciones con responsabilidad en la protección y asistencia a la persona y por ello 
consta como Registro la Referencia y Contrareferencia. 
 
En este momento inicia también el Período de Reflexión durante el cual la persona víctima de 
trata va asumiendo su condición de tal y puede decidir con mayor claridad su disponibilidad a 
colaborar con el proceso penal contra los tratantes. 
 
Se inicia la Protección Especial o Mediata que busca que la persona elabore su Proyecto de 
Vida. Esto incluye el alojamiento para personas adultas y acogimiento institucional en el caso 
de niños, niñas y adolescentes. Además salud especializada y acompañamiento psicoterapéutico, 
social, legal, familiar; terapia ocupacional, recreación, reinserción educativa en caso de ser 
posible y seguridad familiar y personal; entre otros. 
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Se realiza la entrevista a profundidad y es probable que en esta entrevista la persona al tener que 
recordar hechos, situaciones que ha vivido, entre otros, puede entrar en crisis por lo que se 
requiere de dicha intervención y se realizaría el Subproceso de Intervención en Crisis. 
 
A partir de dicha entrevista se realizan dos preguntas: ¿la persona es de otra nacionalidad? Si la 
respuesta es afirmativa, habrá que preguntarse si ¿la persona desea retornar a su país? En todo 
caso, sea que ambas preguntas tienen respuestas afirmativas o negativas se realiza la valoración 
del riesgo. En el diagnóstico se cuenta con una herramienta de primordial importancia porque 
recoge las opiniones e intereses de la persona, que es la entrevista a profundidad. 
 
Si la persona desea regresar a su país, es decir el país de origen, residencia o domicilio, es 
necesario hacer la valoración del riesgo tanto del país donde ha sido rescatada (Ecuador) así 
como del país al que desea retornar. 
 
Luego de la valoración del riesgo, se debe responder a la pregunta si es posible el retorno a su 
país. Si la respuesta es afirmativa, y es posible (e1 retorno a su país, el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana deberá poner en conocimiento del Cónsul o funcionario 
consular del país de retorno. 
 
Se abre el Subproceso de Retorno Voluntario y Asistido En caso de que no sea posible el 
retorno al país y se identifique que la persona tiene necesidad de protección internacional, se 
abre el Subproceso de Asilo o Refugio. 
 
No obstante lo dicho, es necesario considerar que puede tratarse de una persona que requiera 
protección internacional por su situación de refugiada en cuyo caso NO se debe poner en 
conocimiento del consulado para respetar el Principio de No Devolución. 
 
Sea una persona de nacionalidad ecuatoriana o de otra nacionalidad (mientras permanezca en el 
Ecuador), durante la entrevista a profundidad se realizará la priorización de las necesidades y la 
definición del Plan de Protección Especial. Se inicia la Reinserción, Reparación y Restitución 
de derechos de la persona víctima de trata. Esto incluye la elaboración del Proyecto de 
Asistencia Integral a Niñas, Niños o Adolescentes (PAINA) de hasta quince años de edad (Art. 
226 CNA), o el Proyecto de Vida para adolescentes de más de quince años y personas mayores 
de edad. 
 
Es importante tener en cuenta la opinión de la persona, su diversidad cultural, sus intereses 
según la edad, o necesidades específicas por discapacidad o por ser adulta mayor, entre otros. 
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Asimismo es necesario asegurar la voluntariedad y seguridad de la persona en las acciones y 
decisiones que se planifiquen y adopten, considerando que ella no se visualiza como víctima 
con lo que su decisión puede ser permanecer en el contexto o lugar de explotación. 
 
Se ejecuta el PAINA, o el Proyecto de Vida para adolescentes mayores de quince años y las 
personas adultas. Se aplica el Registro de Referencia y Contrareferencia. 
 
Se planifica la Reinserción Social, Educativa y Laboral de la Persona. En la planificación es 
necesario indagar algunas situaciones. Se pregunta, ¿Es posible la reinserción con la familia 
nuclear? Si no es posible, hay que preguntarse si es posible la reinserción con la familia 
ampliada. Si tampoco esto es posible, es necesario indagar si la reinserción puede realizarse en 
el lugar de origen o comunidad. Si no es posible la reinserción en el lugar de origen o su 
comunidad se debe abrir el Subproceso de Reinserción en otro Lugar del Ecuador. 
 
Con relación a niñas, niños y adolescentes, se pregunta si es posible la reinserción a la familia 
nuclear (que en este caso se refiere a los referentes familiares con los que vivía la persona antes 
de la situación de trata). Si la respuesta es negativa, es necesario indagar la posibilidad de 
reinserción con otros miembros de su familia ampliada. Tanto en la posibilidad de reinserción 
con el núcleo familiar con el que convivía antes de la situación de trata como con miembros de 
la familia ampliada es necesario responder además si es posible la reinserción en su comunidad. 
Si la respuesta a las tres preguntas anteriores es afirmativa, se ejecuta la reinserción. 
 
Cuando es posible la reinserción en familia nuclear o ampliada pero no lo es respecto a la 
comunidad, sector, barrio, ciudad; entraría el niño, niña o adolescente y su familia al 
Subproceso de Reinserción en otro Lugar del Ecuador. 
 
Si bien es importante considerar la opinión de niñas, niños y adolescentes, cuando la respuesta 
es negativa, es decir que no es posible la reinserción familiar es necesario distinguir entre niñas, 
niños y adolescentes. Respecto a las niñas y los niños, cuando no es posible la reinserción en su 
familia o con miembros de la familia ampliada, se inicia el proceso de privación de la patria 
potestad y posterior declaratoria de adoptabilidad. 
 
Si es adolescente, es necesario conocer su opinión respecto a la autonomía, reinserción a la 




En situaciones de personas adultas o de adolescentes mayores de quince años, en la elaboración 
del Proyecto de Vida también es importante, matizar sobre la posibilidad de la reinserción social 
y educativa y laboral. I n la elaboración y ejecución de los procesos de reinserción es importante 
la participación de instancias locales como los gobiernos autónomos descentralizados que 
pueden garantizar el acceso y permanencia a los servicios que sean necesarios. 
 
Se ejecuta el Plan de Reinserción, se evalúa para saber cómo se está dando el proceso de 
reinserción. 
 
Se realiza un Plan de Seguimiento de la Reinserción en el cual podrán intervenir algunas 
instituciones tales como el MIES, ME, MRL, entre otros por lo que se requiere el Registro de 
Referencia y Contrareferencia. Se pone en conocimiento al Comité de Casos para que haga el 
respectivo seguimiento del mismo. 
 
Instructivo Intervención en Crisis 
Cuando la persona es entrevistada, cabe la posibilidad que entre en crisis y requiera de una 
intervención por parte de una/un profesional calificado para dicha intervención. En este 
momento del proceso es importante la escucha activa que genere confianza y seguridad, y que la 
persona se exprese con libertad. Es necesario indagar si tiene o no familia, y si es necesario 
buscar a la familia, si hay que buscar a la familia se va al Subproceso de Investigación. 
 
En este momento ya existe el diagnóstico que además recoge las posibles necesidades de la 
persona y aquí se evalúa si el profesional que lo está atendiendo está capacitado para dar la 
intervención en crisis; si NO lo está se remite a otros profesionales, y se cierra el 
acompañamiento de este profesional. 
 
Si la situación de crisis puede ser acompañada por el profesional (previamente capacitado en 
intervención en crisis), se realiza el Plan de Intervención y se define con la persona. Es de corta 
duración. Se ejecutan las acciones previstas en el Plan y se evalúa. Es importante saber si se ha 
dado la contención necesaria para la persona. Hay que tener en cuenta que este es un primer 
nivel de intervención, lo más probable es que la persona en situación de trata requiera de un 
proceso de intervención más largo, es decir, que requieran de profesionales especializados. 
Es necesario preguntarse si se ha superado la crisis, lo cual no quiere decir que todas las 




En caso de que SI, se cierra el Proceso de Intervención en Crisis y puede ser que se continúe en 
un proceso de acompañamiento psicoterapéutico de asistencia a la persona a mediano o largo 
plazo con objetivos de cambio más profundos o de otras situaciones. Si NO se ha superado la 
crisis, se vuelve a definir acciones pendientes o que no fueron tomadas en cuenta. 
 
La intervención en crisis responde a situaciones personales, y debe ser realizada inmediatamente 
al evento surgido. En este tipo de intervención el profesional debe ofrecer una mayor 
disponibilidad de tiempo, escucha y acompañamiento que en otro tipo de intervenciones. 
 
En este momento ya se ha dado una contención emocional a la persona y se puede trabajar en el 
nivel cognitivo. Se definen ciertos objetivos a corto plazo para dar respuestas a los problemas y 
situaciones existentes que generan o mantienen la crisis. Se requiere ordenar los diferentes 
problemas y buscar actividades o estrategias para cada uno de los problemas que presenta la 
persona. 
 
La intervención en crisis puede desarrollarse a partir de algunas estrategias generales que 
incluyen aspectos de escucha y catarsis, o puede requerir apoyo profesional psicológico o afín 
en casos más específicos o complejos, no implica decirle a la persona que hacer ni cómo actuar, 
si no dejarle desahogarse, ayudar usar el parafraseo para que tenga la certeza de que está siendo 
escuchada y nada más.  
 
Instructivo Subproceso de Retorno Voluntario y Asistido a su País de Origen o 
Residencia 
Se inicia porque la persona víctima de trata requiere retornar a su país de nacionalidad o 
residencia, luego de haber superado el periodo de reflexión. Es importante considerar la 
situación de la familia de la víctima por si necesita de apoyo tanto en el país de origen y/o en el 
de destino. 
 
1. Cuando la persona es de otra nacionalidad se informa a la persona sobre la posibilidad 
de regresar a su lugar de origen o residencia. Es muy importante que la persona exprese 
su consentimiento de manera libre y voluntaria, sin ninguna clase de presión por lo que 
también debe conocer que existen otras opciones. 
2. Para garantizar los derechos de la persona víctima de trata es muy importante que se 
indague sobre el acceso a los programas oficiales de Reinserción, Reparación y 
Restitución a favor de la persona en el país de retorno. 
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Esta información es primordial, por un lado para procurar condiciones de garantía y 
respeto de los derechos de la persona en el retorno a su país, así como para que la 
persona cuente con información veraz y precisa para otorgar su consentimiento 
debidamente informado para el retorno voluntario. 
3. Se pregunta si es posible el retorno de la persona a su país de nacionalidad o residencia 
de acuerdo a la valoración de riesgo realizada. Si la respuesta es negativa, se va al 
Subproceso de Reinserción en otro Lugar del Ecuador. 
4. Si la respuesta es positiva, se informa a la persona sobre el programa de protección y 
servicios a los que tendrá acceso en el país, por lo que luego de la información se debe 
solicitar que confirme su voluntad de regresar y firmar el consentimiento para su 
retorno. La persona expresa su voluntad de regresar a su país y autoriza a realizar las 
gestiones ante las autoridades del país de retomo con esta finalidad. 
5. Se planifica el retorno con la participación de la persona. La planificación deberá 
considerar: 
• La necesidad de documentos de viajes, en cuyo caso la Dirección de Asuntos 
Consulares del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana realizará 
la gestión ante la delegación del país de nacionalidad de la persona para su 
obtención. 
• La compra del pasaje, con la asistencia del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana. 
• La obtención de visas de tránsito, si la persona durante el viaje debe pasar por algún 
país que así lo requiera y cuya gestión la realiza el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana. 
• En caso de ser necesario, el viaje será asistido por un funcionario que acompañe a la 
persona víctima de trata, dependerá del caso. 
• La coordinación con las autoridades del país de destino con el compromiso de 
protección, la entrega de documentación necesaria para el acceso al programa de 
protección y reinserción social en el país (informes social y psicológico, por 
ejemplo a fin de evitar la revictimización) y acciones operativas de recibimiento y 
acogida al momento del retomo. 
• Se pone en conocimiento del Comité de Casos para la vigilancia y seguimiento del 
proceso. 
6. La Dirección de Asuntos Consulares pone en conocimiento de autoridades del país de 
destino, medio de transporte, fecha de salida del Ecuador, trayecto del viaje y fecha y 
hora de llegada. 
7. La Dirección Nacional de Migración facilita la asistencia prioritaria de la persona en el 
control migratorio. 
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8. Las autoridades del país de destino reciben a la persona víctima de trata y se suscribe el 
documento de cumplimiento de viaje asistido. 
9. En el caso de la persona que ha acompañado en el viaje, regresa al Ecuador y debe 
realizar un informe sobre el retorno asistido (depende del caso). Se pone en 
conocimiento del Comité de Casos y se cierra el proceso. 
 
Instructivo Subproceso Repatriación 
Se inicia por la necesidad de una persona víctima de trata de regresar al Ecuador, sea porque es 
de nacionalidad ecuatoriana o de otra nacionalidad que hubiere residido en el Ecuador. 
 
1. En virtud de la Convención de Viena, las autoridades del país donde se encuentra la 
persona ponen en conocimiento de la delegación consular o diplomática del Ecuador, la 
existencia de una persona de nacionalidad ecuatoriana o de otra nacionalidad que se 
encontraba en el Ecuador y desea regresar al país (se debe contemplar el periodo de 
reflexión). 
2. El Cónsul en funciones en el país donde se encuentra la persona pone en conocimiento 
de la Dirección de Asuntos Consulares del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana en el Ecuador y gestiona la protección y la asistencia de 
necesidades inmediatas de la persona en el país donde se encuentra. 
3. En el Ecuador, la Dirección de Asuntos Consulares analiza la situación y realiza la 
coordinación interinstitucional para la planificación de la repatriación. 
4. La planificación deberá tener en cuenta la valoración de riesgos, la seguridad personal y 
familiar, transporte asistido, el alojamiento o acogimiento en el Ecuador, así como el 
cumplimiento de los requerimientos documentales y otros que soliciten las autoridades 
del país donde se encuentra la persona víctima de trata; y se pone en conocimiento del 
Comité de Casos. 
5. Se pregunta si se cumplen los requisitos que determine la autoridad del país donde se 
encuentra la persona. Si la respuesta es negativa se pone en conocimiento del Comité de 
Casos, para la definición de estrategias y mecanismos de articulación. 
Se ejecutan las estrategias y mecanismos para favorecer el cumplimiento de los 
requisitos en el menor tiempo posible. Para asegurar la efectividad de estas estrategias, 
el Comité de Casos hará vigilancia y seguimiento; y de ser necesario, se cambiaran los 
mecanismos implementados con anterioridad para conseguir los resultados esperados. 
6. Si la respuesta es afirmativa, porque se cumplen con los requisitos de la autoridad del 
país donde se encuentra la persona con necesidad de repatriación, se realiza la pregunta 
sobre si la persona requiere los documentos de viaje. 
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7. Si la persona requiere documentos de viaje, es necesario preguntar si es de nacionalidad 
ecuatoriana. Si la respuesta es afirmativa, el Cónsul confiere el documento de viaje 
respectivo: pasaporte o salvoconducto. 
Si la persona es de otra nacionalidad, el Cónsul gestionará la obtención de los 
documentos ante la delegación consular o diplomática del país correspondiente. 
8. Se identifica si para el regreso la persona debe pasar por algún país donde se requiera 
visa de tránsito; si es necesario el Cónsul deberá gestionarla ante la autoridad que 
corresponda. 
9. Se coordina el viaje asistido de la persona lo que implica gestionar el medio de 
transporte y el financiamiento del pasaje de regreso, la autorización de viaje para la 
persona que la asista durante el viaje (si es necesario), así como las medidas de 
seguridad que fueren necesarias.: Además se pone en conocimiento de Control 
Migratorio para asegurar la asistencia prioritaria al momento de la llegada a Ecuador. 
10. En el lugar de partida, el Cónsul asiste a la persona para su viaje seguro, y se ejecuta el 
viaje. 
11. A la llegada al Ecuador las autoridades de control migratorio prestan asistencia 
prioritaria que garantice la dignidad y seguridad de la persona. 
12. Personal del servicio especializado de protección integral (MIES) recibe a la persona en 
el lugar de llegada. En el caso de NNA también asiste la DINAPEN. 




Instructivo Subproceso de Reinserción en Otro Lugar del Ecuador 
1. El Subproceso de Reinserción en otro lugar del Ecuador se realiza en situaciones de 
riesgo de la persona e inicia por la imposibilidad de reinserción de la persona víctima de 
trata de regresar a su comunidad o lugar de origen. El servicio especializado de 
asistencia identifica posibles lugares geográficos que sean seguros para la reinserción 
personal y familiar de la persona víctima de trata. Con la persona víctima de trata se 
identifica un lugar específico para la realización de la reinserción y se informa sobre los 
servicios sociales a los que tendría acceso en el marco del sistema de protección, puesto 
que es muy importante que la persona cuente con información que le permita tomar una 
decisión libre y voluntaria. 
2. Se decide sobre un tiempo de deliberación con la finalidad de que la persona pueda 
asumir el cambio que se va a producir en su vida, tanto por el contexto en el que va a 
vivir así como iniciar un nuevo Proyecto de Vida. 
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3. Luego de este tiempo, se pregunta si la persona acepta el lugar de reinserción propuesto. 
Si la respuesta es negativa, se debe volver a identificar un nuevo lugar para su 
reinserción. 
4. Si la persona no puede tomar una decisión, es necesario aclarar dudas, brindar 
información o ampliar el plazo. 
5. Si la respuesta es positiva, se realiza con la persona la planificación de la reinserción en 
otro lugar del Ecuador. Esta planificación deberá considerar las acciones definidas en el 
Proyecto de Vida, así como la coordinación con el Sistema de Protección y Atención a 
Víctimas, Testigos y Otros Participantes en el Proceso Penal y/o MIES para la 
protección de la persona y su traslado; así como otras acciones de articulación 
interinstitucional para el acceso a servicios que favorezcan la reinserción en el lugar y el 
seguimiento de la misma. Se pone en conocimiento del Comité de Casos. 
6. Se ejecuta la reinserción y se define un Plan de Seguimiento. 
7. Se pregunta si se ha dado la reinserción de la persona, en caso afirmativo se cierra el 
proceso y si la respuesta es negativa, se informa nuevamente sobre los posibles lugares 
y acceso a los servicios sociales. 
 
Registro de Acercamiento o Entrevista Inicial 
Objetivos 
• Identificar y valorar el riesgo para la adopción del máximo de medidas de protección 
que requiera la persona en posible o presunta situación de trata. 
• Generar seguridad, confianza inicial y enganche con la persona para un proceso integral 
de protección y restitución de derechos. 
 
Momento en el que se Realiza: 
Esta primera entrevista se puede realizar al inicio luego de la identificación de indicadores de 
alerta de trata o dentro del proceso de intervención en crisis. 
 
 
Consideraciones Previas a la Entrevista 




• Se recomienda preguntar a la persona si quiere ser entrevistada por alguien de su mismo 
sexo. 
• La entrevista deberá efectuarse en un lugar privado, en donde la presunta víctima tenga 
la seguridad de que se garantice su derecho a su intimidad personal. 
• Debe informarse a la presunta víctima de la trata acerca del procedimiento de 
interrogatorio policial y sus consecuencias. 
• Asegurar la privacidad en la asistencia, en el testimonio y en el manejo de la 
información con los medios de comunicación, guardar la confidencialidad. 
• La información que se dé debe ser clara, exacta y en la lengua materna de la presunta 
víctima. 
• En la entrevista deben estar presentes intérpretes o traductores con experiencia, de ser 
necesario. 
• Deben evitarse las preguntas relativas a la privacidad de la persona, por ejemplo, sobre 
sus relaciones íntimas o sobre sus experiencias en lo referente a trabajo sexual. 
• Se debe ofrecer a la víctima las diversas alternativas de asistencia y protección con las 
que puede contar. 
• Debe verificarse que la persona ha comprendido claramente el contenido y la finalidad 
de la entrevista. 
 
Una vez realizada esa entrevista inicial para una primera identificación, es fundamental que 
posteriormente se realice otra entrevista más formal en la que se exploren con más detalle las 
experiencias sufridas por la víctima, pues de ésta puede extraerse información para 
procedimientos judiciales y policiales. Para ello es importante que cuando se determine que es 
una presunta víctima de trata es indispensable derivar a una organización especial en el tema. 
 
 
b) Recomendaciones para establecer el diálogo: 
 
• Hay que enfatizar que NO se trata de un interrogatorio o una entrevista a la víctima, con 
fines policiales o de investigación. Esto se hará por parte de la autoridad judicial 
competente y tomando todas las previsiones para evitar la revictimización. 
• Se trata de una comunicación básica, en el marco del derecho de las niñas, niños, 
adolescentes, mujeres y hombres a conocer sobre su situación, a ser tratados con respeto 
y a tomar en cuenta su opinión. 
• Tome en cuenta la edad y la madurez de la niña, niño o adolescente. Es fundamental 
que le hable en una forma en que sea comprensible para ella/el. 
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• Es fundamental evitar regaños o sermones, u obligar, de cualquier manera, que la 
persona víctima hable. Se debe respetar el silencio, el llanto o cualquier otra 
manifestación.  
c) SITUACIÓN DE LAS PERSONAS, ¿Qué debemos tomar en cuenta para decidir la 
realización de una entrevista? 
 
Evaluar la Situación Psicológica Emocional de la Persona a ser Entrevistada. 
 
Si se encuentran en un estado emocional o psicológico muy alterado NO es conveniente realizar 
la entrevista y mejor postergarla para otro momento en que la persona esté con mayor control 
sobre sí misma y su estado emocional. 
 
Preguntar sobre la seguridad personal y el riesgo en que podría estar por el hecho de ser 
entrevistada ella o alguna persona allegada a ella, familiar o no. 
 
Preguntar si siente que puede tener problemas si realiza esta entrevista. Es importante evaluar 
también si el encuentro generará violencia, pérdida de ingresos, multas en el lugar de trabajo o 
cualquier otra penalización que son comunes en los ambientes de explotación. 
Si anteriormente ha hablado con algún profesional sobre su experiencia o situación y cómo fue 
esa experiencia. 
 
Si la persona valora que es el momento oportuno y lugar adecuado para compartir sus vivencias. 
Si la persona responde a las preguntas anteriores de manera negativa, habría que ver qué lugar 




Evaluar los riegos: 
 
Si hay riesgo de que la solicitud de entrevista o la entrevista en sí puedan causarle daño a la 
víctima o comprometer su seguridad o salud mental, la entrevista no se debe llevarse a cabo. 
Si la persona cree conveniente realizar en ese momento la entrevista y el profesional evalúa que 
no hay riesgo, se procede a la entrevista inicial, según las pautas siguientes. 
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REGISTRO DE LA ENTREVISTA INICIAL O ACERCAMIENTO 
• Preséntese y pregúntele a la persona cómo le gusta que la llamen. 
• Explique el objetivo de la conversación y que ésta es confidencial. 




Se informa a la persona a ser entrevistada sobre sus derechos constitucionales. 
 
Se debe constatar que la persona entrevistada confiere su consentimiento pleno e informado 
para realizar esta entrevista. 
 
Si se trata de una niña, niño o adolescente, constatar su comprensión sobre la información 
proporcionada y averiguar si es posible obtener el consentimiento de los padres o tutores. En 
caso afirmativo, ¿se ha obtenido su consentimiento? 
 




A. DATOS GENERALES 
Fecha de la entrevista: (dd-mm-año) Lugar de la entrevista: 
Nombres y apellidos de la/el 
entrevistador: 
 
Nombre de organización / institución: 
 









Idioma de la persona entrevistada: 
 





a) La trata de personas puede causar diferentes reacciones emocionales y psicológicas. 
Después de hablar de su experiencia, algunas personas se sienten aliviadas por haber 
hablado, mientras que otras se sienten peor consigo mismas, su situación y su futuro. Es 
importante no terminar la entrevista dejando a la persona triste y desesperanzada/o. 
b) De ser posible, las entrevistas deben terminar en tono positivo. La/ el entrevistador 
puede recordar a la entrevistada lo bien que ha sabido sobrellevar unas circunstancias 
tan difíciles, tal vez mediante el uso de ejemplos específicos provenientes de su propia 












B. DATOS PERSONALES 
Nombres: Apellidos: 
Es conocida/o por un alias o sobrenombre: 
 










Datos de contacto: 
Nombres y Apellidos (poner entre paréntesis, 
relación de parentesco y vínculo): 
Teléfono: Dirección: 
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1.4.2 Definiciones de Términos Básicos  
ABANDONO.- Desamparo de una persona a quien se debía cuidar. 
 
ABUSAR.- Usar mal, excesiva, injusta, impropio indebidamente de alguna cosa o ejercicio de 
algún derecho. 
 
ABUSO SEXUAL.- Todo contacto físico, sugerencia de naturaleza sexual, a los que se somete 
niño, niña o adolescente, aun con su aparente consentimiento, mediante seducción, chantaje, 
intimidación, engaños, amenazas o cualquier otro medio. 
 
ADOLESCENTE.- Es la persona entre ambos sexos  entre doce y dieciocho años de edad. 
 
AGRESIÓN.- Acontecimiento realizado por una o varias personas contra el temor de un mal 
inminente. 
 
DERECHO DE FAMILIA.- Conjunto de normas de Derecho Positivo relativos a las 
relaciones familiares. 
 
EXPLOTACIÓN SEXUAL.- Constituye explotación sexual la prostitución y la pornografía 
infantil. 
FAMILIA.- Es el núcleo básico de la formación social y el medio natural y necesario para el 
desarrollo integral de sus miembros, principalmente para los niños, niñas y adolescentes. 
 
INTIMIDACIÓN.- Acción de acusar o infundir miedo a una persona  con amenazas de  
causarle  daño a ella, a sus familiares o bienes. 
 
MALTRATO.- Se entiende por maltrato toda conducta de acción  u omisión  que provoque o 
puede provocar daño a la integridad o salud física, psicológica o sexual del niño, niña y 
adolescente, por parte de cualquier persona a cargo de su cuidado. 
 
MIGRACIÓN.- Es el desplazamiento humano, geográfico de un lugar a otro de individuos o 
grupos y externa, generalmente por causas económicas o sociales. 
 
NIÑO (A).- Es la persona que no ha cumplido doce años de edad. 
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PERDIDA DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES.- Comprende su ausencia voluntaria o 
involuntaria del hogar, establecimiento educativo u otro lugar en el que se supone deben 
permanecer, sin el consentimiento de sus progenitores o responsables de su cuidado. 
 
PORNOGRAFÍA INFANTIL.- Es toda representación, por cualquier medio de un niño, niña, 
adolescente en actividades sexuales. 
 
PRESUNCIÓN.-  Conjetura, suposición, indicio, señal, sospecha. 
 
PROSTITUCIÓN INFANTIL.- Es la utilización de un niño, niña, adolescente en actividades  
sexuales  a cambio de remuneración o cualquier otra retribución. 
 
REPRESENTANTE LEGAL.- Llevan sus denominación  los determinados en la ley para 
representar a una persona, esto es: el padre o la madre, bajo cuya patria potestad vive, su tutor o 
curados. 
 
SISTEMA NACIONAL DESENTRALIZADO DE PROTECCION INTEGRAL DE LA 
NIÑEZ Y ADOLESCENCIA.- Es un conjunto articulado y coordinado de organismos, 
entidades y servicios públicos y privados que define, ejecutan, controlan y evalúa las políticas, 
planes, programas, acciones, con el propósito de garantizar la protección integral de la niñez y la 
adolescencia. 
 
TRAFICO DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES.- Se entiende a su sustracción, traslado 
o retención, dentro o fuera del país o por cualquier medio, con el propósito de utilizarlos en la 
prostitución, explotación sexual o laboral. 
 
TURISMO SEXUAL.- En la explotación sexual y comercial de la niñez y la adolescencia  por 
personas que viajan de sus países de origen a otro que, por lo general, es menos desarrollado, 




La migración puede ser definida ampliamente como un cambio de residencia permanente o 
semipermanente. Independiente de la distancia recorrida, el proceso involucra un origen, un 
destino y un conjunto de obstáculos. 
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El acto en sí mismo supone ser voluntario partiendo de un análisis del individuo de acuerdo al 
contexto económico, político, social de los países involucrados. De esta manera, la teoría 
analiza la asignación de trabajo internacional con base en la decisión individual, asumiendo la 
migración como un beneficio para el hombre después de haber realizado el análisis del entorno. 
 
Las migraciones son transiciones espaciales y sociales a la vez y de contornos 
imprecisos sobre los que no existe consenso generalizando se trata de desplazamientos o 
cambios de residencia o cierta distancia que debe ser significativa y con carácter 
relativamente o con voluntad de permanencia (Arango, pág. 69). 
 
La palabra migración proviene del latín “migratio” y designa todo desplazamiento de individuos 
de un lugar a otro. No solamente los humanos migran sino también, los animales en busca de 
condiciones ambientales más favorables. Un ejemplo de esto lo hallamos en las aves que migran 
en el invierno a zonas cálidas 
 
"Migración" es un término que ha sido utilizado para describir el movimiento de personas en 
contextos y situaciones muy diferentes, incluyendo invasiones, conquistas, desplazamientos 
forzados por conflictos armados, por desastres naturales, por motivos mercantiles, 
asentamientos coloniales, e incluso esclavitud. La comprensión más familiar y moderna de la 
migración, como el movimiento de individuos o familias generalmente con propósitos 
económicos o sociales, se ha convertido en la primera referencia en el uso contemporáneo. 
 
El decir que la migración es una forma antigua de conducta no es lo mismo que decir que en el 
pasado muchos seres humanos fueron migrantes. Es probablemente imposible determinar con 
algún grado de certeza cuántas personas fueron "migrantes" en un momento en la historia, y 
cuántas no lo fueron. La realidad es probablemente que los estilos de vida sedentario y 
migratorio siempre han coexistido como opciones, y las personas han escogido entre ellos. 
 
La migración es definida como el movimiento de una persona o grupo de personas de una 
unidad geográfica hacia otra a través de una frontera administrativa y/o política con la intención 
de establecerse de manera indefinida o temporal en un lugar distinto a su lugar de origen. 
 
La migración ha sido abordada desde diversos tipos y dinámicas en dependencia de las causas o 
motivaciones que generan la movilidad y del aspecto espacio temporal en que se da el 
fenómeno. Estos tipos y dinámicas se entrecruzan entre sí y hacen que el análisis de la 
migración sea complejo y bastante amplio.    
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Entre los tipos de migración se encuentran principalmente la migración forzada bien sea interna 
o externa, la migración voluntaria por razones de estudio, turismo o económicas (trabajo) y la 
migración temporal o permanente. 
 
El concepto de migración forzada se utiliza para describir un movimiento de personas en el que 
se observa la coacción, incluyendo la amenaza a la vida y su subsistencia, bien sea por causas 
naturales o humanas. (Por ejemplo, movimientos de refugiados y de desplazados internos, así 
como personas desplazadas por desastres naturales o ambientales, desastres nucleares o 
químicos, hambruna o proyectos de desarrollo). 
 
El concepto de migración voluntaria es aquella mediante la cual la persona se moviliza por 
voluntad propia sin presiones externas. 
 
La migración temporal que implica una movilidad por un tiempo específico o determinado 
después del cual se produce un retorno permanente que como su nombre lo indica denota 
asentamiento definitivo en el lugar de destino. 
 
El continente americano recibió una gran oleada de migrantes en el siglo XIX procedentes de 
Europa, pues las guerras y la pobreza alentaban a los pobladores del viejo mundo a buscar 
nuevos horizontes. Actualmente en los países americanos se produce una gran recepción y 
emigración de personas especialmente de países limítrofes. En Estados Unidos, hay 
mayormente migraciones internas por su política desfavorable a la inmigración extranjera, 
aunque existe allí mucha cantidad de inmigrantes ilegales, sobre todo procedentes de México y 
Centroamérica. 
 
Por razones que atañen al empleo aunque más bien deberíamos decir razones de orden 
económico, político y social, los gobiernos occidentales han establecido controles legales y 
administrativos respecto de la entrada y salida de sus territorios, la estancia, y el trabajo ya sea 
por cuenta ajena o propia. El incumplimiento de dichos controles acarrea la situación de 
“irregularidad” ya que el extranjero ha incumplido la ley en algún punto (de ahí la 
denominación de ilegal) y carece de los documentos necesarios que autorizan lo referido en este 





Es la llegada a un país de personas procedentes de otro país o lugar. La gente emigra por las 
siguientes razones: trabajo, política, economía, persecución, salud, etc. La inmigración es uno 
de los fenómenos mundiales más controvertidos. Todas las naciones desarrolladas (y buena 
parte de las subdesarrolladas) restringen fuertemente el flujo migratorio, justificándolo 
económicamente en la competencia desleal que representaría para los ciudadanos una mano de 
obra a bajos costos y la carga que representarían los inmigrantes a los servicios sociales de 
carácter público.  
 
La razón de fondo puede ser muchas veces, el temor de que la cultura nacional se vea ahogada 
por una oleada de inmigrantes, especialmente cuando los inmigrantes son de otra raza, religión 
o idioma. El aumento de la inmigración se ha combinado con la xenofobia tradicional. A pesar 
de las razones aducidas, la política de cierre de fronteras plantea serios problemas de respeto a 
los derechos humanos. 
 
La inmigración de personas que nacieron o proceden de otro lugar representa una de las dos 
opciones o alternativas del término migración, que se aplica a los movimientos de personas de 
un lugar a otro y estos desplazamientos conllevan un cambio de residencia bien sea temporal o 
definitivo. De manera que una emigración lleva como contrapartida posterior una inmigración 
en el país o lugar de llegada. 
 
Así pues, resulta válido estudiar las migraciones desde el punto de vista del país de acogida (o 
mejor dicho, de entrada, ya que no siempre los inmigrantes reciben una buena acogida en el país 
de entrada), ya que la situación es muy diferente e incluso a menudo opuesta a la del país o 
lugar de emigración. Una enorme gama de situaciones políticas y problemas se plantea por la 
casi siempre inevitable diferenciación cultural, económica y social existente entre las 
poblaciones inmigrantes y las del país de recepción, e incluso entre los mismos inmigrantes 
cuando proceden de países y hasta de continentes distintos. 
 
La Emigración 
Es la salida de personas de un país, lugar o región, para establecerse en otro país, lugar o región. 
La emigración implica una estimación negativa del nivel de vida de una persona y de su entorno 
familiar y una percepción de que al establecerse en otra parte aumentarán sus perspectivas 
económicas, sociales o de otro tipo o, por lo menos, de que sus esperanzas de una vida mejor se 
harán efectivas en el futuro. 
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La emigración se considera como un derecho natural vinculada a la libertad de desplazamiento, 
se supone la salida del territorio con el propósito de residir de forma temporal o definitiva en 
otro lugar. Las profundas transformaciones por el proceso de emigración se la vinculan 
directamente a los cambios sociales más trascendentes de ayer, hoy y siempre. 
 
Los países que registran más emigración en la actualidad suelen ser los pertenecientes al 
denominado Tercer Mundo o países en vías de desarrollo, pero en otras épocas fueron los 
europeos quienes emigraron a otros países en busca de una mejor vida. Las emigraciones han 
llegado a ser uno de los problemas más graves que enfrenta hoy la humanidad, por la 
precariedad en que deben vivir millones de desplazados en la tierra. 
 
Estado, Nación y Emigración 
Un Estado es una institución jurídico administrativa que ejerce la soberanía en un territorio 
determinado, mientras que una nación es una comunidad de personas que se identifican en torno 
a unos valores comunes de tipo cultural, histórico y, más que todo, a un sentido de pertenencia a 
un país determinado, teniendo este último concepto, un sentido amplio, en parte desligado del 
concepto de Estado.  
 
Es por ello que existen estados nacionales en los que los territorios del Estado y de la nación son 
los mismos, estados multinacionales en los que la soberanía del Estado se ejerce sobre 
territorios en los que coexisten distintas naciones o nacionalidades y, por último, naciones 
divididas en varios estados, como eran Yugoslavia y la Unión Soviética o como lo son Corea 
(dos estados: Corea del Norte y del Sur) y China (China y Taiwán). 
 
De estos conceptos se da la idea de que se emigra de un Estado pero la nación se lleva a cuestas 
y forma parte del bagaje que acompaña al emigrante; bagaje que va disminuyendo o 
transformándose con el tiempo, especialmente si se emigra a un país más desarrollado y se 
consigue un nivel de vida superior al que se tenía en la patria original.  
Cuando el emigrante se convierte en exilado, no acepta de buena gana su condición porque se 
trata de una emigración forzada y no voluntaria. Es el caso, por ejemplo del exilio español 
originado por la Guerra Civil que finalizó en 1939, cuando comenzó la segunda guerra mundial. 
 
1.5 Hipótesis 
El tráfico de menores ocasiona delitos de explotación sexual, prostitución, a más de los 
problemas de origen sociocultural; y a la facilidad que da el uso de este medio para su comisión, 
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1.6.1 Variable Independiente  
Un sistema de prevención de la migración y tráfico de menores tras salida del país de sus 
progenitores. 
 
1.6.2 Variable Dependiente  
Falta de normatividad que regule fácilmente la salida de los menores del país y los perjuicios 









CAPÍTULO III. MARCO METODOLÓGICO 
1.7 Tipos de Investigación 
1.7.1 Investigación Bibliográfica 
Caso Práctico 
DATOS DEL EXPEDIENTE 
 
REPUBLICA DEL ECUADOR 
 
No. Causa: 2011-0133. 
 
Judicatura: TERCER TRIBUNAL DE GARANTÍAS PENALES DE PICHINCHA. 
 
Acción/Delito: TRAFICO ILEGAL DE MIGRANTES. 
 
Actor/Ofendido: DRA. THANIA MORENO FISCAL DE LA UNIDAD CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA DE PICHINCHA UNIDAD DE COORDINACIÓN DE LA 
FISCALÍA DE PICHINCHA. 
 
Demandado/Imputado: CARLOS GERMAN ALONSO CHIBUQUE Y MARIANA PÉREZ 
ZABALA; CARLOS GERMAN ALONSO CHIBUQUE Y MARIANA PÉREZ ZABALA. 
 
 




CAPÍTULO IV. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE 
RESULTADOS 
1.8 Formulario No. 1 
1.8.1 Análisis e Interpretación de Resultados 
DENUNCIA 
 
El 30 de octubre del 2010 la fiscalía abrió una indagación en contra de los señores Carlos 
German Alonso Chibuque y Mariana Pérez Zabala, ya que a la fiscalía llego una denuncia 
presentada por Wellington Contreras indicando que Carlos German Alonso Chibuque se 
dedicaba a tramitar visas a los Estados Unidos y que como él estaba interesado en viajar le 
solicito que le tramite dos visas, una para él y otra para su esposa de nombres Carmen Gómez 
Campoverde, habiéndole indicado que el procesado que podía hacer el trabajo pero que a 
cambio tiene que darle 15.000 dólares por cada visa, que la forma de pago era de 10.000 dólares 
por cada visa y 5.000 dólares al ser entregadas en el aeropuerto JFK de los Estados Unidos.  
 
Una vez establecido la forma de pago y la negociación la esposa del señor Contreras mediante 
transferencia de su cuenta del Banco del Austro con numero 2000603964 transfiere a la cuenta o 
a las cuentas que mantenía la señora Mariana Pérez Zabala en el Banco del Pichincha, cuenta 
número 342437704, así como a la cuenta número 3346015700, por el valor de 10.000 dólares, 
5.000 a cada cuenta, lo cual se encuentra verificado mediante las certificaciones de los Bancos 
de Pichincha y del Austro aparte de este valor y para cumplir con el compromiso, el día 19 de 
julio entregan en efectivo al señor Alfonso Chibuque la cantidad de 10.000 dólares y los 
pasaportes para que realice el trámite de la visa correspondiente, pero que hasta esa fecha no 
cumplió con el compromiso de la visa, con ese antecedente se dio inicio a una investigación de 
los antecedentes migratorios de los hoy procesados, determinándose que viajaban 
frecuentemente a Colombia y a México, se determinó documentadamente que los señores tienen 
catorce hijos mientras que ellos mencionaron tener solo seis, han tenido sus hijos en periodos 
menores a los nueve meses. 
 
Se solicitó los movimientos migratorios de los 14 hijos y el departamento de migración indica 
que el adolecente Marcos Javier Alonso Pérez, salió a la ciudad de México el 18 de marzo del 
2008 en compañía de su madre Marian Pérez Zabala, pues tenía la edad de 14 años y 
comparando con el registro de salidas de la hoy procesada consta que también sale el 18 de 
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marzo, la misma que retorna a nuestro país a los tres días, pero sin el menor. Que por 
Rumichaca salen hacia Colombia como hijos de los procesados los menores: Byron Leonardo 
Alonso Pérez, Edy Fernando Alonso Pérez, Jennifer Anabel Alonso Pérez, Jhon Jairo Alonso 
Pérez, Anthony Fabián y Natali Monserrate Alonso Pérez, igualmente sin registro de retorno. 
En el allanamiento del inmueble arrendado por los hoy procesados se encontraron los pasaportes 
de los supuestos viajeros como Marcos Javier Alonso Pérez, así también se encontraron varios 
pasaportes emitidos en México y Colombia y cedulas como las de Jennifer Gabriela Alonso 
Pérez tres cedulas de la misma persona pero con diferentes fotografías. 
 
Del resultado de la investigación se encontró en el Registro Civil varios cambios en los nombres 
de Natali Monserrate, incluso en sus huellas dactilares. Se determinará que entre Guillermo 
Alejandro y Marcos Javier tienen un mes de diferencia entre cada uno, el primero nació el 11 de 
noviembre de 1993 y Marcos Alonso nació el 23 de diciembre de 1993, Natali Monserrate nace 
el 23 de agosto de 1997 y Edy Fernando Alonso Pérez nace el 31 de octubre de 1997, por ultimo 
tienen dos hijos que nacen con diferencia de días, Anthony Fabián nace el 14 de febrero del 
2000 y Jhon Jairo Alonso Pérez nace el 18 de febrero del 2000.  
 
Con la prueba se determinará que Marcos Javier Alonso Pérez sale a México vía aérea con la 
autorización de su padre Carlos Chibuque el 18 de marzo del 2008 con la supuesta madre 
Mariana Pérez Zabala, el joven tenía 14 años y nunca retorno, esto paso igual con Bryan 
Leonardo Alonso Pérez de 13 años que sale vía terrestre a Colombia, él menor sale con los 
esposos Alonso Pérez el 21 de junio del 2008, Edy Fernando de 11 años sale la misma fecha, al 
igual que el niño de 8 años Jhon Jairo Alonso Pérez. Se presentará las evidencias encontradas en 
el domicilio que son 21 pasaportes ecuatorianos, 3 colombianos, 34 cedulas ecuatorianas y 
partidas de nacimiento que tienen relación con el presente caso. Se cometió el delito de tráfico 




FISCAL.- Enuncio como prueba los testimonios de los señores: Wellington Contreras, Carmen 
Gómez, María Robalino, Fredy Logacho, Luis Gualotuña, Lidia Gaybor, David Espín, Moisés 
Beltrán, José Fuentes, José Vivero, Carlos Benalcàzar y Robert Chamba. Como prueba 
documental presentaré los informes periciales, movimientos migratorios de la acusada y 
acusado, de los 14 hijos, la escritura de autorización efectuada por el señor Carlos Alonso 
Chibuque a su esposa en la notaria. Documentos dados por la Dirección de Extranjería como los 
pasaportes y documentación del Registro Civil donde constan los datos de filiación. 
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DR. ALBERTO HERDOIZA.- Enuncio como prueba los testimonios de María Peñafiel, 
Marcela Morales, Raquel Padilla, Luis Muenala, Carlos Proaño, Guido Coloma, Diana Jiménez, 
Diego García. Miriam Guerrero. Como prueba documental presentaremos declaraciones 




Han llegado en calidad de acuerdos probatorios con la defensa de los procesado respecto de la 
materialidad de la infracción como son el informe de inspección ocular realizado por el señor 
David Espín, Caros Fuentes y Moisés Beltrán. Pericia documento lógica hecha por Lidia 
Gaybor de la documentación encontrada en el domicilio de Alonso Pérez. El informe realizado 
por el Sargento Carlos Benalcàzar sobre la autorización realizada al adolescente Marcos Alonso 
Pérez en la Notaria 23 que concluye que las firmas corresponden al acusado y la acusada. Los 
oficios emitidos por el Banco del Austro suscrito por el señor José Vivero que determinan la 
transferencia y la del Banco del Pichincha suscrito por Robert Chamba.  
 
FISCAL.- Prescinde de los testimonios de los señores: Chamba Quichimbo Robert Franco, 
Vivero Loaiza Jorge Luis, Benalcàzar Luis Carlos Marcelo, Gaybor Salazar Lidia Cristiana, 
Espín Esteves David Alejandro, Beltrán Castro Moisés Alipio, Fuentes Guananga José Luis.  
 
DR. ALBERTO HERDOIZA.- La defensa prescinde de los siguientes testigos: María Peñafiel 
Castillo, Marcela Morales Enríquez, Raquel Padilla Maldonado, Luis Aníbal Muenala 
Castañeda, Carlos Proaño Villota, Guido Coloma Ullauri, diana Jiménez Palis, Diego García 
Jácome, Miriam Mercedes Guerrero y Luis Alfredo Sánchez Llerena.  
 
TESTIMONIO WELINTONG BONIFACIO CONTRERAS PACHECO, luego de rendir 
juramento a las preguntas de la FISCAL dice: Vivo en Cuenca veinte años. Me dedico a la 
agricultura. Al señor Carlos German Chibuque y Mariana Pérez Zabala si les conozco. Les 
conocí cuando hubo una persona que en una fiesta nos dijo acerca de unas visas que ellos tenían 
disponibles, este señor nos dio el número de la persona para comunicarnos, me comunique con 
el señor Alonso para hablar de las visas, me dijo que las visas salían de Ecuador a Estados 
Unidos, que la llegada era a New York , que el costo de las visas era de 15.000 dólares, 
teníamos que darle 10.000 dólares al principio y al llegar a Nueva York teníamos que darle 
5.000 dolaras más, le solicitamos dos visas al señor Carlos, le dimos 20.000 dólares. Las visas 
eran para mi señora y mi familia. El señor Alonso dijo que él iba a Cuenca el 1 de julio del 
2009, mi señora le dio 10.000 dólares mediante deposito al Banco del Austro de mi señora a la 
cuenta Mariana Pérez en el Banco del Pichincha, le hizo dos transacciones de cinco mil dólares 
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el mismo día, luego dijo que por los 10.000 dólares más, teníamos que venir a Quito a la casa de 
él para que le conozcamos y tener una mejor comunicación. Mi señora viajo a Quito y le dio a 
Mariana Pérez diez mil dólares más en efectivo, Mariana Pérez hizo un papel y se lo dio a mi 
señora, quedamos que luego las visas nos daban en agosto del mismo año 2009 para poder 
viajar a Estados Unidos, pero llego la fecha indicada y nunca nos llamaron ni nos dieron nada, 
le llamamos a Carlos al número celular 091746425, él dijo que por orden del gobierno que la 
embajada de Estados Unidos estaban haciendo requisas y se han detenido las visas, que iban a 
salir en septiembre, llego esa fecha no nos llamaron, luego dijeron para octubre, les llamábamos 
y dijeron que no había como hacer nada, le rogué a Alonso para que me devuelva mi dinero, 
pero él siempre se negó, dijo que a él tenían que devolverle ese dinero que ha dado por las visas, 
y así culmino el año 2009 y no nos dio el dinero, en el 2010 tampoco nos entregó, lo último me 
dijo que ya no tenía nada que ver, que habíamos hecho el negocio con Mariana Pérez y que ellos 
estaban separados más de un año, que ella vivía en México y no sabía nada de ello, es por eso 
que acudimos a la fiscalía para llegar a un acuerdo. Si estuve una vez en Estados Unidos en el 
año 2009, antes de venirnos para acá. A las preguntas del Dr. HERDOIZA dice: Fui a 
Estados Unidos en el año de 1998 hasta septiembre del 2008 que venimos a Ecuador. Mi familia 
se radica en Cuenca, ellos no tienen hijos en Estados Unidos. En el 2009 yo estaba en el Azuay, 
en Cuenca. Quien tuvo contacto con el señor Pérez fue mi señora, yo me contactaba con él por 
teléfono porque yo me dedicaba a la agricultura en Manabí. El señor y la señora nos decía que 
era seguro todo lo que hacían, por eso tomamos esa decisión, fue una falla de nosotros, los 
señores saben que es verdad el dinero que les dimos a ellos. No le conozco al señor que me puso 
en contacto, estaba en una fiesta en Cuenca, el me dio el número del señor Carlos y ya no le vi 
más. A las preguntas del Dr. ARMIJOS dice: Se entregó 20.000 dólares. El dinero lo obtuve 
porque viví en Estados Unidos, se reunió dinero para comprar una casa, la casa préstamos a una 
señora por esa cantidad de dinero. Deje en garantía la casa ya que la hermana de mi señora vino 
desde Estados Unidos, ella nos hizo el préstamo de todo el dinero. El dinero nos dio en efectivo 
porque ella vino al Ecuador. La fiesta se realizó en la ciudad de Cuenca. Mi esposa vino a Quito 
como en julio, el 7 u 8 a entregar el dinero. Mi señora vino el día 10 de julio del 2009. Mis hijas 
no tienen visa. La denuncia lo hice personalmente por estafa. A las preguntas del Dr. ARMAS 
dice: Mi señora se llama Carmen Gómez. El señor Alonso me dijo que tramitaba visas, que por 
el mes de agosto tenía 6 visas disponibles. Dijo que él nos llevaba a Estados Unidos. La 
dirección dio la señora Mariana Pérez y el señor Carlos, quien vino fue mi señora para 
entregarles el dinero a ellos. 
 
TESTIMONIO SRA CARMEN CRISTINA GOMEZ CAMPOVERDE, luego de rendir 
juramento a las preguntas de la FISCAL dice: Mi cónyuge se llama Wellington Bonifacio 
Contreras. Yo vivo en Cuenca. Me dedico a los quehaceres domésticos. A la señora Mariana 
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Pérez y Carlos Alonso no les conocía, mi esposo se había comunicado con un señor, por medio 
de eso le había dado el número telefónico de la señora Mariana Pérez Zabala para unas cinco 
visas que tenía en la embajada, nos contactamos con la señora, dijo que ella mandaba, ella me 
dijo que me va a mandar un número del Banco del Pichincha para que le ponga el dinero, le dije 
que tal día le voy hacer la trasferencia, cuando le estaba haciendo la transferencia dijo que le 
haga en dos partes, lo hice de mi cuenta 2000603964 del Banco del Pacifico el 1 de julio del 
2009. El otro me dijo que le venga a dejar en Quito, me vine en un bus, ahí le conocí al señor en 
el terminal, de ahí me dejo en la casa de ellos, era por Chillogallo antes de llegar a un puente, 
me hizo sentar en la sala de ella y después bajo la señora, conversamos porque era temprano, él 
se fue a dormir, a las ocho y media me fui con los dos, el manejaba, ella entro conmigo al Banco 
y le entregue los diez mil dólares más, me dieron una funda en el Banco, le entregue el dinero 
adentro del Banco mismo a la señora Mariana Zabala. Después le pedí una letra de cambio y me 
dijo que no tenía, luego compro y me lleno por un terreno, le dije que me ponga el número de la 
cedula, luego me dejaron en el terminal. Hice dos transferencias de cinco mil. Le di el 10 de 
julio del 2009. El dinero era para unas visas que dijo que nos iba arreglar directo, que son 
legales que no vamos a tener problemas. El señor dijo que me va a llamar para septiembre que 
ha de estar todo listo. Nunca nos entregó las visas, ella me dijo que aún no está, al último dijo 
que han venido de la embajada de Estados Unidos. El dinero me dio una hermana que tengo en 
Estados Unidos, me dio en efectivo. Mi hermana vino a Cuenca, nos entregó directamente el 
dinero. Yo no le he dicho que quería comprar un terreno a la señora. El señor Chibuque me dijo 
que la señora se ha ido a Méjico, y así paso el tiempo, preocupada me fui donde se saca la 
cedula y me dijo que el numero era falso. A las preguntas del Dr. HERDOIZA dice: No he 
estado en Estados Unidos. MI esposo tampoco. Tengo cinco hijos. Tres mujercitas y dos 
varones. Regrese a Cuenca el mismo día. El dinero le entregue a Mariana Zabala. Mi hermana 
nos entregó en efectivo veinte mil dólares. Yo no presente ninguna denuncia. A las preguntas 
del Dr. MOSQUERA dice: Antes si he estado en Estados Unidos. Estuve unos cinco años con 
mi esposo. A las preguntas del Dr. ARMAS dice: Le decía por teléfono que nos devuelva 
aunque sea poco a poco el dinero, él dijo que la señora se fue a México. Cuando vine me recibió 
el señor Carlos Alonso Chibuque, el me llevo en su carro a la casa, era un carro de cuatro 
puertas grandes. Él me dijo que las visas son legales. El dinero le entregue a la señora. El Banco 
queda cerca de la casa de ellos. La casa es la que consta en la fotografía. 
 
TESTIMONIO CABO SEGUNDO DE POLICÍA MARÍA FERNANDA ROBALINO 
MUÑOZ, luego de rendir juramento a las preguntas de la FISCAL dice: Trabajo en la policía 
judicial de Sangolquì dos años. Soy investigadora operativa. El 11 de enero del 2011 se realizó 
una orden de allanamiento en el domicilio de los ex Lasallanos. Se solcito orden de detención 
contra el señor Chibuque y señora Pérez Zabala. Hubo una denuncia del señor Wellington 
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referente a unos pasaportes, los dos ciudadanos habían solicitado dinero para unas visas a 
Estados Unidos. Se hicieron verificaciones, se tomaron versiones, por eso se pidió la orden de 
allanamiento. Si estuve en el allanamiento, también estuvo personal de criminalística, de la 
fiscalía. Se encontraron documentos, pasaportes extranjeros, cedulas, un vehículo que había 
estado reportado como robado, fotocopia de cheques no recuerdo el número de la cadena de 
custodia de las evidencias. Los pasaportes que me exhibe la fiscal son parte de las evidencias. 
Son 21 pasaportes ecuatorianos, 30 pasaportes mexicanos y 24 cedulas ecuatorianas. 
Autorizaciones de salidas del país de menores de edad de la Notaria 27. Copias integras de las 
partidas de nacimiento de Jennifer Gabriela Alonso Pérez, Guillermo Alejandro Alonso Pérez, 
Cristofer Sebastián Alonso Pérez. Inscripción de matrimonio de Carlos German Alonso 
Chibuque en copias certificadas, casado con Mariana Pérez Zabala. Una chequera a nombre de 
Mariana Zabala del Banco del Pichincha. Fotocopias de estados de cuenta de cheques de la 
cuenta de Mariana Pérez Zabala. No había documentos de venta de artesanías. Se encontró 
certificados internacionales de vacunación de Cristofer, Jennifer, Natali, Guillermo, Mariana 
Pérez Zabala. 19 pasaportes con el apellido Alonso Pérez y dos pasaportees ecuatorianos de 
Villarreal Hernández Jennifer Andrea y Calderón Tapia Pastora Beatriz. 24 cedulas 
ecuatorianas. En catorce documentos constan los datos de Carlos Alonso Chibuque como padre 
y como madre Mariana Pérez Zabala. Las demás tienen diferentes nombres, nueve cedulas con 
diferentes nombres de padres.  
 
FISCAL.- Solicita se incorporen los 21 pasaportes ecuatorianos, 24 cedulas, tres pasaportes 
mexicanos, los certificados del Ministerio de Salud, los documentos como son la chequera de 
Mariana Pérez. Reporte de la cuenta del Banco del Pichincha número 3346015700 perteneciente 
a Mariana Pérez Zabala. Escrituras de permiso de salida hechas en la notaria 27 a cargo del Dr. 
Fernando Polo Elmir, autorización que hace Mariana Pérez Zabala a su cónyuge Carlos German 
Alonso Chibuque para que pueda salir el niño Wilson Steven Pérez el 8 de febrero del 2010. 
Autorización a favor del señor Carlos Chibuque dado por Damián Villarreal Soto y señora con 
el fin de que Carlos Chibuque pueda acercarse a los juzgados de la Niñez y Adolescencia para 
realizar el trámite y autorización de salida del país de sus hijos, poder dado el 28 de abril del 
2006. A las preguntas del Dr. HERDOIZA dice: En el allanamiento no se encontraron 
indicios de que ahí se hagan documentos.  
 
TESTIMONIO CABO SEGUNDO DE POLICÍA FREDY MAURICIO LOGACHO 
HAYO, luego de rendir juramento a las preguntas de la FISCAL dice: Trabajo en la policía 
judicial de Pichincha, en la unidad de Sangolquì desde hace un año tres meses. El 11 de enero 
del 2011 estaba en esta unidad. Yo soy agente operativo, investigo delitos. El 11 de enero del 
2011 en la Av. Abdón Calderón e Isidro Ayora en Conocoto se procedió a la detención de 
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Alonso Chibuque Carlos German y de la Sra. Pérez Zabala Mariana, cumpliendo con una orden 
de la Jueza Vigésima Tercera de Garantías Penales. Se les dio a conocer a cargo de que 
autoridad que estaban, se les leyó sus derechos, luego se procedió hacer el allanamiento. A las 
preguntas del Dr. HERDOIZA dice: El señor Chibuque no opuso resistencia, tampoco la 
señora Pérez Zabala.  
 
FISCAL.- Prescinde del testimonio del sargento Gualotuña Cruz Luis Aníbal. Incorpora como 
prueba documental el oficio 2007-JP-MP-PN de 1 de diciembre del 2010 suscrito por el 
licenciado Carlos Castro en su calidad de Jefe Provincial de Migración de Pichincha dando a 
conocer los movimientos migratorios de los 14 hijos del matrimonio Alonso Pérez, movimiento 
que indican que sus hijos Carlos Arturo Alonso Pérez sale a Colombia y retorna, igual de Luis 
Enrique Alonso Pérez, Jorge German de Guillermo Alejandro, Cristopher Sebastián y Renata 
Natali Monserrate que ingresan y salen del país, no así con respecto a Jhon Jairo que sale a 
Colombia el 26 de junio del 2008 sin que retornen hasta ahora, igual con Bryan Leonardo que 
sale en el 21 de junio del 2008 a Colombia y hasta la fecha no retorna, de Edy Alonso Pérez que 
sale el 21 de junio del 2008 a Colombia sin que hasta la fecha retorne, y Marcos Alonso Pérez 
que sale el 18 de marzo del 2008 vía aérea a México sin que retorne hasta la presente fecha, de 
los demás no hay movimientos migratorios. El oficio 2010-035-SA-JPMP de 1 de diciembre del 
2010 suscrito por la cabo de policía Rosa Shiguango en su calidad de funcionaria del archivo de 
la Jefatura Provincial de Migración que da a conocer que el documento de salida para el 
adolescente Marco Alonso Pérez se encuentra otorgado ante el Notario Gabriel Cobo en su 
calidad de Notario 23 del Cantón Quito donde indica que se ira de vacaciones con su madre 
Mariana Pérez a México y autoriza Carlos Alonso Chibuque en su calidad de padre. Copia 
certificada dada por el Notario 23 del mencionado documento. Oficio 1860-JPMP- de 11 de 
noviembre del 2010 suscrito por Carlos María Castro donde remite los movimientos migratorios 
del Sr. Alonso y la Sra. Pérez Zabala, la Sra. Pérez sale el 18 de marzo del 2008 a México por 
vía aérea en la empresa Avianca así como también sale el 21 de junio del 2008 hacia Colombia 
y el movimiento de Alonso Chibuque donde consta la salida el 21 de junio del 2008 hacia 
Colombia. Oficio de 13 de enero del 2010 suscrito por Paulo Rodríguez como Director del 
Registro Civil adjuntando las partidas del Sr. Carlos German Alonso Chibuque, Mariana Pérez 
Zabala, y de los catorce hijos. La nota 221-10-DDL de 3 de diciembre del 2010 suscrito por 
Fernando Chávez en calidad de director de documentos del Ministerio de Relaciones Exteriores 
donde adjunta la documentación que sirvió de soporte para la emisión de los pasaportes de 
Antoni, Bryan, Carlos Arturo, Cristofer Sebastián, Eddy Fernando y Jhon Jairo Alonso Pérez. 
Certificación del William Báez Gómez como delegado del SRI donde consta que Carlos Alonso 
Chibuque tiene el RUC número 1718226838-001 registrando como actividad comercial la venta 
de estatuillas y adornos de madera, que Mariana Pérez Zabala no registra actividad comercial 
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alguna. Certificación del señor Juan Ossa que como Gerente de Operaciones de Porta con fecha 
3 de diciembre del 2010 indica que el número celular 091746525 pertenece a Carlos German 
Chibuque. Recibo de 10 de julio del 2009 por la suma de diez mil dólares. Los documentos en 
los que consta que se hizo la transferencia del dinero mediante vía electrónica por parte de la 
Sra. Gómez.  
 
FISCAL.- Que se incorpore el oficio 2011336 DIR-G de 4 de abril del 2001 suscrito por el Ing. 
Paulo Rodríguez como Director del Registro Civil donde constan los antecedentes para la 
emisión de partidas de nacimiento de los catorce niños y niñas que constan como hijos de los 
acusados.  
 
TESTIMONIO SRA. MARIANA PÉREZ ZABALA, dice: Soy mexicana, casada, tengo 
cedula ecuatoriana porque soy hija de padre ecuatoriano, tengo la cedula número 1718226846, 
con pasaporte mexicano número 747597100, de instrucción secundaria, de ocupación 
quehaceres domésticos, domiciliada en San Miguel de Conocoto, urbanización del conjunto ex 
Lasallanos. Respecto del delito que se me acusa manifiesto que en esta situación me involucre 
años atrás con terceras personas, porque yo viajaba mucho a México a entregar artesanías. A la 
Sra. Carmen Gómez le conocí por vía telefónica, al señor Wellington no le conocía, al 
comunicarme con Carmen Gómez me expreso que quería viajar a Estados Unidos, yo en ningún 
momento dije que podía facilitarle visas, le dije que podía comunicarle con la persona que hacia 
este trabajo, el momento de mi detención quise dar el nombre de la persona pero me acogí al 
derecho del silencio por miedo a represalias con mi familia, él sabe que tengo seis hijos y un 
esposo, los mismos que no tienen nada que ver en este asunto. La Sra. Carmen un día fue a 
Quito, la primera vez le conocí personalmente en mi domicilio, le dije que se le puede facilitar 
con el señor William Carrillo el trámite que solicitaba, eso fue todo y ella regreso a Cuenca. No 
sé porque ella dijo que él deseaba viajar a los Estados Unidos si el señor en esa época estaba 
halla, posterior a esto hizo un deposito en la cuenta del Banco del Pichincha de mi propiedad a 
nombre de Mariana Pérez, el dinero que dice que me dio en efectivo es negativo, pues el recibo 
que dice que está firmado por mí no es mi firma ni cedula, solo me entrego los diez mil dólares 
y nada más. Dejo en claro que si hay una persona privada de la libertad injustamente es mi 
esposo Carlos German Alonso Chibuque ya que él en ningún momento fue participe de estos 
hechos de ninguna forma, estoy asumiendo mi responsabilidad y pido perdón públicamente por 
la parte en que yo estoy implicada ya que han perjudicado a mi familia, mis hijos están 
impedidos de sacar cedula de identidad, tres de ellos ya son mayores de edad, la constitución 
dice que tenemos derecho a una cedula y una identidad, yo soy la responsable del delito, esto 
expreso como una atenuante para mi defensa. A las preguntas de la FISCAL dice: Solo tengo 
seis hijos. No voy a contestar las preguntas hechas por la fiscal. Los documentos de identidad 
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míos y de mi esposo fueron dados al Sr. Carrillo para que haga los trámites que creía 
conveniente. Incluso lo hacía a veces sin el conocimiento de mi esposo. Con esto me imagino 
que daba trámite a todo lo que el señor quería. Mi esposo tenía desconocimiento total al igual 
que mis hijos. A las preguntas del Dr. HERDOIZA dice: Al Sr. Wilson Carrillo le conocí en 
la embajada de México cuando yo hacía un trámite, me dijo ser funcionario público, no me dijo 
donde trabajaba, hable con él por varias ocasiones, el me pidió mis documentos y los de mi 
esposo para hacer todo. Yo le facilitaba mi cedula de identidad y la de mi esposo. 
 
TESTIMONIO SR. CARLOS GERMAN ALONSO CHIBUQUE dice: Soy colombiano, 
con cedula 171822683-8, soy casado, de instrucción secundaria, de ocupación artesano 
exportador, domiciliado en San Miguel de Conocoto, urbanización de los Ex Lasallanos. Estoy 
detenido en la cárcel número dos, tengo 43 años de edad. Respecto del delito que se me acusa 
manifiesto que me acojo al derecho del silencio por la razón que mi cónyuge ha sido implicado 
en esto, hay hechos que yo desconozco.  
 
FISCAL.- Incorporo prueba para demostrar la participación de Mariana Pérez y Carlos Alonso 
en el delito de tráfico ilegal de migrantes. En la audiencia la fiscalía presento suficiente prueba 
que demuestra la materialidad de la infracción, se llegó con los abogados a acuerdos probatorios 
sobre el informe de inspección ocular de los hechos efectuados por David Espín, del informe 
documento lógico hecho por Lidia Gaybor, del informe documento lógico del sargento 
Benalcàzar referente a las partidas de nacimiento de Jhon Jairo, Marcos Javier y de la 
autorización de salida realizada ante el Notario Vigésimo Tercero, determinando el perito que 
las firmas que constan en el documento es de los acusados. Con respecto al documento suscrito 
por Juan Vivero en calidad de Gerente del Banco del Austro del que se determina que Carmen 
Gómez tenía una cuenta de la que hizo transferencia a la cuenta de Mariana Pérez Zabala, a la 
numero 2000603964 y 34460515700, así como la 3424333707, que fueron aceptados en 
acuerdos probatorios. Se presentó prueba documental referente a la situación que los cónyuges, 
tenían 14 hijos, que constan como sus padres Mariana Pérez Zabala y Carlos German Chibuque, 
ellos obtuvieron las cedulas de identidad y sacaron la documentación de viaje como consta en la 
documentación del Ministerio de Relaciones Exteriores para sacar los pasaportes. Con la 
documentación del Registro Civil en donde se adjuntan todos los antecedentes. El tráfico de 
migrantes dice quien proporcione, facilite la salida de personas con documentos falsos. Presenté 
documentos del Registro Civil donde constan como padres de catorce hijos. En la 
documentación de Anthony Fabián de acuerdo al número del acta y folio de partida de 
nacimiento corresponde a Deysi Quishpe Llanganate, de Marcos Javier a Rosa Pérez, indica que 
esta cédula se ha anulado por no tener los datos en el Registro Civil. De Jhon Jairo Alonso Pérez 
de acuerdo al acta que consta en la partida de nacimiento pertenece a Lilian Gómez Chancusig, 
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lo mismo pasa con Jennifer Gabriela Pérez, se dice que la cedula del Registro Civil ha sido 
anulada, también de Jennifer Gabriela de acurdo al tomo y folio que pertenece a Ingrid Vanesa 
Loor Landeta, de Eddy Fernando Alonso Pérez de acuerdo al acta y folio corresponde a Estiven 
Alexander Méndez Maya. Constan los movimientos migratorios de Marcos Javier Alonso Pérez 
que lo hace el 28 de marzo del 2008, el hasta ahora no ha vuelto. Con respecto a Mariana Pérez 
Zabala salió en esta fecha por vía aérea a México, también constan los movimientos migratorios 
de Edy Fernando, Jhon Jairo, Bryan Leonardo hacia Colombia el 21 de junio del 2008 quienes 
tampoco hasta ahora han retornado y los movimientos de la Sra. Mariana Pérez que consta que 
en esas fechas salió con destino a Colombia, pero con fecha de retorno. A parte de esto, hay la 
evidencia incorporada en la audiencia constante en los 21 pasaportes ecuatorianos donde están 
los nombres de Brayan, John Jairo, Antoni Fabián y Wilson Estiven, como los pasaportes 
mexicanos y las cedulas de identidad donde están los nombres de Jhon Jairo, Marcos Javier, 
Wilson Steven y Edy Fernando. Hay la cuenta corriente donde se hizo los depósitos Carmen 
Gómez y la cuenta de ahorros a nombre de Mariana Pérez Zabala. Respecto a la responsabilidad 
de Mariana Pérez Zabala, ella fue la que saco a cuatro personas a Marcos Javier, Brayan 
Leonardo, Edy Fernando y Jhon Jairo; de acuerdo a la prueba presentada de Marcos Javier 
corresponde a su firma, es de su autoría, la señora dice que tiene seis hijos y los ha enunciado, 
no nombró a Marcos, Brayan, Jhon, de Marcos Javier dice que es su hijo y le da la autorización 
para que salga el señor Chibuque, pero dice que fue a México a pasear, está engañando la 
señora, ella utilizo medios fraudulentos, presento una cedula para sacar un pasaporte y salir, se 
contradice con el testimonio que dice que le entrego a Wilson Carrillo su cedula y la de su 
esposo y que de ahí no sabía más nada, pero ella fue la que salió con Marcos, Bryan, Jhon a 
Colombia y México, la señora con pleno conocimiento salió, sabiendo que Marcos no es su hijo 
se acercó a la notaria, saco una autorización y salió a México, ella retorno pero no Marcos 
Javier, ni Bryan, ni Edy. Con esto se prueba la participación directa, utilizo una cedula falsa, 
saco un pasaporte y una autorización facilitando el tráfico de migrantes. El señor recibió diez 
mil dólares de la señora Gómez, dijo, que le iba a poner en contacto con William Carrillo que no 
sabemos si existe o no existe ya que en la instrucción no lo mencionó. Ejecuta una acción, lo 
hace el 18 de marzo del 2008, el 21 de junio del 2008 usando documentación falsa y saca a 
Marco, Bryan de nuestro país. Actuó con conciencia y voluntad, no existe ninguna causa de 
justificación para determinar que ella lo haya hecho por presión o desconocimiento. Por lo 
expuesto acuso a Mariana Pérez Zabala de ser autora del delito previsto en el art. 440.2.1 del 
código penal. 
 
DR. ALBERTO HERDOIZA.- Manifiesta que su defendida reconoció ser parte del 
cometimiento de un delito, obro como dice la constitución, nuestras leyes, asumió que su 
cónyuge no tiene nada que ver en el asunto, reconoció que se facilitó por intermedio de un 
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ciudadano Wilson Carrillo que es uno de los tantos tramitadores oportunistas que lucro con este 
tipo de negocio utilizando a personas ingenuas. También reconoció que su esposo no sabía 
nada, que afecto a su hogar en el ambiente social, donde sus hijos estudian y trabajan. La 
fiscalía dice que mi defendida ha reconocido que ha salido con algunos menores, eso no es así 
porque se abstuvo de contestar esas preguntas. Ella recibió presión sicológica, le dijeron que si 
hablaba la vida de sus hijos estaban en riesgo, ella reconoció el acto, arriesgo su libertad. 
Solicito que se tenga en cuenta el Art. 29 numerales 6,7 y 10 del Código Penal , el Art. 77 
numeral 8 de la Constitución y 424 ,425, 426, 427 y 428 de la Constitución , por haber 
colaborado, ella no ha puesto resistencia al haber sido detenida conforme supo manifestar la 
policía Robalino y Logacho Ayo. Que se tome en cuenta que hay una serie de contradicciones 
en el testimonio de los señores Contreras y Gómez. Solicita a nombre de mi defendida que en 
caso de ser sentenciada la sentencia sea la más benigna. 
 
FISCAL.- La materialidad de la infracción es la misma expresada para la otra procesada. 
Mariana Pérez dijo que su esposo Carlos Alonso desconocía de todo lo que hacia ella en estos 
hechos, pero hay que valorar la prueba de la fiscalía que determina que Carlos Alonso si tenía 
participación en los hechos, el dio la autorización de salida del país de Marcos Javier, en su 
calidad de padre, así lo dice el Sargento Benalcàzar al hacer el peritaje, en dicho documento de 
salida las firmas son de su autoría. En el domicilio se encontró evidencias enunciadas, 
documentos, cedulas de identidad, pasaportes ecuatorianos, entonces es imposible creer que el 
señor Alonso no sabía del cometimiento del delito. El si conocía a lo que se dedicaba su esposa, 
el dinero recibió Mariana Pérez Zabala, pero se habla de tráfico de migrantes, de la salida de 
personas usando medios fraudulentos a otro país, con la autorización que dio en calidad de 
padre se acercó a una notaría y autorizo la salida de Marcos que no era su hijo. Se prueba uno de 
los elementos del tipo de tráfico ilegal de migrantes al facilitar la salida de la persona que no era 
su hijo por lo que la fiscalía le acusa de cómplice de este delito. Solicito se dicte sentencia 
condenatoria en contra de Carlos Alonso Chibuque por el delito previsto en el Art. 440.2 del 
Código Penal y pido que se emita la sentencia con la pena establecida en dicho tipo penal. 
 
DR. PATRICIO ARMIJOS.- La fiscalía respecto de su defendido indica que tenía 
conocimiento de los hechos porque ha dado una autorización de salida del país, pero Mariana 
Pérez fue explicita dijo con valentía que ella es la persona que en coordinación con otro 
ciudadano se dedicaba a realizar estos hechos, a la persona que hacia estos poderes se le debió 
haber investigado al menos, es el Dr. Wilson Lozada Villacìs quien como abogado en libre 
ejercicio profesional hacia los tramites en la notaria del Dr. Fernando Polo, jamás Carlos Alonso 
estuvo presente en dicha notaria. Se presenta una autorización de salida del país hecha por 
Mariana Pérez, es decir que en ésta no tiene ninguna responsabilidad Alonso Chibuque. En la 
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otra autorización que se ha hecho en la notaria 27 ante el Dr. Fernando Polo jamás estuvo 
presente Alonso Chibuque, esto fue realizado en conjunto entre Mariana Pérez y el profesional 
del derecho Wilson Lozada, no es responsabilidad de que su cónyuge coja sus documentos 
personales, saque copia, entregue a un abogado en libre ejercicio profesional y lo que pase de 
ahí en adelante es un poder. Supuestamente se da una autorización de salida, quienes deben 
responder por los hechos son éstas dos personas. Se debe tener la certeza de cómo, cuándo, 
quien, entregó los documentos, la mayoría son de los seis hijos de la familia Chibuque Pérez, 
cada ser humano responde por sus actos, Alonso Chibuque no puede responder por los actos de 
su cónyuge, incluso el conocimiento de esos actos o de encubrirlos no es penado por ser su 
cónyuge, el encubrir los hechos no le da ningún tipo de calidad para procesarle, así dice el Art. 
45 del Código Penal. Alonso Chibuque pudo haber sabido, pero hasta ahí nomás, él no estuvo ni 
en México ni en Colombia. La fiscalía no ha presentado la certeza de la participación de Alonso, 
él solo es cónyuge de Mariana Pérez. Cada persona responde por lo que hace o deja de hacer. Se 
encontraron evidencias en el domicilio y Mariana Pérez fue clara, dijo valientemente que ella 
asume la responsabilidad, que ella fue parte del delito, que causo daño a su familia y a su 
cónyuge. La fiscalía pide que se le sentencie como cómplice, eso es una barbaridad jurídica ya 
que pudo haber conocido o desconocido. El Art. 45 del Código Penal es claro, se trata del 
cónyuge, él se acogió al derecho al silencio por solidaridad con su cónyuge. El Art. 77 numeral 
8 de la Constitución dice que nadie puede declarar contra su cónyuge, no por conocer o 
desconocer lo que hace la esposa se le puede dar la calidad de cómplice, no se ha demostrado 
que haya hecho actos secundarios, los dineros no se depositaron en su cuenta, se depositó en la 
cuenta de Mariana Pérez. Jamás se depositó ni un solo centavo en la cuenta del señor Alonso 
Chibuque. No se encontró ningún vestigio con la venta de artesanías, pero en materia penal no 
se puede suponer, se demuestra y en este caso quien certifica este hecho es el SRI, dice que 
Carlos Chibuque se dedica a esta actividad lícita, está en estado activo, es decir que Alonso 
Chibuque se dedica al comercio de las artesanías, pero esto no dice la fiscalía. Si la fiscal se 
refiere al poder especial, jamás estuvo en la notaria mi defendido para otorgar el poder que 
menciona la fiscal. ¿Se ha evidenciado en la audiencia que Alonso Chibuque haya acompañado 
a alguno de los migrantes? No se ha presentado ningún migrante, se ha presentado a un 
denunciante pero por el tipo penal de estafa. El tribunal es garantista de los derechos ciudadanos 
para evitar estos atropellos, para no permitir que paguen justos por pecadores. Alonso Chibuque 
jamás estuvo involucrado en toda la prueba presentada por la fiscalía en el tipo penal de tráfico 
de migrantes por lo que solicita que no se permita la petición de la fiscalía, solicita que 
examinen todo lo actuado dentro de la audiencia y se ratifique el estado de inocencia de Alonso 
Chibuque y se le absuelva en sentencia del delito previsto en el Art. 440.2.1.  
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SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez que el tribunal ha deliberado en vista de las pruebas de 
cargo presentadas por la fiscalía y específicamente con los pasaportes de los menores de edad 
presentados se establece el delito de tráfico de migrantes, por lo tanto se declara a Mariana 
Pérez Zabala culpable del delito de tráfico de migrantes. Con relación al señor Carlos Germán 
Alonso Chibuque se establece que ha colaborado de manera indirecta en el cometimiento del 
delito, sacó del país al menor Marco Alonso por lo que se le declara cómplice del delito de 





VISTOS: MARIANA PÉREZ ZAVALA, de nacionalidad mexicana, hija de padre 
ecuatoriano, con residencia legal en el Ecuador, de 39 años de edad, con cédula de identidad 
171822684-6, pasaporte mexicano 7475975, de estado civil casada, de instrucción secundaria, 
de ocupación quehaceres domésticos, domiciliada antes de su detención en San Miguel de 
Conocoto, Conjunto Ex Lasallanos en donde se ha realizado el allanamiento y actualmente 
detenida en el Centro de Rehabilitación Social Femenino de Quito; y, CARLOS GERMAN 
ALONSO CHIBUQUE, de nacionalidad colombiana, residente en el Ecuador, con cédula de 
identidad 171822683-8, de estado civil casado, de 43 años de edad, de instrucción secundaria, 
de ocupación artesano exportador, domiciliado antes de su detención en San Miguel de 
Conocoto, urbanización Ex Lasallanos donde se ha realizado el allanamiento, y actualmente 
detenido en el Centro de Rehabilitación Social de varones de Quito No. 2; han sido llamados a 
juicio, por el señor Juez Primero de Garantías Penales de Pichincha, mediante auto de 28 de 
junio del 2011, a las 17:30, por el delito de tráfico de migrantes tipificado y sancionado en el 
Art. 440.2.1 del Código Penal; esto por cuanto teniendo como antecedente la resolución de 
inicio de la instrucción fiscal dictada por la Dra. Tania Moreno Romero, en representación de la 
Fiscalía General del Estado, en razón de la denuncia presentada por Wellington Contreras 
Pacheco, ha tenido conocimiento que el 10 de julio del 2009, en el sector del Valle de Los 
Chillos ha conocido al señor Carlos Germán Alonso Chibuque, de nacionalidad colombiana, 
quien le había ofrecido obtener dos visas para que viajen a los Estados Unidos de Norteamérica, 
cada una por un valor de US$15.000,00, para lo cual debía entregarle por adelantado la suma de 
US$20.000,00, lo que fue entregado a la señora Mariana Pérez Zavala, de nacionalidad 
mexicana, quien les había indicado que esperaran unos meses para viajar, que al pasar el tiempo 
los denunciados les habían indicado que existían problemas en las fronteras, que debían esperar 
hasta el mes de febrero del 2010, que el dinero que recibieron lo habían entregado al cónsul 
americano que no lo quería devolver, que en definitiva luego habían negado haber recibido el 
dinero. Llevada a cabo la audiencia pública oral de juzgamiento de los acusados y estando la 
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causa en estado de emitir la sentencia correspondiente, luego de que el Tribunal ha deliberado, 
se realizan las siguientes consideraciones:  
 
1.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 
 
El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, en el que los órganos del poder 
público han de observar y aplicar la Constitución, los instrumentos internacionales y el 
ordenamiento jurídico interno que no contraríe a sus disposiciones ni menoscabe derechos y 
garantías; el Art. 21.1 del Código de Procedimiento Penal establece: “Hay competencia de una 
jueza o juez de garantías penales o de un Tribunal de Garantías Penales cuando se ha cometido 
la infracción en la sección territorial en la que esa jueza o juez de Garantías Penales o Tribunal 
de Garantías Penales ejerce sus funciones (...); el hecho motivo del presente enjuiciamiento se 
ha evidenciado en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha, por consiguiente, el Tribunal es 
competente para conocer y resolver la situación jurídica de la acusada MARIANA PÉREZ 
ZAVALA y CARLOS GERMAN ALONSO CHIBUQUE, siendo competencia de este 
Tribunal la etapa del juicio conforme el Art. 28.1 del Código Adjetivo Penal, etapa que se ha 
sustanciado con observancia de las normas constitucionales y legales del debido proceso, 
apegado además a lo dispuesto en el Art. 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos 
y Art. 221.1 del Código Orgánico de la Función Judicial, por lo que se establece la validez 
procesal.  
 




La Dra. Tania Moreno en representación de la Fiscalía General del Estado indicó, que probará 
como la acusada Mariana Pérez Zavala y el acusado Carlos Germán Alonso Chibuque, han 
incurrido en el delito de tráfico ilegal de migrantes que fue introducida con la ley reformatoria 
70-2006, publicada en el suplemento del Registro Oficial 427 de 9 de diciembre del 2006; que 
los hechos que probará han sido que durante el período 2007 al 2010 los acusados se han 
dedicado a participar en la migración de niños, niñas y adolescentes utilizando medios 
fraudulentos; que en inicio le ha llegado una denuncia el 29 de octubre del 2010, por parte del 
señor Wellington Contreras en la que indicaba que ha tenido su domicilio en la ciudad de 
Cuenca donde ha tomado contacto con una persona que le ha indicado que los cónyuges Alonso 
Pérez se dedicaban a conseguir visas a los EEUU, que ha tomado contacto con el acusado quien 
le ha ratificado que se dedicaba a eso porque tenía amigos en la embajada, que el precio de cada 
visa ha sido de US$15.000, que como eran dos debía darle un anticipo de US$20.000,00, que 
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los otros US$10.000,00 le debían entregar en el aeropuerto Jhon F Kennedy en los Estados 
Unidos; que el denunciante ha cumplido con los acusados, que les ha hecho transferencia de 
dinero desde su cuenta en el Banco del Austro 2000603964, a las del Banco del Pichincha 
3346015700 y 3424237704, que mediante estas transferencias la señora Carmen Gómez les ha 
entregado la cantidad de US$10.000,00, que los otros US$10.000,00 les ha entregado el 10 de 
julio del 2010, en efectivo por lo que la señora Pérez les ha dado un recibo; que en su 
investigación ha establecido que los acusados se dedicaban al tráfico de migrantes, que han 
tenido 6 hijos biológicos de nombres Carlos Arturo, Luis Enrique, Guillermo Alejandro, Natali 
Monserrath , Cristopher Sebastián y Jorge Germán Alonso Pérez, mas documentadamente han 
llegado a tener 14 hijos, que según los registros han sido concebidos en algunos casos con dos 
meses de diferencia de los biológicos, quienes son Byron Leonardo, Eddy Fernando, Jennifer 
Anabelle, Jennifer Gabriela, Jhon Jairo, Marcos Javier, Wilson Steven y Anthony Fabián, todos 
de apellido Alonso Pérez; que con la prueba que presentará determinará que el acusado y su hijo 
documental Marcos Javier han tenido un mes de diferencia entre el nacimiento de cada uno, que 
Guillermo Alejandro ha nacido el 11 de noviembre de 1993 y Marcos Javier Alonso Pérez el 23 
de diciembre de 1993; que su hija biológica Natali Monserrath ha nacido el 23 de agosto de 
1997 y el niño Eddy Fernando Alonso Pérez ha nacido el 31 de octubre de 1997; que han tenido 
dos hijos que nacen con diferencia de días como Anthony Fabián que ha nacido el 14 de febrero 
del 2000 y Jhon Jairo Alonso Pérez que ha nacido el 18 de febrero del año 2000; que con la 
prueba que presentará determinará como su hijo Marcos Javier Alonso Pérez ha salido a la 
ciudad de México vía aérea con la autorización de su padre el acusado Carlos Germán Alonso 
Pérez el 18 de marzo del 2008, con su supuesta madre la acusada Mariana Pérez Zavala, 
retornando únicamente ella y no Marcos Javier Alonso Pérez de 14 años de edad quien nunca ha 
retornado, que lo mismo ha ocurrido con los adolescentes Bryan Leonardo Alonso Pérez de 13 
años de edad que ha salido del país vía terrestre a Colombia con los acusados; que todos estos 
hechos los probará durante el desarrollo de la audiencia; que justificara que los acusados han 
sido autores del delito de tráfico de migrantes.  
 
2.2. DEFENSA DE LOS ACUSADOS 
 
El Dr. Alberto Herdoìza, en representación de su defendida la señora Mariana Pérez Zavala 
manifestó, que la fiscalía ha emitido una teoría muy sencilla, que se ha hablado del señor 
Contreras y de que Carmen Gómez, que ha entregado dinero a sus defendidos, que el señor 
Contreras jamás ha tenido relación con sus defendidos, que el señor ha estado en los Estados 
Unidos en esas fechas, que la fiscalía no ha dicho que la señora Carmen Gómez y el señor 
Contreras han sido chulqueros conocidos de la provincia del Azuay, que ellos les han prestado 
dinero a los acusados, que por una animadversión han dicho que han sido engañados; que si el 
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señor Contreras ha estado en los Estados Unidos qué visa le podrían entregar, que la señora 
Gómez en ningún momento ha dicho que ha sido para enviar a menores de edad a los Estados 
Unidos; que la fiscalía no ha demostrado quienes han otorgado los pasaportes y las cédulas de 
los menores, que quienes han otorgado esos documentos han sido funcionarios del registro civil; 
que demostrará que las cosas no han sido como aparentan, que las cosas eran como en realidad 
deberían haberse hecho; que con los testimonios de los presentes en la sala darán a conocer que 
sus defendidos están siendo injustamente juzgados por un hecho al que no han tenido acceso 
porque son personas particulares. El Dr. Patricio Armijos defensor del señor Carlos Germán 
Alonso Chibuque, indicó que en la audiencia de juzgamiento demostrará que ha habido una 
serie de funcionarios públicos que ha realizado las cédulas de ciudadanía, los pasaportes y las 
partidas de nacimiento para las inscripciones tardías; que documentadamente demostrará que ha 
pedido a la fiscalía que colabore con las investigaciones pero no lo ha hecho, que 
definitivamente en la Instrucción Fiscal no se ha realizado una investigación seria, expedita y 
científica, que al no tener la colaboración de la fiscalía no ha sido posible la defensa de los 
acusados, que va a demostrar quienes, dónde, cómo y qué personas realizaron estos trámites; 
que los acusados han acogido la política de este gobierno respecto a combatir ciertos actos de 
corrupción; que Carlos Alonso Chibuque no ha estado inmerso en ninguno de estos actos de 
tráfico ilegal de migrantes tipificado en el 440.2.1 del Código Penal; que la señora Mariana 
Pérez confesará su verdad ante ustedes la que será valorizada, que debido a su información 
solicitaba se le concedan atenuantes, que jamás el señor Carlos Alonso Chibuque ha recibido un 
solo centavo del ciudadano Wellington Contreras Pacheco cuya denuncia ha dado inicio a este 
proceso penal.  
 
3.- LA PRUEBA 
 
Dentro de las disposiciones relativas a la prueba, la norma adjetiva penal, establece en sus 
Artículos: 79, “Las pruebas deben ser producidas en el juicio, ante los tribunales de garantías 
penales correspondientes (...); 83:” La prueba solo tiene valor si ha sido pedida ordenada, 
practicada e incorporada al juicio conforme a las disposiciones de este Código.(...)”; 89: “ En 
materia penal las pruebas son materiales, testimoniales y documentales.”; 119: “(...) Los partes 
informativos, informes periciales, versiones de los testigos y cualquier declaración anterior se 
podrá usar en el juicio con los únicos objetivos de refrescar la memoria y sacar a relucir 
contradicciones, siempre bajo prevención de que no sustituya al testimonio; no serán admitidos 
como prueba.(...)”; 286.6 “ Las declaraciones o informes emitidos con anterioridad por una 
persona que está prestando testimonio en juicio, solo podrán ser leídos estrictamente en las 
partes pertinentes, para apoyar la memoria de dicha persona, o para demostrar inconsistencias o 
contradicciones en su testimonio actual; por su parte, el cuarto inciso del Art. 253 indica que los 
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jueces formarán su convicción a base del mérito y resultados de la prueba cuya producción y 
formulación hayan apreciado directamente en el curso del juicio, y de acuerdo con las normas 
de este Código, salvo las excepciones que la ley consagra; finalmente, el Art. 250 ibídem, 
estipula que en la etapa del juicio se deben practicar los actos procesales necesarios para 
comprobar la existencia material de la infracción y la responsabilidad de la procesada o 
procesado para según corresponda condenar o absolver, normas penales que son aplicables en el 
presente caso al haberse dado inicio a la Instrucción Fiscal con posterioridad al 29 de marzo del 
2009, en que se dictó la ley reformatoria al Código de Procedimiento Penal publicada en el 
Registro Oficial No. 555 de 24 de marzo del 2009 y la publicada en el Registro Oficial 160 del 
29 de marzo del 2010; siendo por ello la prueba de suma importancia para la justificación de 
esos presupuestos, debiendo por tanto ser obtenida a través de mecanismos o medios lícitos con 
respeto estricto a los derechos y garantías constitucionales para la justificación de esos 
presupuestos, caso contrario se les aplicará la disposición del Art. 76.4 de la Constitución, que 
prevé que las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la Ley no tienen 
validez alguna y carecen de eficacia probatoria; es así que luego de la anunciación de las 
pruebas por parte de los sujetos procesales han arribado a los siguientes acuerdos probatorios: 
El informe de Inspección Ocular Técnica No. 016-2011, constante en el oficio No. 716-DCP de 
14 de enero del 2011, suscrito por los peritos Sbte. David Espín Estévez, Cbop. Moisés Beltrán 
C y Cbos. José Fuentes Guasanga, respecto de los hallazgos realizados en el allanamiento 
efectuado en el inmueble No. 5, del Conjunto Habitacional Ex Lasallanos, entre los que se 
encuentran los encontrados en el dormitorio No. 1 de la primera planta en el compartimiento 
superior de un armario adherido a la pared se han localizado dos carpetas de cartón conteniendo 
dos planos de vivienda, una copia fotostática de un contrato de compra-venta de un vehículo, 
una copia fotostática de una cédula de ciudadanía con No. De formulario 1787482, un 
certificado de votación, una copia fotostática de matrícula vehicular, copia de cédulas de 
ciudadanía, copias de matrículas, contrato de arrendamiento, talonario de facturas, hojas de 
textos manuscritos agendas, partidas de nacimiento, registro federal de lectores, cédulas de 
ciudadanía, libretas de ahorros, pasaportes, hoja de tarjeta andina, formato del soat, pasaportes, 
cheque del banco del pichincha, comprobante de transferencia, copias de partidas de 
nacimiento, ticket de aerolínea Avianca, maletín con 35 fotografías de distintas personas, 20 
cédulas de ciudadanía, pasaportes de los Estados Unidos Mexicanos, dos poderes a favor del 
señor Carlos Alonso Chibuque, 4 copias de informe de nacido vivos, 4 inscripciones de 
matrimonio de los acusados, copias de actas de nacimientos, certificados de bautizo y primera 
comunión; en la segunda planta tercio izquierdo se localizó entre otras cosas una cámara 
fotográfica; informe al que se ha incorporado la fijación fotográfica de las evidencias e indicios; 
La pericia documento lógica No. 069-2011, de 8 de febrero del 2011 constan del oficio No. 
2246-DCP, suscrita por la Cbos. de Policía Lidia Cristina Gaybor Salazar, cuyo objeto era 
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determinar la autenticidad de los pasaportes y cédulas que constaban como evidencias en el acta 
de allanamiento de 11 de enero del 2011, suscrita por los señores Sgop. Luis Aníbal Gualotuña, 
Cbos. Freddy Mauricio Logacho y Cbos. María Fernanda Robalino, así como también la 
autorización de salida del país del menor Marco Xavier Alonso Pérez emitida el 17 de marzo del 
2008, por el Notario Vigésimo Tercero, Dr. Gabriel Cobo U; pasaportes ecuatorianos de las 
siguientes personas: Tatiana Lizeth y Jacqueline Magali Alonso Hernández; Natalie Monserrate, 
Guillermo Alejandro, Wilson Esteven, Jorge Germán, Marcos Xavier, Carlos Arturo, Eddy 
Fernando, Cristopher Sebastián, Jennifer Gabriela, Bryan Leonardo, Anthony Fabián y Jhon 
Jairo Alonso Pérez; Pastora Beatriz Calderón Tapia y Jennifer Andrea Villarreal Hernández; 
pasaportes mexicanos de Luis Enrique, Nataly Monserrate, Jhon Jairo, Guillermo Alejandro, 
Cristopher Sebastián, Marcos Xavier, Bryan Leonardo, Eddy Fernando, Anthony Fabián y Jorge 
Germán, Jennifer Gabriela, Alonso Pérez; Jacqueline Magali y Tatiana Lizeth Alonso Pérez; 
Mariana Pérez Zavala; Luis Fernando, Arturo Alejandro, Jennifer Andrea Villarreal Hernández 
y un pasaporte sin nombre No. A7687895; pasaportes colombianos del acusado Carlos Germán 
Alonso Chibuque; cédulas de ciudadanía de: Jhon Jairo, Natali Monserrath, Luis Enrique, 
Jennifer Gabriela, Marcos Xavier, Bryan Leonardo, Eddy Fernando, Anthony Fabián, Jorge 
Germán, Christopher Sebastián y Wilson Steven Alonso Pérez; Tatiana Lizeth y Jacqueline 
Magali Alonso Hernández; Carlos Efraín Espinosa Gonzalón; Marcos Javier Sánchez Cárdenas; 
Mariana Pérez Zavala; Luis Fernando, y Jennifer Andrea Villarreal Hernández; y la autorización 
de salida del país del menor Marco Xavier Alonso Pérez; en cuyas conclusiones ha hecho 
constar que todos los soportes de los pasaportes ecuatorianos analizados reunían las medidas de 
seguridad, siendo documentos originales, a excepción del pasaporte No. 1722745534 a nombre 
de Jennifer Gabriela Alonso Pérez emitido el 24/08/2005 que presentaba adulteraciones en la 
página de datos de filiación del titular, la cual ha sido el resultado de una reproducción por 
medios fotomecánicos (copia scanner) siendo un documento adulterado; que los pasaportes 
mexicanos han reunido las medidas de seguridad, que los pasaportes A7470787 a nombre de 
Cristopher Sebastián Alonso Pérez emitido el 22/12/2004; 07815770132 a nombre de 
Jacqueline Magaly Alonso Hernández emitido el 11/10/2007; A7687866 a nombre de Jennifer 
Andrea Villarreal Hernández emitido el 16/08/2007; A7687868 a nombre de Luis Fernando 
Villarreal Hernández emitido el 16/08/2005; 07815470131 a nombre de Tatiana Lizeth Alonso 
Hernández emitido el 11/10/2007; y pasaporte No. A7687895 sin nombre, presentaban 
maniobras de adulteración, amputación y desprendimientos, que esto ha querido decir que se 
trata de documentos adulterados; que los soportes de los pasaportes colombianos han sido 
documentos originales; que los soportes de todas las cédulas de ciudadanía e identidad han 
reunido las seguridades por lo que han sido documentos originales; y respecto de la autorización 
de salida del país los acusados se han negado a proporcionar sus cuerpos de escritura por lo que 
no pudo practicar la pericia; El Informe Pericial Documento lógico No. 204, del oficio No. 
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4798-DCP de 8 de marzo del 2011, suscrito por el Sgos. de Policía Carlos Benalcàzar R., cuyo 
objeto era el análisis pericial de las firmas obrantes en las inscripciones de nacimiento de Bryan 
Leonardo, Anthony Fabián, Natalie Monserrat, Marcos Xavier, Wilson Esteven, Luis Enrique, 
Gin Jairo, Jorge Germán, Jennifer Gabriela, Jennifer Anabelle, Guillermo Alejandro, 
Christopher Sebastián, Carlos Arturo Alonso Pérez que constaban en el Registro Civil y en 
extranjería; y la autorización de salida del menor Marcos Xavier Alonso Chibuque, misma que 
reposaba en la Notaría Vigésimo Tercera del Cantón Quito cotejándolas con las firmas 
indubitadas del expediente; concluyendo luego de su análisis que las firmas atribuidas al señor 
Carlos Germán Alonso Chibuque obrantes en las partidas de nacimiento de Wilson Steven, Luis 
Enrique, Natalie Monserrat, Jorge Germán, Guillermo Alejandro Alonso Pérez, así como la 
firma obrante en la autorización de salida del país del menor Marcos Xavier Alonso Pérez han 
guardado similitud gráfica y morfológica con las firmas del mencionado ciudadano por lo que 
provienen de la misma autoría gráfica; y, con respecto a las firmas de la acusada Mariana Pérez 
Zavala obrantes en las partidas de nacimiento de Wilson Esteven, Natalie Monserrat, Jorge 
Germán, Guillermo Alejandro Alonso Pérez, así como la obrante de la autorización de salida del 
país del menor Marcos Xavier Alonso Pérez han guardado similitud gráfica y morfológica con 
las firmas indubitadas de la señora, lo que ha querido decir que han provenido de su autoría 
gráfica; y, El oficio No. JSC-R 2010-0003, de 16 de noviembre del 2010, suscrito por el señor 
José Luis Vivero, Gerente Regional del Banco del Austro de la ciudad de Quito, del que se 
desprende que a petición de la señora Carmen Gómez Campoverde titular de la cuenta de 
ahorros No. 2000603964, el 10 de julio del 2009, se ha realizado la transferencia a la cuenta de 
ahorros No. 3346015700 del Banco del Pichincha a nombre de la señora Mariana Pérez Zavala 
por la cantidad de US$5.000,00; y en la misma fecha a la cuenta corriente del Banco del 
Pichincha No. 3424237704, a nombre de la misma señora Mariana Pérez Zavala. Acuerdos que 
no serán sometidos a los principios de oralidad e inmediación al haber dejado de ser 
controvertidos por voluntad y acuerdo de la defensa de los acusados y la Fiscalía General del 
Estado en calidad de acusador; siendo las pruebas presentadas en el desarrollo de la audiencia 






Señor Wellington Bonifacio Contreras Pacheco, quien luego de rendir el juramento de ley 
manifestó, que actualmente ha estado viviendo en la ciudad de Cuenca, provincia del Azuay, 
que lo ha hecho por 20 años hasta la fecha, que su actividad económica ha sido de agricultor, 
que en una fiesta ha conocido a una persona, quien a su vez le ha comentado que conocía unas 
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personas que le podían ayudar para conseguir visas a los Estados Unidos, que este señor le ha 
dado el teléfono de esas personas, que se ha comunicado con el acusado señor Carlos Alonso 
para hablar de las visas, que le ha explicado que salían de Ecuador hacia los Estados Unidos 
para llegar al aeropuerto Jhon F. Kennedy en la ciudad de New York, que el costo de cada visa 
era de US$15.000,00, que se le debía entregar primero US$10.000,00, que al llegar al 
aeropuerto le debían cancelar los US$5.000,00 restantes, que como le ha pedido dos visas, con 
su esposa le ha entregado US$20.000,00, que esas visas las ha pedido para su señora y la 
familia, que el dinero se le ha entregado el 10 de julio del 2009, en la ciudad de Cuenca, que su 
señora le ha dado US$10.000,00 mediante depósito desde el banco del Austro a las cuentas de la 
señora Mariana Pérez en el banco del Pichincha, que han sido dos transacciones hechas el 
mismo día, que luego les ha dicho que los US$10.000,00 le debían entregar en Quito en la casa 
de él, que ha sido para que conozcan y poder tener mejor comunicación, que su señora ha 
viajado a Quito para entregarle los US$10.000,00 en efectivo a la señora Mariana Pérez en las 
manos, que a cambio le ha dado un recibo en un papel, que con eso han quedado que para el 
mes de agosto del 2009, le iban a entregar las visas para poder viajar a Estados Unidos, que ha 
llegado la fecha que le han indicado pero no les ha llamado, que le han llamado al señor Carlos 
Alonso al celular 091746425, que él le ha respondido que por orden del gobierno se han 
detenido las visas, que esas visas iban a salir en septiembre, que llegado el mes de septiembre 
no les ha llamado, que han seguido dando largas, que han llegado a decirle que quedaban para el 
próximo año, que a la final en una de las llamadas le han dicho que no se podía hacer nada, que 
le ha rogado al señor Alonso que le devolviera su dinero, que el señor se ha negado porque a él 
le han tenido que devolver quien le daba las visas, que le decía fechas pero nada, que ha 
terminado el 2009, sin llegar a ningún acuerdo de las visas y el dinero, que lo que le ha pedido 
que le devuelva su dinero porque para poder entregarle han puesto su casa en garantía; que al 
final le ha dicho que él no tenía nada que ver, que el negocio lo han hecho con su esposa la 
señora Mariana Pérez, que ella ha estado viviendo en México, que al ver la negativa ha decidido 
acudir a la Fiscalía para tratar de llegar a un acuerdo para cobrar su dinero; que ha estado por 
una ocasión en los Estados Unidos desde el año 1998 hasta el mes de septiembre del 2008, que 
su familia ha estado radicada en la ciudad de Cuenca, que no ha tenido hijos en los EEUU; que 
en el año 2009 ha estado en Cuenca, que no ha tenido contacto físico con el acusado que todo lo 
ha hecho por teléfono celular; que la señora Marianita Pérez ha sido la que ha tenido contacto 
con él; que al hacer la negociación por teléfono sospechaban pero como les han dado tantas 
garantías han tomado la decisión de entregarle el dinero; que ellos han sabido que ha sido 
verdad la entrega del dinero; que la persona que le ha puesto en contacto con el señor ha sido un 
señor que estaba en una fiesta, que como era conocido todas las personas en Cuenca ha querido 
viajar a los EEUU solo le ha facilitado el teléfono; que ha confiado en el señor Carlos Alonso y 
en la señora Mariana Pérez; que su casa en Cuenca la ha adquirido con el dinero que lo ha hecho 
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trabajando en los Estados Unidos, que los US$20.000,00 que le han entregado a la señora los 
han obtenido de un préstamo a la hermana de su señora a la que le han contado del asunto de las 
visas, que ese dinero le han entregado en efectivo cuando ha venido la señora al Ecuador; que su 
esposa la señora Carmen Gómez ha sido quien ha viajado a la ciudad de Quito el 10 de julio del 
2009, para entregarle el dinero; que la denuncia la ha presentado personalmente, que lo ha 
hecho por la estafa de la que ha sido objeto, que además porque cuando ha hablado por teléfono 
con él le había dicho que tramitaba visas, que en el mes de agosto ha tenido cupo para 6 visas, 
que le ha ofrecido que le sacaba la visa, que le iba a llevar a los Estados Unidos; que los 




Señora Carmen Cristina Gómez Campoverde, quien luego de rendir el juramento de ley 
manifestó, que su esposo ha sido Wellington Bonifacio Contreras, que ha estado viviendo en 
Cuenca, que su actividad han sido los quehaceres domésticos, que ha conocido a los acusados 
por intermedio de un señor que ha conocido en una fiesta en Cuenca quien le ha dado el número 
de teléfono de la señora Mariana Pérez Zavala, que cuando han hablado con ella les ha dicho 
que cada año le daban 5 visas en la embajada de los EEUU, que la señora le ha dicho que ella 
mandaba a los EEUU, que le ha pedido dinero, que le ha dicho que viajaría a Cuenca para 
conocerle, que luego no ha podido viajar, que por eso le ha dado el número de cuenta del Banco 
del Pichincha para que le depositara el dinero, que ha hecho la transferencia de su cuenta a dos 
cuentas del Banco del Pichincha, que su cuenta en el banco del Austro ha sido 2000603964, que 
esa transferencia la ha realizado el 10 de julio del 2009, que luego le ha dicho que los otros 
US$10.000,00 le viniera a dejar en Quito, que ha venido en bus interprovincial, que el acusado 
Carlos Alonso le ha recogido en el terminal para llevarle a la casa de ellos por un puente en 
Chillogallo, que se ha quedado en la sala, que media hora más tarde ha bajado la señora con 
quien ha conversado, que eso ha sido como a las 08:30 o 09:00,que se han ido al banco para 
sacar el dinero, que en el mismo banco le ha entregado a la señora Mariana Pérez los 
US$10.000,00, que mientras tanto el señor Alonso ha estado esperando en el carro, que le ha 
pedido a la señora que le diera un documento por la entrega del dinero, que le ha dado un recibo 
diciendo algo de un terreno, que le ha puesto el número de cédula, que le ha dicho que solo le 
ponía los US$10.000,00 que le ha dado en efectivo porque de los otros le ha dicho que ya había 
constancia con las transferencias, que ese dinero le ha entregado el 10 de julio del 2009; que el 
dinero que han entregado ha sido por unas visas legales, que por esa oferta se han ilusionado 
pero no le han entregado las visas, que el día que le ha entregado el dinero le ha preguntado 
cuando iban a estar las visas, que le ha contestado que le llamaría a finales de julio, que nunca le 
han entregado las visas, que como le llamaba para saber algo le ha sabido decir que aún no 
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estaban, que a la final ella le ha dicho que han ido de la embajada de los EEUU a chequear, que 
luego de un tiempo le ha reclamado que porque se ha demorado con las visas legales que le 
había ofrecido; que ha estado preocupada porque el dinero con el que ha pagado las visas le ha 
prestado una hermana que estaba en Estados Unidos; que ella en ningún momento ha querido 
comprar ningún terreno, que lo que ha querido era que le arreglen por lo del dinero que ha 
entregado por las visas, que luego de eso la señora ha cortado el celular, que un señor le ha dado 
el número de teléfono del señor Carlos Alonso Chibuque, que se ha enterado que la señora se 
había ido a México porque estaba enferma, que ya estaba por regresar, que ha pasado el tiempo 
y nada, que se ha ido al Registro Civil a preguntar el número de la cédula que la señora Mariana 
Pérez Zavala había puesto en el recibo, que le han dicho que no le correspondía, que ese recibo 
lo ha llenado la misma señora en el banco con su letra; que ni ella ni su esposo han estado en los 
Estados Unidos, que han tenido 5 hijos, 3 mujeres y 2 varones, que no ha tenido ningún hijo en 
los EEUU, que el dinero le ha entregado en el Banco del Austro a la señora Mariana Zavala, que 
su hermana le ha entregado US$20.000,00 en efectivo en la ciudad de Cuenca; que el señor 
Carlos Alonso le ha dicho que le tenía que reclamar a su señora, que ha ido a Migración para 
saber si la señora se ha ido a México; que inclusive el señor le ha dicho que a él no le ha 
entregado el dinero, que le debía reclamar a su señora; que cuando ha estado conversando en la 
casa de los acusados la señora le ha dicho que mandaba a niños y toda persona a los EEUU, que 
luego se han tomado un café con el señor, que en el trayecto al banco no han conversado de las 
visas, que el señor estaba esperando afuera de banco, que recordaba poco la casa, que las fotos 
de la casa que le han puesto a la vista no podría decir si corresponden o no a la casa donde 
estaba; que realmente si ha viajado a los Estados Unidos al igual que su esposo, que no lo ha 
dicho porque como estaba ilegal se podrían enterar en la embajada de los Estados Unidos lo que 
le impediría presentarse para pedir la visa. 
 
3.1.3 TESTIMONIO  
 
Señora Cbos. de Policía María Fernanda Robalino Muñoz, quien luego de rendir el juramento 
de ley manifestó, que en la actualidad ha estado laborando en la Policía Judicial de Sangolquì, 
que dentro de la unidad policial ha sido agente investigadora operativa, que ha realizado en 
torno a este caso, que el 11 de enero del 2011, se ha cumplido con la orden de allanamiento en 
el domicilio ubicado en la urbanización Exlasallanos lote 5, que se ha cumplido con la orden de 
detención de los acusados, que esto lo ha ordenado la señora Jueza de Garantías Penales Dra. 
Tatiana Molina González; que el antecedente a la orden de allanamiento ha sido la denuncia 
presentada por el señor Wellington Contreras referente a dinero solicitado por los acusados para 
obtener visas; que ha estado en el momento allanamiento desde que ha iniciado, que ha estado 
además personal de criminalística y policial; que dentro de las evidencias se han encontrado 
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pasaportes de varias nacionalidades, cédulas ecuatorianas, un vehículo reportado como robado, 
fotocopias de cheques para la ciudadana Mariana Pérez Zavala, que ha recibido las evidencias 
con cadena de custodia No. 0058-2011; que los pasaportes que la fiscal le ha puesto a la vista 
han sido los que han encontrado en el allanamiento de la casa; que la autorización de salida del 
menor de edad Marcos Alonso Pérez ha sido la que han encontrado en la casa de los acusados; 
que han encontrado tarjetas integras de partida de nacimiento de Jennifer Gabriela Alonso 
Pérez, inscripción de nacimiento de Guillermo Alejandro Alonso Pérez, Christopher Sebastián 
Alonso Pérez, la inscripción de matrimonio de los acusados, la chequera a nombre de la señora 
Pérez Zavala Mariana del banco del Pichincha de la cuenta No. 3424237704, copias de estados 
de cuenta, cheques de la señora de la cuenta No. 3424237704; que no ha podido observar 
documentos por venta de artesanías, que además los certificados internacionales de vacunación 
de los menores Alonso Pérez han sido los que ha recibido; que dentro de los pasaportes se han 
encontrado 19 pasaportes ecuatorianos con los apellidos Alonso Pérez y dos pasaportes 
ecuatorianos de Villarreal Hernández Jennifer Andrea y Calderón Tapia Beatriz; que las 24 
cédulas de ciudadanía han sido ecuatorianas, que dentro de los datos de filiación ha habido 14 
cédulas con el apellido Alonso Pérez, que como padres han estado los nombres de los acusados, 
que 9 cédulas han sido de personas con diferentes nombres; que durante el allanamiento no ha 




Señor Cbos. de Policía Freddy Mauricio Logacho Ayo, quien luego de rendir el juramento de 
ley manifestó, que actualmente ha estado trabajando en la Policía Judicial de Pichincha, que a 
enero del 2011, ha estado laborando en la Unidad Policial de Sangolquì, que sus funciones han 
sido de agente operativo dedicado a investigar delitos, que dentro de sus funciones ha cumplido 
con la detención de los acusados Carlos Alonso Chibuque y Mariana Pérez Zavala en 
acatamiento a la orden de detención, que lo ha hecho en la Av. Abdón Calderón e Isidro Ayora 
en la entrada a San Miguel perteneciente a la parroquia de Conocoto, que la orden ha sido 
emitida por la Dra. Tania Molina González, Jueza Vigésima Tercera de Garantías Penales de 
Pichincha; que les ha explicado a los acusados sobre sus derechos y las razones de su detención, 
que luego de eso se ha procedido al allanamiento; que ninguno de los dos acusados ha opuesto 
resistencia. 
 
3.1.5 El oficio No. 2007-JPMP-PN, de 1 de diciembre del 2010, suscrito por el Licenciado 
Carlos Castro, Jefe Provincial de Migración de Pichincha, en que ha dado a conocer los 
movimientos migratorios de los 14 hijos del matrimonio Alonso Pérez, de los que se desprende 
que su hijo Carlos Arturo Alonso Pérez ha salido a Colombia y ha retornado, al igual que sus 
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otros hermanos, quienes han salido e ingresado a nuestro país, no así con respecto a sus hijos 
Jhon Jairo Alonso Pérez, que salió a Colombia el 26 de junio del 2008, sin que haya retornado 
hasta la presente fecha, lo que también ocurre con Bryan Leonardo Alonso Pérez, que ha salido 
el 21 de junio del 2008, hacia Colombia sin retornar hasta la fecha, con Eddy Fernando Alonso 
Pérez que salió el 21 de junio del 2008, a Colombia sin que a la fecha haya retornado, que así 
mismo su hijo Marcos Xavier Alonso Pérez ha salido el 18 de marzo del 2008, vía aérea hacia 
México sin que hasta la presente fecha haya retornado. 
 
3.1.6 El oficio No. 2010-035-SA-JPMP, de 1 de diciembre del 2010, suscrito por la Cbop. De 
Policía Rosa Shiguango, funcionaria de la sección de archivo de la Jefatura Provincial de 
Migración de Pichincha en que ha dado a conocer que el documento de salida del país para el 
adolescente Marco Javier Alonso Pérez ha sido otorgado por el Dr. Gabriel Cobo, Notario 
Vigésimo Tercero del Cantón Quito, en el que además se indicaba que saldría de vacaciones con 
su madre la señora Mariana Pérez Zavala, autorización que la hacía el señor Carlos Germán 
Alonso Chibuque como padre del menor; oficio al que acompaña copia debidamente certificada 
de la mencionada autorización. 
 
3.1.7 El oficio No. 1860-JPNP, de 11 de noviembre del 2010, suscrito por el señor Carlos María 
Castro, de Migración, con el que se remiten los movimientos migratorios de los acusados en los 
que constan que la señora Mariana Pérez Zavala ha salido el 18 de marzo del 2008, a la ciudad 
de México por la empresa Avianca y ha salido el 21 de junio del 2008, hacia Colombia; que del 
movimiento migratorio del acusado Carlos Germán Alonso Chibuque se ha establecido que ha 
salido el 21 de julio del 2008, también hacia Colombia. 
 
3.1.8 El oficio No. 2010/038/DIR-G, de 13 de enero del 2010, suscrito por el Ing. Paulo 
Rodríguez Molina, Director General del Registro Civil, Identificación y Cedulación al que se ha 
adjuntado las partidas de nacimiento del acusado Carlos Germán Alonso Chibuque, de la 
acusada Mariana Pérez Zavala y de los 14 hijos del matrimonio. 
 
3.1.9 La nota No. 221-10-DDBL, de 3 de diciembre del 2010, suscrita por el señor Fernando 
Chávez Dávila, Director de Documentos de Viaje y Legalizaciones del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, al que se adjunta la documentación que sirvió de soporte para la emisión de los 
pasaportes de Anthony Fabián, Bryan Leonardo, Carlos Arturo, Cristopher Sebastián, Eddy 
Fernando y de Jhon Jairo Alonso Pérez. 
 
3.1.10 La certificación suscrita por el señor William Báez Gómez, Delgado de la Regional 
Norte del Servicio de Rentas Internas, de la que se desprende que el acusado Carlos Germán 
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Alonso Chibuque, ha tenido el RUC No. 1718226838-001, registrando como actividad 
comercial la fabricación y venta de estatuillas y otros adornos de madera, y que la señora 
Mariana Pérez Zavala no registraba actividad comercial alguna en el SRI. 
3.1.11 El recibo pre-impreso en que constan datos llenados con letra manuscrita “10/07/2009”, 
“US$10.000,00”, por concepto de “compra de un terreno”, cuya firma se lee “Mariana Pérez Z” 
y en el espacio de CI “161820684-6. 
 
3.1.12 Los pasaportes ecuatorianos de Tatiana Lizeth y Jacqueline Magaly Alonso Hernández; 
Natalie Monserrate, Guillermo Alejandro, Wilson Esteven, Jorge Germán, Marcos Xavier, 
Carlos Arturo, Eddy Fernando, Cristopher Sebastián, Jennifer Gabriela, Bryan Leonardo, 
Anthony Fabián y Jhon Jairo Alonso Pérez; Pastora Beatriz Calderón Tapia y Jennifer Andrea 
Villarreal Hernández. 
 
3.1.13 Los pasaportes mexicanos de Luis Enrique Nataly Monserrate, Jhon Jairo, Guillermo 
Alejandro, Christopher Sebastián, Marcos Xavier, Bryan Leonardo, Eddy Fernando, Anthony 
Fabián y Jorge Germán, Jennifer Gabriela, Alonso Pérez; Jacqueline Magali y Tatiana Lizeth 
Alonso Pérez; Mariana Pérez Zavala; Luis Fernando, Arturo Alejandro y Jennifer Andrea 
Villarreal Hernández. 
 
3.1.14 El pasaporte colombiano del acusado Carlos Germán Alonso Chibuque. 
 
3.1.15 Las cédulas de Jhon Jairo, Natali Monserrath, Luis Enrique, Jennifer Gabriela, Marcos 
Xavier, Bryan Leonardo, Eddy Fernando, Anthony Fabián, Jorge Germán, Christopher 
Sebastián y Wilson Steven Alonso Pérez; Tatiana Lizeth y Jacqueline Magali Alonso 
Hernández; Carlos Efraín Espinosa Gonzalón; Marcos Javier Sánchez Cárdenas; Mariana Pérez 
Zavala; Luis Fernando, y Jennifer Andrea Villarreal Hernández. 
3.1.16 Los certificados internacionales de vacunación de Jennifer Gabriela, Natali Monserrate, 
Guillermo A., Cristian Alejandro, Cristopher S., Luis Enrique y Jorge Germán Alonso Pérez; 
Mariana Pérez Zavala y Víctor Alfonso Navarrete G. 
 
3.1.17 Una chequera de la cuenta corriente No. 34242377-04, del Banco del Pichincha a nombre 
de la señora Pérez Zavala Mariana con cheques desde el No. 000125 al 000160, con los estados 
de la misma cuenta. 
 
3.1.18 Una libreta de ahorros serie No. 22591030048, cuenta No. 3346015700, del Banco del 
Pichincha CA, a nombre de la señora Mariana Pérez con cédula No. 1718226846. 
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3.1.19 La segunda copia certificada de la autorización de salida del país conferida el 8 de 
febrero del 2010, otorgada por la señora Mariana Pérez Zavala referente a Wilson Esteven 
Alonso Pérez, en que autoriza que salga del país en compañía de su padre el señor Carlos 
Germán Alonso Chibuque. 
 
3.1.20 Las copias íntegras de las partidas del matrimonio de los acusados Mariana Pérez Zavala 
y Carlos Germán Alonso Chibuque, inscrita el 24 de julio del 2003, en las que consta el 
reconocimiento de sus hijos Jorge Germán, Carlos Arturo, Bryan Leonardo, Natalie Monserrat, 
Eddy Fernando y Luis Enrique Alonso Pérez, Pérez. 
 
3.1.21 Las copias íntegras de las inscripciones de nacimiento de Guillermo Alejandro Alonso 
Pérez ocurrido el 10 de diciembre de 1993 en San Antonio de Ibarra; Christopher Sebastián 
Alonso Pérez el 9 de agosto de 1999; y, Jennifer Gabriela Alonso Pérez en la ciudad de Quito el 
30 de diciembre de 1992. 
 
3.1.22 La primera copia certificada del poder especial otorgado por el señor Arturo Damián 
Villarreal Soto y María Alejandra Hernández a favor del señor Carlos Germán Alonso 
Chibuque, celebrada ante el Dr. Fernando Polo Elmir, Notario 27 del Cantón Quito, el 28 de 
abril del 2006 en que consta que podrá concurrir a uno de los Tribunales de la Niñez y 
Adolescencia de Pichincha o Notaría para solicitar la autorización de salida del país de los 
menores Arturo Alejandro y Luis Fernando Villarreal Hernández. 
 
3.1.23 El oficio No. 2011-336/DIR/G, de 4 de abril del 2011, suscrito por el Ing. Paulo 
Rodríguez Molina, Director General del Registro Civil, Identificación y Cedulación con los 
documentos que sirvieron como antecedente para la emisión de las partidas de nacimiento de 
Bryan Leonardo Alonso Pérez, Anthony Fabián Alonso Pérez, Natalie Monserrat Alonso Pérez, 
Marcos Javier Alonso Pérez, Wilson Esteven Alonso Pérez, Luis Enrique Alonso Pérez, Jhon 
Jairo Alonso Pérez, Jorge Germán Alonso Pérez, Jennifer Gabriela Alonso Pérez, Jennifer 
Anabelle Alonso Pérez, Guillermo Alejandro Alonso Pérez, Christopher Sebastián Alonso 
Pérez, Carlos Arturo Guillermo Pérez, Eddy Fernando Alonso Pérez; documentación de la cual 
han contado en el registro Nathalie Monserrath, Wilson Esteven, Luis Enrique, Jorge Germán, 
Guillermo Alejandro y Christopher Sebastián Alonso Pérez, mientras los demás no se 
encuentran registrados.  
 
 
3.2. DE LA DEFENSA 
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3.2.1 Dr. Alberto Herdoìza, abogado defensor de la acusada Mariana Pérez Zavala, presentó:  
 
3.2.1.1 EL TESTIMONIO  
 
MARIANA PEREZ ZAVALA, de nacionalidad mexicana, con cédula de identidad No. 
171822684-6, pasaporte mexicano 7475975, de estado civil casada, de instrucción secundaria, 
de 39 años de edad, de ocupación quehaceres domésticos, domiciliada antes de su detención en 
la casa No. 5 del Conjunto Exlasallanos ubicado en San Miguel de Conocoto de esta ciudad de 
Quito, quien en forma libre, voluntaria y pública manifestó, que en esta situación se ha 
involucrado años atrás, con terceras personas por sus viajes constantes a la ciudad de México a 
entregar artesanías; que a la señora Carmen Gómez le ha conocido vía telefónica, que al señor 
Wellington Contreras no le ha conocido, que la señora Carmen Gómez le ha pedido que quería 
viajar a los Estados Unidos, que en ningún momento le ha dicho que le podía facilitar visas ni 
nada que se parezca, que le ha ofrecido que le podía contactar con la persona que hacía ese 
trabajo; que cuando ha sido detenida ha querido dar el nombre de la persona por la que se ha 
involucrado en este asunto, que se ha acogido al derecho del silencio por temor a represalias; 
que con su esposo ha tenido 6 hijos que han sido Carlos Arturo, Luis Enrique, Guillermo 
Alejandro, Natali Monserrath, Christopher Sebastián y Jorge Germán Alonso Pérez, que ellos 
no han tenido nada que ver en estos hechos; que cuando la señora Carmen Gómez ha viajado a 
Quito ha sido la primera vez que le ha conocido, que le ha expresado que le podría contactar con 
el señor William Carrillo para que se haga posible el trámite que solicitaba, que esa ha sido toda 
la conversación, que luego se ha regresado a la ciudad de Cuenca, que no ha sabido el motivo 
por el que el señor ha querido viajar a los Estados Unidos si se encontraba allá, que eso le ha 
dicho la señora cuando ha ido a su casa; que realmente la señora le ha hecho el depósito en la 
cuenta de su propiedad, que en ningún momento le ha dado dinero en efectivo, que ella no ha 
hecho ningún recibo, que ni la firma ni el número de la cédula del recibo han sido de ella, que el 
único dinero que le ha entregado ha sido el que le ha depositado en el Banco del Pichincha; que 
declaraba públicamente que su esposo no ha sido responsable de nada, que ha estado privado de 
su libertad pagando cárcel sin haber sido partícipe de estos hechos, que ella asumía su 
responsabilidad, que pedía perdón públicamente por haber estado implicada en estos hechos, 
que todo esto le ha perjudicado a su familia de forma extrema, que sus hijos han estado 
impedidos de sacar sus cédulas de identidad pese a que tres de ellos ya han sido mayores de 
edad, que ellos no han estado implicados en ningún momento en este delito, que ella ha sido la 
única responsable; que pedía se considere lo que ha relatado como una atenuante para su 
defensa; que esto ha sido lo que ha tenido que decir en honor a la verdad; que los demás 
menores que constaban como sus hijos no han sido tales; que los documentos de identidad tanto 
suyos como de sus esposo les ha sabido facilitar al señor William Carrillo para que haga todos 
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los trámites necesarios para hacer los trámites, que esto lo ha hecho a veces sin el conocimiento 
de su esposo, que imaginaba que con los documentos que le facilitaba al señor Carrillo hacía los 
trámites para los permisos y todo lo que requería para hacer su trabajo, que su esposo y sus hijos 
desconocían que le entregaba los documentos; que al señor William Carrillo lo ha conocido en 
la Embajada de México cuando ha estado sacando un nuevo pasaporte, que le ha dicho que era 
funcionario público, que no le ha dicho donde trabajaba, que ha hablado con él por varias 
ocasiones, que él ha sido el que se encargaba de hacer todos los documentos para sacar del país 
a las personas.  
 
3.2.1.2 Como prueba de conducta presentó el certificado de la Ventanilla de Antecedentes 
Penales del que se desprende que durante los últimos 5 años registra un juicio penal en el 
Juzgado Primero de Garantías Penales de Pichincha con el No. 2007-1542 por desestimación; 
los certificados de actividades y conducta excelente conferidos por el Centro de Rehabilitación 
Social Femenino de Quito; y los certificados de honorabilidad suscritos por la señora Sandra 
Chávez con cédula No. 100250424-7 y William Nazumues con cédula de identidad No. 
040152697-5; por lo que el Tribunal le reconoce las atenuantes de los numerales 6 y 7 del Art. 
29 del Código Penal. 
 
3.2.2 DR. PATRICIO ARMIJOS, abogado defensor del acusado señor CARLOS GERMAN 
ALONSO CHIBUQUE, de nacionalidad colombiana, residente en el Ecuador, con cédula de 
identidad 171822683-8, de estado civil casado, de 43 años de edad, de instrucción secundaria, 
de ocupación artesano exportador, domiciliado antes de su detención en la casa No. 5 del 
conjunto habitacional Exlasallanos de San Miguel de Conocoto, quien en ejercicio de lo 
establecido en el Art. 77.7.b. de la Constitución de la República se acogió a su derecho al 
silencio, presentó como prueba. 
 
3.2.2.1. Como prueba de conducta presentó el certificado de la Ventanilla de Antecedentes 
Penales del que se desprende que durante los últimos 5 años registra un juicio penal en el 
Juzgado Primero de Garantías Penales de Pichincha con el No. 2011-0028 por Tráfico Ilegal de 
Migrantes; los certificados de actividades y conducta ejemplar conferidos por el Centro de 
Rehabilitación Social de Varones de Quito No. 2; y los certificados de honorabilidad suscritos 
por la señora Sandra Chávez con cédula No. 100250424-7 y William Nazumues con cédula de 
identidad No. 040152697-5; por lo que el Tribunal le reconoce las atenuantes de los numerales 
6 y 7 del Art. 29 del Código Penal.  
 
4. ALEGATOS DE CLAUSURA 
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4.1. FISCALÍA  
 
4.1.1 La Fiscalía General del Estado a través de la Dra. Tania Moreno indicó, que ha presentado 
suficiente prueba para demostrar la participación de la señora Mariana Pérez y el acusado Carlos 
Alonso en el delito de tráfico ilegal de migrantes, que ha demostrado la materialidad de la 
infracción, que efectivamente se ha llegado a acuerdos probatorios sobre el informe de 
Inspección Ocular Técnica, el informe documento lógico realizado por la Cabo Libia Gaybor, el 
informe documento lógico realizado por el Sgto. Benalcàzar referente a las partidas de 
nacimiento de Marcos Javier, Eddy Fernando y Jhon Jairo, así como la autorización de la salida 
realizada ante el Notario 23, Dr. Uzcátegui que determinaban que las firmas correspondían a los 
acusados; que con el oficio del Banco del Austro ha establecido que la señora Gómez tenía la 
cuenta 2000603964 de la que se realizó una transferencia a las cuentas 34460515700 y la 
3424237707 del Banco del Pichincha de la señora Pérez; que con la prueba documental ha 
justificado que los cónyuges han tenido 14 hijos; que con la documentación proporcionada por 
el Registro Civil se ha constado que Bryan Leonardo, Eddy Fernando, Jennifer Anabelle, 
Jennifer Gabriela, Jhon Jairo, Wilson Esteven y Anthony Fabián Alonso Pérez, pese no ser sus 
hijos han tenido como padres a los acusados, que han tenido cédulas de identidad e 
identificaciones de viaje conforme consta de la documentación remitida por el Director de 
Documentos de Viaje del Ministerio de Relaciones Exteriores para la obtención de los 
pasaportes; que con la documentación emitida por el Registro Civil se indicaba que Anthony 
Fabián Alonso Pérez de acuerdo al número de acta y de folio de la partida de nacimiento, esta 
correspondía a Daysi Quishpe, que la de Marcos Javier Alonso Pérez, ha sido anulada por no 
tener los datos en el Registro Civil, que Jhon Jairo Alonso Pérez de acuerdo al acta y al folio de 
la partida de nacimiento le pertenecía a Lilian Gómez Chancusig, que la de Jennifer Gabriela de 
acuerdo al tomo y folio pertenecía a Ingrid Vanessa Loor Landeta, la de Eddy Fernando Alonso 
Pérez correspondía a Steven Alexander Méndez Maya; que la cédula de Jennifer Gabriela 
Alonso Pérez emitida por el Registro Civil ha sido anulada; que de los movimientos migratorios 
se ha establecido que Marcos Javier Alonso Pérez, ha salido del país el 28 de marzo del 2008, 
sin que haya regresado, al igual que la acusada Mariana Pérez en cuyos movimientos ha salido 
con vía aérea hacia México en esa fecha; los movimientos migratorios de Eddy Fernando, Jhon 
Jairo y Bryan Leonardo, han tenido una salida hacia Colombia el 21 de junio del 2008, quienes 
hasta la presente fecha no han retornado, mientras que en el movimiento migratorio de la 
acusada constaba que ha salido en esa fecha a Colombia pero sí ha regresado; que en los 21 
pasaportes ecuatorianos constaban los nombres de Bryan Leonardo, Jhon Jairo, Anthony Fabián 
Alonso Pérez, que no hacía referencia a los demás pasaportes porque son sus hijos pero al igual 
se han encontrado los pasaportes y cédulas de identidad de estos adolescentes; que se ha 
encontrado la cuenta corriente y de ahorros donde la señora Gómez han realizado los depósitos; 
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que respecto a la responsabilidad la acusada ha demostrado que ha sacado del país a Marcos 
Javier, Bryan Leonardo, Eddy Fernando y Jhon Jairo Alonso Pérez, lo que ha probado con los 
movimientos migratorios, que con respecto a Marcos Javier Alonso Pérez, este ha salido con la 
autorización de salida presentada como prueba donde se ha establecido que ha sido su firma; 
que la acusada ha establecido que ha tenido 6 hijos, que el medio fraudulento se ha dado en la 
autorización de Marcos Javier que supuestamente era su hijo, que con eso ha establecido que ha 
engañado para lograr sacar del país al menor para lo cual obtuvo primeramente la partida de 
nacimiento, luego la cédula, el pasaporte y lo ha sacado del país; que la acusada ha sido la que 
ha salido con los menores a Colombia y a México, que no ha habido la participación de ninguna 
otra persona, que la señora con pleno conocimiento sabiendo que Marcos Javier Alonso Pérez 
no era su hijo lo ha sacado a México y a los otros a Colombia, sin que hasta la fecha hayan 
retornado al Ecuador, que ha establecido la participación directa de la acusada al utilizar medios 
fraudulentos que le facilitaron el cometimiento del tráfico ilegal de migrantes; que la acusada ha 
aceptado que ha recibido de los ofendidos Wellington Contreras y la señora Carmen Gómez los 
US$10.000,00; que durante la investigación la señora no ha dicho nada del señor William 
Carrillo sin haberse llegado a establecer su existencia; que con su prueba ha logrado establecer 
la participación directa de la señora en el delito; que refiriéndose a la categoría dogmática, la 
señora ha ejecutado su acción el 18 de marzo del 2008 y el 21 de julio del 2008, cuando 
utilizando esta documentación falsa ha sacado del país a Bryan y Marcos Javier Alonso Pérez, 
lo que ha hecho con plena voluntad y conciencia sin que haya tenido causa de justificación 
alguna que llegue a determinar que lo haya hecho por presión o desconocimiento de la acción 
que estaba efectuando; que la señora ha tenido culpa dentro de este caso por lo que a nombre de 
la fiscalía solicitaba se dicte sentencia condenatoria como autora por el delito de tráfico ilegal de 
migrantes tipificado y sancionado en el Art. 440.2.1 del Código Penal en calidad de autora al 
haber participado de manera directa en el cometimiento del delito. 
 
4.1.2 Que con respecto a la responsabilidad del acusado Carlos Germán Alonso Chibuque, pese 
a que la acusada Mariana Pérez haya indicado que su esposo desconocía de todo lo que hacía en 
estos hechos, resulta importante que de la prueba presentada se ha demostrado que el señor 
Carlos Alonso ha tenido una participación en el cometimiento del delito, ya que al momento de 
haber otorgado la autorización de salida del país de Marcos Javier Alonso Pérez lo ha hecho en 
su calidad de padre, firma de la autorización que como lo ha establecido el Sgos. Benalcàzar ha 
sido de su autoría; que además, en el domicilio de los acusados se han encontrado las evidencias 
referentes a los documentos como cédulas y pasaportes; que no se podría creer que el señor no 
sabía del cometimiento del delito; que con la prueba presentada ha comprobado que conocía a lo 
que se dedicaba su esposa; que el dinero que le ha entregado la señora Carmen Gómez 
efectivamente lo ha recibido la señora Mariana Pérez Zavala pero que el delito ha sido tráfico 
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ilícito de migrantes que ha sido la salida de personas utilizando medios fraudulentos a otro país, 
que el acusado al haber suscrito las autorizaciones ocasionó que saliera del país el menor 
Marcos Javier Alonso Pérez, que esa autorización ha sido la que probaba el elemento del tipo 
penal de tráfico ilegal de migrantes que era el facilitar la salida; que con lo dicho consideraba 
que ha sido cómplice en el delito de tráfico ilegal de migrantes contenido en el Art. 440.2.1 del 
Código Penal por lo que solicitaba se dicte sentencia condenatoria en esa calidad.  
 
4.2. DEFENSA DE LOS ACUSADOS  
 
4.2.1 DR. ALBERTO HERDOÌZA, a nombre de su defendida la señora Mariana Pérez Zavala 
indicó, que se ha escuchado con claridad y exactitud que ha reconocido ser parte del 
cometimiento de un delito, pero que para haber reconocido ese delito ha obrado como manda la 
constitución y las leyes, que ha asumido que su cónyuge no ha tenido nada que ver en el asunto, 
que ha reconocido que se ha participado con William Carrillo que ha sido uno de los tantos 
tramitadores, oportunistas y aprovechadores que han lucrado con este tipo de negocio utilizando 
personas ingenuas; que su defendida ha reconocido que su esposo no ha sabido nada, que todo 
eso ha afectado el interior de su hogar perjudicándoles en su ambiente social y donde sus hijos 
se desarrollaban, estudiaban y trabajaban; que la acusada ha reconocido que ha salido con 
ciertos menores, que sus hijos necesitan de su madre y su padre para desarrollarse; que ha sido 
de varones reconocer sus actos, que su defendida lo ha hecho ahora comportándose más que un 
varón, que independientemente de la capacidad y legalidad con que actúa el Tribunal solicitaba 
que de conformidad con el Art. 29, el Art. 4 del Código Penal, los Arts. 77.8, 424, 425, 426, 427 
y 428 de la Constitución de la República, al haberse justificado los numerales 6, 7 y 10 del Art. 
29 del Código Penal, al no haber opuesto resistencia cuando fue detenida solicitaba que en caso 
de ser sentenciada se le imponga la pena más benigna tomando en consideración los 
antecedentes expuestos. 
 
4.2.2 DR. PATRICIO ARMIJOS en representación de su defendido el señor Carlos Germán 
Alonso Chibuque manifestó, que la fiscalía en lo que ha tenido que ver con su defendido, ha 
indicado en su alegato que el acusado ha tenido conocimiento de los hechos materia de la 
presente causa, que ha dicho que tenía conocimiento porque ha dado una autorización de salida 
del país; que la señora Mariana Pérez ha sido explicita, que ha dicho con claridad y valentía que 
ella ha sido la persona que en coordinación con otro ciudadano se dedicaba a realizar este tipo 
de actos y hechos que han tenido que ver con el tráfico ilegal de migrantes, que la persona que 
realizaba estos poderes a la que al menos se le debió haber investigado ha sido el Dr. Wilson 
Lozada Villacìs, quien en calidad de Abogado en libre ejercicio profesional ha realizado los 
trámites en la Notaria del Dr. Fernando Polo Elmir donde su defendido jamás ha ido, que la 
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autorización de salida del país ha sido realizada por la señora Mariana Pérez, que sobre eso su 
defendido no ha tenido ninguna responsabilidad; que en la otra autorización de salida del país 
que se ha realizado en la Notaría 27 del Dr. Fernando Polo Elmir jamás estuvo presente el señor 
Alonso, ya que eso fue realizado entre la señora Pérez y el abogado Wilson Lozada Villacìs, que 
no ha sido responsabilidad de su defendido que su cónyuge coja sus documentos personales, 
saque copias de esos documentos para entregarle a un abogado, que lo que pase en adelante no 
podría saber su defendido, que deben responder por la autorización el abogado y la señora 
Pérez; que la fiscalía ha dicho que tenía conocimiento porque se han encontrado en el domicilio 
las evidencias, argumento que no ha tenido nada que ver ya que en materia penal se ha tenido 
que llegar a la certeza, se debía establecer el cómo, cuándo, dónde y quien entregó esos 
documentos; que la mayoría de los documentos entregados por la Fiscalía correspondían a los 6 
hijos de la familia Alonso Pérez, que él no podría responder por los actos de su cónyuge, que el 
conocimiento de esos actos y hechos o el encubrir aquellos cuando se trata de cónyuge no es 
penado, que al no ser penado vendría a ser un acto lícito, porque el encubrir no le da ningún tipo 
penal por el que podría ser procesado conforme el Art. 45 del Código Penal; que si bien el 
acusado pudo haber conocido o pudo haber sabido, no ha salido del país con ninguno de los 
menores de edad, no ha estado en México ni en Colombia; que de los recaudos probatorios de la 
fiscalía no ha logrado la certeza de algún tipo de participación de su defendido, que su 
participación ha sido sencillamente haber sido el cónyuge de la señora Mariana Pérez; que cada 
ser humano debe responder por sus actos, que los delitos ni los tipos penales se heredan ni 
transmiten, que cada persona responde por lo que hace o deja de hacer; que en el domicilio de 
su defendido se han encontrado las evidencias pero en la audiencia de juzgamiento la señora 
Pérez ha aceptado ser la responsable del delito por el que ha causado daño a su familia, a sus 
hijos menores de edad y a su cónyuge; que la fiscalía ha argumentado y motivado para que sea 
sentenciado como cómplice, porque era imposible que el acusado haya desconocido, que bien 
podía haber conocido o no, que el Art. 45 del Código Penal le relevaba porque se trataba de su 
cónyuge, que justamente por ese motivo se ha acogido al derecho al silencio en solidaridad con 
su cónyuge porque sabía que la debía implicar, que inclusive no podría declarar en contra de su 
cónyuge, que por ese hecho no se le puede dar la calidad de cómplice, que se preguntaba cuál ha 
sido el actor secundario realizado por su defendido; que el dinero que han entregado los 
cónyuges Contreras Gómez no han sido depositados en ninguna de las cuentas de su defendido, 
que no ha señalado cual ha sido la participación de su defendido, que no se ha evidenciado el 
depósito en sus cuentas sino en las de su cónyuge; que se ha dicho que en la diligencia de 
allanamiento y explotación del sitio no se ha encontrado vestigio o indicio que tenga que ver 
con la venta de artesanías, que recordaba que en materia penal no se podía suponer o creer, que 
en materia penal se debía demostrar, que ha demostrado que el SRI ha certificado que el señor 
tenía esa actividad lícita como era la de comercialización de artesanías; que no se ha establecido 
172 
que el acusado haya participado en estos hechos; que si por el permiso de salida del país ha 
tenido participación jamás ha estado presente en la Notaría; que la señora Pérez ha manifestado 
que sacaba los documentos para llevarlos a la oficina de un abogado para que haga las salidas 
del país, pero eso no ha interesado; que no se ha evidenciado en la audiencia que el acusado 
haya acompañado a los supuestos migrantes, que se ha acusado en base a una serie de 
documentos pero no se han presentado al o los migrantes, ni a los padres del supuesto migrante, 
se ha presentado a un denunciante por el tipo penal de estafa; que para culminar mencionaba 
que el procedimiento penal ecuatoriano ha sido claro, que los jueces al ser garantistas de la 
seguridad jurídica deben evitar esta serie de atropellos y no permitir que vengan al banquillo de 
los acusados a pagar justos por pecadores, que el acusado jamás ha sido involucrado con la 
prueba presentada por la fiscalía en el tipo penal del Art. 440.2.1 del Código Penal que se refiere 
a facilitar el tráfico de migrantes, que si la cónyuge de su defendido le pedía que le acompañe 
debía hacerlo pues si era su mujer; que por lo expuesto pedía que no se permita la pretensión de 
la fiscalía con relación de su defendido porque de hacerlo se daría carta de ciudadanía al fruto 
del árbol prohibido lo que estaba reñido con el procedimiento penal ecuatoriano, que analizando 
lo actuado en la audiencia de juzgamiento se dicte sentencia ratificando el estado de inocencia 






Debemos iniciar manifestando que dentro de las leyes penales, se conoce al delito como la 
acción u omisión típica, antijurídica y culpable; por tanto solamente cuando el acto u omisión 
cumpla con estos presupuestos en su integridad podremos hablar de delito y de responsabilidad; 
en cuanto a la tipicidad, ésta se constituye en el reproche del Estado por el acto ejecutado u 
omitido; la antijuricidad no es sino que ese acto u omisión sean contrarios al marco jurídico 
preexistente, considerando el imperativo del principio de legalidad que establece que solo los 
hechos tipificados en la ley penal como delitos con anterioridad a su cometimiento pueden ser 
considerados como tales; y, la culpabilidad, considerada como la desvaloración de la presunción 
de inocencia del sujeto activo; debiendo por tanto, a la acusación, en este caso a la Fiscalía, a 
quien le corresponde la carga de la prueba para demostrar la existencia material de la infracción 
como la responsabilidad o la culpabilidad de quien lo haya cometido, así como su nexo causal; 
por tanto, la adecuación de la conducta del sujeto corresponde en inicio al representante de la 
sociedad quien a través de la acusación expresa la pretensión punitiva del Estado, la que será 
sometida en la etapa respectiva, al juicio del desvalor de la inocencia del enjuiciado, y solo 
cuando el juzgador obtenga la certeza del cometimiento del delito y que el sujeto es el culpable 
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del acto, establecerá el grado de responsabilidad, encaminado normalmente al tipo penal por el 
que ha sido traído a juicio, haciendo referencia a los hechos por los que ha sido investigado y 
constan en el auto de llamamiento a juicio, garantizando de esta manera el debido proceso, la 
seguridad jurídica y los demás derechos que como procesados y víctimas contempla la 
Constitución de la República, así como los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
En la especie, con el informe de Inspección Ocular Técnica suscrito por el Sbte. David Espín, y 
las pericias documento lógicas suscritas por el Sgos. de Policía Carlos Benalcàzar y la Cbos. de 
Policía Lidia Gaybor, así como con los testimonios rendidos por la Cbos. de Policía María 
Robalino, el Cbos. de Policía Freddy Logacho y la variada documentación presentada, se ha 
establecido que el 11 de enero del 2011, en cumplimiento de la orden de allanamiento dictada 
por la señora Jueza Vigésimo Tercera de Garantías Penales de Pichincha, se ha incursionado al 
interior de la casa No. 5 del Conjunto Habitacional Ex Lasallanos ubicado en San Miguel de 
Conocoto de este cantón Quito, inmueble en cuya explotación se han encontrado varios 
documentos, entre los cuales se destacaban cédulas de identidad, partidas de matrimonio, 





1.9 Formulario No. 2 
Anexos 




Con una inversión de más de 100 millones de dólares, el PIDEM  y Frontera Norte, han 
beneficiado al 64% de las personas que habitan en las zonas de intervención de las fronteras 
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norte y sur del Ecuador, implementándose más de 450 proyectos construidos con altos 
estándares de calidad y nuevas tecnologías; entre los que tenemos agua potable, alcantarillado, 
plantas de tratamiento de aguas residuales, unidades sanitarias básicas, residuos sólidos, 
puentes, calles, caminos, sistemas de riego y un importante trabajó en la iniciativa de educación 
sanitaria que promueve el lavado de manos con  agua segura y jabón, para mejorar la calidad de 
vida y elevar el autoestima de la población vulnerable. 
 
La satisfacción de los usuarios de los proyectos implementados se ve reflejada en los beneficios 
sociales y económicos alcanzados al disminuir en un 17% las enfermedades gastrointestinales, 
reducir la pobreza por NBI al tener acceso a servicios básicos de calidad, se ha incrementado las 
áreas de cultivo  con sistemas de riego para sus plantaciones y la construcción de puentes y 
caminos para sacar la producción les ha permitido incrementar sus ingresos y a la vez tener 
mayor capacidad de gestión para lograr la sostenibilidad de las obras. 
 
Migración para el Desarrollo de América Latina – MIDLA 
Gracias a la experiencia adquirida con proyectos anteriores apoyados por la Cooperación 
Italiana, el proyecto MIDLA, liderado por OIM Italia, pretendió evaluar el interés y desarrollar 
mecanismos estructurados para movilizar recursos humanos, técnicos y financieros de migrantes 
latinoamericanos residentes en Italia, focalizándose especialmente en los migrantes procedentes 
de los países andinos (Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú), y promover o apoyar su rol activo 
como agentes de desarrollo. 
 
Este proyecto piloto incluyó un proceso de análisis de contexto de la presencia de migrantes 
latinoamericanos en Italia y la evaluación del posible interés en el enfoque OIM MIDLA por 
parte de los líderes de la comunidad, representantes de los migrantes y actores claves de países 
latinoamericanos. A través de una serie de actividades de investigación y promoción, el 
proyecto identificó las iniciativas de los inmigrantes que pretenden apoyar el desarrollo local en 
sus países de origen. El proyecto también sirvió para identificar a las autoridades locales 
italianas y otras instituciones de referencia de las comunidades de acogida -empresas, 
instituciones financieras, ONGs y asociaciones de la sociedad civil- que quieren contribuir con 
proyectos de desarrollo, apoyar a las Pymes (Pequeñas y Medianas Empresas), iniciativas 
conjuntas y otras actividades generadoras de empleo en América Latina, así como apoyar las 
iniciativas promovidas por los inmigrantes latinoamericanos que residen en estos territorios 
sobre la base de un enfoque de co-desarrollo y cooperación descentralizada. 
 
Los encuentros con las Misiones de la OIM en los países latinoamericanos seleccionados y otros 
interlocutores nacionales identificados, sirvieron para completar y validar dicha evaluación, así 
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como para identificar los intereses de los actores nacionales activos en las políticas de 
Migración y Desarrollo (M&D) y las prioridades nacionales para el desarrollo. En base al 
interés expresado por las comunidades de la diáspora migratoria en Italia, por las autoridades 
nacionales, los actores interesados y las Misiones de la OIM en terreno, este proyecto permitió 
la identificación de una o varias comunidades de beneficiarios y la elaboración de una propuesta 
de proyecto que permita avanzar en la implementación de los proyectos MIDLA. 
 
Este proyecto concluyó una fase de diagnóstico sobre la diáspora de estos países en Italia y las 











Anexo 2. DECLARACIÓN DE QUITO, VERSIÓN FINAL 
IX CONFERENCIA SUDAMERICANA SOBRE MIGRACIONES 
 
Quito, Ecuador, 21 y 22 de Septiembre de 2009 
 
DECLARACIÓN DE QUITO 
Los Representantes de la República Argentina, del Estado Plurinacional de Bolivia, de la 
República Federativa de Brasil, de la República de Colombia, de la República de Chile, de la 
República del Ecuador, de la República del Paraguay, de la República del Perú, de la República 
Oriental del Uruguay, y de la República Bolivariana de Venezuela, reunidos en la Novena 
Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, realizada los días 21 y 22 de septiembre de 2009, 
en la ciudad de Quito, República del Ecuador, y comprometidos con la integración regional, 
CONSIDERAMOS que al cumplirse los doscientos años del inicio del proceso que llevaron a 
cabo nuestros próceres, a través del cual los pueblos de Latinoamérica alcanzaron su 
independencia política, es imprescindible reafirmar la decisión de sus gobiernos de continuar en 
la búsqueda de un desarrollo que permita a los ciudadanos de los pueblos sudamericanos 
alcanzar su plena independencia económica y concebir, por lo tanto, a la migración o a la 
permanencia en su país de origen como una alternativa real, libre, voluntaria y digna. 
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ENFATIZANDO su convicción de que el ser humano debe constituirse en el centro de las 
políticas y programas migratorios, desde un enfoque de desarrollo humano; y reconociendo el 
derecho a la libre movilidad de la persona migrante. 
 
CONSIDERANDO que la migración posee dimensiones y ámbitos multifacéticos y que 
demanda de un tratamiento multidisciplinario e interestatal debido a los actores involucrados -
personas y gobiernos- lo que conlleva generar nuevos instrumentos, metodologías y ámbitos de 
gestión. 
 
REITERANDO su adhesión a los principios consagrados en los tratados internacionales sobre 
Derechos Humanos, en especial la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados; el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados; la Convención 
Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y sus 
Familiares, la Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus 
protocolos, los Protocolos de Promoción y Protección de los Derechos Humanos del 
MERCOSUR, la Carta Andina para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos, la 
Declaración y el Programa de Acción de Durban, Convención Internacional de los Derechos del 
Niño, la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y, la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 
 
TENIENDO presente los lineamientos y compromisos asumidos en las Declaraciones 
anteriores de la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones. 
 
CONSIDERANDO el aporte permanente de las personas migrantes y de sus familias al 
desarrollo de los países y comunidades de origen y destino, lo que se ve favorecido por la 
residencia regular. 
 
REAFIRMANDO la importancia de la libre movilidad de las personas como un hecho 
consustancial al ser humano, que constituye un factor clave del desarrollo de la humanidad y 
que, particularmente, en Sudamérica, ha sido y es un elemento que determina los procesos 
históricos de los Estados y sus realidades actuales. 
 
TENIENDO presente los procesos de integración de los países de la región y los avances 
alcanzados en materia de libre movilidad y residencia de las personas. 
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CONSIDERANDO que la Unión de Naciones Suramericanas tiene como uno de sus objetivos 
principales “la consolidación de una identidad suramericana, a través del reconocimiento 
progresivo de derechos a los nacionales de un Estado Miembro residentes en cualquiera de los 
otros Estados Miembros, con el fin de alcanzar una ciudadanía suramericana” 
 
CONSIDERANDO que, para la construcción de una ciudadanía sudamericana, es necesario 
profundizar en una estrategia de cooperación Sur-Sur que, siguiendo lo establecido en la 
Declaración Presidencial de la Tercera Reunión de Jefes y Jefas de Estado de la UNASUR en 
agosto de 2009, promueva la ejecución de acciones y proyectos de cooperación técnica, 
buscando una mayor integración económica, social, cultural y política entre los estados 
miembros en beneficio de las personas migrantes y sus familias. 
 
REAFIRMANDO la importancia de promover y proteger los derechos humanos de las 
personas migrantes y de sus familiares, sin discriminación de ninguna naturaleza, en especial las 
que pudiesen derivarse de su origen, nacionalidad, situación administrativa migratoria o 
aquellas que, en general, tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio de tales derechos y las libertades de toda persona en 
condiciones de igualdad. 
CONSCIENTES de la relevancia cada vez mayor que el tema migratorio tiene en la agenda 
internacional, especialmente para los Estados de la región y preocupados por el endurecimiento 
de las políticas migratorias por parte de ciertos países de tránsito y destino agravado en el actual 
contexto mundial de crisis económica. 
 
SUBRAYANDO el impacto que tiene la crisis económica global en el aumento del desempleo 
y en la precarización de la situación social de los trabajadores y trabajadoras migrantes y sus 
familias. 
 
DESTACANDO la decisión de nuestros países de construir y consolidar una posición común 




1. La importancia de avanzar a través del diálogo multilateral, hacia la conformación de un 
espacio regional que implique una libre movilidad de personas de manera informada, 
segura y con derechos, como uno de los pilares fundamentales de una integración 
regional plena que permita impulsar la ciudadanía sudamericana. 
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2. Nuestra voluntad de avanzar en el cumplimiento de las obligaciones internacionales en 
materia de derechos fundamentales de las personas migrantes, garantizándolos y 
promoviéndolos a nivel regional. 
3. Nuestra intención de contribuir activamente a la promoción de las capacidades de 
nuestros emigrantes como actores políticos, económicos, culturales y científicos, 
fundamentales para impulsar procesos de desarrollo humano en las sociedades de origen 
y destino. 
4. Nuestra voluntad de garantizar el respeto a las diversidades e impulsar procesos de 
interculturalidad al interior de nuestros países, así como promover, a través del diálogo 
multilateral, el establecimiento de políticas y programas de integración de nuestras 
personas migrantes en los países de destino 
5. Nuestra voluntad de garantizar a las personas migrantes a lo interno de nuestra región el 
disfrute de los mismos derechos que perseguimos para nuestros ciudadanos en los 
países de tránsito y destino a lo externo de la región en aras del principio de coherencia, 
igualdad y no discriminación. 
6. Instar a los países receptores de la migración a adecuar sus políticas, normas y prácticas 
de acuerdo a los estándares internacionales en especial del derecho internacional de los 
Derechos Humanos, así como a impulsar procesos de regularización de las personas 
migrantes y la plena integración de las mismas. 
7. Exhortar a los Estados Miembros a tomar en consideración en la adecuación de su 
normativa interna los principios y lineamientos de la CSM y los objetivos de política 
regional perseguidos. 
8. Nuestra decisión de sostener una posición regional común en materia migratoria en 
armonía con la Declaración de Principios Migratorios y Lineamientos Generales de la 
CSM. 
9. Solicitar a los países de destino de fuera de la región la formulación e implementación 
de programas permanentesde regularización para personas en condición irregular y/o 
indocumentadas. 
10. Que el endurecimiento de las políticas inmigratorias en los países de destino y tránsito 
de las actuales migraciones internacionales, no sólo vulneran los derechos 
fundamentales de las personas migrantes sino que, además, estimulan formas de 
migración irregular, la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes. 
11. Expresar su preocupación por la dirección que está tomando la Política Europea Común 
en materia migratoria, así como las normas comunitarias que derivan de la misma -
Directiva de Retorno y conexas y otras tales como medidas de tránsito aeroportuario-, 
caracterizadas por la criminalización de los migrantes, personas que por su propia 
condición de movilidad son particularmente vulnerables. 
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12. Expresar su desacuerdo por la aprobación de la Ley sobre Seguridad italiana que tipifica 
a la inmigración irregular como un delito, establece sanciones y vincula la inmigración 
irregular con la seguridad pública y, consecuentemente, el inmigrante es considerado 
como una amenaza, sujeto de persecución y sanción. 
13. Subrayar nuestra preocupación por la imposición por parte del Gobierno de Francia de 
un doble visado para algunos países de la región, mediante la exigencia de una visa 
de transito aeroportuaria en adición a la visa Schengen, lo que constituye una flagrante 
medida discriminatoria. 
14. Observar con gran interés la iniciativa del Gobierno de los Estados Unidos de América 
de llevar a cabo una reforma migratoria integral que esperamos permita la 
regularización administrativa de personas indocumentadas, como paso fundamental 
para una plena y efectiva integración. 
15. La necesidad de intensificar la lucha contra la intolerancia, xenofobia, racismo y toda 
forma de discriminación; así como nuestro rechazo a la criminalización de las personas 
migrantes, el abuso de autoridad, prácticas de persecución, detención y deportación 
arbitrarias que se vienen instalando en algunos de los países receptores de las 
migraciones internacionales. 
16. Exigimos a los países de recepción que en la actual situación de crisis los migrantes no 
sean considerados como variables de ajuste económico, y que los trabajadores y 
trabajadoras migrantes reciban igualdad de trato laboral y en el acceso para ellos y sus 
familias a las políticas y programas sociales de los países de recepción. 
17. Acoger lo establecido en el párrafo 25 de la Declaración de Quito de 2009 de la Unión 
de Naciones Suramericanas, en el que se establece la necesidad de reforzar la 
cooperación y coordinación entre ese mecanismo de integración y la Conferencia 
Sudamericana sobre Migraciones, a los fines de articular los espacios de concertación y 
construir un enfoque común regional que facilite la circulación de personas con miras a 
la construcción de la ciudadanía suramericana. 
18. Reconocemos a su vez, los avances alcanzados en los Foros especializados 
subregionales de migración en el marco de la COMUNIDAD ANDINA y 
MERCOSUR. 
19. Se observan con interés los avances en políticas de algunos gobiernos de la región en 
materia de retorno voluntario y bienvenida a nuestras personas migrantes enmarcados 
en la necesaria construcción de una política de Estado en materia migratoria. 
20. Expresar su satisfacción por los avances logrados en la implementación del Convenio 
Multilateral Iberoamericano sobre Seguridad Social, e instar a los países que aún no lo 
han realizado agilizar la firma, ratificación y depósito del convenio. 
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21. Recibir con beneplácito la realización de la Segunda Reunión del Foro Iberoamericano 
sobre Migración y Desarrollo en el Salvador en 2010, según lo dispuesto por los Jefes 
de Estado y de Gobierno en su XVIII Cumbre Iberoamericana. 
22. En ese sentido, agradecer a la República de Paraguay la realización del I Foro Regional 
de Repatriación, Migración y Derechos Humanos, que permitió intercambiar 
experiencias en materia migratoria y, al mismo tiempo, propiciar la realización del II 
Foro Regional, en el primer trimestre del 2010. 
 
En virtud de lo cual nos COMPROMETEMOS: 
a. Analizar la propuesta de un Plan Sudamericano de Desarrollo Humano para las 
Migraciones y de una Red Sudamericana de Cooperación Migratoria en la 
próxima sesión intersesional de la Conferencia, que haga efectiva la integración 
sudamericana a través de acciones conjuntas de coordinación y cooperación Sur 
– Sur que garanticen los derechos y promuevan las capacidades de las personas 
en situación de movilidad. 
b. Consolidar y desarrollar procesos de participación ciudadana en los asuntos 
públicos, económicos, culturales y científicos entre nuestros connacionales 
migrantes y nuestros países. 
c. Dar seguimiento a la implementación de las decisiones y compromisos asumidos 
en las Declaraciones de la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones y a 
evaluar su grado de incidencia en la política regional y de cada país. 
d. Aprobar el Portal Web de la CSM presentado por el Ecuador como medio 
institucional y espacio de debate, intercambio de experiencias y buenas 
prácticas de intervención en el tema migratorio entre los diversos países de la 
región. Esta herramienta será administrada por la Presidencia Pro-Témpore en 
ejercicio. 
e. Reafirmar la decisión de nuestros gobiernos de proteger a los migrantes más 
vulnerables, especialmente los niños, niñas y adolescentes, mujeres migrantes, 
adultos mayores, personas migrantes en tránsito, personas con discapacidad y 
personas pertenecientes a nuestros pueblos indígenas y afro descendientes. 
f. Reiterar la exhortación a los países de la región que aún no lo hayan hecho a 
ratificar y/o adecuar a sus respectivas legislaciones nacionales al Protocolo para 
Reprimir, Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, a la vez que se propicie, 
entre los países de la región, el diseño de estrategias y programas de 
cooperación y colaboración, para la prevención del delito de trata de personas, 
la persecución penal de sus autores y la atención a las víctimas y la restitución 
de sus derechos, previniendo su re victimización. 
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g. Alentar las iniciativas unilaterales y los acuerdos para facilitar y regularizar las 
condiciones de residencia de los migrantes en nuestra región, al tiempo que 
exhortamos a los países que aún tengan procedimientos y procesos pendientes 
al tiempo que lo realicen bajo el principio de coherencia, sin que medie 
cualquier otra consideración ajena a este propósito. 
h. Promover el aporte de la diáspora en conexión con las necesidades y 
oportunidades de desarrollo humano en nuestros países y en la región, mediante 
el intercambio de saberes, conocimientos, destrezas, tecnologías, y otros 
recursos materiales e inmateriales 
i. Alentar espacios de diálogo y construcción de políticas públicas que incorporen 
los aportes de la sociedad civil y demás actores sociales, en especial 
asociaciones de migrantes, la academia, centros de investigación, las 
organizaciones y federaciones sindicales, y el sector empresarial y financiero. 
j. Difundir el contenido de la presente declaración y posicionarlo en los distintos 
foros internacionales sobre migraciones en los que participemos de manera 
bilateral o multilateral, en especial en el III Foro Global sobre Migración y 
Desarrollo, y en el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas. 
k. Felicitar al Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos por asumir la 
responsabilidad de la organización del IV Foro Global sobre Migración y 
Desarrollo y comprometer la participación activa de los países de la 
Conferencia Sudamericana sobre Migraciones en su preparación y desarrollo. 
 
Agradecer y aceptar el ofrecimiento del Estado Plurinacional de Bolivia como sede de la X 
Conferencia Sudamericana sobre Migraciones que se celebrará en el transcurso del 2010. 
Saludamos y agradecemos la participación e intervención en esta Conferencia Sudamericana de 
la Directora General Adjunta de la OIM, Embajadora Laura Thompson, inaugurando con esta 
participación una nueva relación con la región sudamericana y con este proceso de diálogo y 
concertación política sobre migraciones internacionales. 
 
En el marco del proceso de fortalecimiento de la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, 
solicitamos a la Organización Internacional para las Migraciones formular una propuesta de 
funcionamiento de la Secretaría Técnica de esta CSM que posibilite el logro de los objetivos 
definidos para este foro sudamericano, especialmente en los ámbitos de generación de 
información, capacitación de funcionarios y formación de personas, así como estudios aplicados 
a los asuntos migratorios regionales. 
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Las delegaciones presentes expresan su gratitud por la hospitalidad brindada por los hermanos 
de la República del Ecuador, al tiempo que extienden sus sinceras felicitaciones por la 
organización y el éxito alcanzado en esta IX Conferencia Sudamericana sobre Migraciones. 
 




























El retorno voluntario asistido y la reintegración es una parte indispensable del enfoque integral 
de la gestión de la migración, cuyo objetivo es lograr el retorno y reintegración ordenados y en 
condiciones humanas de los migrantes que no pueden o no desean permanecer en sus países de 
acogida y desean retornar voluntariamente a sus países de origen. 
 
 La misión de OIM Ecuador conjuntamente con otras misiones a nivel mundial, a través 
de los Programas de Retorno Voluntario y Reintegración Asistida apoya a ecuatorianos 
que han decidido regresar al país. La asistencia consiste en facilitar pasajes aéreos de 
regreso, documentos de viaje y asistencia técnica y financiera para el proceso de 




 Asistencia durante los trámites de migración y aduanas al llegar al aeropuerto; 
 Preparativos para la recepción consecutivas a la llegada, incluyendo información y 
derivación a asociados locales si es necesario; 
 Viajes hasta el destino final; 
 Asistencia para la reintegración a corto y mediano plazo (dependiendo del proyecto 
correspondiente y de los recursos aportados por los donantes), incluida la instalación de 
negocios, la capacitación vocacional, la instrucción formal, asistencia médica y otros 
tipos de asistencia adaptados a las necesidades específicas de cada persona que retorna; 




Beneficiarios: Desde el año 2000 OIM en Ecuador ha trabajado con los diferentes programas de 
retorno provenientes de España, Italia, Bélgica, Noruega, Holanda, Reino Unido, Estonia, 
Canadá y México. Dentro de estos programas se ha brindado acompañamiento a 4766 personas, 
de las cuales 805 han recibido un fondo económico y asistencia técnica destinados a proyectos 
productivos, educación, asistencia médica entre otros. 
 
Impacto que se genera: 
 Garantiza el retorno seguro de los ecuatorianos bajo el respeto a los derechos humanos. 
 Mejora la cooperación entre países de origen y países de destino. 
 Reduce el impacto psicosocial y económico de los retornados al momento de llegada. 
 Contribuye al desarrollo económico del país de origen al apoyar al retorno de migrantes 
que han acumulado nuevos conocimientos, destrezas y habilidades plasmados en 
proyectos productivos sostenibles que garantizan su reintegración en la sociedad 
ecuatoriana. 






















La OIM ha prestado asistencia técnica al Ecuador en la lucha contra la trata de personas. Desde 
el año 2006 se ha implementado el Programa contra la Trata de personas. 
 
Resultados más destacados de la primera fase del Programa (2006 – 2009) 
 
Creación de un Sistema de Registro de Casos de Trata de Personas en Ecuador. 
 
Elaboración del Protocolo Consular para la Asistencia a Víctimas. 
 
Programa Piloto de Casas de Acogida. En este último 154 víctimas fueron asistidas por la 
primera fase del programa. 
Desde Septiembre de 2010, OIM ha implementado la segunda fase del Programa contra la Trata 
de Personas, con el apoyo de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional 
USAID. Este Programa busca apoyar al Estado Ecuatoriano en la implementación del Plan 
Nacional Contra la Trata de Personas, herramienta principal que tiene el Gobierno para combatir 
la Trata de Personas. 
 
Específicamente, el Programa Contra la Trata de Personas está orientando sus esfuerzos a nivel 
local en 8 cantones del país: Lago Agrio, Santo Domingo, San Lorenzo, Ibarra, Cotacahi, 
Otavalo, Guamote y Colta con el fin de apoyar la creación de planes locales contra la trata de 
personas. Así mismo, se brinda asistencia técnica el fortalecimiento de redes locales existentes 
que trabajen para enfrentar este delito. 
 
Para lograr este propósito se espera: 
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1. Contribuir a la implementación del Plan Nacional Contra la Trata de Personas, a través 
del apoyo a las instituciones del Gobierno ecuatoriano responsables de ejecutarlo. 
2. Apoyar la implementación de planes locales que apoyen al Plan Nacional Contra la 
Trata de Personas, para esto el programa brinda asistencia a los gobiernos autónomos 
descentralizados (GAD) para ayudarlos en el combate contra la trata de personas en sus 
jurisdicciones. 
3. Apoyar a casas de acogida mediante la asistencia técnica para el fortalecimiento de 
servicios existentes y el desarrollo de mecanismos que prevengan la re-victimización y 














Anexo 5. PODEMOS COMPLEMENTAR ESTE ESQUEMA SÍNTESIS QUE 
VIENE TRABAJANDO LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL PARA LAS 









La persona viaja  contra su voluntad forzada o 
engañada. 
 
Se da con la voluntad expresa de la persona. 
 
El objetivo es la explotación de la víctima 
 
El objetivo es   que la persona ingrese a otro Estado. 
 
El viaje generalmente es financiado por el Tratante. 
 
El viaje es financiado por la persona que viaja en 
forma irregular 
 
La movilización de las personas puede ser regular 
 
La movilización es en condiciones de irregularidad. 
 
En la Trata, la persona pierde la libertad en forma 
permanente. 
 
En el tráfico la persona actúa bajo las órdenes de 
alguien en forma temporal. 
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La Trata afecta la integridad de la persona. 
 
El tráfico afecta el orden migratorio de los Estados. 
 
Al ser trasladadas fuera de su entorno y despojadas de 
sus documentos y de su libertad, las personas   pierden 
las posibilidades de retorno. La Trata desconecta a las 
personas de sus raíces 
 
Las personas siempre tienen como alternativa el 
retorno. 
 
Cuadro 1Diferencias entre Trata /Tráfico 
 
El factor adicional crítico que distingue la Trata del Tráfico de migrantes es la presencia en la 
Trata, de fuerza, coacción o engaño en todo el proceso o en alguna etapa de éste y que se los usa 







































































































Anexo 8. ARTÍCULOS DE PRENSA 






























 Este fenómeno llamado migración, ha provocado que se desintegre el núcleo familiar, 
que es la base de toda la sociedad, ya que niños y adolescentes están al cuidado de sus 
abuelos, tíos y otros familiares, quienes no les pueden brindar el cariño, afecto y sobre 
todo la educación y guía que necesitan, muchos de ellos entregándose, a las drogas, al 
alcohol o integrándose a pandillas o refugiándose en otros vicios. 
 
 El tráfico de menores se ha convertido en nuestro país en un negocio de exportación de 
carne humana tierna y viva, que paga el precio de decenas de miles de dólares por el 
acto criminal, a vista y paciencia de ciertos funcionarios corruptos que facilitan el 
tráfico y encubren a los delincuentes. 
 
 Los traficantes de menores actúan en bandas organizadas, pero ninguna banda ha sido 
oficialmente descubierta y reprimida, aunque se conoce su modus operandi y se 
presume la identidad de las personas relacionadas con este macabro y sangriento 
negocio de exportación de inocentes víctimas, por ejemplo del Operativo la Trata. 
Delito que deja Cicatrices, realizado a finales del año 2009, por la Policía Judicial. 
ANEXO 8. 
 
 Las organizaciones criminales se financian con la comisión del delito, distribuyen a las 
víctimas a los destinatarios finales, que generalmente agotan el delito, adoptándolos 
ilegalmente, reduciéndolos a servidumbre, extrayéndoles los órganos o explotándolos 
sexualmente. 
 
 La  migración y tráfico de menores son delitos de lesa humanidad y que deben ser 
reprimidos donde quiera que se encuentren las víctimas o sean descubiertos los autores 
de los delitos, porque la gran alarma social que ocasiona su impunidad, no solo que 
trasciende permanentemente a la esfera familiar de las víctimas, sino que mina las bases 
sobre las que se organiza la sociedad, que son el amparo y protección de la familia. 
 
 La migración y tráfico de menores constituye un factor externo que incide directamente 
en las familias afectadas y por ende su impacto es social, es sin duda, delitos que 
involucra a diferentes estamentos sociales, políticos, administrativos y legales es la 
vergüenza que azota a países, como el nuestro. 
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 Se reafirma también que la trata de seres humanos, forma parte del turismo sexual que 
afecta a niños, niñas y adolescentes, es incompatible con la dignidad y el valor de la 
persona humana que constituye una grave violación de los derechos humanos. 
 
 El Estado ecuatoriano no ha emitido opiniones legales sobre los casos en los cuales una 
víctima de trata de personas califica dentro de la definición de refugiado. 
 
 A las personas una vez rescatadas de las mafias dedicadas a la migración o tráfico de 
menores les es muy difícil reconocer su situación de víctimas y de haber sido utilizadas, 
captadas o explotadas, para lo cual requieren de un proceso de protección y asistencia 
integral. 
 
 La protección y asistencia que prevé el Protocolo Nacional Unificado de Protección y 
Asistencia Integral tiene como punto de partida y eje a la persona y el reconocimiento 
de sus derechos y requiere de servicios especializados y, personal con competencia 
profesional y técnica, y con compromiso individual e institucional para trabajar 





 La microempresa es una respuesta válida a este fenómeno migratorio, mediante el 
financiamiento adecuado y la guía y asistencia técnica básica, muchos ecuatorianos 
pueden generar sus propias unidades productivas que les generan ingresos suficientes 
para cubrir sus necesidades y generar pequeños negocios, para desarrollarlos y 
convertirnos en pequeñas empresas familiares, que aporten al mejoramiento de los 
estándares de vida, generando fuentes de empleo y por ende aportando a la economía 
nacional.  
 
 Es necesario que el Estado ecuatoriano desarrolle campañas de prevención. Así mismo, 
crear programas de protección para aquellos que han sido víctimas de este abuso y 
puedan superar sus efectos y acceder a condiciones que permitan el correcto ejercicio de 
sus derechos como ciudadanos ecuatorianos fuera del territorio patrio así como también 
dentro del mismo, prestarles la respectiva asistencia jurídica mediante establecimientos 
que ofrezcan servicios patrocinio según el caso.   
 
 
 Se debería realizar una inversión para beneficiar a las personas que habitan en zonas en 
donde no es posible tener los servicios básicos como son: agua potable, alcantarillado, 
plantas de tratamiento de aguas residuales, unidades sanitarias básicas, residuos sólidos, 
puentes, calles, caminos, sistemas de riego, para poder vivir dignamente y así evitar que 
sean engañados por personas maliciosas quienes les ofrecen que en otros países podrán 
cubrir estas insuficiencias. 
 
 Deberían establecerse mecanismos eficaces de reinserción social de las víctimas de la  
trata de personas, por lo que la coordinación con el Ministerio de Relaciones Laborales 
y, tal vez, el sector privado se hace necesaria. 
 
 
 Se deben hacer esfuerzos por educar, sensibilizar al público a fin de reducir el mercado 
de consumidores que lleva a la venta de niños y estimando también que es importante 




 Es necesario que se promulguen "Leyes de gran alcance" que permitan juzgar en su país 
de origen a cualquier persona acusada de tráfico de menores y garantizar la 
disponibilidad de fondos suficientes para que las autoridades competentes puedan 
disponer de los medios necesarios para luchar contra la trata y procesar; así como 
sancionar a los traficantes. 
 
 
 Se requiere encontrar de manera urgente alguna normativa que permita regularizar su 
situación migratoria de las personas víctimas de la trata, mientras se judicializa su caso 
y/o su defensa este plenamente garantizada.  
 
 El refugio como herramienta de Protección Internacional a las Víctimas de Trata sería 
una solución verdadera para estas personas que han sufrido violaciones a los derechos 
humanos.  
 
 El Protocolo Nacional Unificado de Protección y Asistencia Integral propone un 
proceso de acompañamiento a las personas víctimas de trata y sus familias, cuándo éstas 
también son víctimas indirectas o han sido afectadas por la trata. 
 
 
 La trata de personas representa un problema personal y social que es necesario enfrentar 
con políticas y medidas de prevención, protección y erradicación, y de sanción. El 
Protocolo Nacional Unificado de Protección y Asistencia está orientado a la protección 
y asistencia integral de las víctimas que culmina con su recuperación y reinserción 
social. 
 
 Es necesario legislar con la finalidad de incorporar al Código Penal, reformas 
destinadas a garantizar una adecuada tipificación de los delitos que tienen relación con 






CAPÍTULO V. PROPUESTA 
1.10 Justificación 
La explotación sexual comercial, la trata, el tráfico y otras formas de explotación de mujeres, 
niños, niñas y adolescentes, violaciones severas a los derechos humanos, demandan acciones 
decididas por parte del Estado y la sociedad, así como la cooperación regional. Estos fenómenos 
son la expresión de un sistema basado en relaciones de poder que el explotador, tratante, u otros, 
ejercen sobre la persona explotada, quien se encuentra en situación de vulnerabilidad. 
 
La comunidad internacional ha definido una serie de acuerdos internacionales para combatir 
estos delitos; entre ellos podemos destacar la Convención de las Naciones Unidas contra la 
delincuencia organizada transnacionalmente; el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la 
trata de personas y especialmente de mujeres y niños; el Protocolo contra el tráfico ilícito de 
migrantes por tierra, mar y aire; el Convenio 182 de la OIT sobre eliminación de las peores 
formas de trabajo infantil; el Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía. Estos son algunos instrumentos jurídicos que complementan aquellos generales de 
protección de derechos como son la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención 
para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer. 
 
Tanto los instrumentos jurídicos internacionales, como la normativa nacional vigente, 
establecen al Estado Ecuatoriano la obligación de desarrollar las acciones legales, judiciales y 
administrativas a su alcance para prevenir, combatir y erradicar estos delitos, así como para 
proteger a las víctimas y restituir sus derechos. 
 
El Ecuador, desde el año 2004, confirmó su decisión de combatir estos delitos y proteger a las 
víctimas; para ello constituyó la Comisión Nacional para la elaboración del “Plan Nacional para 
combatir la trata de personas, el tráfico ilegal de migrantes, explotación sexual, laboral y otros 
modos de explotación y prostitución de mujeres, niños, niñas y adolescentes, pornografía 
infantil y corrupción de menores”, y estableció las sanciones para estos delitos al aprobar la Ley 
Reformatoria al Código Penal que tipifica los delitos de Explotación Sexual de los Menores de 
Edad, documentos que son materia de esta publicación. 
 
El proceso cuenta con el compromiso, acción permanente y coordinada de las instituciones 
miembros de la Comisión, la Secretaría Técnica, además de organizaciones no gubernamentales 
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y sociales comprometidas con la defensa de los derechos humanos en general y en particular de 
los niños, niñas, adolescentes y mujeres. 
 
Es importante destacar la cooperación técnica y financiera de varios organismos internacionales, 
y de manera particular de UNICEF y OIT, que han acompañado en este proceso y apoyado el 




1.11.1 Objetivo General 
Demostrar a través de la presente propuesta que a raíz de la migración y tráfico de niñas, niños o 
adolescente pueden surgir trastornos físicos, morales y psicológicos que violan sus derechos de 
libertad, dignidad e identidad sexual. 
 
1.11.2 Objetivo específico 
 Identificar al tráfico de menores como una de las formas de violencia a los derechos de 
la infancia, en especial al derecho de integridad personal. 
 Revelar que la incongruencia de las actuales leyes frente a la realidad social de los 
menores que salen del país, para beneficio de quienes lucran con los derechos de la 
niñez. 
 Alertar a la sociedad sobre los posibles riesgos que implica la migración de menores de 
nuestro país, y la existencia de verdaderas organizaciones dedicadas a obtener 
beneficios económicos a costa de sus vidas.  
 Recalcar la urgencia de realizar una ley reformatoria al código penal que tipifica los 











1.12 Propuesta de Reforma Legal 
 
 
REPÚBLICA DEL ECUADOR 
EL PLENO  DE LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el numeral 9 del artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador, publicada en 
el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre  de 2008 determina que el más alto deber del 
Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución;  
 
Que, el artículo 10 de la Constitución de la República del Ecuador, señala las personas 
comunidades, nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados 
en la constitución y en los instrumentos internacionales. La naturaleza será sujeto de aquellos 
derechos que le reconozcan la Constitución. 
 
Que es obligación fundamental del Estado, garantizar la vigencia de los derechos humanos, las 
libertades fundamentales de las personas y la seguridad jurídica; 
 
Que en la actualidad es necesario legislar con la finalidad de incorporar al Código Penal, 
reformas destinadas a garantizar una adecuada tipificación de los delitos que tienen relación con 
la explotación sexual de los menores de edad; 
 
Que de conformidad con el numeral 2, del artículo 141 de la Constitución Política de la 
República, se requiere de la expedición de una ley para tipificar infracciones y establecer las 
sanciones correspondientes; y, 
 






LEY REFORMATORIA AL CÓDIGO PENAL QUE TIPIFICA LOS DELITOS DE 
EXPLOTACIÓN SEXUAL DE LOS MENORES DE EDAD 
 
Art.1. Sustituyese el artículo 22, por el siguiente: 
“Art. 22.- Tampoco hay infracción alguna cuando una persona mata o causa lesiones a otra en el 
momento de ser víctima de un delito de abuso sexual o violación”. 
 
Art. 2. A continuación del artículo 29, agregase uno que dice: 
 
“Art. ... Para los delitos de trata de personas y delitos sexuales, no se considerarán 
circunstancias atenuantes, excepto las siguientes: 
 
1. La contemplada en el numeral 5 del artículo 29; y, 
2. Que el sospechoso, imputado o acusado colabore eficazmente con las autoridades en la 
investigación del delito”. 
 
Art. 3. Al final del numeral 4 del artículo 30, suprímase la conjunción: “y”; y, al final del 
artículo 30, agregase .como numeral 6, el siguiente: 
Ejecutar la infracción por motivos de discriminación, referente al lugar de nacimiento, edad, 
sexo, etnia, color, origen social, idioma, religión, filiación política, posición económica, 
orientación sexual, estado de salud, discapacidad o diferencia de cualquier otra índole”. 
 
Art.4. A continuación del artículo 30, añádase el siguiente innumerado: 
 
“Art. ... En el caso de delitos sexuales y de trata de personas, se considerarán como 
circunstancias agravantes, cuando no fueren constitutivas o modificatorias de la infracción y se 
aplicarán sin perjuicio de las circunstancias agravantes generales señaladas en el artículo 
anterior, las siguientes: 
 
1. Si la víctima es una persona mayor de sesenta años o menor de dieciocho años de edad, 
persona con discapacidad o de aquellas que el Código Civil considera incapaces; 
2. Encontrarse la víctima, al momento de la comisión del delito, en establecimientos 
públicos o privados, tales como los de salud, educación, culto, investigación, asistencia 




3. Aprovecharse de que la víctima atraviesa por una situación de vulnerabilidad, extrema 
necesidad económica o de abandono; 
4. Haber contagiado a la víctima con una enfermedad grave, incurable o mortal, o haberle 
producido lesiones que causen incapacidad permanente, mutilaciones, pérdida o 
inutilización de órganos, discapacidad física, perturbación emocional, trastorno 
psicológico o mental; 
5. Si la víctima estuviere o resultare embarazada, o si estuviere en puerperio, o si abortare 
como consecuencia de la comisión del delito; 
6. Si la víctima estuviere incapacitada física o mentalmente; 
7. Tener el infractor algún tipo de relación de poder y/o autoridad sobre la víctima, o si es 
adoptante, tutor, curador o si tiene bajo su cuidado, por cualquier motivo, a la víctima; 
8. Compartir con la víctima el ámbito familiar; 
9. Conocer a la víctima con anterioridad a la comisión del delito; 
10. Si el delito sexual ha sido cometido como una forma de tortura, o con fines de 
intimidación, degradación, humillación, discriminación, venganza o castigo; 
11. Si el delito ha sido cometido por funcionarios públicos, docentes o ministros de algún 
culto, que han abusado de su posición para cometerlo, por profesionales de la salud y 
personas responsables en la atención del cuidado del paciente; o cualquier otra  clase de 
profesional o persona que hubiere abusado de su función o cargo para cometer el delito; 
y, 
12. Haber utilizado para cometer el delito, alguna sustancia que altere el conocimiento o la 
voluntad de la víctima. 
 
Art. Final. La presente Ley entrará en vigencia a partir de su promulgación  en el Registro 
Oficial.  
 
Dado y suscrito en la sede de la Asamblea Nacional, ubicada en el Distrito Metropolitano de 





             Gabriela Rivadeneira                                               Livia Rivas 
Presidenta de la Asamblea Nacional           Secretara General  de la Asamblea Nacional. 
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